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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

CONVENIO que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Estado de Quintana Roo, relativo al 
mecanismo de ajuste de las compensaciones del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas, a que hace referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

 

CONVENIO QUE CELEBRAN, EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 

CRÉDITO PÚBLICO, A LA QUE EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR SU 

TITULAR EL C. ARTURO HERRERA GUTIÉRREZ Y, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, AL QUE EN 

LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, REPRESENTADA POR EL C. CARLOS MANUEL 

JOAQUÍN GONZÁLEZ, EN SU CARÁCTER DE GOBERNADOR DEL ESTADO, ASISTIDO POR EL C. JORGE ARTURO 

CONTRERAS CASTILLO, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE GOBIERNO DEL ESTADO Y POR LA C. YOHANET 

TEÓDULA TORRES MUÑOZ, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIA DE FINANZAS Y PLANEACIÓN DEL ESTADO, 

RELATIVO AL MECANISMO DE AJUSTE DE LAS COMPENSACIONES DEL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE LOS 

INGRESOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, A QUE HACE REFERENCIA EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN II, 

SEGUNDO PÁRRAFO, Y 21 BIS DE LA LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA. 

ANTECEDENTES 

I. De conformidad con lo señalado en los artículos 19, fracción IV, cuarto párrafo, 21, fracción II, segundo 
párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), la “Secretaría” 
constituyó un fideicomiso público denominado Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas (FEIEF), con el objeto de compensar la disminución en el monto de la recaudación federal 
participable con respecto a lo estimado en la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de que 
se trate. 

II. En términos de lo previsto en los artículos 19, fracción IV, tercer párrafo, 21, fracción II, segundo párrafo 
y 21 Bis, fracción VIII de la LFPRH, la compensación con los recursos del FEIEF referida en el antecedente 
anterior, se realizará de acuerdo con las reglas de operación que se publiquen en el Diario Oficial de la 
Federación. 

III. El 26 de marzo de 2009 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las “Reglas de Operación 
del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas” (Reglas de Operación), mismas que 
fueron modificadas mediante diversos acuerdos publicados en el mismo órgano de difusión oficial el 4 de 
octubre de 2013, 26 de febrero de 2014 y 7 de agosto de 2020, las cuales prevén que: 

1. Durante el ejercicio fiscal correspondiente, con base en una proyección de las finanzas públicas que 
elabore la “Secretaría”, en la que se determine la disminución de la recaudación federal participable, se 
podrán realizar las compensaciones provisionales que procedan para compensar a las entidades federativas 
la disminución en el monto de las participaciones vinculadas con la recaudación federal participable estimada 
en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que corresponda, de acuerdo con lo establecido en 
los artículos 21, fracción II, párrafo segundo, 21 Bis de la LFPRH, y 12 A de su Reglamento. 

2. Las entidades federativas deberán entregar a los municipios o demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, según sea el caso, las cantidades que, de conformidad con las compensaciones referidas en el 
numeral anterior, les correspondan, de acuerdo con la Ley de Coordinación Fiscal (LCF) y demás 
disposiciones aplicables. 

3. Cuando las cantidades entregadas mediante las compensaciones provisionales sean superiores a la 
determinación anual de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la 
recaudación federal participable, las entidades federativas deberán realizar el reintegro de los recursos que 
corresponda al FEIEF, sin ninguna carga financiera adicional, conforme al monto que les sea comunicado. 

4. Para llevar a cabo el reintegro indicado en el numeral que antecede, con fundamento en el artículo 9o., 
último párrafo de la LCF, la “Secretaría” suscribirá un convenio con cada una de las entidades federativas 
para ajustar las diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales o, 
en su caso, mensuales, según corresponda y las cantidades correspondientes al monto anual que se 
determine para el ejercicio fiscal correspondiente. 
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DECLARACIONES 

I. DECLARA LA “SECRETARÍA”, POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE, QUE: 

1. Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o., 2o. y 26 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF). 

2. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 31, fracciones II y XIV de la LOAPF, tiene a su cargo 
la proyección y el cálculo de los ingresos de la Federación y de las entidades paraestatales, 
considerando las necesidades del gasto público federal, la utilización razonable del crédito público y 
la sanidad financiera de la Administración Pública Federal, así como de los egresos del Gobierno 
Federal y de la Administración Pública Federal Paraestatal, haciéndolos compatibles con la 
disponibilidad de los recursos y en atención a las necesidades y políticas del desarrollo nacional. 

3. Su representante cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 1o., 2o., 9o. y 10 de la LCF; 19, fracción IV, 21, fracción II, párrafo 
segundo, y 21 Bis, fracciones I y VIII de la LFPRH; 12 A de su Reglamento; 16 y 31 de la LOAPF, y 
4o. del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

II. DECLARA LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, POR CONDUCTO DE SUS REPRESENTANTES, QUE: 

1. Es una entidad federativa de los Estados Unidos Mexicanos, libre y soberana en cuanto a su régimen 
interior, con un gobierno republicano, representativo y popular en términos de lo dispuesto por los 
artículos 40, 41 primer párrafo, 42 fracciones I y II, 43 y 116 de la Constitución Política de lo Estados 
Unidos Mexicanos, 1, 2 5 y 7 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana 
Roo. 

2. Que el C. Carlos Manuel Joaquín González, Gobernador del Estado de Quintana Roo, se encuentra 
facultado para suscribir el presente convenio de conformidad con los artículos 3°, 10, 49, 51, 78, 90 
fracción XX, 91 fracciones I y XIII, 115 y 116 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Quintana Roo; y, 2 y 16 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana 
Roo. 

3. Que el C. Jorge Arturo Contreras Castillo, Secretario de Gobierno del Estado, se encuentra facultado 
para suscribir el presente convenio, de conformidad con los artículos 92 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 3, 4, 19 fracción I, 21, 27, 30 fracción VII y 31 
fracciones VII y XXX de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana Roo. 

4. Que la C. Yohanet Teodula Torres Muñoz, Secretaria de Finanzas y Planeación del Estado, se 
encuentra facultada para suscribir el presente convenio, de conformidad con los artículos 92, 115 y 
116 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 1o., 2o., 9o. último 
párrafo y 10 de la LCF; 21, fracción II, párrafo segundo, 21 Bis de la LFPRH, y 12 A de su 
Reglamento; 3, 4, 19 fracción III, 21, 27, 30 fracción VII y 33 fracciones I, II, XVI, XXIII, XXXIII y 
XXXVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana Roo; 1 de la Ley de 
Ingresos del Estado de Quintana Roo para el ejercicio fiscal 2021; 1, 5 , 6, 8, 9, 18 de la Ley de 
Coordinación Fiscal del Estado de Quintana Roo. 

5. Con base a lo previsto en el artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal y 18 de la Ley de 
Coordinación Fiscal del Estado de Quintana Roo, está facultada para convenir la compensación de 
las participaciones federales que le correspondan al Estado. 

En virtud de lo anterior, la “Secretaría” y la “Entidad Federativa”, con fundamento en los artículos 16 y 31 
de la LOAPF; 19, fracciones I, último párrafo, y IV, y 21, fracción II, segundo párrafo y 21 Bis de la LFPRH;  12 
A de su Reglamento, y 1o., 2o., 9o., último párrafo y 10 de la LCF, y en lo dispuesto en la Regla Novena, 
fracción I, incisos e) y f) de las Reglas de Operación, así como en los 3º, 51, 78, 90 fracción XX, 91 fracciones 
I y XIII, 92, 115 y 116 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, 2, 3, 4, 16, 19 
fracciones I y III, 21, 27, 30 fracción VII, 31 fracciones VII y XXX y 33 fracciones I, XXVI y XXX de la  Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana Roo, y demás disposiciones relativas y 
aplicables, acuerdan celebrar el presente Convenio, en los términos de las siguientes 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio tiene por objeto definir el mecanismo de ajuste de las 

diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales, o mensuales, 

según corresponda, y las cantidades correspondientes al monto anual que se determine para el ejercicio fiscal 

correspondiente, sobre los recursos del FEIEF que se hayan entregado a la “Entidad Federativa”, derivado de 

la disminución en el monto de las participaciones en ingresos federales que le correspondan, vinculadas con 

la recaudación federal participable estimada en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que 

corresponda, en términos de lo establecido en los artículos 9o., último párrafo de la LCF, 21, fracción II, 

segundo párrafo, y 21 Bis de la LFPRH, 12 A de su Reglamento y, la Regla Novena, fracción I, incisos e) y f) 

de las Reglas de Operación, según se trate. 

SEGUNDA.- MECANISMO DE AJUSTE DE LOS RECURSOS ENTREGADOS.- Para el caso en que los 

recursos del FEIEF entregados a la “Entidad Federativa” sean superiores a la determinación del monto anual 

de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la recaudación federal 

participable, de conformidad con lo señalado en la cláusula primera del presente instrumento, la “Entidad 

Federativa”, deberá efectuar el reintegro al FEIEF dentro de los 10 días siguientes a aquel en que la 

“Secretaría” le comunique el monto correspondiente, sin ninguna carga financiera adicional, en los términos 

que para tal efecto dé a conocer la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 Bis, fracción 

VIII, inciso b) de la LFPRH. 

En caso, de no realizar dicho reintegro en el plazo establecido, las partes convienen en que, en los 

términos del artículo 9o., último párrafo de la LCF, el monto de la diferencia que resulte a cargo de la “Entidad 

Federativa” se compensará contra sus participaciones federales, sin ninguna carga financiera adicional, para 

su reintegro al FEIEF. 

En el caso de que el monto de las compensaciones provisionales de los recursos del FEIEF entregados a 

la “Entidad Federativa” en términos de la LCF resulte inferior al que le corresponda, se conviene en que la 

“Secretaría”, a través del FEIEF, entregará a la “Entidad Federativa” la diferencia resultante, sin ninguna carga 

financiera adicional, durante el mes siguiente a aquél en el que se le comunique el monto respectivo de dichos 

recursos. 

TERCERA.- VIGENCIA.- El presente Convenio se publicará en el órgano de difusión oficial de la “Entidad 

Federativa” y en el Diario Oficial de la Federación, y estará en vigor a partir de la fecha de su suscripción y 

hasta en tanto se encuentren vigentes las disposiciones federales que fundamentan su aplicación o se 

suscriba instrumento jurídico o convenio que sustituya al presente. 

CUARTA.- TERMINACIÓN DE EFECTOS DE CONVENIO ANTERIOR.- A partir de la fecha de entrada en 

vigor del presente Convenio, queda sin efectos el Convenio celebrado por el Gobierno Federal, por conducto 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de Quintana Roo, por conducto de 

sus respectivos representantes, relativo al mecanismo de ajuste de las compensaciones del FEIEF, a que 

hace referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, de la LFPRH, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 7 de octubre de 2010. 

Enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente convenio, lo firman en tres tantos 

igualmente válidos, en la ciudad de México, México, a los catorce días del mes de junio de dos mil veintiuno.- 

Por la Secretaría: el Procurador Fiscal de la Federación, en suplencia por ausencia del Secretario de 

Hacienda y Crédito Público, de los Subsecretarios de Hacienda y Crédito Público, de Ingresos, de Egresos y, 

del Oficial Mayor, en términos del primer párrafo del artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, Carlos Romero Aranda.- Rúbrica.- Por la Entidad Federativa: Gobernador del 

Estado de Quintana Roo, Carlos Manuel Joaquín González.- Rúbrica.- Secretario de Gobierno, Jorge 

Arturo Contreras Castillo.- Rúbrica.- Secretaria de Finanzas y Planeación, Yohanet Teodula Torres 

Muñoz.- Rúbrica. 
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CONVENIO que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Estado de San Luis Potosí, relativo al 
mecanismo de ajuste de las compensaciones del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas, a que hace referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

 

CONVENIO QUE CELEBRAN, EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 

CRÉDITO PÚBLICO, A LA QUE EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR SU 

TITULAR EL C. ARTURO HERRERA GUTIÉRREZ Y, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, AL QUE EN 

LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, REPRESENTADA POR EL C. JUAN MANUEL 

CARRERAS LÓPEZ, EN SU CARÁCTER DE GOBERNADOR DEL ESTADO, ASISTIDO POR LOS CC. JORGE DANIEL 

HERNÁNDEZ DELGADILLO, Y DANIEL PEDROZA GAITAN SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO Y SECRETARIO 

DE FINANZAS, RESPECTIVAMENTE, RELATIVO AL MECANISMO DE AJUSTE DE LAS COMPENSACIONES DEL 

FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE LOS INGRESOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, A QUE HACE REFERENCIA 

EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 21 BIS DE LA LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y 

RESPONSABILIDAD HACENDARIA. 

ANTECEDENTES 

I. De conformidad con lo señalado en los artículos 19, fracción IV, cuarto párrafo, 21, fracción II, segundo 

párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), la “Secretaría” 

constituyó un fideicomiso público denominado Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 

Federativas (FEIEF), con el objeto de compensar la disminución en el monto de la recaudación federal 

participable con respecto a lo estimado en la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de  que 

se trate. 

II. En términos de lo previsto en los artículos 19, fracción IV, tercer párrafo, 21, fracción II, segundo párrafo 

y 21 Bis, fracción VIII de la LFPRH, la compensación con los recursos del FEIEF referida en el antecedente 

anterior, se realizará de acuerdo con las reglas de operación que se publiquen en el Diario Oficial de la 

Federación. 

III. El 26 de marzo de 2009 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las “Reglas de Operación 

del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas” (Reglas de Operación), mismas que 

fueron modificadas mediante diversos acuerdos publicados en el mismo órgano de difusión oficial el 4 de 

octubre de 2013, 26 de febrero de 2014 y 7 de agosto de 2020, las cuales prevén que: 

1. Durante el ejercicio fiscal correspondiente, con base en una proyección de las finanzas públicas que 

elabore la “Secretaría”, en la que se determine la disminución de la recaudación federal participable, se 

podrán realizar las compensaciones provisionales que procedan para compensar a las entidades federativas 

la disminución en el monto de las participaciones vinculadas con la recaudación federal participable estimada 

en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que corresponda, de acuerdo con lo establecido en 

los artículos 21, fracción II, párrafo segundo, 21 Bis de la LFPRH, y 12 A de su Reglamento. 

2. Las entidades federativas deberán entregar a los municipios o demarcaciones territoriales de la Ciudad 

de México, según sea el caso, las cantidades que, de conformidad con las compensaciones referidas en el 

numeral anterior, les correspondan, de acuerdo con la Ley de Coordinación Fiscal (LCF) y demás 

disposiciones aplicables. 

3. Cuando las cantidades entregadas mediante las compensaciones provisionales sean superiores a la 

determinación anual de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la 

recaudación federal participable, las entidades federativas deberán realizar el reintegro de los recursos que 

corresponda al FEIEF, sin ninguna carga financiera adicional, conforme al monto que les sea comunicado. 

4. Para llevar a cabo el reintegro indicado en el numeral que antecede, con fundamento en el artículo 9o., 

último párrafo de la LCF, la “Secretaría” suscribirá un convenio con cada una de las entidades federativas 

para ajustar las diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales o, 

en su caso, mensuales, según corresponda y las cantidades correspondientes al monto anual que se 

determine para el ejercicio fiscal correspondiente. 
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DECLARACIONES 

I. DECLARA LA “SECRETARÍA”, POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE, QUE: 

1. Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 

90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal (LOAPF). 

2. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 31, fracciones II y XIV de la LOAPF, tiene a su cargo la 

proyección y el cálculo de los ingresos de la Federación y de las entidades paraestatales, considerando las 

necesidades del gasto público federal, la utilización razonable del crédito público y la sanidad financiera de la 

Administración Pública Federal, así como de los egresos del Gobierno Federal y de la Administración Pública 

Federal Paraestatal, haciéndolos compatibles con la disponibilidad de los recursos y en atención a las 

necesidades y políticas del desarrollo nacional. 

3. Su representante cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 1o., 2o., 9o. y 10 de la LCF; 19, fracción IV, 21, fracción II, párrafo segundo, y 21 

Bis, fracciones I y VIII de la LFPRH; 12 A de su Reglamento; 16 y 31 de la LOAPF, y 4o. del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

II. DECLARA LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, POR CONDUCTO DE SUS REPRESENTANTES, QUE: 

1. El Estado de San Luis Potosí es parte integrante de los Estados Unidos Mexicanos, es libre soberano y 

posee una organización política y administrativa libre, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 

42 fracción I y 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 2 y 3 de 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 

2. El C. Juan Manuel Carreras López, Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí, cuenta 

con facultades para celebrar el presente Convenio, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 80 

fracción XVII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 1º, 2º, y 13 de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí y acredita la personalidad con que 

comparece mediante la declaratoria de Gobernador Electo, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del 

Estado de San Luis Potosí de fecha 10 de septiembre de 2015. 

3. El C. Jorge Daniel Hernández Delgadillo, Secretario General de Gobierno, asiste a la firma del presente 

convenio, de conformidad con los artículos 3º fracción I inciso a), 13, 21, 25, 31 fracción I, y 32 de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, y acredita su personalidad con 

nombramiento expedido por el Titular del ejecutivo del Estado de fecha 01 de marzo de 2021. 

4. El C. Daniel Pedroza Gaitán, Secretario de Finanzas, asiste a la firma del presente convenio, de 

conformidad con los artículos 3° fracción I inciso a), 13, 21, 25, 31 fracción II, y 33 fracciones I y VII de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, y acredita la mediante nombramiento 

expedido por el Titular del Poder Ejecutivo del Estado de fecha 16 de enero de 2019. 

5. Para efectos del presente Convenio señala como su domicilio el ubicado en Palacio de Gobierno, Jardín 

Hidalgo No. 11, Zona Centro, C.P.78000, San Luis Potosí, San Luis Potosí.  

En virtud de lo anterior, la “Secretaría” y la “Entidad Federativa”, con fundamento en los artículos 16 y 31 

de la LOAPF; 19, fracciones I, último párrafo, y IV, y 21, fracción II, segundo párrafo y 21 Bis de la LFPRH;  12 

A de su Reglamento, y 1o., 2o., 9o., último párrafo y 10 de la LCF, y en lo dispuesto en la Regla Novena, 

fracción I, incisos e) y f) de las Reglas de Operación, así como en los artículos 40, 42 fracción I y 43 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 3 y 80 fracción XVI de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 1°, 2°, 13, 21, 25, 31 fracciones I y II, 32 y 33, de la  Ley 

Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí y demás disposiciones relativas y 

aplicables, acuerdan celebrar el presente Convenio, en los términos de las siguientes 



Miércoles 13 de octubre de 2021 DIARIO OFICIAL   

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio tiene por objeto definir el mecanismo de ajuste de las 

diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales, o mensuales, 

según corresponda, y las cantidades correspondientes al monto anual que se determine para el ejercicio fiscal 

correspondiente, sobre los recursos del FEIEF que se hayan entregado a la “Entidad Federativa”, derivado de 

la disminución en el monto de las participaciones en ingresos federales que le correspondan, vinculadas con 

la recaudación federal participable estimada en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que 

corresponda, en términos de lo establecido en los artículos 9o., último párrafo de la LCF, 21, fracción II, 

segundo párrafo, y 21 Bis de la LFPRH, 12 A de su Reglamento y, la Regla Novena, fracción I, incisos e) y f) 

de las Reglas de Operación, según se trate. 

SEGUNDA.- MECANISMO DE AJUSTE DE LOS RECURSOS ENTREGADOS.- Para el caso en que los 

recursos del FEIEF entregados a la “Entidad Federativa” sean superiores a la determinación del monto anual 

de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la recaudación federal 

participable, de conformidad con lo señalado en la cláusula primera del presente instrumento, la “Entidad 

Federativa”, deberá efectuar el reintegro al FEIEF dentro de los 10 días siguientes a aquel en que la 

“Secretaría” le comunique el monto correspondiente, sin ninguna carga financiera adicional, en los términos 

que para tal efecto dé a conocer la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 Bis, fracción 

VIII, inciso b) de la LFPRH. 

En caso, de no realizar dicho reintegro en el plazo establecido, las partes convienen en que, en los 

términos del artículo 9o., último párrafo de la LCF, el monto de la diferencia que resulte a cargo de la “Entidad 

Federativa” se compensará contra sus participaciones federales, sin ninguna carga financiera adicional, para 

su reintegro al FEIEF. 

En el caso de que el monto de las compensaciones provisionales de los recursos del FEIEF entregados a 

la “Entidad Federativa” en términos de la LCF resulte inferior al que le corresponda, se conviene en que la 

“Secretaría”, a través del FEIEF, entregará a la “Entidad Federativa” la diferencia resultante, sin ninguna carga 

financiera adicional, durante el mes siguiente a aquél en el que se le comunique el monto respectivo de dichos 

recursos. 

TERCERA.- VIGENCIA.- El presente Convenio se publicará en el órgano de difusión oficial de la “Entidad 

Federativa” y en el Diario Oficial de la Federación, y estará en vigor a partir de la fecha de su suscripción y 

hasta en tanto se encuentren vigentes las disposiciones federales que fundamentan su aplicación o se 

suscriba instrumento jurídico o convenio que sustituya al presente. 

CUARTA.- TERMINACIÓN DE EFECTOS DE CONVENIO ANTERIOR.- A partir de la fecha de entrada en 

vigor del presente Convenio, queda sin efectos el Convenio celebrado por el Gobierno Federal, por conducto 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por conducto 

de sus respectivos representantes, relativo al mecanismo de ajuste de las compensaciones del FEIEF, a que 

hace referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, de la LFPRH, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 19 de julio de 2010. 

Ciudad de México, a 4 de junio de 2021.- Por el Estado de San Luis Potosí: Gobernador Constitucional del 

Estado de San Luis Potosí, C. Juan Manuel Carreras López.- Rúbrica.- Secretario General de Gobierno,  C. 

Jorge Daniel Hernández Delgadillo.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C. Daniel Pedroza Gaitán.- 

Rúbrica.- Por la Secretaría: el Procurador Fiscal de la Federación, en suplencia por ausencia del Secretario de 

Hacienda y Crédito Público, de los Subsecretarios de Hacienda y Crédito Público, de Ingresos, de Egresos y, 

del Oficial Mayor, en términos del primer párrafo del artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, Carlos Romero Aranda.- Rúbrica. 



 DIARIO OFICIAL Miércoles 13 de octubre de 2021 

CONVENIO que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Estado de Sinaloa, relativo al 
mecanismo de ajuste de las compensaciones del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas, a que hace referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

 

CONVENIO QUE CELEBRAN, EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 

CRÉDITO PÚBLICO, A LA QUE EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR SU 

TITULAR EL C. ARTURO HERRERA GUTIÉRREZ Y, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE SINALOA, AL QUE EN LO 

SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, REPRESENTADA POR EL C. QUIRINO ORDAZ COPPEL, 

EN SU CARÁCTER DE GOBERNADOR DEL ESTADO, ASISTIDO POR LOS CC. GONZALO GÓMEZ FLORES Y LUIS 

ALBERTO DE LA VEGA ARMENTA, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO Y SECRETARIO DE ADMINISTRACIÓN 

Y FINANZAS, RESPECTIVAMENTE, RELATIVO AL MECANISMO DE AJUSTE DE LAS COMPENSACIONES DEL 

FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE LOS INGRESOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, A QUE HACE REFERENCIA 

EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 21 BIS DE LA LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y 

RESPONSABILIDAD HACENDARIA. 

ANTECEDENTES 

I. De conformidad con lo señalado en los artículos 19, fracción IV, cuarto párrafo, 21, fracción II, segundo 

párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), la “Secretaría” 

constituyó un fideicomiso público denominado Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 

Federativas (FEIEF), con el objeto de compensar la disminución en el monto de la recaudación federal 

participable con respecto a lo estimado en la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de que 

se trate. 

II. En términos de lo previsto en los artículos 19, fracción IV, tercer párrafo, 21, fracción II, segundo párrafo 

y 21 Bis, fracción VIII de la LFPRH, la compensación con los recursos del FEIEF referida en el antecedente 

anterior, se realizará de acuerdo con las reglas de operación que se publiquen en el Diario Oficial de la 

Federación. 

III. El 26 de marzo de 2009 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las “Reglas de Operación 

del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas” (Reglas de Operación), mismas que 

fueron modificadas mediante diversos acuerdos publicados en el mismo órgano de difusión oficial el 4 de 

octubre de 2013, 26 de febrero de 2014 y 7 de agosto de 2020, las cuales prevén que: 

1. Durante el ejercicio fiscal correspondiente, con base en una proyección de las finanzas públicas que 

elabore la “Secretaría”, en la que se determine la disminución de la recaudación federal participable, se 

podrán realizar las compensaciones provisionales que procedan para compensar a las entidades federativas 

la disminución en el monto de las participaciones vinculadas con la recaudación federal participable estimada 

en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que corresponda, de acuerdo con lo establecido en 

los artículos 21, fracción II, párrafo segundo, 21 Bis de la LFPRH, y 12 A de su Reglamento. 

2. Las entidades federativas deberán entregar a los municipios o demarcaciones territoriales de la Ciudad 

de México, según sea el caso, las cantidades que, de conformidad con las compensaciones referidas en el 

numeral anterior, les correspondan, de acuerdo con la Ley de Coordinación Fiscal (LCF) y demás 

disposiciones aplicables. 

3. Cuando las cantidades entregadas mediante las compensaciones provisionales sean superiores a la 

determinación anual de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la 

recaudación federal participable, las entidades federativas deberán realizar el reintegro de los recursos que 

corresponda al FEIEF, sin ninguna carga financiera adicional, conforme al monto que les sea comunicado. 

4. Para llevar a cabo el reintegro indicado en el numeral que antecede, con fundamento en el artículo 9o., 

último párrafo de la LCF, la “Secretaría” suscribirá un convenio con cada una de las entidades federativas 

para ajustar las diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales o, 

en su caso, mensuales, según corresponda y las cantidades correspondientes al monto anual que se 

determine para el ejercicio fiscal correspondiente. 
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DECLARACIONES 

I. DECLARA LA “SECRETARÍA”, POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE, QUE: 

1. Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 

90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal (LOAPF). 

2. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 31, fracciones II y XIV de la LOAPF, tiene a su cargo la 

proyección y el cálculo de los ingresos de la Federación y de las entidades paraestatales, considerando las 

necesidades del gasto público federal, la utilización razonable del crédito público y la sanidad financiera de la 

Administración Pública Federal, así como de los egresos del Gobierno Federal y de la Administración Pública 

Federal Paraestatal, haciéndolos compatibles con la disponibilidad de los recursos y en atención a las 

necesidades y políticas del desarrollo nacional. 

3. Su representante cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 1o., 2o., 9o. y 10 de la LCF; 19, fracción IV, 21, fracción II, párrafo segundo, y 21 

Bis, fracciones I y VIII de la LFPRH; 12 A de su Reglamento; 16 y 31 de la LOAPF, y 4o. del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

II. DECLARA LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, POR CONDUCTO DE SUS REPRESENTANTES, QUE: 

1. Es un Estado Libre y Soberano que forma parte integrante de la Federación, de conformidad con lo 

establecido en los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como lo dispuesto por los artículos 1 y 3 de la Constitución Política del Estado de 

Sinaloa. 

2. El LIC. QUIRINO ORDAZ COPPEL, Gobernador Constitucional del Estado de Sinaloa, quien 

acredita su personalidad mediante Decreto Número 33, aprobado por el H. Congreso del Estado de 

Sinaloa mediante el cual se expide Bando Solemne publicado en el Periódico Oficial “El Estado de 

Sinaloa” Número 154, el día 19 de diciembre de 2016, se encuentra facultado para celebrar el 

presente convenio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 55, 65 fracción XXIII Bis y 69 de 

la Constitución Política del Estado de Sinaloa, así como en el artículo 2 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Sinaloa. 

3. El Secretario General de Gobierno, el LIC. GONZALO GÓMEZ FLORES, acredita su personalidad 

mediante nombramiento expedido a su favor por el Gobernador del Estado, el C. Quirino Ordaz 

Coppel, de fecha 01 de enero de 2017 y manifiesta encontrarse debidamente facultado para la firma 

del presente convenio, de acuerdo con lo establecido en los artículos 66, 69 y 72 de la Constitución 

Política del Estado de Sinaloa; 1, 3, 9, 11 y 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 

Estado de Sinaloa; 1, 15, fracción I, 17, fracción X y 36 del Reglamento Orgánico de la 

Administración Pública del Estado de Sinaloa y 1, 9, fracción X y 10, fracción XX del Reglamento 

Interior de la Secretaría General de Gobierno. 

4. El Secretario de Administración y Finanzas, el ING. LUIS ALBERTO DE LA VEGA ARMENTA, 

acredita su personalidad mediante nombramiento expedido a su favor por el Gobernador del Estado, 

el C. Quirino Ordaz Coppel, de fecha 4 de febrero de 2020 y manifiesta encontrarse debidamente 

facultado para la firma del presente convenio, de acuerdo con lo establecido en los artículos 66, 69 y 

72 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa; 1, 3, 9, 11 y 21 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Sinaloa; 1, 15, fracción II, 18, fracciones XI y XIII y 36 del 

Reglamento Orgánico de la Administración Pública del Estado de Sinaloa y 1, 9, fracción I y 10 

fracciones VI y XVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Administración y Finanzas.  

5. Para los efectos del presente Convenio General de Colaboración señala como su domicilio el 

ubicado en Avenida Insurgentes Sin Número, Colonia Centro Sinaloa, Código Postal 80129, 

Culiacán, Sinaloa y que su Registro Federal de Contribuyentes es GES8101015I7. 

En virtud de lo anterior, la “Secretaría” y la “Entidad Federativa”, con fundamento en los artículos 16 y 31 

de la LOAPF; 19, fracciones I, último párrafo, y IV, y 21, fracción II, segundo párrafo y 21 Bis de la LFPRH;  12 

A de su Reglamento, y 1o., 2o., 9o., último párrafo y 10 de la LCF, y en lo dispuesto en la Regla Novena, 
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fracción I, incisos e) y f) de las Reglas de Operación, así como en los artículos 55, 65 fracción XXIII Bis y 69 

de la Constitución Política del Estado de Sinaloa, 1, 2, 3, 9, 11 y 21 de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública del Estado de Sinaloa; 1, 15, fracciones I y II, 17, fracción X, 18 fracciones XI y XIII y 36 del 

Reglamento Orgánico de la Administración Pública del Estado de Sinaloa; 1, 9, fracción X y 10, fracción XX 

del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno y 1, 9, fracción I y 10 fracciones VI y XVIII del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Administración y Finanzas, y demás disposiciones relativas y 

aplicables, acuerdan celebrar el presente Convenio, en los términos de las siguientes 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio tiene por objeto definir el mecanismo de ajuste de las 
diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales, o mensuales, 
según corresponda, y las cantidades correspondientes al monto anual que se determine para el ejercicio fiscal 
correspondiente, sobre los recursos del FEIEF que se hayan entregado a la “Entidad Federativa”, derivado de 
la disminución en el monto de las participaciones en ingresos federales que le correspondan, vinculadas con 
la recaudación federal participable estimada en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que 
corresponda, en términos de lo establecido en los artículos 9o., último párrafo de la LCF, 21, fracción II, 
segundo párrafo, y 21 Bis de la LFPRH, 12 A de su Reglamento y, la Regla Novena, fracción I, incisos e) y f) 
de las Reglas de Operación, según se trate. 

SEGUNDA.- MECANISMO DE AJUSTE DE LOS RECURSOS ENTREGADOS.- Para el caso en que los 
recursos del FEIEF entregados a la “Entidad Federativa” sean superiores a la determinación del monto anual 
de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la recaudación federal 
participable, de conformidad con lo señalado en la cláusula primera del presente instrumento, la “Entidad 
Federativa”, deberá efectuar el reintegro al FEIEF dentro de los 10 días siguientes a aquel en que la 
“Secretaría” le comunique el monto correspondiente, sin ninguna carga financiera adicional, en los términos 
que para tal efecto dé a conocer la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 Bis, fracción 
VIII, inciso b) de la LFPRH. 

En caso, de no realizar dicho reintegro en el plazo establecido, las partes convienen en que, en los 
términos del artículo 9o., último párrafo de la LCF, el monto de la diferencia que resulte a cargo de la “Entidad 
Federativa” se compensará contra sus participaciones federales, sin ninguna carga financiera adicional, para 
su reintegro al FEIEF. 

En el caso de que el monto de las compensaciones provisionales de los recursos del FEIEF entregados a 
la “Entidad Federativa” en términos de la LCF resulte inferior al que le corresponda, se conviene en que la 
“Secretaría”, a través del FEIEF, entregará a la “Entidad Federativa” la diferencia resultante, sin ninguna carga 
financiera adicional, durante el mes siguiente a aquél en el que se le comunique el monto respectivo de dichos 
recursos. 

TERCERA.- VIGENCIA.- El presente Convenio se publicará en el órgano de difusión oficial de la “Entidad 
Federativa” y en el Diario Oficial de la Federación, y estará en vigor a partir de la fecha de su suscripción y 
hasta en tanto se encuentren vigentes las disposiciones federales que fundamentan su aplicación o se 
suscriba instrumento jurídico o convenio que sustituya al presente. 

CUARTA.- TERMINACIÓN DE EFECTOS DE CONVENIO ANTERIOR.- A partir de la fecha de entrada en 
vigor del presente Convenio, queda sin efectos el Convenio celebrado por el Gobierno Federal, por conducto 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de Sinaloa, por conducto de sus 
respectivos representantes, relativo al mecanismo de ajuste de las compensaciones del FEIEF, a que hace 
referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, de la LFPRH, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 25 de enero de 2011. 

Ciudad de México, a 15 de junio de 2021.- Por el Estado: el Gobernador Constitucional, Quirino Ordaz 
Coppel.- Rúbrica.- El Secretario General de Gobierno, Gonzalo Gómez Flores.- Rúbrica.- El Secretario de 
Administración y Finanzas, Luis Alberto de la Vega Armenta.- Rúbrica.- Por la Secretaría: el Procurador 
Fiscal de la Federación, en suplencia por ausencia del Secretario de Hacienda y Crédito Público, de los 
Subsecretarios de Hacienda y Crédito Público, de Ingresos, de Egresos y, del Oficial Mayor, en términos del 
primer párrafo del artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Carlos 
Romero Aranda.- Rúbrica. 
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CONVENIO que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Estado de Sonora, relativo al 
mecanismo de ajuste de las compensaciones del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas, a que hace referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

 

CONVENIO QUE CELEBRAN, EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 

CRÉDITO PÚBLICO, A LA QUE EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR SU 

TITULAR EL C. ARTURO HERRERA GUTIÉRREZ Y, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE SONORA, AL QUE EN LO 

SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, REPRESENTADA POR LA C. CLAUDIA ARTEMIZA 

PAVLOVICH ARELLANO, EN SU CARÁCTER DE GOBERNADORA DEL ESTADO DE SONORA, ASISTIDA POR LOS 

CC. JUAN ÁNGEL CASTILLO TARAZÓN Y RAÚL NAVARRO GALLEGOS, SECRETARIO DE GOBIERNO Y 

SECRETARIO DE HACIENDA, RESPECTIVAMENTE, RELATIVO AL MECANISMO DE AJUSTE DE LAS 

COMPENSACIONES DEL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE LOS INGRESOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, A 

QUE HACE REFERENCIA EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 21 BIS DE LA LEY FEDERAL DE 

PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA. 

ANTECEDENTES 

I. De conformidad con lo señalado en los artículos 19, fracción IV, cuarto párrafo, 21, fracción II, segundo 

párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), la “Secretaría” 

constituyó un fideicomiso público denominado Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 

Federativas (FEIEF), con el objeto de compensar la disminución en el monto de la recaudación federal 

participable con respecto a lo estimado en la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de  que 

se trate. 

II. En términos de lo previsto en los artículos 19, fracción IV, tercer párrafo, 21, fracción II, segundo párrafo 

y 21 Bis, fracción VIII de la LFPRH, la compensación con los recursos del FEIEF referida en el antecedente 

anterior, se realizará de acuerdo con las reglas de operación que se publiquen en el Diario Oficial de  la 

Federación. 

III. El 26 de marzo de 2009 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las “Reglas de Operación 

del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas” (Reglas de Operación), mismas que 

fueron modificadas mediante diversos acuerdos publicados en el mismo órgano de difusión oficial el 4 de 

octubre de 2013, 26 de febrero de 2014 y 7 de agosto de 2020, las cuales prevén que: 

1. Durante el ejercicio fiscal correspondiente, con base en una proyección de las finanzas públicas que 

elabore la “Secretaría”, en la que se determine la disminución de la recaudación federal participable, se 

podrán realizar las compensaciones provisionales que procedan para compensar a las entidades federativas 

la disminución en el monto de las participaciones vinculadas con la recaudación federal participable estimada 

en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que corresponda, de acuerdo con lo establecido en 

los artículos 21, fracción II, párrafo segundo, 21 Bis de la LFPRH, y 12 A de su Reglamento. 

2. Las entidades federativas deberán entregar a los municipios o demarcaciones territoriales de la Ciudad 

de México, según sea el caso, las cantidades que, de conformidad con las compensaciones referidas en el 

numeral anterior, les correspondan, de acuerdo con la Ley de Coordinación Fiscal (LCF) y demás 

disposiciones aplicables. 

3. Cuando las cantidades entregadas mediante las compensaciones provisionales sean superiores a la 

determinación anual de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la 

recaudación federal participable, las entidades federativas deberán realizar el reintegro de los recursos que 

corresponda al FEIEF, sin ninguna carga financiera adicional, conforme al monto que les sea comunicado. 
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4. Para llevar a cabo el reintegro indicado en el numeral que antecede, con fundamento en el artículo 9o., 

último párrafo de la LCF, la “Secretaría” suscribirá un convenio con cada una de las entidades federativas 

para ajustar las diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales o, 

en su caso, mensuales, según corresponda y las cantidades correspondientes al monto anual que se 

determine para el ejercicio fiscal correspondiente. 

DECLARACIONES 

I. DECLARA LA “SECRETARÍA”, POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE, QUE: 

1. Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 

90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal (LOAPF). 

2. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 31, fracciones II y XIV de la LOAPF, tiene a su cargo la 

proyección y el cálculo de los ingresos de la Federación y de las entidades paraestatales, considerando las 

necesidades del gasto público federal, la utilización razonable del crédito público y la sanidad financiera de la 

Administración Pública Federal, así como de los egresos del Gobierno Federal y de la Administración Pública 

Federal Paraestatal, haciéndolos compatibles con la disponibilidad de los recursos y en atención a las 

necesidades y políticas del desarrollo nacional. 

3. Su representante cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio, de conformidad con  lo 

dispuesto por los artículos 1o., 2o., 9o. y 10 de la LCF; 19, fracción IV, 21, fracción II, párrafo segundo,  y 21 

Bis, fracciones I y VIII de la LFPRH; 12 A de su Reglamento; 16 y 31 de la LOAPF, y 4o. del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

II. DECLARA LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, POR CONDUCTO DE SUS REPRESENTANTES, QUE: 

1. Es una entidad federativa de los Estados Unidos Mexicanos, libre y soberana en cuanto a su régimen 

interior, con un gobierno republicano, representativo y popular en términos de lo dispuesto por los artículos 40, 

41 primer párrafo, 43 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

2. Sus representantes se encuentran facultados para suscribir el presente convenio y obligarla en los 

términos del mismo, de conformidad con los artículos 79, fracciones XVI y XIX y 82 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Sonora; 2, 3, 6, 9, 11, 22 fracciones I y II, 23, fracción VIII y 24, Apartado A, 

fracción II de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora y artículo 6, fracciones II , IV y 

XXXVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda del Estado de Sonora. 

En virtud de lo anterior, la “Secretaría” y la “Entidad Federativa”, con fundamento en los artículos 16 y 31 

de la LOAPF; 19, fracciones I, último párrafo, y IV, y 21, fracción II, segundo párrafo y 21 Bis de la LFPRH;  12 

A de su Reglamento, y 1o., 2o., 9o., último párrafo y 10 de la LCF, y en lo dispuesto en la Regla Novena, 

fracción I, incisos e) y f) de las Reglas de Operación, así como en los artículos 79, fracciones XVI y XIX y 82 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora; 2, 3, 6, 9, 11, 22 fracciones I y II, 23, 

fracción VIII y 24, Apartado A, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora y 

artículo 6, fracciones II , IV y XXXVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda del Estado de 

Sonora y demás disposiciones relativas y aplicables, acuerdan celebrar el presente Convenio, en los términos 

de las siguientes 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio tiene por objeto definir el mecanismo de ajuste de las 

diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales, o mensuales, 

según corresponda, y las cantidades correspondientes al monto anual que se determine para el ejercicio fiscal 
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correspondiente, sobre los recursos del FEIEF que se hayan entregado a la “Entidad Federativa”, derivado de 

la disminución en el monto de las participaciones en ingresos federales que le correspondan, vinculadas con 

la recaudación federal participable estimada en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que 

corresponda, en términos de lo establecido en los artículos 9o., último párrafo de la LCF, 21, fracción II, 

segundo párrafo, y 21 Bis de la LFPRH, 12 A de su Reglamento y, la Regla Novena, fracción I, incisos e) y f) 

de las Reglas de Operación, según se trate. 

SEGUNDA.- MECANISMO DE AJUSTE DE LOS RECURSOS ENTREGADOS.- Para el caso en que los 

recursos del FEIEF entregados a la “Entidad Federativa” sean superiores a la determinación del monto anual 

de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la recaudación federal 

participable, de conformidad con lo señalado en la cláusula primera del presente instrumento, la “Entidad 

Federativa”, deberá efectuar el reintegro al FEIEF dentro de los 10 días siguientes a aquel en que la 

“Secretaría” le comunique el monto correspondiente, sin ninguna carga financiera adicional, en los términos 

que para tal efecto dé a conocer la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 Bis, fracción 

VIII, inciso b) de la LFPRH. 

En caso, de no realizar dicho reintegro en el plazo establecido, las partes convienen en que, en los 

términos del artículo 9o., último párrafo de la LCF, el monto de la diferencia que resulte a cargo de la “Entidad 

Federativa” se compensará contra sus participaciones federales, sin ninguna carga financiera adicional, para 

su reintegro al FEIEF. 

En el caso de que el monto de las compensaciones provisionales de los recursos del FEIEF entregados a 

la “Entidad Federativa” en términos de la LCF resulte inferior al que le corresponda, se conviene en que la 

“Secretaría”, a través del FEIEF, entregará a la “Entidad Federativa” la diferencia resultante, sin ninguna carga 

financiera adicional, durante el mes siguiente a aquél en el que se le comunique el monto respectivo de dichos 

recursos. 

TERCERA.- VIGENCIA.- El presente Convenio se publicará en el órgano de difusión oficial de la “Entidad 

Federativa” y en el Diario Oficial de la Federación, y estará en vigor a partir de la fecha de su suscripción y 

hasta en tanto se encuentren vigentes las disposiciones federales que fundamentan su aplicación o se 

suscriba instrumento jurídico o convenio que sustituya al presente. 

CUARTA.- TERMINACIÓN DE EFECTOS DE CONVENIO ANTERIOR.- A partir de la fecha de entrada en 

vigor del presente Convenio, queda sin efectos el Convenio celebrado por el Gobierno Federal, por conducto 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de Sonora, por conducto de sus 

respectivos representantes, relativo al mecanismo de ajuste de las compensaciones del FEIEF, a que hace 

referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, de la LFPRH, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 19 de julio de 2010. 

Ciudad de México, a 15 de junio de 2021.- Por el Estado: la Gobernadora Constitucional, Claudia 

Artemiza Pavlovich Arellano.- Rúbrica.- El Secretario de Gobierno, Juan Ángel Castillo Tarazón.- Rúbrica.- 

El Secretario de Hacienda, Raúl Navarro Gallegos.- Rúbrica.- Por la Secretaría: el Procurador Fiscal de la 

Federación, en suplencia por ausencia del Secretario de Hacienda y Crédito Público, de los Subsecretarios de 

Hacienda y Crédito Público, de Ingresos, de Egresos y, del Oficial Mayor, en términos del primer párrafo del 

artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Carlos Romero Aranda.- 

Rúbrica. 
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CONVENIO que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Estado de Tabasco, relativo al 
mecanismo de ajuste de las compensaciones del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas, a que hace referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

 

CONVENIO QUE CELEBRAN, EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 

CRÉDITO PÚBLICO, A LA QUE EN LO SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR SU 

TITULAR EL C. ARTURO HERRERA GUTIÉRREZ Y, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE TABASCO, AL QUE EN LO 

SUCESIVO SE DENOMINARÁ LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, REPRESENTADA POR EL LIC. ADÁN AUGUSTO LÓPEZ 

HERNÁNDEZ, EN SU CARÁCTER DE GOBERNADOR DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE TABASCO, ASISTIDO 

POR EL C. SAID ARMINIO MENA OROPEZA, SECRETARIO DE FINANZAS Y EL C. GUILLERMO ARTURO DEL 

RIVERO LEÓN, COORDINADOR GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS, RESPECTIVAMENTE, RELATIVO AL 

MECANISMO DE AJUSTE DE LAS COMPENSACIONES DEL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE LOS INGRESOS DE 

LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, A QUE HACE REFERENCIA EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, 

Y 21 BIS DE LA LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA. 

ANTECEDENTES 

I. De conformidad con lo señalado en los artículos 19, fracción IV, cuarto párrafo, 21, fracción II, segundo 

párrafo, y 21 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), la 

“SECRETARÍA” constituyó un fideicomiso público denominado Fondo de Estabilización de los Ingresos de las 

Entidades Federativas (FEIEF), con el objeto de compensar la disminución en el monto de la recaudación 

federal participable con respecto a lo estimado en la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal 

de que se trate. 

II. En términos de lo previsto en los artículos 19, fracción IV, tercer párrafo, 21, fracción II, segundo párrafo 

y 21 Bis, fracción VIII de la LFPRH, la compensación con los recursos del FEIEF referida en el antecedente 

anterior, se realizará de acuerdo con las reglas de operación que se publiquen en el Diario Oficial de la 

Federación. 

III. El 26 de marzo de 2009 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las “Reglas de Operación 

del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas” (Reglas de Operación), mismas que 

fueron modificadas mediante diversos acuerdos publicados en el mismo órgano de difusión oficial el 4 de 

octubre de 2013, 26 de febrero de 2014 y 7 de agosto de 2020, las cuales prevén que: 

1. Durante el ejercicio fiscal correspondiente, con base en una proyección de las finanzas públicas que 

elabore la “SECRETARÍA”, en la que se determine la disminución de la recaudación federal participable, se 

podrán realizar las compensaciones provisionales que procedan para compensar a las entidades federativas 

la disminución en el monto de las participaciones vinculadas con la recaudación federal participable estimada 

en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal que corresponda, de acuerdo con lo establecido en 

los artículos 21, fracción II, párrafo segundo, 21 Bis de la LFPRH, y 12 A de su Reglamento. 

2. Las entidades federativas deberán entregar a los municipios o demarcaciones territoriales de la Ciudad 

de México, según sea el caso, las cantidades que, de conformidad con las compensaciones referidas en el 

numeral anterior, les correspondan, de acuerdo con la Ley de Coordinación Fiscal (LCF) y demás 

disposiciones aplicables. 

3. Cuando las cantidades entregadas mediante las compensaciones provisionales sean superiores a la 

determinación anual de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la 

recaudación federal participable, las entidades federativas deberán realizar el reintegro de los recursos que 

corresponda al FEIEF, sin ninguna carga financiera adicional, conforme al monto que les sea comunicado. 

4. Para llevar a cabo el reintegro indicado en el numeral que antecede, con fundamento en el artículo 9o., 

último párrafo de la LCF, la “SECRETARÍA” suscribirá un convenio con cada una de las entidades federativas 

para ajustar las diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales o, 

en su caso, mensuales, según corresponda y las cantidades correspondientes al monto anual que se 

determine para el ejercicio fiscal correspondiente. 
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DECLARACIONES 

I. DECLARA LA “SECRETARÍA”, POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE, QUE: 

I.1. Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 

90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal (LOAPF). 

I.2. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 31, fracciones II y XIV de la LOAPF, tiene a su cargo la 

proyección y el cálculo de los ingresos de la Federación y de las entidades paraestatales, considerando las 

necesidades del gasto público federal, la utilización razonable del crédito público y la sanidad financiera de la 

Administración Pública Federal, así como de los egresos del Gobierno Federal y de la Administración Pública 

Federal Paraestatal, haciéndolos compatibles con la disponibilidad de los recursos y en atención a las 

necesidades y políticas del desarrollo nacional. 

I.3. Su representante cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 1o., 2o., 9o. y 10 de la LCF; 19, fracción IV, 21, fracción II, párrafo segundo, y 21 

Bis, fracciones I y VIII de la LFPRH; 12 A de su Reglamento; 16 y 31 de la LOAPF, y 4o. del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

II. DECLARA LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, POR CONDUCTO DE SUS REPRESENTANTES, QUE: 

II.1. El Estado de Tabasco, es una entidad libre y soberana en lo que se refiere a su régimen interior y es 

parte integrante de los Estados Unidos Mexicanos de conformidad con los artículos 40, 43 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 y 9 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Tabasco. 

II.2. Adán Augusto López Hernández, es Gobernador del Estado Libre y Soberano de Tabasco, por lo que 

se encuentra plenamente facultado para la suscripción del presente instrumento de conformidad con los 

artículos 42, 51 fracción XI, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco y 2 de la Ley 

Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Tabasco. 

II.3. La Secretaría de Finanzas es una dependencia de la Administración Pública Centralizada, de 

conformidad con lo establecido en los artículos 52 primer párrafo de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tabasco; y 1, 2, 3, 29 Fracción III de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 

Tabasco. 

II.4. El 01 de enero de 2019, Said Arminio Mena Oropeza, fue nombrado por el Gobernador del Estado, 

Secretario de Finanzas, por lo que se encuentra plenamente facultado para suscribir el presente instrumento, 

de conformidad con los artículos 51, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Tabasco, 5, 9, fracción VIII, 14 fracción X, 25 y 32 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 

Tabasco. 

II.5. La Coordinación General de Asuntos Jurídicos, es una Dependencia de la Administración Pública 

Centralizada, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 52, primer párrafo de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Tabasco, 1, primer y segundo párrafo, 3 primer párrafo, 4 primer párrafo, 25, 

26 y 29 fracción XVI de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Tabasco. 

II.6. El 1 de enero de 2019, Guillermo Arturo del Rivero León, fue nombrado por el Gobernador del Estado, 

Coordinador General de Asuntos Jurídicos, por lo que se encuentra plenamente facultado para suscribir el 

presente instrumento, de conformidad con los artículos 51 fracción II, de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Tabasco, 5, 9, fracción VIII, 14, fracción X y 45 fracción XVIII, de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo del Estado de Tabasco. 

En virtud de lo anterior, la “ SECRETARÍA” y la “ENTIDAD FEDERATIVA”, con fundamento en los artículos 

16 y 31 de la LOAPF; 19, fracciones I, último párrafo, y IV, y 21, fracción II, segundo párrafo y 21 Bis de la 

LFPRH; 12 A de su Reglamento, y 1o., 2o., 9o., último párrafo y 10 de la LCF, y en lo dispuesto en la Regla 

Novena, fracción I, incisos e) y f) de las Reglas de Operación, así como en los artículos 40 y 43 de la 



 DIARIO OFICIAL Miércoles 13 de octubre de 2021 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1 primer párrafo, 9 primer párrafo, 42 y 51 fracción XI 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco; 1, 3, 4, 5, 9 fracción VIII, 14 fracción X, 29 

fracciones I, III y XVI, 30, 32 y 45 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Tabasco y demás 

disposiciones relativas y aplicables, acuerdan celebrar el presente Convenio, en los términos de las siguientes 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio tiene por objeto definir el mecanismo de ajuste de las 

diferencias que, en su caso, resulten entre las compensaciones provisionales trimestrales, o mensuales, 

según corresponda, y las cantidades correspondientes al monto anual que se determine para el ejercicio fiscal 

correspondiente, sobre los recursos del FEIEF que se hayan entregado a la “ENTIDAD FEDERATIVA”, 

derivado de la disminución en el monto de las participaciones en ingresos federales que le correspondan, 

vinculadas con la recaudación federal participable estimada en la Ley de Ingresos de la Federación del 

ejercicio fiscal que corresponda, en términos de lo establecido en los artículos 9o., último párrafo de la LCF, 

21, fracción II, segundo párrafo, y 21 Bis de la LFPRH, 12 A de su Reglamento y, la Regla Novena, fracción I, 

incisos e) y f) de las Reglas de Operación, según se trate. 

SEGUNDA.- MECANISMO DE AJUSTE DE LOS RECURSOS ENTREGADOS.- Para el caso en que los 

recursos del FEIEF entregados a la “ENTIDAD FEDERATIVA ” sean superiores a la determinación del monto 

anual de la disminución de las participaciones en ingresos federales vinculadas con la recaudación federal 

participable, de conformidad con lo señalado en la cláusula primera del presente instrumento, la “ENTIDAD 

FEDERATIVA”, deberá efectuar el reintegro al FEIEF dentro de los 10 días siguientes a aquel en que la 

“SECRETARÍA” le comunique el monto correspondiente, sin ninguna carga financiera adicional, en los 

términos que para tal efecto dé a conocer la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 Bis, 

fracción VIII, inciso b) de la LFPRH. 

En caso, de no realizar dicho reintegro en el plazo establecido, las partes convienen en que, en los 

términos del artículo 9o., último párrafo de la LCF, el monto de la diferencia que resulte a cargo de la 

“ENTIDAD FEDERATIVA” se compensará contra sus participaciones federales, sin ninguna carga financiera 

adicional, para su reintegro al FEIEF. 

En el caso de que el monto de las compensaciones provisionales de los recursos del FEIEF entregados a 

la “ENTIDAD FEDERATIVA” en términos de la LCF resulte inferior al que le corresponda, se conviene en que 

la “SECRETARÍA”, a través del FEIEF, entregará a la “ENTIDAD FEDERATIVA” la diferencia resultante, sin 

ninguna carga financiera adicional, durante el mes siguiente a aquél en el que se le comunique el monto 

respectivo de dichos recursos. 

TERCERA.- VIGENCIA.- El presente Convenio se publicará en el órgano de difusión oficial de la 

“ENTIDAD FEDERATIVA” y en el Diario Oficial de la Federación, y estará en vigor a partir de la fecha de su 

suscripción y hasta en tanto se encuentren vigentes las disposiciones federales que fundamentan su 

aplicación o se suscriba instrumento jurídico o convenio que sustituya al presente. 

CUARTA.- TERMINACIÓN DE EFECTOS DE CONVENIO ANTERIOR.- A partir de la fecha de entrada en 

vigor del presente Convenio, queda sin efectos el Convenio celebrado por el Gobierno Federal, por conducto 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de Tabasco, por conducto de sus 

respectivos representantes, relativo al mecanismo de ajuste de las compensaciones del FEIEF, a que hace 

referencia el artículo 21, fracción II, segundo párrafo, de la LFPRH, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 19 de julio de 2010. 

Ciudad de México, a junio 11 de 2021.- Por la Entidad Federativa: el Gobernador del Estado Libre y 

Soberano de Tabasco, C. Adán Augusto López Hernández.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas, C. Said 

Arminio Mena Oropeza.- Rúbrica.- El Coordinador General de Asuntos Jurídicos, C. Guillermo Arturo del 

Rivero León.- Rúbrica.- Por la Secretaría: el Procurador Fiscal de la Federación, en suplencia por ausencia 

del Secretario de Hacienda y Crédito Público, de los Subsecretarios de Hacienda y Crédito Público, de 

Ingresos, de Egresos y, del Oficial Mayor, en términos del primer párrafo del artículo 105 del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, C. Carlos Romero Aranda.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se autoriza la aportación 
a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad, el inmueble federal con superficie de 4,058.553 metros cuadrados, denominado Tonga la Negrita para 
Almacén de Postes, ubicado en Calle San Andrés Atoto, esquina Calle 1° de Mayo S/N, Colonia Industrial Atoto, 
Municipio Naucalpan de Juárez, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9297-6. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales.- AD/045/2021. 

ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se 
autoriza la aportación a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva 
subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, el inmueble federal con superficie de 4,058.553 
metros cuadrados, denominado “Tonga la Negrita para Almacén de Postes”, ubicado en Calle San 
Andrés Atoto, esquina Calle 1° de Mayo S/N, Colonia Industrial Atoto, Municipio Naucalpan de Juárez, 
Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9297-6. 

MAURICIO MÁRQUEZ CORONA, Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, Órgano Desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos, 1, 2 fracción I, 17, 26 y 31 fracciones XXIX y XXX de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 6 fracciones XII y XX, 11 fracción I, 28 fracciones I y VII, 29 fracciones II y VI, 
84 fracción VI, 95, 99 fracción III y 101 fracción VI de la Ley General de Bienes Nacionales; 2o apartado D 
fracción VI y 98-C del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 1, 3 fracción X, 4 
fracción I, inciso a) y 6 fracción XXXIII del Reglamento del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales; y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Que dentro de los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación, se 
encuentra el inmueble federal con superficie de 4,058.553 metros cuadrados, denominado “Tonga la Negrita 
para Almacén de Postes”, ubicado en Calle San Andrés Atoto, esquina Calle 1° de Mayo S/N, Colonia 
Industrial Atoto, Municipio Naucalpan de Juárez, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 
15-9297-6; 

SEGUNDO.- Que la propiedad del inmueble se acredita con la Declaratoria Folio No. 024/2019, por la que 
se establece que el inmueble federal “Tonga la Negrita para Almacén de Postes” forma parte del Patrimonio 
de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 03 de junio de 2019, inscrita en el Registro 
Público de la Propiedad Federal bajo el Folio Real 146085/1 de fecha 04 de junio de 2019; 

TERCERO.- Que las medidas y colindancias del inmueble objeto del presente Acuerdo se consignan en el 
plano topográfico elaborado a escala 1:500 por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, 
aprobado y registrado por la Dirección de Registro Público y Control Inmobiliario, de la Dirección General de 
Política y Gestión Inmobiliaria, del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, con el número 
DRPCI-4318-2012-T el 27 de agosto de 2012, y certificado el 14 de septiembre de 2012. 

El título de propiedad consigna una superficie de 4,058.55 metros cuadrados, el plano topográfico indica 
una superficie total de 4,058.553 metros cuadrados, por lo que existe una diferencia de 0.001 metros 
cuadrados, lo que equivale a una variación del 0.000074%; que se encuentra dentro de la tolerancia del 2% a 
que se refiere el criterio técnico establecido por la Dirección General de Política y Gestión Inmobiliaria, Unidad 
Administrativa de este Instituto, contenido en el documento denominado “Especificaciones Técnicas y 
Requisitos para la Elaboración de Planos Topográficos y Catastrales que se realicen respecto a los inmuebles 
que forman parte del Patrimonio Inmobiliario Federal y Paraestatal” de fecha 7 de octubre del 2013, en el que 
se considera esta una diferencia técnicamente admisible, atendiendo a que no siempre se han utilizado los 
mismos métodos y equipos de medición para obtener la superficie de los inmuebles federales;; 

CUARTO.- Que mediante oficio CFE- DIS-651 de 15 de octubre de 2018 el Director General de CFE 
Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, tal y como se desprende 
de la Relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de agosto de 2018, solicitó al Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, la aportación gratuita a su patrimonio del inmueble materia de este Acuerdo, toda vez que está 
destinado al cumplimiento del objeto para el cual fue creada; 

QUINTO.- Que mediante oficio número 401.4S.15-2020/1983 de 12 de octubre de 2020, emitido por la 
Coordinación Nacional de Monumentos Históricos del INAH, adjuntó un informe sobre la calidad monumental 
que guarda el inmueble citado; documento del que se desprende bajo el numeral 24, que el inmueble materia 
de este Acuerdo no está considerado monumento histórico, ni colinda a uno y se encuentra fuera del área de 
la zona de monumentos históricos; y por oficio número 0879-C/0681 de 19 de agosto de 2020, el INBAL, a 
través de la Dirección de Arquitectura y Conservación del Patrimonio Artístico Inmueble, manifiesta que el 
inmueble materia de este Acuerdo no está incluido en la relación de inmuebles de Valor Artístico; 
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SEXTO.- Que este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, en su carácter de 
autoridad encargada de conducir la política inmobiliaria de la Administración Pública Federal; con base en el 
Dictamen de no publicidad del 16 de octubre de 2018, emitido por la Dirección de Gestión de Uso de 
Inmuebles dictaminó no llevar a cabo la difusión prevista en el artículo 49 de la Ley General de Bienes 
Nacionales y el numeral 118 del Acuerdo por el que se establecen las disposiciones en Materia de Recursos 
Materiales y Servicios Generales, en razón de que el inmueble descrito en el primer Considerando de este 
Acuerdo será objeto del acto de disposición previsto en el artículo 84 fracción VI de la Ley General de Bienes 
Nacionales, ya que se encuentra en posesión de la empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad CFE Distribución y por ende no figura ni ha figurado como "disponible" en el Sistema  de 
Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; además de no ser apto para ser destinado al servicio de 
alguna otra Institución Pública; 

SÉPTIMO.- Que el Comité de Aprovechamiento Inmobiliario de este Instituto de Administración y Avalúos 
de Bienes Nacionales, en su 9ª/18 Novena Sesión Ordinaria del año 2018, celebrada el 24 de octubre de 
2018, emitió Acuerdo (102/18 CAI) mediante el cual se acuerda por unanimidad de votos la opinión positiva 
para la desincorporación de 329 inmuebles del régimen del dominio público de la Federación para su 
aportación al patrimonio de la Comisión Federal de Electricidad y sus Empresas Productivas Subsidiarias, 
entre otros, del inmueble objeto del presente Acuerdo, con la finalidad de que los continúen usando en el 
cumplimiento del objeto para el cual fueron creadas en la prestación del servicio de energía eléctrica; 
asimismo, que se emita el dictamen para actos de administración y/o disposición; 

OCTAVO.- Que con fecha 30 de octubre del 2018, la Dirección General de Política y Gestión Inmobiliaria, 
dependiente de este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, emitió Dictamen de No 
Utilidad para el Servicio Público número DAAD/2018/048 respecto del inmueble materia de este Acuerdo, 
entre otros; 

NOVENO.- Que la documentación legal y técnica que sustenta la situación jurídica y administrativa del 
inmueble, así como de este Acuerdo, obra en el expedientillo de trámite integrado por la Dirección General de 
Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal y fue debidamente integrada y cotejada con la que obra en 
el Sistema de Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; 

DÉCIMO.- Que la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal de este 
Instituto, de conformidad con lo previsto por el artículo 11, fracción V, del Reglamento del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, conoció y revisó el trámite de desincorporación y autorización 
de la aportación a que se refiere este Acuerdo; 

Asimismo, y con fundamento en el artículo 9, fracción XIV, del Reglamento del Instituto, la Unidad Jurídica 
emitió opinión procedente respecto del presente Acuerdo; 

Con base en las consideraciones referidas y tomando en cuenta que dicho inmueble no es de uso común, 
por sus características y vocación de uso, no es susceptible de destinarse al servicio de otras instituciones 
públicas y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar al Patrimonio Inmobiliario Federal el óptimo 
aprovechamiento, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO 
PRIMERO.- Se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación el inmueble federal con 

superficie de 4,058.553 metros cuadrados, denominado “Tonga la Negrita para Almacén de Postes”, ubicado 
en Calle San Andrés Atoto esquina Calle 1° de Mayo S/N, Colonia Industrial Atoto, Municipio Naucalpan de 
Juárez, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9297-6 y se autoriza su aportación a 
título gratuito al patrimonio de CFE Distribución empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad, a fin de que lo continúe utilizando en el cumplimiento de su objeto. 

SEGUNDO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales ejercerá a nombre y 
representación de la Federación, los actos correspondientes para llevar a cabo la operación que se autoriza. 

TERCERO.- Si CFE Distribución dejare de utilizar el inmueble cuya aportación gratuita a su patrimonio  se 
autoriza, le diere un uso distinto al establecido en el presente Acuerdo sin la previa autorización de  este 
Instituto o bien lo dejare de necesitar, dicho inmueble con todas sus mejoras y accesiones  revertirá al 
patrimonio de la Federación. Esta prevención deberá insertarse en el título de propiedad que al efecto se 
expida. 

CUARTO.- Los impuestos, derechos, honorarios y gastos que se originen con motivo de la operación que 
se autoriza, serán cubiertos por CFE Distribución. 

QUINTO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales en el ámbito de sus atribuciones 
por conducto de la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal, vigilará el estricto 
cumplimiento de este Acuerdo. 

SEXTO.- Si dentro del año siguiente a la entrada en vigor de este Acuerdo, no se hubiere celebrado el 
contrato correspondiente a la operación que se autoriza por causas imputables a CFE Distribución, 
determinadas por el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, este Acuerdo quedará sin 
efectos, debiendo este Instituto publicar en el Diario Oficial de la Federación un aviso por el que se dé a 
conocer esta circunstancia, así como notificarlo a la citada empresa. 

Este Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno.- Presidente del Instituto de 

Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, Mauricio Márquez Corona.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se autoriza la aportación 
a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad, el inmueble federal con superficie de 661.16 metros cuadrados, denominado Subestación Eléctrica 
Ajoloapan de 34 Kv, ubicado en la Calle Unión esquina Avenida del Panteón S/N, Colonia Santa María Ajoloapan, 
Municipio de Tecámac, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-14105-0. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales.- AD/046/2021. 

ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se 
autoriza la aportación a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva 
subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, el inmueble federal con superficie de 661.16 metros 
cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Ajoloapan de 34 Kv”, ubicado en la Calle Unión 
esquina Avenida del Panteón S/N, Colonia Santa María Ajoloapan, Municipio de Tecámac, Estado de 
México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-14105-0. 

MAURICIO MÁRQUEZ CORONA, Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, Órgano Desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos, 1, 2 fracción I, 17, 26 y 31 fracciones XXIX y XXX de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 6 fracciones XII y XX, 11 fracción I, 28 fracciones I y VII, 29 fracciones II y VI, 
84 fracción VI, 95, 99 fracción III y 101 fracción VI de la Ley General de Bienes Nacionales; 2o apartado D 
fracción VI y 98-C del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 1, 3 fracción X, 4 
fracción I, inciso a) y 6 fracción XXXIII del Reglamento del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales; y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Que dentro de los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación, se 
encuentra el inmueble federal con superficie de 661.16 metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica 
Ajoloapan de 34 Kv”, ubicado en la Calle Unión esquina Avenida del Panteón S/N, Colonia Santa María 
Ajoloapan, Municipio de Tecámac, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-14105-0; 

SEGUNDO.- Que la propiedad del inmueble se acredita con la Declaratoria 002/2018, por la que se 
establece que el inmueble federal “Subestación Eléctrica Ajoloapan de 34 Kv” forma parte del Patrimonio de la 
Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de enero de 2019, inscrita en el Registro 
Público de la Propiedad Federal bajo el Folio Real 146153/1 de 4 de febrero de 2019; 

TERCERO.- Que las medidas y colindancias del inmueble objeto del presente Acuerdo se consignan en el 
plano topográfico elaborado a escala 1:100 por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, 
aprobado y registrado por la Dirección de Registro Público y Control Inmobiliario, de la Dirección General de 
Política y Gestión Inmobiliaria del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, con el número 
DRPCI-4404-2012-T el 29 de agosto de 2012, y certificado el 4 de septiembre de 2012; 

CUARTO.- Que mediante oficio CFE- DIS-651 de 15 de octubre de 2018 el Director General de CFE 
Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, tal y como se desprende 
de la Relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de agosto de 2018, solicitó al Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, la aportación gratuita a su patrimonio del inmueble materia de este Acuerdo, toda vez que está 
destinado al cumplimiento del objeto para el cual fue creada; 

QUINTO.- Que mediante oficio número 401.4S.15-2020/1983 de 12 de octubre de 2020, emitido por la 
Coordinación Nacional de Monumentos Históricos del INAH, adjuntó un informe sobre la calidad monumental 
que guarda el inmueble citado; documento del que se desprende bajo el numeral 15, que el inmueble materia 
de este Acuerdo no está considerado monumento histórico, ni colinda a uno y se encuentra fuera del área de 
la zona de monumentos históricos; y por oficio número 0879-C/0681 de 19 de agosto de 2020, el INBAL, a 
través de la Dirección de Arquitectura y Conservación del Patrimonio Artístico Inmueble, manifiesta que el 
inmueble materia de este Acuerdo no está incluido en la relación de inmuebles de Valor Artístico; 

SEXTO.- Que este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, en su carácter de 
autoridad encargada de conducir la política inmobiliaria de la Administración Pública Federal; con base en el 
Dictamen de no publicidad del 16 de octubre de 2018, emitido por la Dirección de Gestión de Uso de 
Inmuebles dictaminó no llevar a cabo la difusión prevista en el artículo 49 de la Ley General de Bienes 
Nacionales y el numeral 118 del Acuerdo por el que se establecen las disposiciones en Materia de Recursos 
Materiales y Servicios Generales, en razón de que el inmueble descrito en el primer Considerando de este 
Acuerdo será objeto del acto de disposición previsto en el artículo 84, fracción VI, de la Ley General de Bienes 
Nacionales, ya que se encuentra en posesión de la empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad CFE Distribución y por ende no figura ni ha figurado como "disponible" en el Sistema  de 
Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; además de no ser apto para ser destinado al servicio de 
alguna otra Institución Pública; 
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SÉPTIMO.- Que el Comité de Aprovechamiento Inmobiliario de este Instituto de Administración y Avalúos 
de Bienes Nacionales, en su 9ª/18 Novena Sesión Ordinaria del año 2018, celebrada el 24 de octubre de 
2018, emitió Acuerdo (102/18 CAI) mediante el cual se acuerda por unanimidad de votos la opinión positiva 
para la desincorporación de 329 inmuebles del régimen del dominio público de la Federación para su 
aportación al patrimonio de la Comisión Federal de Electricidad y sus Empresas Productivas Subsidiarias, 
entre otros, del inmueble objeto del presente Acuerdo, con la finalidad de que los continúen usando en el 
cumplimiento del objeto para el cual fueron creadas en la prestación del servicio de energía eléctrica; 
asimismo, que se emita el dictamen para actos de administración y/o disposición; 

OCTAVO.- Que con fecha 30 de octubre del 2018, la Dirección General de Política y Gestión Inmobiliaria, 
dependiente de este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, emitió Dictamen de No 
Utilidad para el Servicio Público número DAAD/2018/048 respecto del inmueble materia de este Acuerdo, 
entre otros; 

NOVENO.- Que la documentación legal y técnica que sustenta la situación jurídica y administrativa del 
inmueble, así como de este Acuerdo, obra en el expedientillo de trámite integrado por la Dirección General de 
Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal y fue debidamente integrada y cotejada con la que obra en 
el Sistema de Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; 

DÉCIMO.- Que la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal de este 
Instituto, de conformidad con lo previsto por el artículo 11, fracción V, del Reglamento del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, conoció y revisó el trámite de desincorporación y autorización 
de la aportación a que se refiere este Acuerdo; 

Asimismo, y con fundamento en el artículo 9, fracción XIV, del Reglamento del Instituto, la Unidad Jurídica 
emitió opinión procedente respecto del presente Acuerdo; 

Con base en las consideraciones referidas y tomando en cuenta que dicho inmueble no es de uso común, 
por sus características y vocación de uso, no es susceptible de destinarse al servicio de otras instituciones 
públicas y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar al Patrimonio Inmobiliario Federal el óptimo 
aprovechamiento, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación el inmueble federal con 
superficie de 661.16 metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Ajoloapan de 34 Kv”, ubicado en 
la Calle Unión esquina Avenida del Panteón S/N, Colonia Santa María Ajoloapan, Municipio de Tecámac, 
Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-14105-0 y se autoriza su aportación a título 
gratuito al patrimonio de CFE Distribución empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad, a fin de que lo continúe utilizando en el cumplimiento de su objeto. 

SEGUNDO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales ejercerá a nombre y 
representación de la Federación, los actos correspondientes para llevar a cabo la operación que se autoriza. 

TERCERO.- Si CFE Distribución dejare de utilizar el inmueble cuya aportación gratuita a su patrimonio  se 
autoriza, le diere un uso distinto al establecido en el presente Acuerdo sin la previa autorización  de este 
Instituto o bien lo dejare de necesitar, dicho inmueble con todas sus mejoras y accesiones  revertirá al 
patrimonio de la Federación. Esta prevención deberá insertarse en el título de propiedad que al efecto se 
expida. 

CUARTO.- Los impuestos, derechos, honorarios y gastos que se originen con motivo de la operación que 
se autoriza, serán cubiertos por CFE Distribución. 

QUINTO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales en el ámbito de sus atribuciones 
por conducto de la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal, vigilará el estricto 
cumplimiento de este Acuerdo. 

SEXTO.- Si dentro del año siguiente a la entrada en vigor de este Acuerdo, no se hubiere celebrado el 
contrato correspondiente a la operación que se autoriza por causas imputables a CFE Distribución, 
determinadas por el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, este Acuerdo quedará sin 
efectos, debiendo este Instituto publicar en el Diario Oficial de la Federación un aviso por el que se dé a 
conocer esta circunstancia, así como notificarlo a la citada empresa. 

Este Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno.- Presidente del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, Mauricio Márquez Corona.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se autoriza la aportación 
a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad, el inmueble federal con superficie de 196.328 metros cuadrados, denominado Subestación Eléctrica 
Villa Cuauhtémoc Rural, ubicado en Avenida del Canal S/N, Villa Cuauhtémoc, Municipio Otzolotepec, Estado de 
México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-14043-8. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales.- AD/047/2021. 

ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se 
autoriza la aportación a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva 
subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, el inmueble federal con superficie de 196.328 
metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Villa Cuauhtémoc Rural”, ubicado en Avenida 
del Canal S/N, Villa Cuauhtémoc, Municipio Otzolotepec, Estado de México, con Registro Federal 
Inmobiliario número 15-14043-8. 

MAURICIO MÁRQUEZ CORONA, Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, Órgano Desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos, 1, 2 fracción I, 17, 26 y 31 fracciones XXIX y XXX de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 6 fracciones XII y XX, 11 fracción I, 28 fracciones I y VII, 29 fracciones II y VI, 
84 fracción VI, 95, 99 fracción III y 101 fracción VI de la Ley General de Bienes Nacionales; 2o apartado D 
fracción VI y 98-C del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 1, 3 fracción X, 4 
fracción I, inciso a) y 6 fracción XXXIII del Reglamento del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales; y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Que dentro de los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación, se 
encuentra el inmueble federal con superficie de 196.328 metros cuadrados, denominado “Subestación 
Eléctrica Villa Cuauhtémoc Rural”, ubicado en Avenida del Canal S/N, Villa Cuauhtémoc, Municipio 
Otzolotepec, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-14043-8; 

SEGUNDO.- Que la propiedad del inmueble se acredita con la Declaratoria número 017/2019, por la que 
se establece que el inmueble federal “Subestación Eléctrica Villa Cuauhtémoc Rural” forma parte del 
Patrimonio de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de 2019, inscrita en 
el Registro Público de la Propiedad Federal bajo el Folio Real 146136/1 de 17 de mayo de 2019; 

TERCERO.- Que las medidas y colindancias del inmueble objeto del presente Acuerdo se consignan en el 
plano topográfico elaborado a escala 1:100 por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, 
aprobado y registrado por la Dirección de Registro Público y Control Inmobiliario, de la Dirección General de 
Política y Gestión Inmobiliaria, del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, con el número 
DRPCI-4665-2012-T el 13 de septiembre de 2012 y certificado el 14 de septiembre de 2012; 

CUARTO.- Que mediante oficio CFE- DIS-651 de 15 de octubre de 2018 el Director General de CFE 
Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, tal y como se desprende 
de la Relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de agosto de 2018, solicitó al Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, la aportación gratuita a su patrimonio del inmueble materia de este Acuerdo, toda vez que está 
destinado al cumplimiento del objeto para el cual fue creada; 

QUINTO.- Que mediante oficio número 401.4S.15-2020/1983 de 12 de octubre de 2020, emitido por la 
Coordinación Nacional de Monumentos Históricos del INAH, adjuntó un informe sobre la calidad monumental 
que guarda el inmueble citado; documento del que se desprende bajo el numeral 73, que el inmueble materia 
de este Acuerdo no está considerado monumento histórico, ni colinda a uno y se encuentra fuera del área de 
la zona de monumentos históricos; y por oficio número 0879-C/0681 de 19 de agosto de 2020, el INBAL, a 
través de la Dirección de Arquitectura y Conservación del Patrimonio Artístico Inmueble, manifiesta que el 
inmueble materia de este Acuerdo no está incluido en la relación de inmuebles de Valor Artístico; 

SEXTO.- Que este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, en su carácter de 
autoridad encargada de conducir la política inmobiliaria de la Administración Pública Federal; con base en el 
Dictamen de no publicidad del 16 de octubre de 2018, emitido por la Dirección de Gestión de Uso de 
Inmuebles dictaminó no llevar a cabo la difusión prevista en el artículo 49 de la Ley General de Bienes 
Nacionales y el numeral 118 del Acuerdo por el que se establecen las disposiciones en Materia de Recursos 
Materiales y Servicios Generales, en razón de que el inmueble descrito en el primer Considerando de este 
Acuerdo será objeto del acto de disposición previsto en el artículo 84, fracción VI, de la Ley General de Bienes 
Nacionales, ya que se encuentra en posesión de la empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal  de 
Electricidad CFE Distribución y por ende no figura ni ha figurado como "disponible" en el Sistema de 
Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; además de no ser apto para ser destinado al servicio  de 
alguna otra Institución Pública; 



 DIARIO OFICIAL Miércoles 13 de octubre de 2021 

SÉPTIMO.- Que el Comité de Aprovechamiento Inmobiliario de este Instituto de Administración y Avalúos 
de Bienes Nacionales, en su 9ª/18 Novena Sesión Ordinaria del año 2018, celebrada el 24 de octubre de 
2018, emitió Acuerdo (102/18 CAI) mediante el cual se acuerda por unanimidad de votos la opinión positiva 
para la desincorporación de 329 inmuebles del régimen del dominio público de la Federación para su 
aportación al patrimonio de la Comisión Federal de Electricidad y sus Empresas Productivas Subsidiarias, 
entre otros, del inmueble objeto del presente Acuerdo, con la finalidad de que los continúen usando en el 
cumplimiento del objeto para el cual fueron creadas en la prestación del servicio de energía eléctrica; 
asimismo, que se emita el dictamen para actos de administración y/o disposición; 

OCTAVO.- Que con fecha 30 de octubre del 2018, la Dirección General de Política y Gestión Inmobiliaria, 
dependiente de este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, emitió Dictamen de No 
Utilidad para el Servicio Público número DAAD/2018/048 respecto del inmueble materia de este Acuerdo, 
entre otros; 

NOVENO.- Que la documentación legal y técnica que sustenta la situación jurídica y administrativa del 
inmueble, así como de este Acuerdo, obra en el expedientillo de trámite integrado por la Dirección General de 
Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal y fue debidamente integrada y cotejada con la que obra en 
el Sistema de Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; 

DÉCIMO.- Que la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal de este 
Instituto, de conformidad con lo previsto por el artículo 11, fracción V, del Reglamento del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, conoció y revisó el trámite de desincorporación y autorización 
de la aportación a que se refiere este Acuerdo; 

Asimismo, y con fundamento en el artículo 9, fracción XIV, del Reglamento del Instituto, la Unidad Jurídica 
emitió opinión procedente respecto del presente Acuerdo; 

Con base en las consideraciones referidas y tomando en cuenta que dicho inmueble no es de uso común, 
por sus características y vocación de uso, no es susceptible de destinarse al servicio de otras instituciones 
públicas y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar al Patrimonio Inmobiliario Federal el óptimo 
aprovechamiento, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación el inmueble federal con 
superficie de 196.328 metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Villa Cuauhtémoc Rural”, 
ubicado en Avenida del Canal S/N, Villa Cuauhtémoc, Municipio Otzolotepec, Estado de México, con Registro 
Federal Inmobiliario número 15-14043-8 y se autoriza su aportación a título gratuito al patrimonio de CFE 
Distribución empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, a fin de que lo continúe 
utilizando en el cumplimiento de su objeto. 

SEGUNDO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales ejercerá a nombre y 
representación de la Federación, los actos correspondientes para llevar a cabo la operación que se autoriza. 

TERCERO.- Si CFE Distribución dejare de utilizar el inmueble cuya aportación gratuita a su patrimonio  se 
autoriza, le diere un uso distinto al establecido en el presente Acuerdo sin la previa autorización de  este 
Instituto o bien lo dejare de necesitar, dicho inmueble con todas sus mejoras y accesiones  revertirá al 
patrimonio de la Federación. Esta prevención deberá insertarse en el título de propiedad que al efecto se 
expida. 

CUARTO.- Los impuestos, derechos, honorarios y gastos que se originen con motivo de la operación que 
se autoriza, serán cubiertos por CFE Distribución. 

QUINTO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales en el ámbito de sus atribuciones 
por conducto de la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal, vigilará el estricto 
cumplimiento de este Acuerdo. 

SEXTO.- Si dentro del año siguiente a la entrada en vigor de este Acuerdo, no se hubiere celebrado el 
contrato correspondiente a la operación que se autoriza por causas imputables a CFE Distribución, 
determinadas por el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, este Acuerdo quedará sin 
efectos, debiendo este Instituto publicar en el Diario Oficial de la Federación un aviso por el que se dé a 
conocer esta circunstancia, así como notificarlo a la citada empresa. 

Este Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno.- Presidente del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, Mauricio Márquez Corona.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se autoriza la aportación 
a título gratuito al patrimonio de la empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad CFE 
Distribución, el inmueble con superficie de 984.60 metros cuadrados, denominado Subestación Eléctrica 
Cuautlalpan, ubicado en la Carretera México-Texcoco Km. 31, Poblado de Santiago Cuautlalpan, Municipio de 
Texcoco Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9325-8. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales.- AD/048/2021. 

ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se 
autoriza la aportación a título gratuito al patrimonio de la empresa productiva subsidiaria de la 
Comisión Federal de Electricidad CFE Distribución, el inmueble con superficie de 984.60 metros 
cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Cuautlalpan”, ubicado en la Carretera México-Texcoco 
Km. 31, Poblado de Santiago Cuautlalpan, Municipio de Texcoco Estado de México, con Registro 
Federal Inmobiliario número 15-9325-8. 

MAURICIO MÁRQUEZ CORONA, Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, Órgano Desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos, 1, 2 fracción I, 17, 26 y 31 fracciones XXIX y XXX de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 6 fracciones XII y XX, 11 fracción I, 28 fracciones I y VII, 29 fracciones II y VI, 
84 fracción VI, 95, 99 fracción III y 101 fracción VI de la Ley General de Bienes Nacionales; 2o apartado D 
fracción VI y 98-C del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 1, 3 fracción X, 4 
fracción I, inciso a) y 6 fracción XXXIII del Reglamento del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales; y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Que dentro de los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación, se 
encuentra el inmueble con superficie de 984.60 metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica 
Cuautlalpan”, ubicado en la Carretera México-Texcoco Km. 31, Poblado de Santiago Cuautlalpan, Municipio 
de Texcoco Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9325-8; 

SEGUNDO.- Que la propiedad del inmueble a que se refiere el Considerando precedente, se acredita 
mediante Contrato de enajenación a título gratuito y cesión de derechos posesorios número CD-A 2015 008 
de fecha 14 de agosto de 2015, inscrito en el Registro Público de la Propiedad Federal bajo lo Folio Real 
37069/2 de 22 de septiembre de 2015; 

TERCERO.- Que las medidas y colindancias del inmueble objeto del presente Acuerdo se consignan en el 
plano topográfico elaborado a escala 1:150 por la Comisión Federal de Electricidad, aprobado y registrado por 
la Dirección de Registro Público y Control Inmobiliario, de la Dirección General de Política y Gestión 
Inmobiliaria, del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, con el número DRPCI/6525/15-
9325-8/2019/T el 9 de abril de 2019 y certificado el 08 de octubre de 2019; 

Cabe señalar que en el plano topográfico se consigna una superficie de 984.60 metros cuadrados en tanto 
que la superficie que consigna el título de propiedad es de 1,000.00 metros cuadrados, por lo que existe una 
diferencia de 15.4 metros cuadrados, lo que equivale a una variación del 1.54%; que se encuentra dentro de 
la tolerancia del 2% a que se refiere el criterio técnico establecido por la Dirección General de Política y 
Gestión Inmobiliaria, Unidad Administrativa del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, 
contenido en el documento denominado “Especificaciones Técnicas y Requisitos para la Elaboración de 
Planos Topográficos y Catastrales que se realicen respecto a los inmuebles que forman parte del Patrimonio 
Inmobiliario Federal y Paraestatal” de fecha 7 de octubre del 2013, en el que se considera una diferencia 
técnicamente admisible, atendiendo a que no siempre se han utilizado los mismos métodos y equipos de 
medición para obtener la superficie de los inmuebles federales; 

CUARTO.- Que mediante oficio CFE- DIS-651 de 15 de octubre de 2018 el Director General de CFE 
Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, tal y como se desprende 
de la Relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de agosto de 2018, solicitó al Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, la aportación gratuita a su patrimonio del inmueble materia de este Acuerdo, toda vez que está 
destinado al cumplimiento del objeto para el cual fue creada; 

QUINTO.- Que mediante oficio número 401.4S.15-2020/1983 de 12 de octubre de 2020 emitido por la 
Coordinación Nacional de Monumentos Históricos del INAH, adjuntó un informe sobre la calidad monumental 
que guarda el inmueble citado; documento del que se desprende bajo el numeral 422, que el inmueble materia 
de este Acuerdo no está considerado monumento histórico, ni colinda a uno y se encuentra fuera del área de 
la zona de monumentos históricos y por oficio número 0879-C/0681 de 19 de agosto de 2020, el INBAL, a 
través de la Dirección de Arquitectura y Conservación del Patrimonio Artístico Inmueble, manifiesta que el 
inmueble materia de este Acuerdo no está incluido en la relación de inmuebles de Valor Artístico; 
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SEXTO.- Que este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, en su carácter de 
autoridad encargada de conducir la política inmobiliaria de la Administración Pública Federal; con base en el 
Dictamen de no publicidad del 16 de octubre de 2018, emitido por la Dirección de Gestión de Uso de 
Inmuebles dictaminó no llevar a cabo la difusión prevista en el artículo 49 de la Ley General de Bienes 
Nacionales y el numeral 118 del Acuerdo por el que se establecen las disposiciones en Materia de Recursos 
Materiales y Servicios Generales, en razón de que el inmueble descrito en el primer Considerando de este 
Acuerdo será objeto del acto de disposición previsto en el artículo 84, fracción VI, de la Ley General de Bienes 
Nacionales, ya que se encuentra en posesión de la empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad CFE Distribución y por ende no figura ni ha figurado como "disponible" en el Sistema  de 
Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; además de no ser apto para ser destinado al servicio de 
alguna otra Institución Pública; 

SÉPTIMO.- Que el Comité de Aprovechamiento Inmobiliario de este Instituto de Administración y Avalúos 
de Bienes Nacionales, en su 9ª/18 Novena Sesión Ordinaria del año 2018, celebrada el 24 de octubre de 
2018, emitió Acuerdo (102/18 CAI) mediante el cual se acuerda por unanimidad de votos la opinión positiva 
para la desincorporación de 329 inmuebles del régimen del dominio público de la Federación para su 
aportación al patrimonio de la Comisión Federal de Electricidad y sus Empresas Productivas Subsidiarias, 
entre otros, del inmueble objeto del presente Acuerdo, con la finalidad de que los continúen usando en el 
cumplimiento del objeto para el cual fueron creadas en la prestación del servicio de energía eléctrica; 
asimismo, que se emita el dictamen para actos de administración y/o disposición; 

OCTAVO.- Que con fecha 30 de octubre del 2018, la Dirección General de Política y Gestión Inmobiliaria, 
dependiente de este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, emitió Dictamen de No 
Utilidad para el Servicio Público número DAAD/2018/048 respecto del inmueble materia de este Acuerdo, 
entre otros; 

NOVENO.- Que la documentación legal y técnica que sustenta la situación jurídica y administrativa del 
inmueble, así como de este Acuerdo, obra en el expedientillo de trámite integrado por la Dirección General de 
Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal y fue debidamente integrada y cotejada con la que obra en 
el Sistema de Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; 

DÉCIMO.- Que la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal de este 
Instituto, de conformidad con lo previsto por el artículo 11, fracción V, del Reglamento del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, conoció y revisó el trámite de desincorporación y autorización 
de la aportación a que se refiere este Acuerdo; 

Asimismo, y con fundamento en el artículo 9, fracción XIV, del Reglamento del Instituto, la Unidad Jurídica 
emitió opinión procedente respecto del presente Acuerdo; 

Con base en las consideraciones referidas y tomando en cuenta que dicho inmueble no es de uso común, 
por sus características y vocación de uso, no es susceptible de destinarse al servicio de otras instituciones 
públicas y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar al Patrimonio Inmobiliario Federal el óptimo 
aprovechamiento, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO 
PRIMERO.- Se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación el inmueble con superficie 

de 984.60 metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Cuautlalpan”, ubicado en la Carretera 
México-Texcoco Km. 31, Poblado de Santiago Cuautlalpan, Municipio de Texcoco Estado de México, con 
Registro Federal Inmobiliario número 15-9325-8 y se autoriza su aportación a título gratuito al patrimonio de 
CFE Distribución empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, a fin de que lo 
continúe utilizando en el cumplimiento de su objeto. 

SEGUNDO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales ejercerá a nombre y 
representación de la Federación, los actos correspondientes para llevar a cabo la operación que se autoriza. 

TERCERO.- Si CFE Distribución dejare de utilizar el inmueble cuya aportación gratuita a su patrimonio  se 
autoriza, le diere un uso distinto al establecido en el presente Acuerdo sin la previa autorización de  este 
Instituto o bien lo dejare de necesitar, dicho inmueble con todas sus mejoras y accesiones  revertirá al 
patrimonio de la Federación. Esta prevención deberá insertarse en el título de propiedad que al efecto se 
expida. 

CUARTO.- Los impuestos, derechos, honorarios y gastos que se originen con motivo de la operación que 
se autoriza, serán cubiertos por CFE Distribución. 

QUINTO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales en el ámbito de sus atribuciones 
por conducto de la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal, vigilará el estricto 
cumplimiento de este Acuerdo. 

SEXTO.- Si dentro del año siguiente a la entrada en vigor de este Acuerdo, no se hubiere celebrado el 
contrato correspondiente a la operación que se autoriza por causas imputables a CFE Distribución, 
determinadas por el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, este Acuerdo quedará sin 
efectos, debiendo este Instituto publicar en el Diario Oficial de la Federación un aviso por el que se dé a 
conocer esta circunstancia, así como notificarlo a la citada empresa. 

Este Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno.- Presidente del Instituto de 

Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, Mauricio Márquez Corona.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se autoriza la aportación 
a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad, el inmueble federal con superficie de 1,983.11 metros cuadrados, denominado Subestación Eléctrica 
Paso de Cortez, ubicado en Carretera a Tlamacas S/N, Parque Nacional Izta-Popo, Poblado de Amecameca, 
Municipio de Amecameca, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9277-0. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales.- AD/049/2021. 

ACUERDO por el que se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación y se 
autoriza la aportación a título gratuito al patrimonio de CFE Distribución, empresa productiva 
subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, el inmueble federal con superficie de 1,983.11 
metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Paso de Cortez”, ubicado en Carretera a 
Tlamacas S/N, Parque Nacional Izta-Popo, Poblado de Amecameca, Municipio de Amecameca, Estado 
de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9277-0. 

MAURICIO MÁRQUEZ CORONA, Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, Órgano Desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos, 1, 2 fracción I, 17, 26 y 31 fracciones XXIX y XXX de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 6 fracciones XII y XX, 11 fracción I, 28 fracciones I y VII, 29 fracciones II y VI, 
84 fracción VI, 95, 99 fracción III y 101 fracción VI de la Ley General de Bienes Nacionales; 2o apartado D 
fracción VI y 98-C del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 1, 3 fracción X, 4 
fracción I, inciso a) y 6 fracción XXXIII del Reglamento del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales; y 

CONSIDERANDO 
PRIMERO.- Que dentro de los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación, se 

encuentra el inmueble federal con superficie de 1,983.11 metros cuadrados, denominado “Subestación 
Eléctrica Paso de Cortez”, ubicado en Carretera a Tlamacas S/N, Parque Nacional Izta-Popo, Poblado de 
Amecameca, Municipio de Amecameca, Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número  15-
9277-0; 

SEGUNDO.- Que la propiedad del inmueble se acredita con la Declaratoria 015/2019, por la que se 
establece que el inmueble federal “Subestación Eléctrica Paso de Cortez” forma parte del Patrimonio de la 
Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de 2019, inscrita en el Registro 
Público de la Propiedad Federal bajo el Folio Real 146693/1 de 17 de mayo de 2019; 

TERCERO.- Que las medidas y colindancias del inmueble objeto del presente Acuerdo se consignan en el 
plano topográfico elaborado a escala 1:200 por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, 
aprobado y registrado por la Dirección de Registro Público y Control Inmobiliario, de la Dirección General de 
Política y Gestión Inmobiliaria del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, con el número 
DRPCI-4365-2012-T el 29 de agosto de 2012, y certificado el 7 de septiembre de 2012; 

CUARTO.- Que mediante oficio CFE- DIS-651 de 15 de octubre de 2018 el Director General de CFE 
Distribución, empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electricidad, tal y como se desprende 
de la Relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de agosto de 2018, solicitó al Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 
Nacionales, la aportación gratuita a su patrimonio del inmueble materia de este Acuerdo, toda vez que está 
destinado al cumplimiento del objeto para el cual fue creada; 

QUINTO.- Que mediante oficio número 401.4S.15-2020/1983 de 12 de octubre de 2020 emitido por la 
Coordinación Nacional de Monumentos Históricos del INAH, adjuntó un informe sobre la calidad monumental 
que guarda el inmueble citado; documento del que se desprende bajo el numeral 70, que el inmueble materia 
de este Acuerdo no está considerado monumento histórico, ni colinda a uno y se encuentra fuera del área de 
la zona de monumentos históricos; y por oficio número 0879-C/0681 de 19 de agosto de 2020, el INBAL, a 
través de la Dirección de Arquitectura y Conservación del Patrimonio Artístico Inmueble, manifiesta que el 
inmueble materia de este Acuerdo no está incluido en la relación de inmuebles de Valor Artístico; 

SEXTO.- Que este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, en su carácter de 
autoridad encargada de conducir la política inmobiliaria de la Administración Pública Federal; con base en el 
Dictamen de no publicidad del 16 de octubre de 2018, emitido por la Dirección de Gestión de Uso de 
Inmuebles dictaminó no llevar a cabo la difusión prevista en el artículo 49 de la Ley General de Bienes 
Nacionales y el numeral 118 del Acuerdo por el que se establecen las disposiciones en Materia de Recursos 
Materiales y Servicios Generales, en razón de que el inmueble descrito en el primer Considerando de este 
Acuerdo será objeto del acto de disposición previsto en el artículo 84, fracción VI, de la Ley General de Bienes 
Nacionales, ya que se encuentra en posesión de la empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad CFE Distribución y por ende no figura ni ha figurado como "disponible" en el Sistema  de 
Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; además de no ser apto para ser destinado al servicio de 
alguna otra Institución Pública; 
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SÉPTIMO.- Que el Comité de Aprovechamiento Inmobiliario de este Instituto de Administración y Avalúos 
de Bienes Nacionales, en su 9ª/18 Novena Sesión Ordinaria del año 2018, celebrada el 24 de octubre de 
2018, emitió Acuerdo (102/18 CAI) mediante el cual se acuerda por unanimidad de votos la opinión positiva 
para la desincorporación de 329 inmuebles del régimen del dominio público de la Federación para su 
aportación al patrimonio de la Comisión Federal de Electricidad y sus Empresas Productivas Subsidiarias, 
entre otros, del inmueble objeto del presente Acuerdo, con la finalidad de que los continúen usando en el 
cumplimiento del objeto para el cual fueron creadas en la prestación del servicio de energía eléctrica; 
asimismo, que se emita el dictamen para actos de administración y/o disposición; 

OCTAVO.- Que con fecha 30 de octubre del 2018, la Dirección General de Política y Gestión Inmobiliaria, 
dependiente de este Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, emitió Dictamen de No 
Utilidad para el Servicio Público número DAAD/2018/048 respecto del inmueble materia de este Acuerdo, 
entre otros; 

NOVENO.- Que la documentación legal y técnica que sustenta la situación jurídica y administrativa del 
inmueble, así como de este Acuerdo, obra en el expedientillo de trámite integrado por la Dirección General de 
Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal y fue debidamente integrada y cotejada con la que obra en 
el Sistema de Información Inmobiliaria Federal y Paraestatal; 

DÉCIMO.- Que la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal de este 
Instituto, de conformidad con lo previsto por el artículo 11, fracción V, del Reglamento del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, conoció y revisó el trámite de desincorporación y autorización 
de la aportación a que se refiere este Acuerdo; 

Asimismo, y con fundamento en el artículo 9, fracción XIV, del Reglamento del Instituto, la Unidad Jurídica 
emitió opinión procedente respecto del presente Acuerdo; 

Con base en las consideraciones referidas y tomando en cuenta que dicho inmueble no es de uso común, 
por sus características y vocación de uso, no es susceptible de destinarse al servicio de otras instituciones 
públicas y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar al Patrimonio Inmobiliario Federal el óptimo 
aprovechamiento, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se desincorpora del régimen de dominio público de la Federación el inmueble federal con 
superficie de 1,983.11 metros cuadrados, denominado “Subestación Eléctrica Paso de Cortez”, ubicado en 
Carretera a Tlamacas S/N, Parque Nacional Izta-Popo, Poblado de Amecameca, Municipio de Amecameca, 
Estado de México, con Registro Federal Inmobiliario número 15-9277-0 y se autoriza su aportación a título 
gratuito al patrimonio de CFE Distribución empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de 
Electricidad, a fin de que lo continúe utilizando en el cumplimiento de su objeto. 

SEGUNDO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales ejercerá a nombre y 
representación de la Federación, los actos correspondientes para llevar a cabo la operación que se autoriza. 

TERCERO.- Si CFE Distribución dejare de utilizar el inmueble cuya aportación gratuita a su patrimonio  se 
autoriza, le diere un uso distinto al establecido en el presente Acuerdo sin la previa autorización de  este 
Instituto o bien lo dejare de necesitar, dicho inmueble con todas sus mejoras y accesiones  revertirá al 
patrimonio de la Federación. Esta prevención deberá insertarse en el título de propiedad que  al efecto se 
expida. 

CUARTO.- Los impuestos, derechos, honorarios y gastos que se originen con motivo de la operación que 
se autoriza, serán cubiertos por CFE Distribución. 

QUINTO.- El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales en el ámbito de sus atribuciones 
por conducto de la Dirección General de Administración del Patrimonio Inmobiliario Federal, vigilará el estricto 
cumplimiento de este Acuerdo. 

SEXTO.- Si dentro del año siguiente a la entrada en vigor de este Acuerdo, no se hubiere celebrado el 
contrato correspondiente a la operación que se autoriza por causas imputables a CFE Distribución, 
determinadas por el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, este Acuerdo quedará sin 
efectos, debiendo este Instituto publicar en el Diario Oficial de la Federación un aviso por el que se dé a 
conocer esta circunstancia, así como notificarlo a la citada empresa. 

Este Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno.- Presidente del Instituto de 
Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, Mauricio Márquez Corona.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ENERGIA 
NORMA Oficial Mexicana NOM-011-NUCL-2021, Límites de actividad y clasificación de materiales radiactivos y 
bultos para efectos de transporte. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de  Energía.- 
Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias. 

NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-011-NUCL-2021, “LÍMITES DE ACTIVIDAD Y CLASIFICACIÓN DE MATERIALES 
RADIACTIVOS Y BULTOS PARA EFECTOS DE TRANSPORTE” 

JUAN EIBENSCHUTZ HARTMAN, Presidente del Comité Consultivo Nacional de Normalización de 
Seguridad Nuclear y Salvaguardias (CCNN-SNyS) y Director General de la Comisión Nacional de Seguridad 
Nuclear y Salvaguardias con fundamento en los artículos 33 fracción XIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 18 fracción III, 19, 21, 29, 30 y 50 fracciones I, II, III y XI de la Ley 
Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia Nuclear; cuarto transitorio de la Ley de Infraestructura 
de la Calidad; 38 fracciones I, II, III, 40 fracciones I, III, V, XIII y XVII, 41, 47, fracción IV, y 73 de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización; 28 y 34 del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización; 2, 9, 11, 13, 14, 15, 29, 30, 31, 33, 34, 35, 36 y 37 del Reglamento para el Transporte Seguro 
de Material Radiactivo; 199 del Reglamento General de Seguridad Radiológica, y 2, apartado F, fracción I, 40, 
41 y 42 fracciones VIII, XII, XXX, XXXIII y XXXIV del Reglamento Interior de la Secretaría de Energía. 

CONSIDERANDO 

Primero. Que con fecha 16 de noviembre de 2018, el Comité Consultivo Nacional de Normalización de 
Seguridad Nuclear y Salvaguardias, publicó en el Diario Oficial de la Federación el Proyecto de Norma Oficial 
Mexicana NOM-011-NUCL-2018, “ Límites de actividad y clasificación de materiales radiactivos y bultos para 
efectos de transporte”, a efecto de recibir comentarios de los interesados. 

Segundo. Que transcurrido el plazo de 60 días a que se refiere el artículo 47 fracción I de la Ley Federal 
sobre Metrología y Normalización para recibir los comentarios mencionados en el considerando anterior, el 
Comité Consultivo Nacional de Normalización de Seguridad Nuclear y Salvaguardias analizó los comentarios 
recibidos y, en los casos que estimó procedente, realizó las modificaciones al proyecto en cita. 

Tercero. Que con fecha 2 de octubre de 2019, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las 
respuestas a los comentarios antes referidos, en cumplimiento a lo previsto por el artículo 47 fracción III de la 
Ley Federal sobre Metrología y Normalización. 

Cuarto. Que en atención a lo expuesto en los considerandos anteriores y toda vez que el Comité 
Consultivo Nacional de Normalización de Seguridad Nuclear y Salvaguardias otorgó la aprobación respectiva, 
se expide la siguiente: 

NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-011-NUCL-2021, “LÍMITES DE ACTIVIDAD Y  CLASIFICACIÓN DE 
MATERIALES RADIACTIVOS Y BULTOS PARA EFECTOS DE TRANSPORTE” 

Prefacio 

La elaboración de la presente Norma Oficial Mexicana es competencia del Comité Consultivo Nacional de 
Normalización de Seguridad Nuclear y Salvaguardias integrado por: 

 Secretaría de Energía. 

Unidad de Asuntos Jurídicos/Dirección de Estudios y Consultas C. 

Subsecretaría de Electricidad/Unidad del Sistema Eléctrico Nacional y Política Nuclear/Dirección 
General Adjunta de Coordinación de la Industria Eléctrica 

 Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 

Dirección General de Autotransporte Federal 

Dirección General de Marina Mercante 

 Secretaría de Economía. 

 Secretaría de Gobernación. 

 Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

 Secretaría de Salud. 

Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios 

Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias 
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Hospital Juárez de México 

Hospital Regional de Alta Especialidad “Ciudad Salud” 

 Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 

 Comisión Federal de Electricidad. 

 Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

 Instituto Mexicano del Seguro Social. 

 Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares. 

 Instituto Politécnico Nacional. 

 Instituto Nacional de Electricidad y Energías 

 Universidad Nacional Autónoma de México. 

 Instituto de Ciencias Nucleares. 

 Instituto Nacional de Pediatría. 

 Instituto Nacional de Neurología y Neurocirugía, Manuel Velasco Suárez. 

 Sociedad Mexicana de Seguridad Radiológica, A.C. 

 Federación Mexicana de Medicina Nuclear e Imagen Molecular, A.C. 

 Colegio de Medicina Nuclear de México, A.C. 

 Sociedad Mexicana de Radioterapeutas, A.C. 

 Sociedad Nuclear Mexicana, A.C. 

 Asociación Mexicana de Física Médica, A.C. 

 Asociación Mexicana de Radioprotección, A.C. 

 Asociación Mexicana de Empresas de Ensayos No Destructivos, A.C. 

 Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior 

 Cámara Nacional de la Industria de la Transformación 

 Consejo de Normalización y Certificación de Competencia Laboral 

 Asesores en Radiaciones, S.A. 

 Servicios Integrales para la Radiación, S.A. de C.V. 

 Asesoría Especializada y Servicios Corporativos, S.A. de C.V. 

 Servicios a la Industria Nuclear y Convencional, S.A. de C.V. 

 Radiación Aplicada a la Industria, S.A. de C.V. 

 Control de Radiación e Ingeniería, S.A. de C.V. 

 Tecnofísica Radiológica, S.C. 

 Electrónica y Medicina, S.A. 

 Radiografía Industrial y Ensayos, S.A. de C.V. 

 Endomédica, S.A. de C.V. 

 Radiografías Caballero, S.A. de C.V. 

 Control Total de Calidad en Procedimientos de Soldadura, S.A. de C.V. 

 Scantibodies Imagenología y Terapia, S.A. de C.V. 

 Pruebas de Soldadura, S.A. de C.V. 

 Maquinado en Ingeniería de Soporte, S.A. de C.V. 

 Medicina, Industria y Seguridad Radiológica S.A. de C.V. 

 Bartlett De México S. A. DE C.V. 

 Eerms, SA de CV 

 Veyron Physics S.A. de C.V 

 Radiaciones del Sureste Aplicadas, S.A. DE C.V. 
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 Transportaciones Nacionales e Internacionales Regias, S.A. de C.V. 

 Materiales de Referencia, Instrumentos y Calibraciones S.A. de C.V. 

 Clínica San José S.A. de C.V. 

 Medicina Nuclear de Chiapas S. de R.L. de C.V. 

 Construcciones y Radiografías Industriales de la Huasteca, S.A. de C.V. 

 Adiestramiento y Capacitación Nuclear, S.A. de C.V. 

 Sterigenics, S. DE R.L. de C.V. 

 Proveedora de Servicios Industriales y Suministros Industriales, S. de R.L. de C.V. 

 Instrumentos y Equipos Falcón S.A. DE C.V. 

 Fundación Teletón Vida, I. A. P. 

 Accelparts, S. de R.L. de C.V. 

 AccesoFarm S.A. de C.V. 

 Química y Radiaciones de México, S.A. de C.V. 

 Rapiscan Systems México, S. de R.L. de C.V. 

 Hospital Ángeles Del Pedregal S.A. de C.V. 

 Soluciones en Radiación, Consultoría y Capacitación, S.A. de C.V. 

 Hospital San Javier, S.A. de C.V. 

Con objeto de elaborar la propuesta de NOM-011-NUCL-2021, se constituyó un Grupo de Trabajo con la 
participación voluntaria de los siguientes actores: 

 Secretaría de Energía. 

Unidad de Asuntos Jurídicos/Dirección de Estudios y Consultas C. 

Subsecretaría de Electricidad/Unidad del Sistema Eléctrico Nacional y Política Nuclear/Dirección 
General Adjunta de Coordinación de la Industria Eléctrica 

 Asociación Mexicana de Física Médica, A.C. 

 Asociación Mexicana de Radioprotección, S. C. 

 Asesoría Especializada y Servicios Corporativos, S. A. de C. V. 

 Control de Radiaciones e Ingeniería, S.A. de C.V. 

 Secretaría de Gobernación 

Coordinación Nacional de Protección Civil 

 Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares. 

 Instituto Mexicano del Seguro Social 

 UMAE Hospital de Cardiología CMN Siglo XXI 

 Universidad Nacional Autónoma de México 

Instituto de Ciencias Nucleares 

 Maquinado e Ingeniería de Soporte, S.A. de C.V. 

 Radiación Aplicada a la Industria, S.A. de C.V. 

 Schlumberger Offshore Services, N. V. 

 Servicios a la industria Nuclear y Convencional, S. A. de C. V. 

 Secretaría de Salud 

 Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias 

 Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

 Dirección de Marina Mercante 

 Servicios Integrales para la Radiación, S.A. de C.V. 

 Tecnofísica Radiológica, S. C. 
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TRANSITORIOS 

0. Introducción 

Una de las medidas encaminadas a mantener la seguridad radiológica para el transporte de material 
radiactivo es limitar la actividad del material radiactivo a transportar en los bultos. Con el fin de limitar dicha 
actividad en esta norma se establecen los valores A1, para materiales radiactivos en forma especial, y A2, para 
los materiales radiactivos que no estén en forma especial. 

Por otro lado, es importante reconocer que en el transporte de material radiactivo existen algunas 
situaciones en las que el impacto radiológico potencial sobre la población y el ambiente no representa un 
riesgo que requiera control regulador por parte de la Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y 
Salvaguardias. Por este motivo se establecen en la presente norma los límites de concentración de actividad 
para material radiactivo y los límites de actividad para remesas, que permitan exentarlos de los requisitos 
reguladores durante su transporte. 

De igual manera, se considera necesario clasificar el material radiactivo en función de su origen y 
actividad, para efectos de transporte, ya que dependiendo de su clasificación se determinará el tipo de bulto 
en el que se transportarán de forma segura. 

Los bultos se clasifican en función del material radiactivo y la actividad que transportarán, con el fin de 
garantizar que la contención que proporcionan será la adecuada para el uso previsto, de manera que se 
eviten fugas, dispersión, derrames y niveles de radiación que puedan causar daños a las personas, a sus 
bienes y al ambiente. 

En el caso de los materiales radiactivos de Baja Actividad Específica y los Objetos Contaminados en la 
Superficie que se transportan en bultos industriales (BI) tipos 1, 2 o 3 (BI-1, BI-2, BI-3), es necesario 
establecer las condiciones bajo las cuales, en función de la modalidad de transporte, se seleccione el tipo de 
bulto en que se transportan. 

Asimismo, es necesario establecer los límites de actividad para el medio de transporte de dichos bultos o 
materiales. 

En la práctica del transporte de material radiactivo, es posible transportar pequeñas cantidades de este 
material, así como artículos u objetos manufacturados con material radiactivo en bultos denominados como 
exceptuados, a los cuales no se les aplican pruebas para demostrar la integridad de la contención o del 
blindaje. Debido a ello, es necesario limitar el contenido de estos bultos a niveles de actividad tales, que los 
riesgos potenciales debido a su transporte sean insignificantes. 

1. Objetivo y campo de aplicación 

1.1. Objetivo 

Establecer los valores básicos A1 y A2 de los radionúclidos, así como la clasificación de los materiales 
radiactivos y de los bultos que los contengan, para efectos de su transporte seguro. 

Establecer los límites de actividad para el contenido radiactivo de los bultos exceptuados y los medios de 
transporte de materiales radiactivos de Baja Actividad Específica y Objetos Contaminados, así como el tipo de 
bulto que debe utilizarse en función de la modalidad de transporte. 
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1.2. Campo de aplicación 

Esta Norma Oficial Mexicana es aplicable a todos los materiales radiactivos y bultos que los contengan y 
que se pretendan transportar dentro del territorio nacional. 

2. Definiciones y abreviaturas 

Para los propósitos de esta Norma Oficial Mexicana, se aplican los términos y definiciones siguientes: 

2.1. Actividad específica 

La actividad de un radionúclido por unidad de masa del mismo. La actividad específica de un material en el 
que los radionúclidos estén distribuidos de manera uniforme, es la actividad por unidad de masa de ese 
material. 

2.2. Aprobación multilateral 

La aprobación concedida por la autoridad competente del país de origen del diseño o de la expedición, 
según proceda, y también, en caso de que la remesa se haya de transportar a través o dentro de cualquier 
otro país, la aprobación de la autoridad competente de ese país. 

2.3. Aprobación unilateral 

La aprobación de un diseño que es emitida por la autoridad competente del país de origen del diseño. 

2.4. Emisores alfa de baja toxicidad 

El uranio natural, uranio empobrecido, torio natural, uranio 235, uranio 238, torio 232, torio 228 y torio 230 
contenidos en minerales o en concentrados físicos o químicos; o emisores alfa con un periodo de 
semidesintegración de menos de 10 días. 

2.5. Sustancias fisionables 

El uranio 233, uranio 235, plutonio 238, plutonio 239, plutonio 241, o cualquier combinación de estos 
radionúclidos. Quedan excluidos de esta definición el uranio natural y el uranio empobrecido siempre que no 
hayan sido irradiados, y el uranio natural y el uranio empobrecido irradiados en reactores nucleares térmicos. 

2.6. Torio no irradiado 

Aquél que no contenga más de 10-7 gramos de uranio 233 por gramo de torio 232. 

2.7. Uranio enriquecido 

Aquél que contenga un porcentaje en masa de uranio 235 superior al 0.72%. 

2.8. Uranio no irradiado 

Aquél que no contenga más de 2×103 Bq de plutonio por gramo de uranio 235, no más de 9×106 Bq de 
productos de fisión por gramo de uranio 235 y no más de 5×10-3 gramos de uranio 236 por gramo  de uranio 
235. 

2.9. Uso exclusivo 

El empleo de una Unidad de Transporte o un Contenedor de Carga por un solo Expedidor y respecto del 
cual todas las maniobras de carga y descarga iniciales, intermedias y finales se llevan a cabo de acuerdo a las 
directrices del Expedidor o del Destinatario. 

2.10. Valores básicos de los radionúclidos 

Son los valores de actividad A1 y A2, en TBq; los límites de concentración de actividad para material 
exento, en Bq/g y los límites de actividad para remesas exentas, en Bq, los cuales se toman de referencia 
para la clasificación de los materiales radiactivos y los bultos que los contienen para efectos de transporte. 

2.11. Remesa: 

Los bultos o carga de Material Radiactivo, presentado por un expedidor para su transporte. 

3. Determinación de los valores básicos de los radionúclidos 

3.1. En el caso de radionúclidos que se encuentren en la tabla A.1 del Apéndice A (Normativo) de la 
presente norma, se deben obtener los siguientes valores básicos correspondientes: 

3.1.1. Los valores A1 y A2 en TBq 

3.1.2. Los límites de concentración de actividad para material exento en Bq/g; 

3.1.3. Los límites de actividad para remesas exentas en Bq. 
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3.2. En el caso de radionúclidos que no se encuentren en la tabla A.1 del Apéndice A (Normativo) de la 
presente norma, deben utilizarse los valores básicos de los radionúclidos que figuran en la Tabla 1 de la 
presente norma. 

3.3 En el caso de mezclas de radionúclidos, los valores básicos de los radionúclidos se determinan 
mediante la siguiente fórmula: 

 

Donde: 

 

3.4. Cuando se conozca la identidad de todos los radionúclidos, pero se ignoren las actividades de 
algunos de ellos, los radionúclidos pueden agruparse y se puede utilizar el valor del radionúclido más bajo, 
según proceda, para los radionúclidos de cada grupo al aplicar las fórmulas de los apartados 3.3 y 5.3.3. La 
formación de los grupos puede basarse en la actividad alfa total y en la actividad beta/gamma total, cuando 
éstas se conozcan, utilizando los valores más bajos de radionúclidos para los emisores alfa o los emisores 
beta/gamma, respectivamente. 

3.5. Para mezclas de radionúclidos de los que no se dispone de datos pertinentes, se utilizarán los valores 
que figuran en la Tabla 1. 

Valores básicos para radionúclidos o mezclas para los cuales no se disponen de datos 

Tabla 1 

Contenido radiactivo 
A1 

TBq 

A2 

TBq 

Límite de concentración 
de actividad para material 

exento 

Bq/g 

Límite de actividad para 
una remesa exenta 

Bq 

Sólo se conoce la presencia de 
radionúclidos emisores beta o gamma 

0.1 0.02 1 × 101 1 × 104 

Se sabe que existen radionúclidos 
emisores alfa, pero no emisores de 
neutrones 

0.2 9 × 10–5 1 × 10-1 1 × 103 

Se sabe que existen radionúclidos 
emisores de neutrones o no se dispone 
de ningún dato pertinente  

0.001 9 × 10–5 1 × 10-1 1 × 103 

 
4. Clasificación de los materiales radiactivos 

a. Materiales de baja actividad específica: BAE-I, BAE-II y BAE-III; 

b. Objetos contaminados en la superficie: OCS-I y OCS-II; 

c. Material radiactivo en forma especial; 

d. Sustancias fisionables; 

e. Material radiactivo de baja dispersión, y 

f. Hexafluoruro de uranio. 

4.1. Materiales de baja actividad específica (BAE) 

Son aquellos que por su naturaleza tienen una actividad específica limitada o a los que se les aplican 
límites de la actividad específica promedio estimada. Los materiales BAE se clasifican a su vez en BAE-I, 
BAE-II y BAE-III, de acuerdo con los siguientes criterios: 
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4.1.1 BAE-I: 

4.1.1.1. Minerales y concentrados de uranio y torio, y otros minerales con radionúclidos contenidos 
naturalmente en ellos, que vayan a someterse a tratamiento para utilizar esos radionúclidos; 

4.1.1.2 Uranio natural, uranio empobrecido, torio natural o sus compuestos o mezclas, que no estén 
irradiados y se encuentren en estado sólido o líquido; 

4.1.1.3 Materiales radiactivos para los que el valor de A2 no tenga límite; las sustancias fisionables pueden 
incluirse sólo cuando son exceptuadas de conformidad con el numeral 4.5.1 de esta norma, 

4.1.1.4. Materiales radiactivos en los cuales la actividad está distribuida en ellos y la actividad específica 
promedio estimada no exceda de 30 veces los límites de concentración de actividad para material exento 
establecidos en la tabla A.1 del Apéndice A (Normativo) de esta norma. Las sustancias fisionables pueden 
incluirse sólo cuando son exceptuadas de conformidad con el numeral 4.5.1 de la presente norma. 

4.1.2. BAE-II: 

4.1.2.1. Agua con una concentración de tritio de hasta 0.8 TBq/l (21 Ci/l), y 

4.1.2.2. Otros materiales en los que la actividad esté distribuida a través de los mismos y que la actividad 
específica promedio estimada no sea mayor de 10-4 A2/g para sólidos y gases, y 10-5 A2/g para líquidos. 

4.1.3. BAE-III: 

Sólidos, excluidos los polvos, en los que: 

4.1.3.1. Los materiales radiactivos se encuentren distribuidos en un objeto sólido o en un conjunto de 
objetos sólidos, o están distribuidos homogéneamente en una matriz de un agente aglomerante, tal como: 
hormigón, asfalto, material cerámico, entre otros; 

4.1.3.2. Los materiales radiactivos sean insolubles o estén contenidos intrínsecamente en una matriz 
insoluble, de manera que, incluso en caso de pérdida del embalaje, la pérdida de material radiactivo por bulto, 
producida por lixiviación tras 7 días de inmersión en agua no exceda de 0.1A2, y 

4.1.3.3. La actividad específica promedio estimada del sólido, excluido todo el material del blindaje, no sea 
mayor de 2  10-3 A2/g. 

4.1.4. Para determinar la actividad específica promedio estimada no deben tenerse en cuenta los 
materiales externos de blindaje que circunden a los materiales BAE. 

4.1.5. El contenido radiactivo en un solo bulto de materiales BAE se limitará de modo que el nivel de 
radiación a 3 m de distancia del material no exceda de 10 mSv/h, y la actividad en un solo bulto debe también 
restringirse de modo que no se superen los límites de actividad correspondientes al medio de transporte 
especificado en la Tabla 2. 

Límites de actividad para las unidades de transporte de materiales BAE y OCS en bultos industriales o 
sin embalar 

Tabla 2 

Naturaleza del material Límite de actividad para unidades de 
transporte que no sean embarcaciones 

de navegación interior 

Límite de actividad para una bodega o 
compartimiento de una embarcación de 

navegación interior 

BAE-I Sin límite Sin límite 

BAE-II y BAE-III, Sólidos no 

combustibles 

Sin límite 100A2 

BAE-II y BAE-III, Sólidos 

combustibles, y todos los 

líquidos y gases 

100A2 10A2 

OCS 100A2 10A2 

 

4.2. Objetos contaminados en la superficie (OCS) 

Objetos sólidos que no son en sí radiactivos, pero que tienen materiales radiactivos distribuidos en su 
superficie. Se clasifican en OCS-I y OCS-II, según el tipo de emisiones y nivel de contaminación, de acuerdo a 
lo indicado en la Tabla 3. 
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Clasificación de los OCS 

Tabla 3 

OCS Tipo de emisiones 

Tipo de contaminación 

(en una superficie promedio de 300 cm2) 

Transitoria en la 

superficie 

accesible 

Bq/cm2 

(µCi/ cm2) 

Fija en la superficie 

accesible 

Bq/cm2 

(µCi/cm2) 

Suma de fija y transitoria en la 

superficie 

inaccesible 

Bq/cm2 

(µCi/ cm2) 

I 

β/γ y α de baja 

toxicidad 

≤4 

(≤10-4) 

<4 × 104 

(≤1) 

<4 × 104 

(≤1) 

Otros emisores α 
≤0.4 

<(10-5) 

<4 × 103 

<(0.1) 

<4 × 103 

<(0.1) 

II 

β/γ y α de baja 

toxicidad 

>4 y ≤ 400 

(>10-4 y ≤10-2) 

>4 × 104 

y ≤8 × 105 

(>1 y ≤20) 

>4 × 104 

y ≤8 × 105 

(>1 y ≤20) 

Otros emisores α 
>0.4 y ≤ 40 

(>10-5 y ≤10-3) 

>4 × 103 

y ≤8 × 104 

(>0.1 y ≤2) 

>4 × 103 

y ≤8 × 104 

(>0.1 y ≤2) 

 

4.2.1. El contenido radiactivo en un solo bulto de OCS se limitará de modo que el nivel de radiación 
externa a 3 m de distancia del objeto contaminado en la superficie no exceda de 10 mSv/h. 

4.2.2. La actividad en un solo bulto debe restringirse de modo que la actividad total en un solo 
compartimiento o bodega de una embarcación de navegación interior, o en otro medio de transporte, para 
acarreo de OCS en bultos del Tipo BI-1, del Tipo BI-2 y del Tipo BI-3 o sin embalar, no exceda los límites 
indicados en la Tabla 2. 

4.3. Materiales radiactivos en forma especial 

Es un material radiactivo sólido no dispersable o una cápsula sellada que contiene materiales radiactivos, 
que cumple los siguientes requisitos: 

4.3.1. La longitud debe ser mayor o igual a 5 mm. 

4.3.2. Estarán diseñados de tal manera que cumplan las pruebas para especímenes de bultos para el 
transporte de material radiactivo en forma especial especificadas en la normatividad correspondiente. 

4.3.3. Cuando una cápsula sellada forme parte integral de los materiales radiactivos en forma especial, la 
cápsula debe estar construida de manera tal que sólo pueda abrirse destruyéndola. 

4.3.4. El diseño de los materiales radiactivos en forma especial requerirá Autorización de Diseño de 
Material Radiactivo en forma especial. 

4.4. Material radiactivo de baja dispersión 

Los materiales radiactivos se deben clasificar como materiales radiactivos de baja dispersión sólo si 
cumplen con los siguientes requisitos: 

4.4.1. El nivel de radiación a 3 m de distancia de los materiales radiactivos sin blindaje no excede de 10 
mSv/h. 

4.4.2. Cuando se le someta a la prueba térmica reforzada y a la prueba de impacto, especificadas en la 
normatividad correspondiente, la liberación en suspensión en el aire en forma gaseosa y de partículas de un 
diámetro aerodinámico equivalente de hasta 100 μm no exceda de 100A2. 

4.4.3. Cuando se le someta a la prueba de lixiviación especificada en la normatividad correspondiente, la 
actividad en el agua no exceda de 100A2. En la aplicación de esta prueba se tendrán en cuenta los efectos 
nocivos de las pruebas indicadas en el numeral 4.4.2 de la presente norma. 

4.4.4. El diseño de los materiales radiactivos de baja dispersión requerirá aprobación multilateral. 
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4.5. Sustancias fisionables 

4.5.1. Los bultos que contienen sustancias fisionables solamente pueden ser clasificados como 
“fisionables exceptuados” si cumplen con alguna de las siguientes condiciones: 

4.5.1.1. Un límite de masa por remesa, siempre que la dimensión externa más pequeña de cada bulto no 
sea inferior a 10 cm, tal que: 

 

Donde X e Y son los límites de masa definidos en la tabla 4, siempre que: 

i) Cada uno de los bultos contenga una cantidad no superior a 15 g de sustancias fisionables; 
tratándose de materiales sin embalar, este límite de cantidad se aplicará a la remesa que se lleve en la unidad 
de transporte; o 

ii) Las sustancias fisionables sean soluciones o mezclas hidrogenadas homogéneas en las que la razón 
de sustancias fisionables a hidrógeno sea inferior al 5% en masa; o 

iii) No haya más de 5 g de sustancias fisionables en cualquier volumen de 10 litros de material. 

iv) El berilio no debe estar presente en cantidades que excedan del 1% de los límites de masa por 
remesa aplicables que figuran en la Tabla 4, salvo cuando la concentración de berilio en los materiales no 
exceda de 1 g de berilio en cualquier cantidad de 1000 g de material. 

v) El deuterio tampoco debe estar presente en cantidades que excedan del 1% de los límites de masa 
por remesa aplicables que figuran en la Tabla 4, salvo el caso del deuterio en concentración natural en el 
hidrógeno. 

4.5.1.2. El uranio enriquecido en uranio 235 hasta un máximo de un 1% en masa, con un contenido total 
de plutonio y de uranio 233 que no exceda de un 1% de la masa de uranio 235, siempre que las sustancias 
fisionables se encuentren homogéneamente distribuidas por todo el material. Además, si el uranio 235 se 
halla presente en forma metálica, de óxido o de carburo, no debe formar un arreglo reticular. 

4.5.1.3. Las soluciones líquidas de nitrato de uranilo enriquecido en uranio 235 hasta un máximo de un 2% 
en masa, con un contenido total de plutonio y uranio 233 que no exceda del 0.002% de la masa de uranio, y 
con una razón atómica mínima de nitrógeno a uranio (N/U) de 2. 

4.5.1.4. El plutonio que no contenga más de un 20% de sustancias fisionables en masa hasta un máximo 
de 1 kg de plutonio por remesa. Las expediciones a las que se aplique esta excepción se realizarán según la 
modalidad de uso exclusivo. 

4.5.2. Sólo puede aplicarse una de las condiciones establecidas en los puntos 4.5.1.1 a 4.5.1.4 por 
remesa. 

Límites de masa por remesa considerados para las excepciones de los requisitos relativos a los bultos 
que contengas sustancias fisionables 

Tabla 4 

Sustancias fisionables 

Masa de sustancias fisionables mezclada 
con sustancias de una densidad media de 

hidrógeno inferior o igual a la del agua 

g 

Masa de sustancias fisionables 
mezclada con sustancias de una 

densidad media de hidrógeno superior 
a la del agua 

g 

Uranio 235 (X) 400 290 

Otras sustancias fisionables (Y) 250 180 

 
4.5.3. A menos que los bultos estén exceptuados por lo dispuesto en los numerales 4.5.1.1 a 4.5.1.4, los 

bultos para sustancias fisionables no deben contener: 

4.5.3.1 Una masa de sustancias fisionables (o, si se trata de mezclas, la masa de cada radionúclido 
fisionable, según proceda) diferente de la autorizada para el diseño del bulto; 

4.5.3.2. Ningún radionúclido o sustancia fisionable diferente de los autorizados para el diseño del bulto; o 
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4.5.3.3 Sustancias en una forma o en un estado físico o químico, o en una disposición espacial, diferentes 
de los autorizados para el diseño del bulto, según se especifique en sus respectivos certificados de 
aprobación de diseño, cuando proceda. 

4.6. Hexafluoruro de uranio 

4.6.1. La masa de hexafluoruro de uranio no debe ser diferente a la autorizada para el diseño del bulto. 

4.6.2. La masa de hexafluoruro de uranio no debe ser superior a un valor que pueda conducir a un 
volumen en vacío inferior al 5% a la temperatura máxima del bulto, según se especifique para los sistemas de 
las instalaciones en las que se utilizará el bulto. 

4.6.3. El hexafluoruro de uranio estará en forma sólida y la presión interna no debe ser superior a la 
presión atmosférica cuando el bulto se presente para su transporte. 

5. Clasificación de los bultos 

Para cada bulto o sobreenvase debe determinarse el número de las Naciones Unidas (UN) y el nombre 
correcto de expedición de conformidad con la normatividad correspondiente. 

Los bultos se clasifican a su vez en: 

a) Bultos Exceptuados; 

b) Bultos Industriales Tipo 1 (BI-1) 

c) Bultos Industriales Tipo 2 (BI-2) 

d) Bultos Industriales Tipo 3 (BI-3) 

e) Bultos Tipo A 

f) Bultos Tipo B (U) 

g) Bultos Tipo B (M) y 

h) Bultos Tipo C. 

5.1 Bulto exceptuado 

Un bulto puede clasificarse como bulto exceptuado cuando: 

5.1.1. Son embalajes/envases vacíos que hayan contenido previamente materiales radiactivos. Estos 
pueden clasificarse como exceptuados siempre que: 

5.1.1.1. Se mantengan en buen estado de conservación y firmemente cerrados; 

5.1.1.2. De existir uranio o torio en su estructura, la superficie exterior de los mismos esté cubierta con una 
funda o envoltura inactiva de metal o de algún otro material resistente; 

5.1.1.3. El nivel de contaminación transitoria interna, promediada sobre 300 cm2 de cualquier parte de la 
superficie, no sea superior a: 

5.1.1.3.1. 400 Bq/cm2 en el caso de emisores beta y gamma y emisores alfa de baja toxicidad; o 

5.1.1.3.2. 40 Bq/cm2 en el caso de todos los demás emisores alfa, y 

5.1.1.4. No ostenten las etiquetas que puedan haber llevado sobre su superficie. 

5.1.2. Contienen instrumentos o artículos en cantidades limitadas tal como se especifica en la Tabla 5 de 
la presente norma. 

5.1.2.1. Si los materiales radiactivos están contenidos o forman parte de un instrumento o artículo 
manufacturado, y su actividad es menor a los límites de la Tabla 5, pueden clasificarse como bultos 
exceptuados para condiciones de transporte, siempre que cumplan lo siguiente: 

5.1.2.1.1. El nivel de radiación a diez centímetros de distancia de cualquier punto de la superficie externa 
del instrumento o artículo sin embalar/envasar, no exceda de 0.1 mSv/h; 

5.1.2.1.2. Los instrumentos o artículos tengan la inscripción "RADIACTIVO", a excepción de los relojes o 
dispositivos radioluminiscentes; o los productos de consumo que sean exentos de conformidad con la 
normatividad correspondiente, o bien no rebasen individualmente el límite de actividad establecido en la tabla 
A.1 del Apéndice A (Normativo) de la presente norma, para una remesa exenta (columna 5), siempre que los 
productos se transporten en un bulto que lleve la palabra de radiactivo sobre una superficie interna de modo 
tal que la advertencia sobre la presencia de material radiactivo sea visible al abrir el bulto; 
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5.1.2.1.3. El material radiactivo esté completamente encerrado por componentes no activos (un dispositivo 
cuya única función sea la de contener materiales radiactivos no se considerará como instrumento o artículo 
manufacturado), y 

5.1.2.1.4. Los límites especificados en las columnas 2 y 3 de la Tabla 5 de la presente norma, se cumplan 
para cada elemento individual y cada bulto, respectivamente. 

5.1.3. Contienen artículos manufacturados con uranio natural, uranio empobrecido o torio natural; 

5.1.3.1. Los artículos manufacturados con uranio natural, uranio empobrecido o torio natural, y los artículos 
cuyo único material radiactivo sea uranio natural no irradiado, uranio empobrecido no irradiado o torio natural 
no irradiado, podrán clasificarse como bultos exceptuados, sólo cuando la superficie exterior del uranio o del 
torio quede encerrada en una funda o envoltura inactiva de metal o de algún otro material resistente. 

5.1.4. Contienen materiales radiactivos en cantidades limitadas tal como se especifica en la Tabla 5 de la 
presente norma. 

5.1.4.1. Los materiales radiactivos en formas diferentes de las especificadas en el numeral 5.1.2, cuyas 
actividades no excedan de los límites especificados en la columna 4 de la Tabla 5 de la presente norma, 
podrán clasificarse como bultos exceptuados, siempre que: 

5.1.4.1.1. El bulto retenga su contenido radiactivo en las condiciones de transporte rutinario; y 

5.1.4.1.2. El bulto lleve marcada en una superficie interior la inscripción "RADIACTIVO" dispuesta de forma 
que, al abrir el bulto, se observe claramente la advertencia de la presencia de material radiactivo. 

Límites de actividad para bultos exceptuados 

Tabla 5 

Estado físico del 
contenido 

Instrumentos o artículos Materiales 

Límites para los 
instrumentos y 

artículosa 

Límites para los bultosa Límites para los bultosa 

Sólidos:    

En forma especial 10-2A1 A1 10-3A1 

Otras formas 10-2A2 A2 10-3A2 

Líquidos: 10-3A2 10-1A2 10-4A2 

Gases:    

Tritio 2 x 10-2A2 2 x 10-1A2 2 x 10-2A2 

En forma especial 10-3A1 10-2A1 10-3A1 

Otras formas 10-3A2 10-2A2 10-3A2 

a En cuanto a las mezclas de radionúclidos, véanse los numerales 3.3, 3.4 y 3.5 de la presente norma. 

5.2. Bulto Industrial Tipo 1 (BI-1), Tipo 2 (BI-2) o Tipo 3 (BI-3) 

Los bultos industriales se utilizan para transportar algunos materiales de baja actividad específica (BAE) y 
objetos contaminados en la superficie (OCS). La clasificación de los bultos se debe realizar de acuerdo a lo 
siguiente: 

5.2.1. Para ser clasificado como Bulto Industrial Tipo 1 (BI-1) se debe cumplir con lo siguiente: 

5.2.1.1. Aprobar los requisitos generales de diseño establecidos en la normatividad correspondiente. 

5.2.2. Para ser clasificado como Bulto Industrial Tipo 2 (BI-2) se debe cumplir con lo siguiente: 

5.2.2.1. Los requisitos para Bulto Industrial Tipo 1 (BI-1); 

5.2.2.2. Satisfacer las pruebas de caída libre y de apilamiento establecidas en la normatividad 
correspondiente; de tal forma que se impida: 

5.2.2.2.1. La pérdida o dispersión del contenido radiactivo; y 

5.2.2.2.2. Un aumento superior al 20% del nivel de radiación máximo en la superficie externa del bulto. 

5.2.3. Para ser clasificado como Bulto Industrial Tipo 3 (BI-3) se debe cumplir con lo siguiente: 
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5.2.3.1. Los requisitos para Bulto Industrial Tipo 2 (BI-2); 

5.2.3.2. Satisfacer las pruebas de penetración y aspersión con agua establecidas en la normatividad 
correspondiente 

5.2.3.3. Satisfacer los requisitos de diseño establecidos en la normatividad correspondiente, para los 
Bultos Tipo A, excepto aquellos relacionados con materiales radiactivos líquidos o gaseosos. 

5.3 Bulto Tipo A 

Es un bulto que satisface alguna de las siguientes condiciones: 

5.3.1. Contiene una actividad menor o igual a A1, si se trata de material radiactivo en forma especial; o 

5.3.2. Contiene una actividad menor o igual a A2 para cualquier otro tipo de material radiactivo; o 

5.3.3. Si el contenido es una mezcla de radionúclidos cuyas identidades y actividades respectivas se 
conozcan, se cumple la siguiente desigualdad: 

 

Donde: 

 

5.4. Bultos Tipo B(U) y Tipo B(M) 

Son bultos diseñados para transportar material radiactivo con una actividad superior a A1, si se trata de 

material radiactivo en forma especial, o superior a A2, para cualquier otro tipo de material. Su contenido será el 

especificado en la Autorización de Diseño del Bulto. 

5.4.1. Los Bultos Tipo B(U) requieren aprobación unilateral.  

5.4.2. Los Bultos Tipo B(M) requieren aprobación multilateral. 

5.5. Bulto Tipo C 

Requiere aprobación unilateral, diseñado para resistir condiciones severas de accidente en la modalidad 

de transporte aéreo, sin menoscabo de la contención o incremento significativo en los niveles de radiación 

externa. Su contenido será el especificado en la Autorización de Diseño del Bulto. 

6. Requisitos para el transporte de materiales BAE y OCS 

6.1. Los materiales BAE y OCS se deben embalar de conformidad con lo establecido en la Tabla 6 de la 

presente norma, salvo lo especificado en el Reglamento para el Transporte Seguro de Material Radiactivo, 

publicado en el DOF el 10 de abril de 2017. 

Requisitos de los bultos industriales para los materiales BAE y OCS 

Tabla 6 

Contenido radiactivo 
Tipo de bulto industrial 

Uso exclusivo No en uso exclusivo 

BAE-I: 

Sólido Tipo BI-1 Tipo BI-1 

Líquido Tipo BI-1 Tipo BI-2 

BAE-II: 



Miércoles 13 de octubre de 2021 DIARIO OFICIAL  

Sólido Tipo BI-2 Tipo BI-2 

Líquido y gas Tipo BI-2 Tipo BI-3 

BAE-III: Tipo BI-2 Tipo BI-3 

OCS-I Tipo BI-1 Tipo BI-1 

OCS-II Tipo BI-2 Tipo BI-2 

7. Vigilancia 

La vigilancia del cumplimiento de lo dispuesto por la presente Norma Oficial Mexicana está a cargo de la 
Secretaría de Energía, por conducto de la Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias, 
conforme a sus respectivas atribuciones y bajo lo dispuesto en la Ley Reglamentaria del Artículo 27 
Constitucional en Materia Nuclear. Asimismo, las sanciones que correspondan, serán aplicadas en los 
términos de la legislación aplicable. 

8. Procedimiento de evaluación de la conformidad 

8.1. La evaluación de la conformidad de la presente Norma Oficial Mexicana se realizará por parte de la 
Secretaría de Energía a través de la Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias y/o por las 
personas acreditadas y aprobadas en los términos de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y su 
Reglamento. La evaluación de la conformidad incluirá lo siguiente: 

8.1.1. Revisión documental de la clasificación de los materiales radiactivos para efectos de su transporte. 

8.1.2. Revisión documental y/u ocular de que los bultos y embalajes destinados al transporte de material 
radiactivo son de la clase y tipo requeridos de acuerdo con su clasificación. 

8.1.3. Revisión documental y/u ocular de que la actividad y los niveles de radiación de los materiales 
radiactivos contenidos en las unidades de transporte no excedan los límites especificados en la  presente 
norma. 

9. Concordancia con normas internacionales 

Esta Norma Oficial Mexicana no es equivalente (NEQ) con alguna Norma Internacional, por no existir esta 
última al momento de su elaboración. 

Apéndice A (Normativo) 

Valores básicos de los radionúclidos 

Tabla A.1 

Radionúclido 
(número atómico) 

A1 
TBq 

A2 
TBq 

Límite de 
concentración de 

actividad para 
material exento 

Bq/g 

Límite de actividad 
para una remesa 

exenta 
Bq 

Actinio (89) 

Ac-225 (a) 8 × 10–1 6 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

Ac-227 (a) 9 × 10–1 9 × 10–5 1 × 10–1 1 × 103 

Ac-228 6 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Plata (47) 

Ag-105 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Ag-108m (a) 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 (b) 1 × 106 (b) 

Ag-110m (a) 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Ag-111 2 × 100 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Aluminio (13) 

Al-26 1 × 10–1 1 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Americio (95) 

Am-241 1 × 101 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Am-242m (a) 1 × 101 1 × 10–3 1 × 100 (b) 1 × 104 (b) 

Am-243 (a) 5 × 100 1 × 10–3 1 × 100 (b) 1 × 103 (b) 

Argón (18) 
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Ar-37 4 × 101 4 × 101 1 × 106 1 × 108 

Ar-39 4 × 101 2 × 101 1 × 107 1 × 104 

Ar-41 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 102 1 × 109 

Arsénico (33) 

As-72 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

As-73 4 × 101 4 × 101 1 × 103 1 × 107 

As-74 1 × 100 9 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

As-76 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

As-77 2 × 101 7 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Astato (85) 

At-211 (a) 2 × 101 5 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Oro (79) 

Au-193 7 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 107 

Au-194 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Au-195 1 × 101 6 × 100 1 × 102 1 × 107 

Au-198 1 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Au-199 1 × 101 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Bario (56) 

Ba-131 (a) 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Ba-133 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Ba-133m 2 × 101 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Ba-140 (a) 5 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 (b) 1 × 105 (b) 

Berilio (4) 

Be-7 2 × 101 2 × 101 1 × 103 1 × 107 

Be-10 4 × 101 6 × 10–1 1 × 104 1 × 106 

Bismuto (83) 

Bi-205 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Bi-206 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Bi-207 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Bi-210 1 × 100 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Bi-210m (a) 6 × 10–1 2 × 10–2 1 × 101 1 × 105 

Bi-212 (a) 7 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 (b) 1 × 105 (b) 

Berquelio (97) 

Bk-247 8 × 100 8 × 10–4 1 × 100 1 × 104 

Bk-249 (a) 4 × 101 3 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Bromo (35) 

Br-76 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Br-77 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Br-82 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Carbono (6) 

C-11 1 × 100 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

C-14 4 × 101 3 × 100 1 × 104 1 × 107 

Calcio (20) 

Ca-41 Sin límite Sin límite 1 × 105 1 × 107 
 

Ca-45 4 × 101 1 × 100 1 × 104 1 × 107 

Ca-47 (a) 3 × 100 3 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Cadmio (48) 
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Cd-109 3 × 101 2 × 100 1 × 104 1 × 106 

Cd-113m 4 × 101 5 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Cd-115 (a) 3 × 100 4 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Cd-115m 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Cerio (58) 

Ce-139 7 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Ce-141 2 × 101 6 × 10–1 1 × 102 1 × 107 

Ce-143 9 × 10–1 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Ce-144 (a) 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 102 (b) 1 × 105 (b) 

Californio (98) 

Cf-248 4 × 101 6 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

Cf-249 3 × 100 8 × 10–4 1 × 100 1 × 103 

Cf-250 2 × 101 2 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

Cf-251 7 × 100 7 × 10–4 1 × 100 1 × 103 

Cf-252 1 × 10–1 3 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

Cf-253 (a) 4 × 101 4 × 10–2 1 × 102 1 × 105 

Cf-254 1 × 10–3 1 × 10–3 1 × 100 1 × 103 

Cloro (17) 

Cl-36 1 × 101 6 × 10–1 1 × 104 1 × 106 

Cl-38 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Curio (96) 

Cm-240 4 × 101 2 × 10–2 1 × 102 1 × 105 

Cm-241 2 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 106 

Cm-242 4 × 101 1 × 10–2 1 × 102 1 × 105 

Cm-243 9 × 100 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Cm-244 2 × 101 2 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

Cm-245 9 × 100 9 × 10–4 1 × 100 1 × 103 

Cm-246 9 × 100 9 × 10–4 1 × 100 1 × 103 

Cm-247 (a) 3 × 100 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Cm-248 2 × 10–2 3 × 10–4 1 × 100 1 × 103 

Cobalto (27) 

Co-55 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Co-56 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Co-57 1 × 101 1 × 101 1 × 102 1 × 106 

Co-58 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Co-58m 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 107 

Co-60 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Cromo (24) 

Cr-51 3 × 101 3 × 101 1 × 103 1 × 107 

Cesio (55) 
 

Cs-129 4 × 100 4 × 100 1 × 102 1 × 105 

Cs-131 3 × 101 3 × 101 1 × 103 1 × 106 

Cs-132 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 105 

Cs-134 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 104 

Cs-134m 4 × 101 6 × 10–1 1 × 103 1 × 105 

Cs-135 4 × 101 1 × 100 1 × 104 1 × 107 

Cs-136 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 105 
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Cs-137 (a) 2 × 100 6 × 10–1 1 × 101 (b) 1 × 104 (b) 

Cobre (29)     

Cu-64 6 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 106 

Cu-67 1 × 101 7 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Disprosio (66) 

Dy-159 2 × 101 2 × 101 1 × 103 1 × 107 

Dy-165 9 × 10–1 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Dy-166 (a) 9 × 10–1 3 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Erbio (68) 

Er-169 4 × 101 1 × 100 1 × 104 1 × 107 

Er-171 8 × 10–1 5 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Europio (63) 

Eu-147 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Eu-148 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Eu-149 2 × 101 2 × 101 1 × 102 1 × 107 

Eu-150 (periodo corto) 2 × 100 7 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Eu-150 (periodo largo) 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Eu-152 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Eu-152m 8 × 10–1 8 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Eu-154 9 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Eu-155 2 × 101 3 × 100 1 × 102 1 × 107 

Eu-156 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Flúor (9) 

F-18 1 × 100 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Hierro (26) 

Fe-52 (a) 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Fe-55 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 106 

Fe-59 9 × 10–1 9 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Fe-60 (a) 4 × 101 2 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

Galio (31) 

Ga-67 7 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Ga-68 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Ga-72 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Gadolinio (64) 

Gd-146 (a) 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Gd-148 2 × 101 2 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

Gd-153 1 × 101 9 × 100 1 × 102 1 × 107 
 

Gd-159 3 × 100 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Germanio (32) 

Ge-68 (a) 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Ge-71 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 108 

Ge-77 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Hafnio (72) 

Hf-172 (a) 6 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Hf-175 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Hf-181 2 × 100 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Hf-182 Sin límite Sin límite 1 × 102 1 × 106 
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Mercurio (80) 

Hg-194 (a) 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Hg-195m (a) 3 × 100 7 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Hg-197 2 × 101 1 × 101 1 × 102 1 × 107 

Hg-197m 1 × 101 4 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Hg-203 5 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 105 

Holmio (67) 

Ho-166 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 103 1 × 105 

Ho-166m 6 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Yodo (53) 

I-123 6 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 107 

I-124 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

I-125 2 × 101 3 × 100 1 × 103 1 × 106 

I-126 2 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 106 

I-129 Sin límite Sin límite 1 × 102 1 × 105 

I-131 3 × 100 7 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

I-132 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

I-133 7 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

I-134 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

I-135 (a) 6 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Indio (49) 

In-111 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

In-113m 4 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

In-114m (a) 1 × 101 5 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

In-115m 7 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 106 

Iridio (77) 

Ir-189 (a) 1 × 101 1 × 101 1 × 102 1 × 107 

Ir-190 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Ir-192 1 × 100 (c) 6 × 10–1 1 × 101 1 × 104 

Ir-194 3 × 10-1 3 × 10-1 1 × 102 1 × 105 

Potasio (19) 

K-40 9 × 10-1 9 × 10–1 1 × 102 1 × 106 
 

K-42 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

K-43 7 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Criptón (36 ) 

Kr-79 4 × 10 1 2 × 100 1 × 103 1 × 105 

Kr-81 4 × 100 4 × 101 1 × 104 1 × 107 

Kr-85 1 × 101 1 × 101 1 × 105 1 × 104 

Kr-85m 8 × 100 3 × 100 1 × 103 1 × 1010 

Kr-87 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 102 1 × 109 

Lantano (57) 

La-137 3 × 101 6 × 100 1 × 103 1 × 107 

La-140 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Lutecio (71) 

Lu-172 6 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 
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Lu-173 8 × 100 8 × 100 1 × 102 1 × 107 

Lu-174 9 × 100 9 × 100 1 × 102 1 × 107 

Lu-174m 2 × 101 1 × 101 1 × 102 1 × 107 

Lu-177 3 × 101 7 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Magnesio (12) 

Mg 28 (a) 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Manganeso (25) 

Mn-52 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Mn-53 Sin límite Sin límite 1 × 104 1 × 109 

Mn-54 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Mn-56 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Molibdeno (42) 

Mo-93 4 × 101 2 × 101 1 × 103 1 × 108 

Mo-99 (a) 1 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Nitrógeno (7) 

N-13 9 × 10–1 6 × 10–1 1 × 102 1 × 109 

Sodio (11) 

Na-22 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Na-24 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Niobio (41) 

Nb-93m 4 × 101 3 × 101 1 × 104 1 × 107 

Nb-94 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Nb-95 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Nb-97 9 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Neodimio (60) 

Nd-147 6 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Nd-149 6 × 10–1 5 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Níquel (28) 

Ni-59 Sin límite Sin límite 1 × 104 1 × 108 
 

Ni-63 4 × 101 3 × 101 1 × 105 1 × 108 

Ni-65 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Neptunio (93) 

Np-235 4 × 101 4 × 101 1 × 103 1 × 107 

Np-236 (periodo corto) 2 × 101 2 × 100 1 × 103 1 × 107 

Np-236 (periodo largo) 9 × 100 2 × 10–2 1 × 102 1 × 105 

Np-237 2 × 101 2 × 10–3 1 × 100 (b) 1 × 103 (b) 

Np-239 7 × 100 4 × 10–1 1 × 102 1 × 107 

Osmio (76) 

Os-185 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Os-191 1 × 101 2 × 100 1 × 102 1 × 107 

Os-191m 4 × 101 3 × 101 1 × 103 1 × 107 

Os-193 2 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Os-194(a) 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

Fósforo (15)     

P-32 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 103 1 × 105 
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P-33 4 × 101 1 × 100 1 × 105 1 × 108 

Protactinio (91) 

Pa-230 (a) 2 × 100 7 × 10–2 1 × 101 1 × 106 

Pa-231 4 × 100 4 × 10–4 1 × 100 1 × 103 

Pa-233 5 × 100 7 × 10–1 1 × 102 1 × 107 

Plomo (82) 

Pb-201 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Pb-202 4 × 101 2 × 101 1 × 103 1 × 106 

Pb-203 4 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Pb-205 Sin límite Sin límite 1 × 104 1 × 107 

Pb-210 (a) 1 × 100 5 × 10–2 1 × 101 (b) 1 × 104 (b) 

Pb-212 (a) 7 × 10–1 2 × 10–1 1 × 101 (b) 1 × 105 (b) 

Paladio (46) 

Pd-103 (a) 4 × 101 4 × 101 1 × 103 1 × 108 

Pd-107 Sin límite Sin límite 1 × 105 1 × 108 

Pd-109 2 × 100 5 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Prometio (61)     

Pm-143 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Pm-144 7 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Pm-145 3 × 101 1 × 101 1 × 103 1 × 107 

Pm-147 4 × 101 2 × 100 1 × 104 1 × 107 

Pm-148m (a) 8 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Pm-149 2 × 100 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Pm-151 2 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Polonio (84) 

Po-210 4 × 101 2 × 10–2 1 × 101 1 × 104 

Praseodimio (59) 

Pr-142 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 102 1 × 105 
 

Pr-143 3 × 100 6 × 10–1 1 × 104 1 × 106 

Platino (78) 

Pt-188 (a) 1 × 100 8 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Pt-191 4 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Pt-193 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 107 

Pt-193m 4 × 101 5 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Pt-195m 1 × 101 5 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Pt-197 2 × 101 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Pt-197m 1 × 101 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Plutonio (94) 

Pu-236 3 × 101 3 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

Pu-237 2 × 101 2 × 101 1 × 103 1 × 107 

Pu-238 1 × 101 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Pu-239 1 × 101 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Pu-240 1 × 101 1 × 10–3 1 × 100 1 × 103 

Pu-241 (a) 4 × 101 6 × 10–2 1 × 102 1 × 105 

Pu-242 1 × 101 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Pu-244 (a) 4 × 10–1 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Radio (88) 

Ra-223 (a) 4 × 10–1 7 × 10–3 1 × 102 (b) 1 × 105 (b) 
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Ra-224 (a) 4 × 10–1 2 × 10–2 1 × 101 (b) 1 × 105 (b) 

Ra-225 (a) 2 × 10–1 4 × 10–3 1 × 102 1 × 105 

Ra-226 (a) 2 × 10–1 3 × 10–3 1 × 101 (b) 1 × 104 (b) 

Ra-228 (a) 6 × 10–1 2 × 10–2 1 × 101 (b) 1 × 105 (b) 

Rubidio (37) 

Rb-81 2 × 100 8× 10-1 1 × 101 1 × 106 

Rb-83 (a) 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Rb-84 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Rb-86 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

Rb-87 Sin límite Sin límite 1 × 104 1 × 107 

Rb (natural) Sin límite Sin límite 1 × 104 1 × 107 

Renio (75) 

Re-184 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Re-184m 3 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 106 

Re-186 2 × 100 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Re-187 Sin límite Sin límite 1 × 106 1 × 109 

Re-188 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

Re-189 (a) 3 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Re (natural) Sin límite Sin límite 1 × 106 1 × 109 

Rodio (45) 

Rh-99 2 × 100 2 × 100 1 × 101 1 × 106 

Rh-101 4 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 107 

Rh-102 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Rh-102m 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 
 

Rh-103m 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 108 

Rh-105 1 × 101 8 × 10–1 1 × 102 1 × 107 

Radón (86) 

Rn-222 (a) 3 × 10–1 4 × 10–3 1 × 101 (b) 1 × 108 (b) 

Rutenio (44) 

Ru-97 5 × 100 5 × 100 1 × 102 1 × 107 

Ru-103 (a) 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Ru-105 1 × 100 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Ru-106 (a) 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 102 (b) 1 × 105 (b) 

Azufre (16) 

S-35 4 × 101 3 × 100 1 × 105 1 × 108 

Antimonio (51) 

Sb-122 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 102 1 × 104 

Sb-124 6 × 10–1 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Sb-125 2 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 106 

Sb-126 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Escandio (21) 

Sc-44 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Sc-46 5 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Sc-47 1 × 101 7 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Sc-48 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Selenio (34) 

Se-75 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 
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Se-79 4 × 101 2 × 100 1 × 104 1 × 107 

Silicio (14) 

Si-31 6 × 10–1 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Si-32 4 × 101 5 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Samario (62) 

Sm-145 1 × 101 1 × 101 1 × 102 1 × 107 

Sm-147 Sin límite Sin límite 1 × 101 1 × 104 

Sm-151 4 × 101 1 × 101 1 × 104 1 × 108 

Sm-153 9 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Estaño (50) 

Sn-113 (a) 4 × 100 2 × 100 1 × 103 1 × 107 

Sn-117m 7 × 100 4 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Sn-119m 4 × 101 3 × 101 1 × 103 1 × 107 

Sn-121m (a) 4 × 101 9 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Sn-123 8 × 10–1 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Sn-125 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

Sn-126 (a) 6 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Estroncio (38) 

Sr-82 (a) 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 101 1 × 105 
 

Sr-85 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Sr-85m 5 × 100 5 × 100 1 × 102 1 × 107 

Sr-87m 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Sr-89 6 × 10–1 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Sr-90 (a) 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 102 (b) 1 × 104 (b) 

Sr-91 (a) 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Sr-92 (a) 1 × 100 3 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Tritio (1) 

T(H-3) 4 × 101 4 × 101 1 × 106 1 × 109 

Tantalio (73) 

Ta-178 (periodo largo) 1 × 100 8 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Ta-179 3 × 101 3 × 101 1 × 103 1 × 107 

Ta-182 9 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 104 

Terbio (65) 

Tb-157 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 107 

Tb-158 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Tb-160 1 × 100 6 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Tecnecio (43) 

Tc-95m (a) 2 × 100 2 × 100 1 × 101 1 × 106 

Tc-96 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Tc-96m (a) 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Tc-97 Sin límite Sin límite 1 × 103 1 × 108 

Tc-97m 4 × 101 1 × 100 1 × 103 1 × 107 

Tc-98 8 × 10–1 7 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Tc-99 4 × 101 9 × 10–1 1 × 104 1 × 107 
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Tc-99m 1 × 101 4 × 100 1 × 102 1 × 107 

Telurio (52) 

Te-121 2 × 100 2 × 100 1 × 101 1 × 106 

Te-121m 5 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Te-123m 8 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 107 

Te-125m 2 × 101 9 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Te-127 2 × 101 7 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Te-127m (a) 2 × 101 5 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Te-129 7 × 10–1 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Te-129m (a) 8 × 10–1 4 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Te-131m (a) 7 × 10–1 5 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Te-132 (a) 5 × 10–1 4 × 10–1 1 × 102 1 × 107 

Torio (90) 

Th-227 1 × 101 5 × 10–3 1 × 101 1 × 104 
 

Th-228 (a) 5 × 10–1 1 × 10–3 1 × 100 (b) 1 × 104 (b) 

Th-229 5 × 100 5 × 10–4 1 × 100 (b) 1 × 103 (b) 

Th-230 1 × 101 1 × 10–3 1 × 100 1 × 104 

Th-231 4 × 101 2 × 10–2 1 × 103 1 × 107 

Th-232 Sin límite Sin límite 1 × 101 1 × 104 

Th-234 (a) 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 103 (b) 1 × 105 (b) 

Th (natural) Sin límite Sin límite 1 × 100 (b) 1 × 103 (b) 

Titanio (22) 

Ti-44 (a) 5 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

Talio (81) 

Tl-200 9 × 10–1 9 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Tl-201 1 × 101 4 × 100 1 × 102 1 × 106 

Tl-202 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Tl-204 1 × 101 7 × 10–1 1 × 104 1 × 104 

Tulio (69) 

Tm-167 7 × 100 8 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Tm-170 3 × 100 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Tm-171 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 108 

Uranio (92) 

U-230 (absorción 
pulmonar rápida)(a)(d) 

4 × 101 1 × 10–1 1 × 101 (b) 1 × 105 (b) 

U-230 (absorción 
pulmonar media)(a)(e) 

4 × 101 4 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

U-230 (absorción 
pulmonar lenta)(a)(f) 

3 × 101 3 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

U-232 (absorción 
pulmonar rápida)(d) 

4 × 101 1 × 10–2 1 × 100 (b) 1 × 103 (b) 

U-232 (absorción 
pulmonar media)(e) 

4 × 101 7 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

U-232 (absorción 
pulmonar lenta)(f) 

1 × 101 1 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

U-233 (absorción 
pulmonar rápida)(d) 

4 × 101 9 × 10–2 1 × 101 1 × 104 
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U-233 (absorción 
pulmonar media)(e) 

4 × 101 2 × 10–2 1 × 102 1 × 105 

U-233 (absorción 
pulmonar lenta)(f) 

4 × 101 6 × 10–3 1 × 101 1 × 105 

U-234 (absorción 

pulmonar rápida)(d) 
4 × 101 9 × 10–2 1 × 101 1 × 104 

U-234 (absorción 

pulmonar media)(e) 
4 × 101 2 × 10–2 1 × 102 1 × 105 

U-234 (absorción 

pulmonar lenta)(f) 
4 × 101 6 × 10–3 1 × 101 1 × 105 

 

U-235 (todos los tipos 
de absorción pulmonar) 
(a) (d) (e) (f) 

Sin límite Sin límite 1 × 101 (b) 1 × 104 (b) 

U-236 (absorción 

pulmonar rápida)(d) 
Sin límite Sin límite 1 × 101 1 × 104 

U-236 (absorción 
pulmonar media)(e) 

4 × 101 2 × 10–2 1 × 102 
1 × 105 

 

U-236 (absorción 

pulmonar lenta (f) 
4 × 101 6 × 10–3 1 × 101 1 × 104 

U-238 (todos los tipos 
de absorción pulmonar) 
(d) (e) (f) 

Sin límite Sin límite 1 × 101 (b) 1 × 104 (b) 

U (natural) Sin límite Sin límite 1 × 100 (b) 1 × 103 (b) 

U (enriquecido 

al 20% o menos)(g) 
Sin límite Sin límite 1 × 100 1 × 103 

U (empobrecido) Sin límite Sin límite 1 × 100 1 × 103 

Vanadio (23) 

V-48 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 105 

V-49 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 107 

Tungsteno (74) 

W-178 (a) 9 × 100 5 × 100 1 × 101 1 × 106 

W-181 3 × 101 3 × 101 1 × 103 1 × 107 

W-185 4 × 101 8 × 10–1 1 × 104 1 × 107 

W-187 2 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

W-188 (a) 4 × 10–1 3 × 10–1 1 × 102 1 × 105 
 

Xenón (54) 

Xe-122 (a) 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 102 1 × 109 

Xe-123 2 × 100 7 × 10–1 1 × 102 1 × 109 

Xe-127 4 × 100 2 × 100 1 × 103 1 × 105 

Xe-131m 4 × 101 4 × 101 1 × 104 1 × 104 

Xe-133 2 × 101 1 × 101 1 × 103 1 × 104 

Xe-135 3 × 100 2 × 100 1 × 103 1 × 1010 

Itrio (39) 

Y-87 (a) 1 × 100 1 × 100 1 × 101 1 × 106 

Y-88 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 1 × 106 
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Y-90 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 103 1 × 105 

Y-91 6 × 10–1 6 × 10–1 1 × 103 1 × 106 

Y-91m 2 × 100 2 × 100 1 × 102 1 × 106 

Y-92 2 × 10–1 2 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

Y-93 3 × 10–1 3 × 10–1 1 × 102 1 × 105 

Iterbio (70) 

Yb-169 4 × 100 1 × 100 1 × 102 1 × 107 

Yb-175 3 × 101 9 × 10–1 1 × 103 1 × 107 

Zinc (30) 

Zn-65 2 × 100 2 × 100 1 × 101 1 × 106 

Zn-69 3 × 100 6 × 10–1 1 × 104 1 × 106 

Zn-69m (a) 3 × 100 6 × 10–1 1 × 102 1 × 106 

Circonio (40) 

Zr-88 3 × 100 3 × 100 1 × 102 1 × 106 

Zr-93 Sin límite Sin límite 1 × 103 (b) 1 × 107 (b) 

Zr-95 (a) 2 × 100 8 × 10–1 1 × 101 1 × 106 

Zr-97 (a) 4 × 10–1 4 × 10–1 1 × 101 (b) 1 × 105 (b) 

a. Los valores de A1 y/o A2 de estos radionúclidos predecesores incluyen contribuciones de sus 
descendientes con periodos de semidesintegración inferiores a 10 días, que se enumeran a continuación: 

Mg-28 Al-28 

Ar-42 K-42 

Ca-47 Sc-47 

Ti-44 Sc-44 

Fe-52 Mn-52m 

Fe-60 Co-60m 

Zn-69m Zn-69 

Ge-68 Ga-68 

Rb-83 Kr-83m 

Sr-82 Rb-82 

Sr-90 Y-90 

Sr-91 Y-91m 

Sr-92 Y-92 

Y-87 Sr-87m 

Zr-95 Nb-95m 

Zr-97 Nb-97m, Nb-97 

Mo-99 Tc-99m 

Tc-95m Tc-95 

Tc-96m Tc-96 

Ru-103 Rh-103m 

Ru-106 Rh-106 

Pd-103 Rh-103m 

Ag-108m Ag-108 

Sn-121m Sn-121 

Sn-126 Sb-126m 

Te-118 Sb-118 

Te-127m Te-127 

Te-129m Te-129 

Te-131m Te-131 

Te-132 I-132 

I-135 Xe-135m 

Xe-122 I-122 

Cs-137 Ba-137m 

Ba-131 Cs-131 

Ba-140 La-140 

Ce-144 Pr-144m, Pr-144 

Pm-148m Pm-148 

Gd-146 Eu-146 

Dy-166 Ho-166 

Hf-172 Lu-172 

W-178 Ta-178 

W-188 Re-188 

Re-189 Os-189m 

Os-194 Ir-194 

Ir-189 Os-189m 

Pt-188 Ir-188 

Bi-210m Tl-206 

Bi-212 Tl-208, Po-212 

At-211 Po-211 

Rn-222 Po-218, Pb-214, At-218, Bi-214, Po-214 

Ra-223 Rn-219, Po-215, Pb-211, Bi-211, Po-211, Tl-207 

Ra-224 Rn-220, Po-216, Pb-212, Bi-212, Tl-208, Po-212 

Ra-225 Ac-225, Fr-221, At-217, Bi-213, Tl-209, Po-213, Pb-209 

Ra-226 Rn-222, Po-218, Pb-214, At-218, Bi-214, Po-214 

Ra-228 Ac-228 

Ac-225 Fr-221, At-217, Bi-213, Tl-209, Po-213, Pb-209 

Ac-227 Fr-223 

Th-228 Ra-224, Rn-220, Po-216, Pb-212, Bi-212, Tl-208, Po-212 

Th-234 Pa-234m, Pa-234 

Pa-230 Ac-226, Th-226, Fr-222, Ra-222, Rn-218, Po-214 

U-230 Th-226, Ra-222, Rn-218, Po-214 

U-235 Th-231 

Pu-241 U-237 

Pu-244 U-240, Np-240m 

Am-242m Am-242, Np-238 

Am-243 Np-239 

Cm-247 Pu-243 

Bk-249 Am-245 

Cf-253 Cm-249 
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Ag-110m Ag-110 

Cd-115 In-115m 

In-114m In-114 

Sn-113 In-113m 

Hg-194 Au-194 

Hg-195m Hg-195 

Pb-210 Bi-210 

Pb-212 Bi-212, Tl-208, Po-212 

 

b. Los radionúclidos predecesores y sus descendientes incluidos en equilibrio secular se enumeran a 
continuación:  

Sr-90 Y-90 

Zr-93 Nb-93m 

Zr-97 Nb-97 

Ru-106 Rh-106 

Ag-108m Ag-108 

Cs-137 Ba-137m 

Ce-144 Pr-144 

Ba-140 La-140 

Bi-212 Tl-208 (0.36), Po-212 (0.64) 

Pb-210 Bi-210, Po-210 

Pb-212 Bi-212, Tl-208 (0.36), Po-212 (0.64) 

Rn-222 Po-218, Pb-214, Bi-214, Po-214 

Ra-223 Rn-219, Po-215, Pb-211, Bi-211, Tl-207 

Ra-224 Rn-220, Po-216, Pb-212, Bi-212, Tl-208 (0.36), Po-212 (0.64) 

Ra-226 Rn-222, Po-218, Pb-214, Bi-214, Po-214, Pb-210, Bi-210, Po-210 

Ra-228 Ac-228 

Th-228 Ra-224, Rn-220, Po-216, Pb-212, Bi-212, Tl-208 (0.36), Po-212 (0.64) 

Th-229 Ra-225, Ac-225, Fr-221, At-217, Bi-213, Po-213, Pb-209 

Th-nat Ra-228, Ac-228, Th-228, Ra-224, Rn-220, Po-216, Pb-212, Bi-212, Tl-208 (0.36), Po-212 (0.64) 

Th-234 Pa-234m 

U-230 Th-226, Ra-222, Rn-218, Po-214 

U-232 Th-228, Ra-224, Rn-220, Po-216, Pb-212, Bi-212, Tl-208 (0.36), Po-212 (0.64) 

U-235 Th-231 

U-238 Th-234, Pa-234m 

U-nat Th-234, Pa-234m, U-234, Th-230, Ra-226, Rn-222, Po-218, Pb-214, Bi-214, Po-214, Pb-210, Bi-210, Po-210 

Np-237 Pa-233 

Am-242m Am-242 

Am-243 Np-239 

 

c. La cantidad puede obtenerse mediante la medición de la tasa de desintegración o midiendo el nivel de 
radiación a una determinada distancia de la fuente. 

d. Estos valores se aplican únicamente a compuestos de uranio que toman la forma química de UF6, 
UO2F2 y UO2(NO3)2 tanto en condiciones de transporte rutinarias como de accidente. 

e. Estos valores se aplican sólo a compuestos de uranio que toman la forma química de UO3, UF4, UCl4 y 
compuestos hexavalentes tanto en condiciones de transporte rutinarias como de accidente. 
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f. Estos valores se aplican a todos los compuestos de uranio que no sean los especificados en (d) y (e). 

g. Estos valores se aplican solamente al uranio no irradiado. 
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TRANSITORIOS 

Único. La presente Norma Oficial Mexicana una vez publicada en el Diario Oficial de la Federación como 
norma definitiva, entrará en vigor a los 60 días naturales contados a partir del día siguiente al de su 
publicación. 

Ciudad de México, a 2 de septiembre de 2021.- Presidente del Comité Consultivo Nacional de 
Normalización de Seguridad Nuclear y Salvaguardias y Director General de la Comisión Nacional  de 
Seguridad Nuclear y Salvaguardias, Juan Eibenschutz Hartman.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
RESOLUCIÓN por la que se da a conocer el cese de efectos de la nueva habilitación del licenciado Pedro Enrique 
Franco Luna, como Corredor Público número 13 de la plaza del Estado de México. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Unidad de Normatividad, Competitividad y Competencia.- Dirección General de Normatividad 
Mercantil. 

La Secretaría de Economía, a través de la Dirección General de Normatividad Mercantil, con fundamento 
en lo dispuesto por los artículos 1o., 2o. y 3o., fracción III, de la Ley Federal de Correduría Pública; 1o. y 72, 
fracción IV, de su Reglamento y 38, fracción XIII, del Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, hace 
del conocimiento al público en general el cese de efectos de la nueva habilitación del Licenciado Pedro 
Enrique Franco Luna, como Corredor Público número 13 de la plaza del Estado de México, a causa de su 
fallecimiento ocurrido el 28 de julio de 2021. 

Ciudad de México, a 27 de septiembre 2021.- Director General de Normatividad Mercantil, Mtro. Benjamín 
Reyes Torres.- Rúbrica. 

 

 

LISTADO del Registro de Peritos Mineros Vigentes y Cancelados (01/2021). 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Dirección General de Minas. 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Minas, en términos de lo dispuesto 
por los artículos 34, fracciones XXVII, XXIX y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
95, 96, 97, 98 y 100 del Reglamento de la Ley Minera; con fundamento en el artículo 56, fracción IV del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, y 

CONSIDERANDO 

Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 16 y 21 del Reglamento de la Ley Minera, el 
interesado en presentar una solicitud de concesión o de asignación minera deberá acompañar adjunto a la 
solicitud o sesenta días hábiles después de presentarla, los trabajos periciales del lote minero, los cuales 
deben ser elaborados por un perito minero vigente, de acuerdo con los lineamientos y especificaciones 
establecidos bajo la normatividad vigente al ingreso de la solicitud; 

Que en términos de lo señalado por el artículo 1o., fracciones XIII y XXI del Reglamento de la Ley Minera, 
se define como perito minero a la persona autorizada para elaborar trabajos periciales, los cuales deben ser 
efectuados para delimitar el lote minero a que debe referirse cada solicitud de concesión o de asignación 
minera, según las características señaladas en el artículo 12 de la Ley Minera. Una persona física o moral 
debe reunir los requisitos establecidos en los artículos 96, 97, 98 y 99 del Reglamento de la Ley Minera para 
actuar como un perito minero vigente y registrado ante la Dirección General de Minas y con ello expedir 
trabajos periciales de acuerdo a las características establecidas en la Ley Minera, su Reglamento y demás 
disposiciones jurídicas aplicables; 

Que conforme al artículo 96 del Reglamento de la Ley Minera, podrán solicitar su inscripción en el Registro 
de Peritos Mineros, a cargo de la Secretaría de Economía, para el caso de personas físicas quienes acrediten 
haber obtenido título profesional o grado académico equivalente, legalmente registrado, de ingeniero 
topógrafo, geomático, geodesta, de minas o geólogo, o  exhiban carta de pasante de alguna de las carreras 
mencionadas expedida por institución con reconocimiento de validez oficial de estudios; y, para el caso de 
personas morales estar legalmente constituida como sociedad civil o mercantil y tener por objeto la ejecución 
de levantamientos geodésicos o topográficos; inscribir a una o más personas físicas responsables que 
actuarán a su nombre, las cuales habrán de reunir los requisitos ya señalados, y que los representantes estén 
vigentes en el Registro de Peritos Mineros sin que se encuentre suspendido su registro, y 

Que corresponde a la Secretaría de Economía, a través de la Dirección General de Minas, conforme lo 
determinan los artículos 96, 97 y 98 del Reglamento de la Ley Minera, aprobar o negar las solicitudes de 
inscripción y/o renovación de inscripción en el Registro de Peritos Mineros, así como llevar su registro y 
control, por lo que se tiene a bien expedir los siguientes listados: 
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Listado del Registro de Peritos Mineros Vigentes y Cancelados (01/2021) 

PRIMERO.- Se da a conocer el listado actualizado al 30 de junio del 2021, de Peritos Mineros Vigentes 
registrados ante la Dirección General de Minas, de la Secretaría de Economía: 

Registro Expediente Nombre Término de vigencia 

Aguascalientes 

1611 664/3054 Rafael Rodríguez Rubio 23/08/2023 

1678 664/3121 Jorge Iván Cervantes López 06/06/2026 

Baja California 

1583 664/3026 Adolfo Ruiz Castro 25/05/2022 

1369 664/2812 Jorge de Jesús Zúñiga Santos 04/03/2025 

755-2 664/2308 Juan José Cabuto Vidrio 01/01/2026 

Baja California Sur 

1329 664/2772 Juan Moisés Martínez Camacho 17/03/2023 

Chihuahua 

1585 664/3028 Kevin Hiram Torres Montana 25/05/2022 

1319 664/2762 Leonardo Agustín Llamas Jiménez 17/06/2022 

693-4 664/2091 Eduardo Núñez Medina 05/08/2022 

1445 664/2888 Manuel Alberto Tovar Jácquez 22/08/2022 

1595 664/3038 Saúl Jaquez Moreno 09/10/2022 

1599 664/3042 Javier Valverde Flores 05/12/2022 

1603 664/3046 Jorge Alberto de León Bencomo 30/01/2023 

1605 664/3048 Jorge Pérez Rodríguez Terminel 27/02/2023 

1608 664/3051 Abelardo Garza Hernández 26/04/2023 

1610 664/3053 Carmen Cecilia Zesati Pereyra 02/07/2023 

1334 664/2777 Modesto Guevara Ríos 27/07/2023 

1470 664/2913 Roberto Flores Meléndez 29/08/2023 

1474 664/2917 Juan Pablo García Flores 17/09/2023 

1480 664/2923 Rodolfo Chávez Rocha 10/10/2023 

1351 664/2794 Iván Guerra Bustillos 20/01/2024 

1630 664/3073 Ignacio Everardo Félix López 25/04/2024 

1634 664/3077 Juan Manuel Chaparro Palma 13/06/2024 

1635 664/3078 Raúl Alberto Góngora Jurado 13/06/2024 

1640 664/3083 Jesús Arzabala Molina 29/10/2024 

1641 664/3084 Sandra Aracely Nevarez Pizarro 30/10/2024 

1659 664/3102 Leonardo Sias Elizondo 23/08/2025 

404-5 664/1371 Esteban Delgado Aguirre 19/10/2025 

1660 664/3103 Elmer Omar Chaparro Palma 21/10/2025 

1668 664/3111 Francisco Javier Delgado Velázquez 21/02/2026 

1409 664/2852 Miguel Ángel Méndez Ángel 23/06/2026 

Ciudad de México 

715-4 664/2184 José Alberto Padilla Higuera 22/07/2021 

1035 664/2483 Jesús Herrera Ortega 10/11/2021 

1576 664/3019 Arturo Arenas Rauda 19/01/2022 

733-4 664/2219 José Luis Mendoza Mendoza 27/02/2022 
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1430 664/2873 Virginio Salgado Terán 08/03/2022 

730-4 664/2209 Sergio Raúl Olmos Meléndez 25/06/2022 

1321 664/2764 PROCESOS ANALÍTICOS INFORMÁTICOS S. A. de C.V. 04/09/2022 

1596 664/3039 Jorge Ezequiel Ordoñes Cortes 09/10/2022 

1465 664/2908 Daniela Hernández García 06/06/2023 

639-2 664/1980 Carlos Guillermo Palomino Huerta 17/06/2023 

1612 664/3055 María Liliana Pérez Hernández 23/08/2023 

1620 664/3063 Mayra Fabiola Martínez Martínez 30/10/2023 

1623 664/3066 Ileana Paulina Reyes Velázquez 19/12/2023 

1636 664/3079 José Ángel Castañeda Cruz 04/08/2024 

1357 664/2800 David Collado Ruíz 16/09/2024 

688-4 664/2113 Ángel Gerardo Martínez Barriguete 27/10/2024 

1126 664/2569 Martín Soto Morán 01/01/2025 

1651 664/3094 Armando Vázquez Camargo 21/01/2025 

1523 664/2966 Emilio Luciano Romero Miranda 10/02/2025 

1525 664/2968 Héctor Duran Garcia 23/02/2025 

1655 664/3098 Juan Antonio Calzada Castro 01/07/2025 

1539 664/2982 GEO PROCESOS CARTOGRÁFICOS, S. A. de C. V. 16/07/2025 

1657 664/3100 Francisco Javier Samperio Jiménez 23/08/2025 

791-4 664/2357 Juan Ernesto Cortéz Pérez 19/10/2025 

1549 664/2992 David Emmanuel García Solís 08/11/2025 

1554 664/2997 José Luis Sánchez Palma 08/11/2025 

1664 664/3107 Alfonso Bernardo Rodríguez Varela 23/11/2025 

1139 664/2582 Fortino Sánchez Mondragón 28/04/2026 

1564 664/3007 Gustavo Guerrero Martínez 01/05/2026 

1675 664/3118 Luis Roberto Zúñiga Estrada 06/05/2026 

1676 664/3119 Vanessa Valdez Buendía 06/05/2026 

1677 664/3120 José Luis Méndez Narez 06/05/2026 

1402 664/2845 Sandra Pérez Páez 18/05/2026 

1680 664/3123 DETECTOR EXPLORACIONES, S.A. de C.V. 20/07/2026 

Coahuila 

1570 664/3013 Mario Velázquez Lozano 25/09/2021 

1157 664/2600 Víctor Hugo Leija Peña 18/11/2021 

1575 664/3018 Alejo Monsiváis Hernández 04/12/2021 

1577 664/3020 Andrés de Hoyos Soto 19/01/2022 

1171 664/2614 Juan Vélez Castillo 03/03/2022 

1580 664/3023 Fernando Sánchez Quiroga 25/05/2022 

1592 664/3035 Eduardo Antonio Sosa Gutiérrez 06/08/2022 

1594 664/3037 José Ricardo Buztamante Rico 21/08/2022 

1207 664/2650 Rubén Darío Duarte Torres 08/01/2023 

1063 664/2510 Manuel Navarro Villa 17/06/2023 

1619 664/3062 Marco Antonio Vásquez García 30/10/2023 

1628 664/3071 Pedro Fraga Medina 21/02/2024 
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1076 664/2523 Eugenio Calvillo Santos 09/03/2024 

1241 664/2684 Gustavo Canales de León 26/01/2025 

764-4 664/2306 Hugo Navarro de la  Garza 19/10/2025 

1545 664/2988 Leopoldo Nájera Navarrete 08/11/2025 

1385 664/2828 Víctor Marino González González 14/12/2025 

1393 664/2836 Marcos Arturo Ramírez Alonso 09/02/2026 

653-5 664/2399 Ramón García González 04/04/2026 

1673 664/3116 Isabel Martínez Ortiz 06/05/2026 

1674 664/3117 Javier Andrés Cepeda Ramos 06/05/2026 

1681 664/3124 Félix Amado Orozco Lara 20/07/2026 

769-4 664/2315 Jesús Rodolfo Aguirre Dávila 22/07/2026 

Colima 

1412 664/2855 Ubaldo Alarcón Santana 12/07/2021 

1421 664/2864 Oscar Antonio Casillas Larios 05/10/2021 

1331 664/2774 Joel Martín Valencia Villegas 07/04/2023 

1614 664/3057 Rigoberto Jiménez Martínez 23/08/2023 

1615 664/3058 Israel Espinoza Alcalá 27/09/2023 

1526 664/2969 Doroteo Camilo Camargo Casian 23/02/2025 

1384 664/2827 Rafael Martín Gálvez Alcaraz 25/10/2025 

Durango 

1578 664/3021 Rafael Araujo Esquivel 27/02/2022 

1182 664/2625 José Eulogio Ávalos García 27/04/2022 

568-5 664/1953 Héctor Sánchez Alcántar 25/09/2022 

1602 664/3045 José Martínez Gómez 05/12/2022 

1219 664/2662 Sotero Alvarado Frayre 02/06/2023 

1222 664/2665 Rogelio Urbina Michel 29/06/2023 

1478 664/2921 Pedro Sánchez Ibáñez 10/10/2023 

1621 664/3064 Bruss Rocha Rentería 29/11/2023 

1236 664/2679 Rubén Saucedo Acosta 06/05/2024 

516-5 664/1696 Tomas Pérez Salcedo 25/08/2024 

1647 664/3090 Francisco Salaises Cervantes 21/11/2024 

1650 664/3093 José Arturo Torres Rosales 21/01/2025 

1652 664/3095 Itzel Reyes Medina 01/03/2025 

1669 664/3112 Marco Didier Robledo Núñez 21/02/2026 

1671 664/3114 Ingrid Paola Damasco Antúnez 18/03/2026 

1565 664/3008 Erme Enríquez Minjarez 01/05/2026 

Estado de México 

1573 664/3016 Karla Saraí Ocaña Navarro 30/10/2021 

611-5 664/2200 Manuel Flores Ayala 01/12/2021 

1041 664/2488 Salvador Wong Romo 10/05/2022 

1586 664/3029 Blanca Paola Méndez Sánchez 25/06/2022 

1593 664/3036 Alexis Mariana Hernández Covarrubias 21/08/2022 

1601 664/3044 Miguel Ángel Chavarría Nieto 05/12/2022 
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1268 664/2711 Ricardo Esparza Contreras 25/05/2023 

1461 664/2904 Manuel Becerril Hernández 06/06/2023 

1225 664/2668 Juan Armando Juárez Ortega 30/08/2023 

1627 664/3070 Alma Martha González Lemus 21/02/2024 

1088 664/2531 Juan Antonio Ávalos Balderas 30/05/2024 

1518 664/2961 Julio Cesar Ríos Hernández 20/01/2025 

649-5 664/2374 Armando Bravo García 19/10/2025 

Guanajuato 

1568 664/3011 Manuel Martínez Martínez 06/07/2021 

1584 664/3027 Carlos Juárez Soria 25/05/2022 

1446 664/2889 Ismael Marín Mora 22/08/2022 

1455 664/2898 Julio Mauricio Rivera Bustamante 07/11/2022 

1653 664/3096 Christian Rico Uribe 01/03/2025 

1537 664/2980 Roberto Mendoza Vargas 19/05/2025 

Guerrero 

1604 664/3047 Marcos González Valdez 27/02/2023 

Hidalgo 

1572 664/3015 Eduardo Cerecedo Sáenz 09/10/2021 

1600 664/3043 Edgar Omar Duarte Hernández 05/12/2022 

1646 664/3089 Luz María Sánchez Rosales 18/11/2024 

794-4 664/2365 Sabino Rivera Mora 19/10/2025 

Jalisco 

1428 664/2871 Salvador Barajas Becerra 22/02/2022 

749-2 664/2282 Dagoberto Huerta Cortéz 27/04/2022 

759-2 664/2327 Anastácio González Ramírez 27/04/2022 

572-5 664/1978 Juan García Rivera 26/01/2023 

1609 664/3052 Jonathan Hernández Chávez 02/07/2023 

1340 664/2783 ITGO INGENIERÍA S.A. de C.V. 08/09/2023 

1633 664/3076 José Argenis Amador Cervantes 13/06/2024 

1642 664/3085 Guillermo García Hoyos 28/10/2024 

1670 664/3113 Guillermo Florenzani Valderrama 18/03/2026 

1562 664/3005 José Guadalupe Becerra Mares 25/04/2026 

Michoacán 

1591 664/3034 Alejandro Carrillo Bañuelos 06/08/2022 

Nayarit 

1571 664/3014 José Torres Jaquez 25/09/2021 

1288 664/2731 Pablo Antonio Orozco Langarica 28/09/2025 

Nuevo León 

1587 664/3030 David Avalos Tapia 02/07/2022 

1654 664/3097 Joaquín Valdez Velázquez 14/04/2025 

579-4 664/1782 Aarón Manzano Almaguer 05/08/2026 

Oaxaca 

654-5 664/2316 Ismael Benjamín Martínez Canseco 19/10/2025 
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Puebla 

1295 664/2738 César Mora Rivera 19/07/2021 

586-4 664/1876 José Carlos Coutiño Morales 20/08/2022 

1454 664/2897 Keren Hernández Durón 07/11/2022 

1656 664/3099 Adrián Huerta Ruiz 16/07/2025 

Querétaro 

741-4 664/2234 José Humberto Aguirre Contreras 16/06/2022 

1637 664/3080 Javier Galván Castro 29/08/2024 

1665 664/3108 J. Serafín Herrera Ledesma 26/11/2025 

1672 664/3115 Amador Osoria Hernández 06/05/2026 

San Luis Potosí 

1410 664/2853 Ramiro Nieto García 10/07/2021 

1590 664/3033 José Guadalupe Ortiz Martínez 06/08/2022 

1625 664/3068 Javier de la  Vega García 04/02/2024 

1629 664/3072 Carlos Cham Domínguez 21/02/2024 

1631 664/3074 Erick Maldonado Arochi 13/06/2024 

1503 664/2946 Jesús Alejandro Ortiz Guzmán 22/07/2024 

1638 664/3081 Antonio Pérez Benavides 19/09/2024 

1648 664/3091 Miguel Ángel Delgado Medellín 21/11/2024 

Sinaloa 

1579 664/3022 Cesar del Ángel Jacobo González 27/02/2022 

1607 664/3050 Jaime Iván Ocampo Villanueva 26/03/2023 

1618 664/3061 Antonio Bonifacio Flores Martínez 30/10/2023 

1626 664/3069 Juan Rosario Lagos 04/02/2024 

1645 664/3088 Juan Moreno Rodríguez 03/11/2024 

1649 664/3092 Ignacio Alcantar Jara 21/01/2025 

1658 664/3101 Carlos Tang Lay 23/08/2025 

1389 664/2832 Edgardo Molina Sauceda 19/01/2026 

1401 664/2844 José Cruz Duarte Leal 27/04/2026 

Sonora 

1567 664/3010 Luis Palafox Torres 03/07/2021 

1424 664/2867 Marco Antonio Bernal Portillo 20/11/2021 

1032 664/2480 Ricardo Pérez Tostado 10/04/2022 

1433 664/2876 Pedro Martín Martínez Cañedo 10/04/2022 

1582 664/3025 Rafaela Aranda Vega 25/05/2022 

1588 664/3031 Javier Omar López Huguez 06/08/2022 

1589 664/3032 Enrique Manuel Villanueva Noriega 06/08/2022 

618-5 664/2244 Francisco Zacarías Martínez Ramírez 10/08/2022 

1597 664/3040 Francisco Javier Quintanar Ruiz 09/10/2022 

1598 664/3041 José Aurelio Laguna Montiel 09/10/2022 

503-4 664/1570 David Rosales Esquivel 13/10/2022 

1606 664/3049 Héctor  Martin Córdova Barrios 27/02/2023 

1218 664/2661 Francisco Figueroa Olea 20/05/2023 
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1221 664/2664 Francisco Ignacio Acedo García 21/06/2023 

1228 664/2671 Julio Cesar González Zamora 25/10/2023 

1345 664/2788 Héctor Martínez García 02/11/2023 

1482 664/2925 Humberto Domínguez Araujo 07/11/2023 

1069 664/2516 Francisco Javier Quijada Molina 29/11/2023 

1622 664/3065 Leoncio Nevarez del Castillo 29/11/2023 

1070 664/2517 Juan Pedro Baca Ramírez 13/01/2024 

1632 664/3075 Ramón Gómez Puente 13/06/2024 

1502 664/2945 Oscar Montijo Contreras 22/07/2024 

1504 664/2947 Francisco Javier López Olivas 22/07/2024 

1639 664/3082 Jorge Alfredo Ramos Davalos 28/10/2024 

1644 664/3087 Armando Ramos Bueno 02/11/2024 

652-5 664/2335 José Jesús Morales Duarte 14/10/2025 

652-4 664/1522 Roberto García Soto 19/10/2025 

1661 664/3104 Juan Rodríguez Gil 21/10/2025 

1662 664/3105 Juan Rascón Campa 12/11/2025 

1666 664/3109 Ángel Fort Martínez 10/01/2026 

658-5 664/2418 Jesús Rodríguez Ojeda 04/04/2026 

674-2 664/2081 Ramón Gonzalo García Noriega 29/04/2026 

1679 664/3122 Jorge Alexis Aguilar Cejudo 06/06/2026 

1145 664/2588 Hugo Salvador Maldonado García 09/06/2026 

Veracruz 

1643 664/3086 Carla Hernández Flores 01/11/2024 

Zacatecas 

1149 664/2592 Lorenzo Cruz López 10/07/2021 

1569 664/3012 Rocío de Guadalupe Sánchez Pérez 25/08/2021 

1152 664/2595 Manuel Federico Lozano Fuentes 09/09/2021 

1574 664/3017 Jesús Alejandro Huerta Guerrero 06/11/2021 

1581 664/3024 Gilberto Báez Enríquez 25/05/2022 

1442 664/2885 José Antonio Becerra Amezcua 12/08/2022 

1443 664/2886 Fabiola Bonilla Hernández 12/08/2022 

1444 664/2887 Juan Gulberto Moreno Alanís 12/08/2022 

1613 664/3056 Eleazar Tijerin Ortiz 23/08/2023 

1616 664/3059 Sergio Martínez Delgadillo 27/09/2023 

1617 664/3060 Ubaldo Ochoa Domínguez 27/09/2023 

691-2 664/2116 Luis Manuel Montes López 29/09/2023 

1477 664/2920 José Gumaro Ortiz Valdez 10/10/2023 

1624 664/3067 Luz Elena Carrillo Alvarado 19/12/2023 

1368 664/2811 Alfredo Manuel Patiño Flota 01/03/2025 

1555 664/2998 Gerardo Israel Cruz Torralva 08/11/2025 

1663 664/3106 Alma Delia Valdez Herrera 12/11/2025 

1667 664/3110 Raúl Jasso Soto 17/01/2026 

1396 664/2839 José Alejandro Cabral Simental 13/03/2026 
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SEGUNDO.- La vigencia de los registros de los Peritos Mineros señalados en el listado anterior, es sin 
perjuicio de las acciones de control, verificación, suspensión, y en su caso la cancelación que lleve a cabo la 
Dirección General de Minas, conforme a lo dispuesto por el Capítulo Único del Título Séptimo del Reglamento 
de la Ley Minera. 

TERCERO.- Se da a conocer el listado de Peritos Mineros Cancelados comprendidos durante el periodo 
del 1o. de septiembre de 2018 al 30 de junio de 2021 en la Dirección General de Minas, de la Secretaría de 
Economía: 

Registro Expediente Nombre Término de Vigencia 

Aguascalientes 

476-5 664/1143 Ignacio Aguayo Contreras 10/07/2019 

Baja California Sur 

1087 664/2530 Juan Gerardo Arvizu Martínez 16/05/2019 

Chihuahua 

1488 664/2931 Jorge Iván Cervantes López 01/05/2019 

1519 664/2962 Raúl Fernando Ruíz Barrios 20/01/2020 

1520 664/2963 Carlos Manuel Martínez Piña 03/02/2020 

1531 664/2974 Leonardo Sias Elizondo 19/03/2020 

1542 664/2985 Bonifacio Arturo Soberanes Fragoso 08/11/2020 

1553 664/2996 José Eduardo Ruíz Vázquez 08/11/2020 

533-4 664/1347 Jorge Hinostroza Ramos 28/04/2021 

Ciudad de México 

1485 664/2928 Jesús Salvador Torales Iniesta 16/01/2019 

1492 664/2935 Perla Rodríguez Contreras 01/05/2019 

1498 664/2941 Alfonso Bernardo Rodríguez Varela 27/05/2019 

1511 664/2954 Juan Antonio Calzada Castro 17/09/2019 

1517 664/2960 
José Antonio Rafael del Sagrado Corazón 

Torres Lambarri 
09/12/2019 

1521 664/2964 DETECTOR EXPLORACIONES, S.A. de C.V 03/02/2020 

1528 664/2971 Abel Abraham Gasca Durán 23/02/2020 

1533 664/2976 Augusto Enrique García Reyes 19/03/2020 

1541 664/2984 Alejandro Guzmán Flores 08/11/2020 

1543 664/2986 Gerardo Agustín Galguera Rosas 08/11/2020 

1544 664/2987 Sergio Jesús González Blanco 08/11/2020 

1552 664/2995 José Eleazar Rodríguez Galeotte 08/11/2020 

817-4 664/2417 José Luis Méndez Narez 20/03/2021 

424-2 664/1311 Josué Marino García 28/04/2021 

1407 664/2850 Aurelio Ramírez Carballido 24/06/2021 

Coahuila 

1473 664/2916 Víctor Manuel Alonso Dávila 17/09/2018 

1475 664/2918 Salvador González Chávez 17/09/2018 

1282 664/2725 Juan Raymundo Barboza Duarte 05/04/2020 

1538 664/2981 Félix Bumaro García González 29/06/2020 

1289 664/2732 Guillermo Costeira Nava 24/08/2020 

1392 664/2835 José Jesús Ramírez Soto 09/02/2021 
 



Miércoles 13 de octubre de 2021 DIARIO OFICIAL  

Colima 

1494 664/2937 Minerva Monserrat García Bermúdez 01/05/2019 

1495 664/2938 José Lino Mauricio Monroy Tenorio 01/05/2019 

1529 664/2972 Florentino Olivo Lleneras 19/03/2020 

Durango 

555-5 664/1883 Guillermo Segobia 02/09/2018 

1472 664/2915 José Francisco Ortega Reyes 17/09/2018 

640-4 664/2004 Francisco Salaises Cervantes 27/06/2019 

1119 664/2562 José Luis Aguilar Pérez 19/10/2020 

1122 664/2565 Gerardo Jesús Arámbula Rueda 19/10/2020 

1566 664/3009 Ismael Hernández Pescador 02/05/2021 

1400 664/2843 Salvador Pérez Salcedo 27/04/2021 

Estado de México 

1491 664/2934 Teodoro Pineda Moysen 01/05/2019 

1373 664/2816 Omar Zaragoza Hernández Ramos 13/04/2020 

Guanajuato 

1479 664/2922 Gustavo Manrique Mondragón 10/10/2018 

1512 664/2955 Mónica Eloisa Luna Caudillo 17/09/2019 

655-4 664/2044 Luis Martínez Pratz 19/10/2020 

Hidalgo 

1343 664/2786 Justino Escamilla Orta 01/10/2018 

1506 664/2949 Roberto Esparza Contreras 22/07/2019 

1532 664/2975 Omar Castro Barrientos 19/03/2020 

Jalisco 

1486 664/2929 Antonio Loya Reta 01/05/2019 

1497 664/2940 Roberto Ramírez Velasco 27/05/2019 

1507 664/2950 Guillermo García Hoyos 11/08/2019 

1513 664/2957 Brenda Ruth Trujillo González 08/10/2019 

1535 664/2978 Alfonso Canseco Hernández 07/05/2020 

1536 664/2979 José David Pichardo Segoviano 07/05/2020 

1557 664/3000 Guillermo Florenzani Valderrama 08/11/2020 

1391 664/2834 José Jr. Ramírez Evangelista 07/02/2021 

1560 664/3003 Verónica Marisol Becerra Mares 13/03/2021 

1563 664/3006 Nancy Karina Becerra Muñoz 25/04/2021 

1405 664/2848 Gilberto Reyes Luna 30/05/2021 

Nuevo León 

1561 664/3004 Ángela Rubio Laredo 03/04/2021 

Querétaro 

1514 664/2928 Miguel Ángel Heredia Barragán 08/10/2019 

1540 664/2983 Manuel Rodríguez Guerrero 08/11/2020 

1559 664/3002 Elías Torres Tafoya 08/02/2021 
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San Luis Potosí 

651-2 664/2017 Eduardo García Amaro 22/03/2019 

1484 664/2927 Juan Morín Martínez 01/05/2019 

1489 664/2932 Miguel Ángel Delgado Medellín 01/05/2019 

1490 664/2933 Antonio Pérez Benavides 01/05/2019 

1527 664/2970 Jorge Aranda Camacho 23/02/2020 

1546 664/2989 Efraín Pérez Barcenas 08/11/2020 

1547 664/2990 Gerarda del Rocio Carreón Ramírez 08/11/2020 

1548 664/2991 Imelda Lucía Rodríguez Miranda 08/11/2020 

704-4 664/2156 Raymundo Ramírez Rodríguez 17/06/2021 

Sinaloa 

497-5 664/1619 Honorio Escobedo Cabrales 14/01/2018 

1476 664/2919 Carlos Tang Lay 17/09/2018 

1375 664/2818 Adalberto Ayala Esquerra 11/05/2020 

Sonora 

1481 664/2924 Juan Manuel Hernández Cázares 07/11/2018 

1483 664/2926 Luis Martin Teón Tapia 01/05/2019 

1496 664/2939 Oscar Homero Moreno Martínez 27/05/2019 

1499 664/2942 Mario Alberto Reyes Pacheco 27/05/2019 

1500 664/2943 Martín Lohr Villaescusa 01/07/2019 

1501 664/2944 Carla Hernández Flores 01/07/2019 

1093 664/2536 Julián Jacob Acosta 25/08/2019 

1509 664/2952 Severiano Jesús Gradias Figueroa 26/08/2019 

1510 664/2953 Pedro Ignacio Terán Cruz 17/09/2019 

1516 664/2959 María Concepción Figueroa Valenzuela 09/12/2019 

1522 664/2965 Miguel Ángel Martínez Ornelas 03/02/2020 

1524 664/2967 Gerardo Orduño Luque 10/02/2020 

1530 664/2973 Guillermo Contreras Rodríguez 19/03/2020 

1383 664/2826 Alejandro Moisés Marizo Martínez 19/10/2020 

1551 664/2994 Ramón Luna Barcelo 08/11/2020 

1558 664/3001 Pedro Ruiz Daniel 17/12/2020 

Zacatecas 

1471 664/2914 Sergio Horacio Castañón Valadez 17/09/2018 

1493 664/2936 Manuel Huitrado Trejo 01/05/2019 

1505 664/2948 Víctor Hugo Torres Ruíz 22/07/2019 

1508 664/2951 David Elías Rodríguez 26/08/2019 

1515 664/2956 Diego Francisco Abarca Olivares 08/10/2019 

1534 664/2977 Raúl Jasso Soto 19/03/2020 

1556 664/2999 Ildefonso Chávez López 08/11/2020 

 

Dado en Naucalpan, Estado de México, a los 27 días del mes de septiembre de 2021.- El Director General 
de Minas, Dr. Eduardo Enrique Flores Magón y López.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
RESPUESTA a los comentarios recibidos durante la consulta pública del Proyecto de Norma Oficial Mexicana 
PROY-NOM-026-SSA1-2020, Salud ambiental. Criterio para evaluar la calidad del aire ambiente, con respecto al 
plomo (Pb). Valor normado para la concentración de plomo (Pb) en el aire ambiente, como medida de protección a 
la salud de la población, publicado el 29 de septiembre de 2020. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud. 

ALEJANDRO ERNESTO SVARCH PÉREZ, Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios y Presidente del Comité Consultivo Nacional de Normalización de Regulación y Fomento Sanitario, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 3o, fracción XIII, 13, apartado A, fracciones I y IX, 17 Bis, 
fracciones II, III y XI, 104, fracción II, 116, 117, 118, fracción I y 119, fracción I de la Ley General de Salud; 38, 
fracción II, 40, fracción XI, 43 y 47, fracciones II y III de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 33 
del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y 3, fracción I, inciso n y 10, fracciones, 
IV y VIII del Reglamento de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, he tenido a bien 
ordenar la publicación en el Diario Oficial de la Federación de la Respuesta a los comentarios recibidos 
durante la consulta pública del Proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-026-SSA1-2020, Salud 
ambiental. Criterio para evaluar la calidad del aire ambiente, con respecto al plomo (Pb). Valor normado para 
la concentración de plomo (Pb) en el aire ambiente, como medida de protección a la salud de la población, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de septiembre de 2020. 

Como resultado del análisis que realizó el Comité Consultivo Nacional de Normalización de Regulación y 
Fomento Sanitario de los comentarios recibidos por los interesados, se ha considerado dar respuesta a los 
mismos en los siguientes términos: 

No. INTERESADO/INCISO DEL 
PROYECTO/PROPUESTA 

RESPUESTA 

1 Cámara Minera de México 

Marco Legal del Proyecto de NOM 

Es indispensable incluir las referencias a la 
fracción II bis del artículo 3, al artículo 4, a la 
fracción V del artículo 6, a la fracción VII bis del 
apartado A y a la fracción VI del apartado B del 
artículo 13, a la fracción X del artículo 17 bis, a la 
fracción I del artículo 27 y a la fracción I del 
apartado A del artículo 77 bis, de la Ley General 
de Salud; a los artículos 111 y 112 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente; y a la fracciones l-n y II del artículo 3 
del Reglamento de la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios; que también 
se refieren a las funciones fundamentales de las 
autoridades respecto a la contaminación del aire y 
que son trascendentes para la elaboración y 
cumplimiento de las normas. 

No se acepta el comentario 

Las Normas Oficiales Mexicanas de la 
Secretaría de Salud están debidamente 
motivadas y fundamentadas de acuerdo a la 
materia de su competencia y a la atribución 
para emitir normas, asimismo la propuesta de 
inclusión de otros artículos y leyes excede el 
marco jurídico de la Norma, como se indica a 
continuación: 

a) La fracción II bis del artículo 3 de la LGS no 
es aplicable dado que refiere a la prestación 
gratuita de los servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados 
para personas sin seguridad social. 

b) El artículo 4 de la LGS especifica quienes 
son las autoridades sanitarias, las cuales no 
son las responsables de vigilar la observancia 
de la Norma. 

c) La fracción V del artículo 6, refiere al apoyo 
del mejoramiento de las condiciones sanitarias 
del medio ambiente que propicien el desarrollo 
satisfactorio de la vida, lo cual no aplica al 
objetivo de esta Norma que tiene por objeto 
establecer los valores límite de concentración 
de plomo en el aire ambiente como medida 
para la protección a la salud humana. 

d) La fracción VII bis del apartado A del artículo 
13 fue derogada en la reforma publicada en el 
DOF 29-11-2019. 
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No. INTERESADO/INCISO DEL 
PROYECTO/PROPUESTA 

RESPUESTA 

e) La fracción VI del apartado B del artículo 13 
refiere a la vigilancia y cumplimiento de la LGS 
y no al ámbito de la observancia de esta 
Norma. 

f) La fracción I del artículo 27 excede el ámbito 
de competencia por lo ya mencionado con 
anterioridad. 

g) La fracción I del apartado A del artículo 77 
bis de la LGS no aplica dado que se refiere a la 
prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados 
para las personas sin seguridad social. 

h) Los artículos 111 y 112 de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
refieren a la prevención y control de la 
contaminación de la atmósfera de las fuentes 
de emisiones (fijas, móviles o naturales) y el 
objeto de esta Norma no es regular emisiones 
sino establecer los valores límite de 
concentración de plomo en el aire ambiente 
como medida para la protección a la salud 
humana. 

 

2 Cámara Minera de México 

Manifestación de impacto regulatorio 

Se debieron elaborar y poner a disposición del 
público las manifestaciones de impacto regulatorio 
que deberán contener una explicación sucinta de 
la finalidad de la norma, de las medidas 
propuestas, de las alternativas consideradas y de 
las razones por las que fueron desechadas, una 
comparación de dichas medidas con los 
antecedentes regulatorios, así como una 
descripción general de las ventajas y desventajas 
y de la factibilidad técnica de la comprobación del 
cumplimiento con la norma, incluyendo un análisis 
en términos monetarios a valor presente de los 
costos y beneficios. 

No se acepta el comentario 

La Comisión Nacional de Mejora Regulatoria 
(CONAMER) mediante el Oficio No. 
CONAMER/20/3388 de fecha 3 de septiembre 
de 2020 eximió a la Secretaría de Salud de 
presentar el Análisis de Impacto Regulatorio 
(AIR) correspondiente al PROY-NOM-026-
SSA1-2020, toda vez que el ámbito de 
aplicación del presente es para las autoridades 
federales y locales que tengan a su cargo la 
vigilancia y evaluación de la calidad del aire y 
señaló que con su emisión no se crean nuevas 
obligaciones o sanciones para los particulares. 

3 Cámara Minera de México 

Procedimiento de evaluación de la 
conformidad 

Se debió establecer el procedimiento para la 
evaluación de la conformidad en los proyectos de 
normas oficiales mexicanas. 

No se acepta el comentario 

En la Ley General de Salud, se establece el 
procedimiento para verificación del 
cumplimiento de sus ordenamientos (TITULO 
DECIMO SEPTIMO Vigilancia Sanitaria 
CAPITULO UNICO, Artículos 393-401 bis2), por 
otra parte, de acuerdo con el apartado 6.7 de la 
NMX-Z-013-SCFI-2015. Guía para la 
estructuración y redacción de Normas, no aplica 
el procedimiento de evaluación de la 
conformidad, dado que no crea nuevas 
obligaciones o sanciones para los particulares 
ni tampoco comprende procedimientos de 
muestreo, prueba, calibración, certificación y 
verificación. Solo se establecen los valores de 
concentración máxima permisible para el ser 
humano de ozono en el aire ambiente. 
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4 Dirección General de Gestión de Calidad del 

Aire de la Secretaría de Medio Ambiente de la 

Ciudad de México 

0. Introducción 

Se sugiere agregar el contexto del país en cuanto 

a las fuentes de plomo, antes del penúltimo 

párrafo: 

“Anteriormente en México, la presencia de plomo 

en el aire ambiente estuvo altamente asociada al 

consumo de gasolinas con plomo, sin embargo, el 

combustible con Pb fue retirado en la década de 

1990 y la concentración del metal disminuyó 

considerablemente. En la actualidad en México, 

entre las principales fuentes de contaminación 

ambiental de este metal destaca la explotación 

minera de plomo con un total de 240,304 

toneladas, dicha producción se lleva a cabo 

principalmente en Zacatecas, Chihuahua y 

Durango como los principales estados mineros 

(Cámara Minera de México, 2019), mientras que 

en las demás ciudades del país, la presencia de 

plomo en el aire ambiente se relaciona con la 

resuspensión del material remanente en el suelo, 

la actividad industrial, así como el uso de algunas 

pinturas y pigmentos. 

De acuerdo con el Informe de Calidad del Aire del 

2017 del Instituto Nacional de Ecología y Cambio 

Climático, los sistemas de monitoreo registraron 

un total de 177 estaciones, de las cuales 140 

tienen infraestructura suficiente para la medición 

de partículas suspendidas PM10 y en 2017, 87 de 

estas 140 generaron información suficiente y 

representativa para la evaluación de la 

normatividad vigente de partículas” 

Debido a la importancia de los efectos en salud 

del plomo y su determinación a partir de PM10, se 

resalta la importancia del muestreo de partículas 

PM10 y con esto, la determinación del plomo en el 

aire en la mayor parte del país, especialmente en 

aquellos estados que la minería es una de sus 

principales actividades económicas.” 

No se acepta el comentario 

El objetivo de la presente Norma es establecer 

el valor límite de plomo en el aire ambiente 

como medida para la protección a la salud 

humana y no regular las fuentes de emisión de 

plomo. Por lo que incluir información de las 

fuentes de emisiones de plomo podría genera 

confusión en el objeto de aplicación de ésta 

Norma Oficial Mexicana. Lo anterior de acuerdo 

a las atribuciones que confiere la Ley General 

del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente, en específico lo que señalan los 

artículos 111 y 112 sobre las facultades del 

área ambiental, entre las que se encuentran; 

“Expedir las normas oficiales mexicanas que 

establezcan la calidad ambiental de las distintas 

áreas, zonas o regiones del territorio nacional, 

con base en los valores de concentración 

máxima permisible para la salud pública de 

contaminantes en el ambiente, determinados 

por la Secretaría de Salud, además de 

“Controlar la contaminación del aire en los 

bienes y zonas de jurisdicción local, así como 

en fuentes fijas que funcionen como 

establecimientos industriales, comerciales y de 

servicios”. 

 

5 Cámara Minera de México No se acepta el comentario 
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1.2 Campo de aplicación 

Esta Norma es de observancia obligatoria en todo 

el territorio nacional para los presidentes 

municipales y el Jefe de Gobierno de la Ciudad de 

México. 

En virtud de que el comentario realizado por el 

interesado limita el campo de aplicación el cual 

debe ser para las autoridades federales y 

locales, entre las que se podrían encontrar los 

presidentes municipales y el Jefe de Gobierno 

de la Ciudad de México que tengan a su cargo 

la vigilancia y evaluación de la calidad del aire, 

quienes deberán tomar como referencia los 

valores límite establecidos en esta Norma, para 

efectos de proteger la salud de la población. 

6 Dirección General de Gestión de Calidad del 

Aire de la Secretaría de Medio Ambiente de la 

Ciudad de México 

3. Términos y definiciones 

3.5 Microgramo por metro cúbico (µg/m3) 

Expresión de concentración en masa del 

contaminante (en microgramos) en un volumen de 

aire (metro cúbico) a condiciones locales de 

presión y temperatura. 

Se acepta el comentario. 

Para dar mayor precisión a la definición, se 

consideró acertada la propuesta de redacción, 

para quedar como sigue: 

3.5 Microgramo por metro cúbico (µg/m3) 

Expresión de concentración en masa del 

contaminante (en microgramos) en un volumen 

de aire (metro cúbico) a condiciones locales de 

presión y temperatura. 

7 Dirección General de Gestión de Calidad del 

Aire de la Secretaría de Medio Ambiente de la 

Ciudad de México 

5. Métodos de prueba 

Los que se especifican en las Normas Oficiales 

Mexicanas contenidas en las Referencias 

normativas (numeral 2) de esta Norma. 

Se acepta parcialmente el comentario. 

Del análisis del comentario, se consideró 

mejorar la redacción, para quedar como sigue: 

5. Métodos de prueba 

Los que se especifican en las Normas Oficiales 

Mexicanas señaladas en el Capítulo 2 de 

Referencias normativas de esta Norma. 

8 Cámara Minera de México 

9. Observancia de la Norma 

La Comisión Federal para la Protección contra 

Riesgos Sanitarios vigilará la observancia de la 

presente Norma Oficial Mexicana. 

No se acepta el comentario. 

La observancia de la Norma es aplicable a las 

autoridades competentes en sus diferentes 

órdenes de gobierno, federal y local en el 

ámbito de sus atribuciones, quienes toman en 

consideración los límites máximos permisibles 

de las normas oficiales mexicanas emitidas por 

la Secretaría de Salud en materia de calidad del 

aire ambiente con la finalidad de realizar la 

vigilancia y evaluación de la calidad del aire y 

comunicar los riesgos a la salud de la población 

cuando se exceden dichas concentraciones.  

 

Ciudad de México, a 24 de agosto de 2021.- Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos 

Sanitarios y Presidente del Comité Consultivo Nacional de Normalización de Regulación y Fomento Sanitario, 

Alejandro Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica. 
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CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL 
SEXTA Actualización de la Edición 2021 del Libro de Medicamentos del Compendio Nacional de Insumos para la 
Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBIERNO DE MÉXICO.- 
Consejo de Salubridad General. 

JOSÉ IGNACIO SANTOS PRECIADO, Secretario del Consejo de Salubridad General, con fundamento en 
los artículos, 4, párrafo cuarto, 73, fracción XVI, bases 1a y 3a de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 15, 16, 17, fracción V y 28 de la Ley General de Salud; 9 fracción III, 11, fracción IX y 
XVIII, del Reglamento Interior del Consejo de Salubridad General y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 4, párrafo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que toda Persona tiene derecho a la protección de la salud; 

Que conforme al Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
General de Salud y de la Ley de los Institutos Nacionales de Salud, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 29 de noviembre de 2019, se estableció en los artículos 17, fracción V y 28 de la Ley General 
de Salud, que habrá un Compendio Nacional de Insumos para la Salud, elaborado por el Consejo de 
Salubridad General, al cual se ajustarán las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, y en el que 
se agruparán, caracterizarán y codificarán los insumos para la salud; 

Que para los efectos señalados en el párrafo precedente participarán en la elaboración del Compendio 
Nacional de Insumos para la Salud, la Secretaría de Salud, las Instituciones públicas de seguridad social y las 
demás que señale el Ejecutivo Federal; 

Que con fecha 30 de abril de 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el que el 
Consejo de Salubridad General emite el Compendio Nacional de Insumos para la Salud al que se refieren los 
artículos 17, fracción V, 28, 28 Bis, 29, 77 Bis 1 y 222 Bis de la Ley General de Salud, con la finalidad de tener 
al día la lista de medicamentos para que las instituciones de salud pública atiendan problemas de salud de la 
población mexicana; 

Que con fecha 26 de abril de 2021 se publicó la Edición 2021 del libro de Medicamentos del Compendio 
Nacional de Insumos para la Salud; 

Que en términos de la última parte del artículo 28, de la Ley General de Salud, se llevaron a cabo trabajos 
entre el Secretariado del Consejo de Salubridad General, la Secretaría de la Defensa Nacional, la Secretaría 
de Marina, la Secretaria de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado y los servicios de salud de Petróleos Mexicanos, para analizar las 
actualizaciones convenientes al Compendio Nacional de Insumos para la Salud, a efecto de considerar la 
inclusión de diversos medicamentos; 

Que, derivado de lo anterior, se determinó la procedencia de la actualización del Compendio Nacional de 
Insumos para la Salud, en los términos siguientes: 

SEXTA ACTUALIZACIÓN DE LA EDICIÓN 2021 DEL LIBRO DE MEDICAMENTOS  DEL COMPENDIO 
NACIONAL DE INSUMOS PARA LA SALUD 

MODIFICACIONES 

(Se identifican por estar en letras cursivas y subrayadas) 

Grupo 16. Oncología 

BLEOMICINA 

Clave Descripción Indicaciones 
Vía de administración y 

Dosis 

 

 

 

 

   010.000.1767.00 

   010.000.1767.01 

SOLUCIÓN INYECTABLE 

Cada ampolleta o frasco 
ámpula con liofilizado 
contiene: 

Sulfato de bleomicina 

equivalente a 15 UI 

de bleomicina. 

Cáncer testicular. 

Cáncer de cabeza y cuello. 

Enfermedad de Hodgkin. 

Linfomas no Hodgkin. 

Cáncer de esófago. 

Intravenosa o Intramuscular. 

Adultos: 

10 a 20 U/m2 de superficie 
corporal. Una o dos veces a 
la semana hasta un total de 
300 a 400 unidades. 
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Clave Descripción Indicaciones 
Vía de administración y 

Dosis 

 Envase con una ampolleta o 
un frasco ámpula y diluyente 
de 5 ml. 

 Envase con una ampolleta 
o un frasco ámpula y 
diluyente de 10 mL. 

Después de una respuesta 
del 50% la dosis de  sostén 
es de 1 U/día ó  5 U/ 
semana. 

Los esquemas varían de 
acuerdo al padecimiento, la 
respuesta, los efectos 
tóxicos y la experiencia del 
médico. 

 

Generalidades 

Inhibe la síntesis de DNA y causa la escisión del DNA de filamento único y doble. 

 

Riesgo en el Embarazo 

D 

 

Efectos Adversos 

Estomatitis, fiebre, erupciones cutáneas, mialgias, fibrosis pulmonar, hipotensión arterial, eritrodermia, 

alopecia, hiperpigmentación cutánea, náusea, vómito, hiperestesia del cuero cabelludo y dedos de la mano. 

 

Contraindicaciones y Precauciones 

Contraindicaciones: Hipersensibilidad al fármaco. 

 

Interacciones 

Con otros antineoplásicos aumentan sus efectos terapéuticos y adversos. La captación celular de 

metotrexate es afectada por la bleomicina, los glucósidos disminuyen su concentración plasmática. 

VINCRISTINA 

Clave Descripción Indicaciones 
Vía de administración y 

Dosis 

 

 

 

 

 010.000.1768.00 

 

  010.000.1768.01 

  

 010.000.1768.02 

 

 

SOLUCIÓN INYECTABLE 

Cada frasco ámpula con 
liofilizado contiene: 

Sulfato de Vincristina 1 mg 

 

Envase con frasco ámpula y 
una ampolleta con 10 ml de 
diluyente. 

 

Vial y/o frasco ámpula con  1 
mg de liofilizado, sin 
diluyente. 

 

Leucemia linfoblástica aguda. 

Enfermedad de Hodgkin. 

Linfoma no Hodgkin. 

Rabdomiosarcoma. 

Neuroblastoma. 

Tumor de Wilms. 

Cáncer de pulmón. 

Intravenosa. 

Adultos: 

10 a 30 mcg/kg de peso 
corporal ó 0.4 a 1.4 mg/m2 
de superficie corporal, 
semanalmente. 

Dosis máxima 2 mg. 

Niños: 

.5 a 2 mg/m2 de superficie 
corporal, semanalmente. 
Dosis máxima 2mg. 

Niños menores de 10 kg de 
peso corporal o menor de 1 
m2 de superficie corporal. 
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Clave Descripción Indicaciones 
Vía de administración y 

Dosis 

 

 

 

  010.000.1768.03 

 

    010.000.1768.04 

 

 

 

 010.000.1768.05 

 

Cada frasco ámpula con 
solución inyectable contiene: 

Sulfato de vincristina 1 mg. 

Envase con 10 frascos 
ámpula. 

Cada frasco ámpula 
liofilizado contiene: sulfato 
de vincristina 1 mg de 
liofilizado sin diluyente. 

Envase con 1 frascos 
ámpula. 

Cada frasco ámpula 
liofilizado contiene: sulfato 
de vincristina 1 mg de 
liofilizado sin diluyente. 

Envase con 5 frascos 
ámpula. 

Cada frasco ámpula 
liofilizado contiene: sulfato 
de vincristina 1 mg de 
liofilizado sin diluyente. 

Envase con 10 frascos 
ámpula. 

0.05 mg/kg de peso corporal 
una vez a la semana. 

Administrar diluido en 
soluciones intravenosas 
envasadas en frascos de 
vidrio. 

 

Generalidades 

Es un agente específico del ciclo celular de la fase M, que actúa bloqueando la mitosis celular, 
deteniéndola en metafase. 

 

Riesgo en el Embarazo 

D 

 

Efectos Adversos 

Náusea, vómito, estreñimiento, dolor abdominal, pérdida de peso, necrosis intestinal. Neurotoxicidad, 
anemia y leucopenia. Broncoespasmo, alopecia. 

 

Contraindicaciones y Precauciones 

Contraindicaciones: Hipersensibilidad al fármaco y a los alcaloides de la vinca, infecciones sistémicas, 
síndrome desmielinizante de Charcot-Merie Tooth, insuficiencia hepática y pacientes que estén recibiendo 
radioterapia en campos que incluyan el hígado. 

 

Interacciones 

Con medicamentos neurotóxicos y bloqueadores de canales de calcio aumentan efectos adversos. 
Incrementa el efecto de metotrexato. 

Ciudad de México, a 1 de octubre de 2021.- El Secretario del Consejo de Salubridad General,  José 
Ignacio Santos Preciado.- Rúbrica. 
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TELECOMUNICACIONES DE MEXICO 
NOTA Aclaratoria al Acuerdo que adiciona las fracciones de la XIX a la XXVI del artículo 25 del Estatuto 
Orgánico de Telecomunicaciones de México, publicado el 1 de septiembre de 2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- COMUNICACIONES.- 
Secretaria de Comunicaciones y Transportes.- Telecomunicaciones de México. 

NOTA ACLARATORIA AL ACUERDO QUE ADICIONA LAS FRACCIONES DE LA XIX A LA XXVI DEL ARTÍCULO 25 
DEL ESTATUTO ORGÁNICO DE TELECOMUNICACIONES DE MÉXICO, PUBLICADO EL 01 DE SEPTIEMBRE DE 2021. 

EN EL ACUERDO SE ESTABLECE: 

ACUERDO que adiciona las fracciones de la XIX a la XXVI del artículo 25 del Estatuto Orgánico de 
Telecomunicaciones de México, para quedar como a continuación se enuncia: 

“Artículo 25.- (…) 

I-XVIII. (…) 

XIX. Solicitar información a la administración pública federal, tanto centralizada como paraestatal, así 
como del Gobierno de la Ciudad de México y de las Entidades Federativas, relativa a la ubicación, disposición 
y terminación, tanto de ductos, como de cables de fibra óptica instalada o por instalar; 

XX. Instrumentar las acciones necesarias para llevar a cabo un inventario nacional sistematizado de toda 
la información proporcionada por las autoridades señaladas en la fracción que antecede, y 

XXI. Elaborar en lo concerniente a proyectar, especificar, instalar, supervisar, diagnosticar y revisar la 
adecuación de redes de telecomunicaciones terrestres, incluyendo la promoción de los servicios de 
conectividad en todos los aspectos y de forma amplia. 

XXII. Realizar todas las acciones necesarias de manera enunciativa mas no limitativa de revisión, 
supervisión, diagnóstico, instalación, operación y mantenimiento enfocados a todos los componentes de las 
redes de telecomunicaciones terrestres que incluyen: el cableado de fibra óptica, cobre, los dispositivos de 
soporte terreno para fortalecer y hacer crecer una robusta Red Troncal que permita realizar un inventario  de 
infraestructura de fibra óptica y sus componentes. 

XXIII. Adquirir, transportar e instalar los equipos necesarios por cuenta propia o de terceros para 
administrar, proporcionar, recibir señal y conectividad, incluyendo los servicios de última milla, en lo relativo a 
la red de fibra óptica que esté a cargo de cualquier dependencia de la administración pública federal, tanto 
centralizada como paraestatal, así como del Gobierno de la Ciudad de México y de las Entidades Federativas 
y Gobiernos Municipales. 

XXIV. Transportar e instalar los equipos necesarios para, de manera enunciativa más no limitativa, 
administrar, proporcionar, recibir señales y conectividad, así como realizar sin limitación alguna Ingeniería de 
Proyecto de Telecomunicaciones terrestres, que incluya el desarrollo de especificaciones, procedimientos 
para realizar instalaciones, supervisión, diagnóstico, revisión, adecuación de redes de telecomunicaciones, 
primordialmente de fibra óptica y los componentes de la Red Troncal. 

XXV. Participar en representación de Telecomunicaciones de México en los Organismos y Foros 
Nacionales e Internacionales, en materia de telecomunicaciones, cualquiera que sea su denominación, en el 
ámbito de su competencia, y 

XXVI. Promover la elaboración y aplicación de Normas en materia de Telecomunicaciones en el ámbito de 
su competencia. 

(…)” 

DEBE DECIR: 

“ACUERDO que modifica las fracciones XVII y XVIII y adiciona las fracciones de la XIX a la XXV del 
artículo 25 el Estatuto Orgánico de Telecomunicaciones de México publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 14 de febrero de 2018, para quedar como sigue: 

“Artículo 25.- (…) 

I-XVI. (…) 

XVII. Definir y coordinar la metodología para la elaboración de estudios de mercado que se realicen 
internamente o a través de terceros; 

XVIII. Coordinar con las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, así como con los 
Gobiernos Estatales y Municipales, la entrega y actualización de la información relativa a la ubicación, 
disposición y terminación, tanto de ductos, como de cables de fibra óptica instalada o por instalar, para 
concentrar el inventario de rutas de fibra óptica y sus componentes; 
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XIX. Administrar el inventario de rutas de fibra óptica y sus componentes; así como supervisar y emitir 
opiniones sobre el estado que guardan y las necesidades de las redes de telecomunicaciones y de los 
servicios de conectividad terrestres, para crear una robusta red troncal a nivel nacional; 

XX. Coordinar con las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, así como con los 
Gobiernos Estatales y Municipales y con empresas privadas, la compra, transportación, instalación, 
señalización, conexión e interconexión de redes de telecomunicaciones y de los servicios de conectividad 
terrestres; 

XXI. Diseñar el Proyecto de Telecomunicaciones Terrestres, primordialmente de fibra óptica y sus 
componentes y supervisar su implementación por parte de Dependencias y Entidades de la Administración 
Pública Federal, así como de los Gobiernos Estatales y Municipales y de empresas privadas; 

XXII. Asesorar a Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, así como a los 
Gobiernos Estatales y Municipales y empresas privadas, sobre redes de telecomunicaciones y servicios de 
conectividad terrestres; 

XXIII. Participar en representación de Telecomunicaciones de México en los Organismos y Foros 
Nacionales e Internacionales, en materia de telecomunicaciones terrestres; 

XXIV. Promover la elaboración y aplicación de normas en materia de telecomunicaciones terrestres en el 
ámbito de su competencia, y 

XXV. Realizar aquellas funciones que sean afines a las que anteceden y las que encomiende 
expresamente el Director General.” 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- La presente nota aclaratoria entrará en vigor al día hábil siguiente de su publicación. 

Ciudad de México, a 23 de septiembre de 2021.- Directora General de Telecomunicaciones de México, 
Mtra. María del Rocío Mejía Flores.- Rúbrica. 

(R.- 512256) 
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CENTRO FEDERAL DE CONCILIACION Y REGISTRO LABORAL 
ACUERDO por el que se hace del conocimiento el inicio de las funciones registrales a nivel nacional del Centro 
Federal de Conciliación y Registro Laboral. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social.- Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral. 

ALFREDO DOMÍNGUEZ MARRUFO, Director General del Centro Federal de Conciliación y Registro 

Laboral, en lo sucesivo el “Centro Laboral”, con fundamento en los artículos 123, apartado A, fracción XX, 

párrafo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 590-A fracción II, 590-C 

fracciones I, VI y VII de la Ley Federal del Trabajo; 19-B de la Ley Federal de Derechos; 3 y 4 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo en relación con el Tercero Transitorio del Decreto por el que se 

reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, de la Ley Federal de la Defensoría Pública, de la Ley del Instituto del Fondo 

Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de Justicia Laboral, 

Libertad Sindical y Negociación Colectiva y, 

CONSIDERANDO 

Que el artículo Tercero Transitorio del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la Ley 

Federal de la Defensoría Pública, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de Justicia Laboral, Libertad Sindical y Negociación 

Colectiva, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1° de mayo de 2019, establece que el Organismo 

Público Federal Descentralizado hoy denominado “Centro Laboral” debe iniciar sus funciones en materia de 

registro de asociaciones sindicales y contratos colectivos de trabajo en un plazo no mayor de dos años a partir 

de su entrada en vigor, atendiendo a las posibilidades presupuestales; 

Que con base en los acuerdos asumidos e informes rendidos por el Consejo de Coordinación para la 
Implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Laboral en la cuarta sesión ordinaria del año próximo 
pasado, el 18 de noviembre de dicho año el “Centro Laboral” dio inicio a las funciones de registro de los 
contratos colectivos de trabajo y organizaciones sindicales, reglamentos interiores de trabajo, así como de los 
procesos administrativos relacionados en Campeche, Chiapas, Durango, Estado de México, Hidalgo, San Luis 
Potosí, Tabasco y Zacatecas; 

Que mediante acuerdo JGCFCRL-30-09/11/2020, de la Junta de Gobierno del “Centro Laboral”, emitido en 
la tercera sesión extraordinaria de fecha 9 de noviembre de 2020, se crearon las oficinas estatales y de apoyo 
de dicho Centro, que corresponden a la primera etapa de implementación de la reforma al sistema de justicia 
laboral, al igual que se fijó su respectiva circunscripción territorial, estableciéndose a la vez el inicio de sus 
funciones registrales en las entidades referidas en el párrafo anterior; 

Que por Acuerdo 07-19/07/2021 del 19 de julio de 2021, emitido por el Consejo de Coordinación para la 
Implementación de la Reforma al Sistema de Justicia Laboral, se tomó conocimiento del inicio de la función 
registral del “Centro Laboral” a nivel nacional en materia de registro de asociaciones sindicales, contratos 
colectivos de trabajo, reglamentos interiores de trabajo, contratos-ley y otros procedimientos administrativos 
relacionados, a partir del último trimestre de 2021; 

Que mediante Acuerdo JGCFCRL-67-28/09/2021 del 28 de septiembre de 2021, en sesión extraordinaria 
de la Junta de Gobierno, determinó el inicio de las funciones registrales del “Centro Laboral” en materia 
sindical, de contratos colectivos de trabajo y sus convenios de revisión contractual y salarial, reglamentos 
interiores de trabajo, así como todos los procesos administrativos relacionados, en las entidades de 
Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Coahuila, Colima, Chihuahua, Ciudad de México, 
Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Michoacán de Ocampo, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz de Ignacio de la Llave y Yucatán, 
correspondiéndole conocer de dichas funciones a nivel nacional a partir del tres de noviembre de 2021; 
asimismo, se instruyó al Director General del “Centro Laboral” para que notifique a la Secretaría del Trabajo y 
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Previsión Social, Junta Federal de Conciliación y Arbitraje y a los Poderes Ejecutivos de las entidades 
federativas, para que suspendan las funciones registrales anteriormente detalladas. 

En razón de lo anterior, tengo a bien emitir el presente: 

ACUERDO POR EL QUE SE HACE DEL CONOCIMIENTO EL INICIO DE LAS FUNCIONES 

REGISTRALES A NIVEL NACIONAL DEL CENTRO FEDERAL DE  CONCILIACIÓN Y REGISTRO 

LABORAL 

PRIMERO. Se inician las funciones registrales del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral en 
materia sindical, de contratos colectivos de trabajo y sus convenios de revisión contractual y salarial, 
reglamentos interiores de trabajo, así como todos los procesos administrativos relacionados, en las siguientes 
entidades federativas: Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Coahuila, Colima, Chihuahua, 
Ciudad de México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Michoacán de Ocampo, Morelos, Nayarit, Nuevo León, 
Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz de Ignacio de la 
Llave y Yucatán; en consecuencia, le corresponderá conocer dichas funciones a nivel nacional a partir del tres 
de noviembre de 2021. 

SEGUNDO. Se hace del conocimiento a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, Junta Federal de 
Conciliación y Arbitraje, y a los Poderes Ejecutivos de las entidades federativas señaladas en el artículo 
Primero de este acuerdo, para que, en el ámbito de su competencia, suspendan las funciones registrales 
anteriormente detalladas, a partir del tres de noviembre de 2021. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 
Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a los ocho días del mes de octubre de dos mil veintiuno.- El Director 
General del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral, Alfredo Domínguez Marrufo.- Rúbrica. 

(R.- 512276) 

ACUERDO por el que se inician las funciones en las Oficinas Estatales y de Apoyo del Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral en las entidades federativas de Aguascalientes, Baja California, Baja California 
Sur, Colima, Guanajuato, Guerrero, Morelos, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Tlaxcala y Veracruz de 
Ignacio de la Llave. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social.- Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral. 

ALFREDO DOMÍNGUEZ MARRUFO, Director General del Centro Federal de Conciliación y Registro 
Laboral, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 123, apartado A, fracción XX, párrafos cuarto, 
quinto y sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 590-C, fracciones I, V, VI y VII de 
la Ley Federal del Trabajo; 3 y 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 14 y 22 fracción I de la 
Ley Federal de las Entidades Paraestatales; 3 fracción I y 45 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 22 fracciones I, V, VI y VIII de la Ley Orgánica del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral; 
2, 4 y 15 del Estatuto Orgánico del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral, y 

CONSIDERANDO 

Que en la tercera sesión ordinaria de dos mil veintiuno la Junta de Gobierno del Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral, en lo sucesivo el “Centro Laboral”, se aprobó por unanimidad el Acuerdo 
JGCFCRL-60-27/07/2021, por el que se aprobó la instalación de las Oficinas Estatales y de Apoyo del Centro 
Federal de Conciliación y Registro Laboral, en el marco de la segunda etapa de la implementación de la 
reforma en materia de Justicia Laboral, en las entidades de Aguascalientes, Baja California, Baja California 
Sur, Colima, Guanajuato, Guerrero, Morelos, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Tlaxcala y Veracruz 
de Ignacio de la Llave y las Oficinas de Apoyo Estatal necesarias para atender y resolver los asuntos de su 
competencia, al igual que se instruyó al Director General del Centro Federal de Conciliación y Registro 
Laboral, a realizar las gestiones conducentes que garanticen el inicio de operaciones de las Oficinas de 
Representación del Centro Laboral en concordancia con la jurisdicción que se determine para los Tribunales 
Laborales del Poder Judicial de la Federación. 

Que el “Centro Laboral” se ceñirá a la jurisdicción que determine el Consejo de la Judicatura Federal para 
los circuitos judiciales de los Tribunales Laborales Federales de las Entidades Federativas de la República 
Mexicana, una vez que se publiquen, bajo las que quedará delimitada la competencia territorial de cada una 
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de las Oficinas Estatales y de Apoyo, para iniciar funciones conjunta y simultáneamente, y estar así en 
posibilidad de cumplir con sus atribuciones, por lo que he tenido a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE INICIAN LAS FUNCIONES EN LAS OFICINAS ESTATALES Y DE APOYO 
DEL CENTRO FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y REGISTRO LABORAL EN LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS DE AGUASCALIENTES, BAJA CALIFORNIA, BAJA CALIFORNIA SUR, COLIMA, 
GUANAJUATO, GUERRERO, MORELOS, OAXACA, PUEBLA, QUERÉTARO, QUINTANA ROO, 

TLAXCALA Y VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE 

PRIMERO. Las Oficinas Estatales y de Apoyo del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral en las 
Entidades Federativas de Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Colima, Guanajuato, Guerrero, 
Morelos, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Tlaxcala y Veracruz de Ignacio de la Llave, iniciarán sus 
funciones para atender y resolver los asuntos de su competencia, a partir del tres de noviembre de 2021, en 
las sedes ubicadas en los siguientes domicilios: 

1. Oficina Estatal de Aguascalientes, con domicilio ubicado en Avenida Adolfo López Mateos,  Nº. 
1001, Colonia San Luis, Municipio de Aguascalientes, Estado de Aguascalientes, código postal 
20250, en el Pent House 1 Torre A, cuarto piso del inmueble denominado Plaza Kristal. 

2. Oficina Estatal de Baja California, con domicilio en Carretera Aeropuerto Nº. 1900, Municipio de 
Tijuana, Estado de Baja California, código postal 22425, en los locales G28, G29 y G30, ubicados 
dentro del Centro Comercial Otay. 

3. Oficina Estatal de Baja California Sur, con domicilio en Calle Profesor Marcelo Rubio Ruíz,  Nº. 
1640, Zona Centro, Municipio de La Paz, Estado de Baja California Sur, código postal 23000, en los 
locales 1 y 2 de la Plaza Nautilus. 

4. Oficina Estatal de Colima, con domicilio en Avenida Constitución Nº. 2080, Colonia Residencial 
Hacienda El Volantín, Municipio de Colima, Estado de Colima, código postal 28017, en los locales 4 y 
5 del Edificio A. 

5. Oficina Estatal de Guanajuato, con domicilio en Boulevard Juan Alonso de Torres, Nº. 1315, 
Colonia San José del Consuelo, Municipio de León, Estado de Guanajuato, código postal 37200, en 
los locales E-27 y E-28 de la Plaza Comercial Galerías Las Torres. 

6. Oficina Estatal de Guerrero, con domicilio en Avenida Costera Miguel Alemán Nº. 820, Lote 19, 
Manzana 18, Colonia Hornos, Municipio de Acapulco, Estado de Guerrero, código postal 39355, en la 
Planta Baja del Condominio Twin Towers Bay. 

7. Oficina Estatal de Morelos, con domicilio en Avenida Plan de Ayala Nº. 825, Colonia Teopanzolco, 
Municipio de Cuernavaca, Estado de Morelos, código postal 62350, en los locales 1 y 2 de la Plaza 
Corporativa Arcos Cristal. 

8. Oficina Estatal de Oaxaca, con domicilio en Calle Violetas Nº. 401, Colonia Reforma, Municipio de 
Oaxaca de Juárez, Estado de Oaxaca, código postal 68050, en el local 35 de la Plaza Pabellón 
Violetas. 

9. Oficina Estatal de Puebla, con domicilio en Avenida Arroyo de Xonaca, Nº. 1006, Colonia Barrio el 
Alto, Municipio de Puebla de Zaragoza, Estado de Puebla, código postal 72290, ubicado en el  Local-
207 de la Plaza Paseo San Francisco. 

10. Oficina Estatal de Querétaro, con domicilio en Calzada Los Arcos Nº. 278 “C”, Local del Segundo 
Piso, Colonia Loma Dorada, Municipio de Santiago de Querétaro, Estado de Querétaro, código postal 
76058. 

11. Oficina Estatal de Quintana Roo, con domicilio en Supermanzana 35, manzana 01, lote 01, 
Cancún, Municipio de Benito Juárez, Estado de Quintana Roo, código postal 77500, primer nivel, en 
el local 57 de la Plaza Hollywood. 

12. Oficina Estatal de Tlaxcala, con domicilio en Prolongación Porfirio Díaz Nº. 41, Colonia San Isidro, 
Municipio de Santa Bárbara, Estado de Tlaxcala, código postal 90060, en los locales 1b al 5b de la 
Plaza Prisma. 

13. Oficina Estatal de Veracruz de Ignacio de la Llave, con domicilio en Avenida Salvador Díaz Mirón 
Nº. 2880, segundo piso, Colonia Electricistas, Municipio de Veracruz, Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave, código postal 91916. 

14. Oficina de Apoyo con sede en el municipio de Ensenada, adscrita a la Oficina Estatal de Baja 
California, con domicilio en Calle Segunda Nº. 664, Zona Centro, Municipio de Ensenada, Estado de 
Baja California, código postal 22800. 
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15. Oficina de Apoyo con sede en el municipio de Coatzacoalcos, adscrita a la Oficina Estatal de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, con domicilio en Avenida Universidad Veracruzana Km 9+600, 
Colonia Las Gaviotas, Municipio de Coatzacoalcos, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
código postal 96536, en el local SA-2B del Centro Comercial El Dorado. 

16. Oficina de Apoyo con sede en el municipio de Poza Rica de Hidalgo, adscrita a la Oficina Estatal 
de Veracruz de Ignacio de la Llave, con domicilio en Boulevard Adolfo Ruiz Cortines Nº. 506-B, 
Colonia Obras Sociales, Municipio de Poza Rica de Hidalgo, Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, código postal 93240. 

17. Oficina de Apoyo con sede en el municipio de Xalapa-Enríquez, adscrita a la Oficina Estatal de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, con domicilio en Carretera Federal Xalapa-Veracruz, km. 4+300,  Nº. 
553, El Olmo, Colonia Las Trancas, Municipio de Xalapa-Enríquez, Estado de Veracruz de Ignacio de 
la Llave, código postal 91194, local 6, dentro de la Plaza Xanat. 

SEGUNDO. Se publicarán en la página de Internet del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral 
los municipios en los que serán competentes las Oficinas Estatales y de Apoyo, una vez que el Consejo de la 
Judicatura Federal determine y publique los circuitos judiciales de los Tribunales Laborales Federales de las 
Entidades Federativas de la República Mexicana, correspondientes a la segunda etapa de implementación de 
la reforma en materia de justicia laboral. 

TERCERO. Se comunica a las autoridades de cualquier ámbito y materia, personas servidoras públicas, 
así como al público en general, el cambio de domicilio de la Oficina de Apoyo con sede en la Ciudad de 
Campeche, adscrita a la Oficina Estatal de Ciudad del Carmen, Campeche, al ubicado en Avenida María 
Lavalle Urbina, manzana J, lote 4, Colonia San Francisco, C.P. 24010, Área Ah-Kim Pech, municipio de 
Campeche, Estado de Campeche; en un horario de atención al público en general de 09:00 a 18:00 horas en 
días hábiles. 

TRANSITORIOS 

ÚNICO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 
Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a los ocho días del mes de octubre de dos mil veintiuno.- El Director 
General del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral, Alfredo Domínguez Marrufo.- Rúbrica. 

(R.- 512278) 
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PODER JUDICIAL 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

ACUERDO General de Administración número XI/2021, del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de cinco de octubre de dos mil veintiuno, mediante el cual se regula la organización, conservación, 

administración y preservación de los archivos administrativos de este Alto Tribunal. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Dirección General de Asuntos Jurídicos. 

ACUERDO GENERAL DE ADMINISTRACIÓN NÚMERO XI/2021, DEL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, DE CINCO DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, MEDIANTE EL CUAL SE REGULA LA 

ORGANIZACIÓN, CONSERVACIÓN, ADMINISTRACIÓN Y PRESERVACIÓN DE LOS ARCHIVOS ADMINISTRATIVOS 

DE ESTE ALTO TRIBUNAL. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto en los artículos 100, último párrafo, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, y 14, fracciones I, V y XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, corresponde al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación su administración, dictar 

las medidas necesarias para el buen servicio en sus oficinas, así como expedir los acuerdos generales que en 

materia de administración se requieran. 

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 6o., apartado A, bases I y V, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, los entes públicos federales están obligados a documentar todo acto que derive 

del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, a preservar sus documentos en archivos 

administrativos actualizados y a publicar, a través de los medios electrónicos disponibles, la información 

completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos, así como los indicadores que permitan 

rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los resultados obtenidos. 

TERCERO. El Acuerdo General de Administración Vlll/2006, del veintisiete de noviembre de dos mil seis, 

del Comité de Archivo, Biblioteca e Informática, por el que se establecen los Lineamientos para la 

transferencia de archivos administrativos de los órganos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a la 

Dirección General del Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes, para su 

resguardo y conservación; así como los Lineamientos Generales para la organización de los archivos 

administrativos, definición de los esquemas y métodos para su catalogación y establecimiento de los formatos 

para elaborar los instrumentos de control y consulta, aprobados el 23 de marzo de 2010 por el Comité de 

Archivo, Biblioteca e Informática y la Comisión para la Transparencia, Acceso a la Información Pública 

Gubernamental y Protección de Datos Personales, establecen la regulación relativa a la administración, 

sistematización, valoración y destino final de los documentos administrativos del Alto Tribunal. 

CUARTO. Posteriormente, el 15 de junio de 2019 entró en vigor la Ley General de Archivos, que establece 

los principios y bases generales para la organización, conservación, administración y preservación 

homogénea de los archivos en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así 

como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de 

autoridad de la Federación, las entidades federativas y los municipios. 

QUINTO. En este sentido, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el día 8 de julio 

de 2019, emitió el Acuerdo General número 8/2019, que regula la organización, conservación, administración 

y preservación de expedientes y documentos judiciales, tanto impresos como electrónicos, que son generados 

en la Suprema Corte de Justicia de la Nación como consecuencia de la actividad materialmente jurisdiccional 

que llevan a cabo sus órganos, así como aquéllos que se encuentran bajo su resguardo de conformidad con 

la legislación aplicable. 

SEXTO. En términos de los artículos 8o. y 15 del Acuerdo General de Administración II/2014, de 

diecinueve de agosto de dos mil catorce, del Comité de Gobierno y Administración, por el que se regula el uso 

de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL), en la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, y Tercero del Acuerdo General de Administración III/2020, del Presidente de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, de diecisiete de septiembre de dos mil veinte, por el que se regula el trámite 

electrónico y uso de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) para 

actuaciones administrativas, dicha firma electrónica produce los mismos efectos jurídicos que la firma 

autógrafa y, por tanto, las personas servidoras públicas del Alto Tribunal podrán formalizar con plena validez, 

los instrumentos, oficios, actas, actuaciones y demás documentos por medio de la FIREL, en relación con los 

asuntos administrativos que les corresponde resolver, conforme a las leyes y la normativa interna. 



  DIARIO OFICIAL Miércoles 13 de octubre de 2021 

SÉPTIMO. Como consecuencia de la entrada en vigor de la Ley General de Archivos y la regulación de la 

FIREL para actuaciones administrativas en este Alto Tribunal, resulta conveniente actualizar la normativa 

interna y regular el Sistema Institucional de Archivos Administrativos de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, con un enfoque integral de gestión documental que considere la organización, conservación, 

administración, disponibilidad, integridad y localización expedita de los documentos de archivo. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en las disposiciones antes señaladas, se expide el 

siguiente: 

ACUERDO GENERAL DE ADMINISTRACIÓN 

CAPÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. El presente Acuerdo General de Administración tiene por objeto establecer las disposiciones 

relativas a la organización, conservación, administración y preservación de los archivos administrativos que 

poseen los órganos y áreas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como determinar las bases de 

organización y funcionamiento del Sistema Institucional de Archivos Administrativos. 

Artículo 2. Las disposiciones contenidas en el presente Acuerdo General de Administración son de 

observancia obligatoria y aplicación general para las personas servidoras públicas de los órganos y áreas de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación que, en el ejercicio de sus funciones, reciban, produzcan, expidan, 

suscriban, posean, tramiten, archiven o resguarden documentos administrativos, con independencia de su 

soporte documental. 

Artículo 3. Las personas titulares de los órganos y áreas deberán adoptar medidas y procedimientos que 

garanticen la conservación, procedencia, integridad, disponibilidad y accesibilidad de los documentos de 

archivo que se encuentren a su cargo, así como supervisar la operación del Sistema de Gestión Documental 

Institucional, a través de la persona responsable de archivo de trámite, conforme a las disposiciones jurídicas 

aplicables, así como a los criterios y procedimientos que establezca el Centro de Documentación y Análisis, 

Archivos y Compilación de Leyes. 

Los documentos de archivo que hayan sido generados dentro de las funciones de un órgano colegiado 

deberán ser integrados, organizados y conservados en expedientes que estarán bajo el resguardo del 

Secretario de Seguimiento competente o su equivalente, conforme al Catálogo de Disposición Documental y 

demás disposiciones normativas aplicables. 

Artículo 4. Para efectos del presente Acuerdo General de Administración se entenderá por: 

I. Accesible: el atributo de un documento cuando puede ser localizado, recuperado, presentado e 

interpretado; 

II. Acuerdo administrativo de desincorporación documental: el documento oficial emitido por 

el Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes, por medio del cual se 

resuelve la desincorporación de los expedientes y documentos administrativos del régimen de 

dominio público de la Federación, susceptibles de ser destruidos o donados con base en el 

dictamen de baja documental; 

III. Administración de Archivos: el conjunto de métodos y prácticas destinados a planear, dirigir y 

controlar los recursos humanos, financieros, materiales, tecnológicos y de información para 

lograr una eficiente organización y funcionamiento de los archivos; 

IV. Archivo: el conjunto organizado de documentos producidos o recibidos en el ejercicio de las 

atribuciones y funciones de los órganos y áreas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

con independencia del soporte, espacio o lugar que se resguarden; 

V. Archivo administrativo: el conjunto organizado de documentos en cualquier soporte, 

producidos o recibidos por los órganos y áreas en el ejercicio de sus atribuciones, que no 

derivan de actividades materialmente jurisdiccionales; 

VI. Archivo de concentración: el archivo administrativo integrado por documentos transferidos 

por los órganos y áreas relativos a asuntos o trámites ya concluidos, cuyo uso y consulta es 

esporádica y que permanecen en él hasta su disposición documental; 

VII. Archivo de trámite: el archivo administrativo integrado por documentos de uso cotidiano y 

necesario para el ejercicio de las atribuciones de los órganos y áreas; 

VIII. Archivo histórico: el archivo administrativo integrado por documentos de carácter público, de 

conservación permanente y de relevancia para la memoria nacional, regional o local; 
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IX. Áreas: las previstas con tal carácter en el Reglamento Orgánico en Materia de Administración 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los acuerdos generales de administración 

emitidos posteriormente; 

X. Autenticidad: la característica del documento que permite demostrar que ha sido producido o 

enviado por la persona o autoridad que afirma haberlo creado o enviado; 

XI. Baja documental: el procedimiento de eliminación de documentación cuyos valores han 

prescrito, su plazo de resguardo ha concluido y no contiene valores históricos, o bien, se 

dictamine como pérdida total a causa de algún siniestro o por su avanzado grado de deterioro, 

previa desincorporación del régimen del dominio público de la Federación; 

XII. Catálogo de Disposición Documental (CADIDO): el registro general y sistemático que 

establece valores documentales, plazos de conservación, vigencia y disposición documental; 

XIII. CDAACL: el Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, mismo que fungirá como área coordinadora del 

Sistema Institucional de Archivos Administrativos; 

XIV. Conservación: el conjunto de procedimientos y medidas destinadas a asegurar la preservación 

y prevención de alteraciones físicas en el largo plazo de la información contenida en los 

documentos de archivo en soporte físico y electrónico; 

XV. Cuadro General de Clasificación Archivística (CGCA): el instrumento técnico que establece 

la estructura del archivo administrativo, conforme a las atribuciones y funciones de cada órgano 

y área; 

XVI. Custodia: el procedimiento de gestión documental que implica la existencia de un tercero que 

se responsabiliza de salvaguardar con garantías técnicas y legales los documentos; 

XVII. Desincorporación: la resolución administrativa mediante la cual se determina que un bien de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación deja de estar sujeto al régimen de dominio público de 

la Federación; 

XVIII. DGTI: la Dirección General de Tecnologías de la Información de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación; 

XIX. Dictamen de baja documental: el documento oficial que establece que prescribieron los 

valores administrativos, legales, fiscales o contables de la documentación producida por los 

órganos y áreas en resguardo del archivo de concentración, y por carecer de relevancia 

institucional, histórica, social y cultural, es susceptible de baja y destrucción; 

XX. Dictamen de conservación documental: el documento oficial que establece que prescribieron 

los valores administrativos, legales, fiscales o contables de la documentación producida por los 

órganos y áreas en resguardo del archivo de concentración, pero adquirió relevancia 

institucional por su interés público, económico, político o social y cultural, por lo que procede su 

conservación permanente y su transferencia al archivo histórico; 

XXI. Digitalización: la técnica archivística que permite convertir la información que se encuentra 

guardada de manera analógica (soportes en papel, video, casetes, cinta, película, microfilm u 

otros) a una que sólo puede leerse o interpretarse con infraestructura informática y que, en su 

caso, considere el reconocimiento óptico de caracteres; 

XXII. Disponibilidad: la característica del documento que permite localizarlo, recuperarlo, 

presentarlo e interpretarlo de forma expedita; 

XXIII. Disposición documental: la selección sistemática de los expedientes de los archivos de 

trámite o concentración, cuya vigencia documental o uso ha prescrito, con el fin de realizar 

transferencias ordenadas o bajas documentales; 

XXIV. Documentos de apoyo informativo: la documentación que se genera, recibe y conserva en 

oficina o áreas de trabajo, que contiene información para apoyar o facilitar tareas 

administrativas; 

XXV. Documentos de archivo: los documentos que registran un hecho, acto administrativo, jurídico, 

fiscal o contable, producido, recibido y utilizado en el ejercicio de las facultades, competencias o 

funciones de los órganos y áreas, con independencia de su soporte documental; 
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XXVI. Documentos de archivo electrónicos: los documentos que registran un acto administrativo, 

jurídico, fiscal o contable, producido, recibido y utilizado en el ejercicio de las facultades y 

actividades de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que requieren de un dispositivo 

electrónico para su registro, almacenamiento, acceso, lectura, transmisión, respaldo y 

preservación a largo plazo; 

XXVII. Documentos de comprobación administrativa inmediata: los documentos aislados de 

trámites internos de carácter administrativo con vigencia inmediata que no forman parte de un 

expediente, ya que contienen información variable en formatos, vales de fotocopias, fichas de 

control de correspondencia, solicitudes de papelería, entre otros; 

XXVIII. Expediente: la unidad documental compuesta por documentos de archivo, ordenados y 

relacionados cronológicamente por un mismo asunto, actividad o trámite de los órganos y 

áreas, en ejercicio de alguna atribución; 

XXIX. Expediente electrónico: la unidad documental constituida por uno o varios documentos de 

archivo electrónicos sobre un determinado asunto, actividad o trámite, cuya gestión desde su 

producción, tratamiento archivístico, conservación, uso y disposición final, se ejecuta mediante 

un sistema automatizado; 

XXX. Fichas técnicas de valoración documental: los instrumentos que permiten identificar, analizar 

y establecer el contexto, valoración y disposición de la serie documental; 

XXXI. FIREL: la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación; 

XXXII. Folio: el número consecutivo asentado en el documento que forma parte de un expediente; con 

el fin de registrar y controlar de manera ordenada los documentos; 

XXXIII. Fondo: el conjunto de expedientes producidos en el desarrollo de las funciones de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y que se identifica con esta misma denominación; 

XXXIV. Gestión documental: el tratamiento integral de la documentación a lo largo de su ciclo vital, a 

través de la ejecución de procesos de producción, organización, acceso, consulta, valoración 

documental y conservación; 

XXXV. GIJ: el Grupo Interdisciplinario Judicial a que se refiere el Acuerdo General número 8/2019, de 

ocho de julio de dos mil diecinueve, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

relativo a la organización, conservación, administración y preservación de expedientes 

judiciales bajo resguardo de este Alto Tribunal; 

XXXVI. Guía de Archivo Documental (GAD): el esquema general de descripción de las series 

documentales de los archivos administrativos que indica sus características fundamentales 

conforme al CGCA y sus datos generales; 

XXXVII. Instrumentos de consulta: los instrumentos que describen las series, expedientes o 

documentos de archivo y que permiten su localización, transferencia o baja documental; 

XXXVIII. Instrumentos de control archivísticos: el CGCA y el CADIDO; 

XXXIX. Integridad: la característica de un documento de archivo que es completo, veraz y refleja con 

exactitud la información; 

XL. Interoperabilidad: la capacidad de los sistemas informáticos para el intercambio de 

información; 

XLI. Inventarios documentales: los instrumentos de consulta que describen las series 

documentales y expedientes de un archivo, que permiten y facilitan su localización (inventario 

general, de transferencia primaria o secundaria y baja documental); 

XLII. Ley: la Ley General de Archivos; 

XLIII. Migración: la serie de tareas organizadas para la transferencia periódica de información digital 

desde un sistema a otro, desde un formato a otro, de un sistema operativo a otro, o desde un 

lenguaje de programación a otro; 

XLIV. Organización: el conjunto de operaciones destinadas a la clasificación, ordenación y 

descripción de los distintos grupos documentales con el propósito de consultar y recuperar la 

información; 

XLV. Órganos: los previstos con tal carácter en el Reglamento Orgánico en Materia de 

Administración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los acuerdos generales de 

administración emitidos posteriormente; 
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XLVI. PADA: el Programa Anual de Desarrollo Archivístico; 

XLVII. Persona servidora pública: aquella que desempeña un empleo, cargo o comisión en la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

XLVIII. Plazo de conservación: el periodo de guarda y custodia de la documentación en los archivos 

de trámite y concentración, que consiste en la combinación de la vigencia documental y, en su 

caso, el término precautorio y el periodo de reserva que se establece en la normativa aplicable; 

XLIX. Preservación digital: el proceso para mantener los materiales digitales durante las diferentes 

generaciones de la tecnología, a través del tiempo, con independencia de los soportes en los 

que se almacenan; 

L. Procesos archivísticos: los procesos referidos en el artículo 12 de la Ley; 

LI. Responsable del Archivo de Trámite: la persona designada por la o el titular de cada órgano 

y área, para la realización de las actividades relacionadas con el archivo de trámite; 

LII. Sección documental: las divisiones del fondo, basadas en las atribuciones de los órganos y 

áreas; 

LIII. Serie documental: la división de una sección documental que corresponde al conjunto de 

expedientes que se encuentran interrelacionados por una función o actividad específica; 

LIV. Sistema de Gestión Documental Institucional: la herramienta informática para el registro y 

administración de los documentos y expedientes de archivo producidos y recibidos por los 

órganos y áreas; 

LV. Sistema Institucional de Archivos Administrativos (SIAA): el conjunto de registros, 

procesos, procedimientos, criterios, estructuras, herramientas y funciones que desarrolla la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y sustenta la actividad administrativa archivística, de 

acuerdo con sus procesos de gestión documental; 

LVI. Sistematización: el proceso mediante el cual se organizan los procedimientos de la gestión 

documental en el Sistema Institucional de Archivos Administrativos; 

LVII. Soporte documental: el medio en el cual se contiene información, como papel y material 

audiovisual, fotográfico, fílmico, digital, electrónico, sonoro, y visual, entre otros; 

LVIII. Subserie: la división de la serie documental; 

LIX. Suprema Corte: la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

LX. Trámite: el curso de los documentos de archivo desde su producción o recepción hasta el 

cumplimiento de su función administrativa; 

LXI. Transferencia: el traslado controlado y sistemático de expedientes de un archivo de trámite a 

uno de concentración, y de expedientes del archivo de concentración al archivo histórico para 

su conservación permanente: 

a) Transferencia primaria: traslado de expedientes del archivo de trámite al archivo de 

concentración, y 

b) Transferencia secundaria: traslado de expedientes del archivo de concentración al 

archivo histórico; 

LXII. Valoración documental: el análisis e identificación de los valores documentales, con la 

finalidad de establecer criterios, vigencias documentales y, en su caso, plazos de conservación, 

así como la disposición documental; 

LXIII. Valores administrativos: los atributos de los documentos producidos y recibidos por un órgano 

o área, que se refieren a asuntos de carácter administrativo; 

LXIV. Valores contables o fiscales: los atributos de los documentos que justifican o comprueban las 

operaciones contables y financieras, así como el cumplimiento de obligaciones fiscales; 

LXV. Valores documentales: los atributos de los documentos que les confieren características 

específicas en los archivos de trámite o concentración, o evidenciales, testimoniales e 

informativos para los documentos históricos; 

LXVI. Valores históricos: los atributos que posee un documento relevante como fuente primaria para 

la historia por sus características testimoniales, informativas o evidenciales; 
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LXVII. Valores jurídicos o legales: los atributos de un documento que acreditan derechos y 

obligaciones de la Suprema Corte o de cualquier otro ente público y privado con el cual exista 

un vínculo jurídico con el Alto Tribunal, y 

LXVIII. Vigencia documental: el periodo durante el cual un documento de archivo mantiene sus 

valores administrativos, jurídicos, legales, fiscales o contables, de conformidad con las 

disposiciones jurídicas aplicables. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

SISTEMA INSTITUCIONAL DE ARCHIVOS ADMINISTRATIVOS 

Artículo 5. Los documentos de archivo administrativo producidos y recibidos por los órganos y áreas 

serán parte del SIAA, los cuales deberán agruparse en expedientes de manera lógica, cronológica y 

relacionarse con un mismo asunto. 

Artículo 6. El SIAA estará integrado por las instancias siguientes: 

I. El CDAACL, como área coordinadora de archivos que tendrá a su cargo las funciones previstas 

en el artículo 28 de la Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, y 

II. Las áreas operativas siguientes: 

a) Unidades de correspondencia de los órganos y áreas; 

b) Archivo de trámite de cada uno de los órganos y áreas; 

c) Archivo de concentración del acervo administrativo de la Suprema Corte, y 

d) Archivo Histórico del Poder Judicial de la Federación, en lo relativo a expedientes 

administrativos. 

Artículo 7. La persona titular del CDAACL tendrá las funciones siguientes: 

I. Diseñar, presentar e instrumentar el PADA en la parte correspondiente al acervo administrativo 

y someterlo a consideración y aprobación del GIJ; 

II. Informar al Comité de Gobierno y Administración, por conducto del GIJ, sobre el cumplimiento 

del PADA, así como publicar dicho informe en los medios electrónicos de consulta pública de la 

Suprema Corte en el primer mes de cada año; 

III. Elaborar recomendaciones, políticas, lineamientos, manuales, instructivos y medidas técnicas 

necesarias para la regulación y homologación de los procesos y criterios de gestión documental 

y administración de los archivos administrativos en la Suprema Corte; 

IV. Elaborar los instrumentos de control y de consulta archivísticos, en colaboración con los 

responsables de los archivos de trámite, concentración e histórico, para someterlos a opinión 

del GIJ; 

V. Coordinar los procesos de valoración y disposición documental, así como la elaboración de las 

fichas técnicas de valoración documental que realicen los responsables de los archivos de 

trámite; 

VI. Coordinar las actividades destinadas a la modernización, sistematización de los procesos 

archivísticos y a la gestión de documentos electrónicos producidos por los órganos y áreas; 

VII. Elaborar e impartir programas de capacitación en gestión documental y administración de 

archivos; 

VIII. Brindar asesoría técnica para la operación de los archivos y, en su caso, orientar en materia 

archivística a los órganos y áreas cuando tengan algún cambio de estructura orgánica; 

IX. Interpretar las disposiciones en materia de archivos que se deriven del presente Acuerdo 

General de Administración y la resolución de los casos no previstos en el mismo; 

X. Organizar foros y eventos en materia archivística, y 

XI. Las demás que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 8. Corresponde al GIJ aprobar el PADA, el cual incluirá lo relativo al acervo administrativo, así 

como emitir opinión respecto a los instrumentos de control y de consulta archivísticos previstos en el presente 

Acuerdo General de Administración. En las sesiones del GIJ, en las que se discutan éstos asistirán, además 

de sus integrantes, las personas titulares de la Dirección General de Planeación, Seguimiento e Innovación y 

de la DGTI, quienes contarán con voz pero sin voto. 
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Artículo 9. Cada órgano y área deberá contar con una unidad de correspondencia que llevará el control 

de la documentación que se recibe y envía, así como distribuirla para su trámite. La persona responsable de 

dicha unidad será designada por cada titular, informando de ello al CDAACL y coordinará las funciones 

siguientes: 

I. Registrar, controlar y distribuir la correspondencia que recibe y genera en el Sistema de Gestión 

Documental Institucional, asignando a cada documento, como mínimo, un número identificador 

(folio consecutivo de ingreso), una breve descripción de su contenido, la fecha y hora de 

recepción, así como el nombre y cargo del generador y receptor del documento de que se trate; 

II. Realizar y entregar informes periódicos de la documentación recibida y generada a la persona 

titular del órgano o área respectiva, así como dar seguimiento de los turnos asignados; 

III. Asistir a los cursos de capacitación organizados por el CDAACL, y 

IV. Las demás que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 10. Cada órgano y área deberá contar con un archivo de trámite, en el que se resguardará la 

documentación y expedientes activos o de consulta frecuente. 

Artículo 11. La persona titular de cada órgano y área designará ante el CDAACL a una persona servidora 

pública que funja como responsable del archivo de trámite, quien deberá contar con un nivel mínimo de 

jefatura de departamento o equivalente, y tendrá las funciones siguientes: 

I. Coordinar la integración de los expedientes administrativos e identificarlos de conformidad con 

los instrumentos de control y de consulta archivísticos; 

II. Asegurar la localización y consulta de los expedientes mediante la elaboración de los 

inventarios documentales; 

III. Conservar los expedientes administrativos que se encuentran en trámite, atendiendo la vigencia 

documental establecida en el CADIDO y su uso cotidiano o necesario para el ejercicio de sus 

atribuciones, así como aquellos que han sido clasificados como reservados o confidenciales, 

conforme a la normativa en materia de transparencia, acceso a la información pública y 

protección de datos personales; 

IV. Coordinar la realización de los inventarios conforme al formato que establezca el CDAACL para 

su transferencia al archivo de concentración; 

V. Brindar el servicio de préstamo interno de expedientes; 

VI. Participar en la elaboración y actualización de los instrumentos de control y de consulta 

archivísticos; 

VII. Integrar la GAD; 

VIII. Atender y difundir los criterios y recomendaciones emitidas por el CDAACL; 

IX. Realizar las transferencias primarias al archivo de concentración, y 

X. Las demás que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 12. Al término de cada año, las personas responsables de los archivos de trámite, previo acuerdo 

con las personas titulares del órgano y área, remitirán al CDAACL el avance en la organización de sus 

archivos administrativos, para dar seguimiento al cumplimiento de los compromisos y obligaciones en materia 

archivística. 

Artículo 13. El archivo de concentración del acervo administrativo estará a cargo del CDAACL, que 

realizará las actividades siguientes: 

I. Recibir las transferencias primarias y brindar servicios de préstamo y consulta a los órganos o 

áreas de la documentación que resguarda; 

II. Conservar la documentación hasta cumplir su vigencia documental conforme al CADIDO; 

III. Colaborar en el proceso de valoración documental con los responsables de los archivos de 

trámite e histórico; 

IV. Promover las bajas documentales de expedientes que hayan cumplido su vigencia, plazo de 

conservación y que no posean valores históricos, así como colaborar en el proceso con los 

órganos y áreas correspondientes; 
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V. Llevar a cabo las gestiones en coordinación con los órganos y áreas para la realización de 

transferencias secundarias al archivo histórico; 

VI. Participar en la elaboración de los instrumentos de control y de consulta archivísticos, y 

VII. Las demás que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 14. El CDAACL tendrá a su cargo el Archivo Histórico del Poder Judicial de la Federación, para lo 

cual realizará las actividades siguientes: 

I. Recibir las transferencias de los expedientes administrativos en los que se haya determinado su 

conservación permanente; 

II. Establecer los procedimientos de consulta de los acervos bajo su resguardo y brindar los 

servicios para difundir el patrimonio documental; 

III. Organizar y conservar los expedientes bajo su resguardo; 

IV. Colaborar en la elaboración de los instrumentos de control y de consulta archivísticos; 

V. Implementar políticas y estrategias de preservación que permitan conservar los documentos 

históricos y aplicar los mecanismos y las herramientas que proporcionan las tecnologías de 

información para mantenerlos a disposición de los usuarios, y 

VI. Las demás que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 

CAPÍTULO TERCERO 

DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO 

Artículo 15. Los documentos producidos o recibidos por los órganos y áreas en el ejercicio de sus 

atribuciones en materia administrativa, con independencia del soporte documental en el que se encuentran, se 

considerarán parte del archivo administrativo sujetos a los procesos archivísticos establecidos en el presente 

Acuerdo General de Administración. 

Tales documentos deberán ser integrados en expedientes por asunto de manera seriada, presentar la 

portada o carátula con los datos de identificación, clasificación y conservación por el plazo señalado  en el 

CADIDO. 

Los expedientes que formen parte de tratamientos de datos personales que los órganos y áreas tengan 

registrados en el inventario institucional, deberán indicar esa circunstancia en la carátula y/o portada 

correspondiente. 

Artículo 16. Los expedientes deberán estar organizados por asunto o trámite y los documentos 

contenidos serán foliados, ordenados de manera lógica y cronológica, reflejando con exactitud la información 

contenida. 

Artículo 17. Los expedientes deberán ser integrados y registrados en el Sistema de Gestión Documental 

Institucional, así como identificados, descritos y clasificados, de conformidad con la guía práctica para la 

integración de expedientes administrativos que emita el CDAACL. 

Artículo 18. Los documentos de comprobación administrativa inmediata y documentos de apoyo 

informativo, producidos o recibidos por los órganos y áreas que no estén vinculados con sus atribuciones, no 

estarán sujetos al proceso archivístico. Dichos documentos podrán ser conservados en los archivos de trámite 

por un año como máximo. Transcurrido ese plazo podrán ser eliminados considerando su utilidad, previo 

registro en el inventario simple, contenido en el procedimiento de eliminación de documentos que no 

conforman expedientes de archivo, previsto en la guía práctica para la conformación de expedientes 

administrativos. 

Serán considerados como documentos de apoyo informativo y documentos de comprobación 

administrativa inmediata, los formatos de trámites internos administrativos que no forman parte de un 

expediente, versiones preliminares de documentos, copias simples, copias de conocimiento, fotocopias, 

duplicados, publicaciones, vales de fotocopias, fichas de control de correspondencia, solicitudes de papelería, 

entre otros que determine el CDAACL. 

Artículo 19. Para la eliminación de los documentos de comprobación administrativa inmediata, la persona 

titular del órgano o área deberá supervisar que se identifiquen los documentos que sean susceptibles de dicho 

procedimiento, que haya transcurrido como máximo un año de su producción y/o recepción, y que no sean de 

utilidad. Asimismo, propondrá al CDAACL que se considere como papel en desuso para su posterior 

destrucción o enajenación. 

El CDAACL revisará la viabilidad de la propuesta e informará a la Contraloría para que de conformidad con 

sus atribuciones levante acta administrativa de hechos, respecto a que la documentación a eliminar no 

contiene valores documentales y no es de utilidad para la institución. 
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CAPÍTULO CUARTO 

INSTRUMENTOS DE CONTROL Y DE CONSULTA ARCHIVÍSTICOS 

Artículo 20. La Suprema Corte tendrá los instrumentos de control y de consulta archivísticos siguientes: 

I. CGCA; 

II. CADIDO, y 

III. Inventarios documentales. 

Además de los Instrumentos de control y de consulta archivísticos, la Suprema Corte contará  con una 

GAD. 

El CDAACL será el responsable de integrar el CGCA, el CADIDO y la GAD en coordinación con los 

responsables de los archivos de trámite, concentración e histórico, así como de proporcionar los formatos, el 

calendario y la asesoría técnica necesaria para su elaboración e implementación en los procesos 

archivísticos, los cuales deberán estar actualizados y disponibles en la Plataforma Nacional de Transparencia 

y en los medios electrónicos de consulta pública de la Suprema Corte. 

La estructura del CGCA atenderá los niveles de fondo, sección, serie y subserie documentales, los cuales 

serán identificados mediante una clave alfanumérica. 

Artículo 21. El CADIDO establecerá los valores y la disposición documental. Su objetivo es facilitar el 

control y manejo de los expedientes que generan los distintos órganos y áreas, específicamente en la 

organización, conservación, transferencia y disposición documental. 

Artículo 22. A solicitud del CDAACL, en el último trimestre de cada año, las personas responsables de los 

archivos de trámite, previo acuerdo con las personas titulares de los órganos o áreas, realizarán la 

actualización del CGCA y del CADIDO, la cual deberá estar acompañada de las fichas técnicas de valoración 

documental. 

Artículo 23. La GAD tendrá por objeto facilitar el acceso a la información pública a la población en general 

y deberá ser actualizada por las personas responsables de los archivos de trámite, previo acuerdo con la 

persona titular del órgano o área, durante el mes de enero de cada año, quienes deberán remitirla al 

CDAACL, a más tardar el último día hábil del mes de enero para su posterior integración y publicación. 

Artículo 24. Los órganos y áreas deberán tener un inventario general de archivos de trámite, dividido por 

serie documental, que comprenderá la totalidad de los expedientes. El inventario general de archivos de 

trámite deberá estar actualizado y contener como mínimo los datos siguientes: órgano o área productora, 

serie documental, clave archivística, número de expediente y asunto. 

CAPÍTULO QUINTO 

VALORACIÓN Y CONSERVACIÓN 

Artículo 25. El responsable del archivo de trámite de cada órgano y área, en coordinación con el 

CDAACL, elaborará las fichas técnicas de valoración documental, según sus atribuciones específicas. Dichas 

fichas contendrán los valores documentales en los archivos, vigencias, plazos de conservación y disposición 

documental, previo análisis de los procesos y procedimientos institucionales. 

Artículo 26. En la determinación de los valores documentales, vigencias, plazos de conservación y 

disposición documental de las series documentales, se considerarán los criterios siguientes: 

I. Procedencia: el valor de los documentos depende del nivel jerárquico que ocupa el productor, 

por lo que se debe estudiar la producción documental de los órganos y áreas productoras de la 

documentación en el ejercicio de sus funciones, desde el más alto nivel jerárquico, hasta el 

operativo; 

II. Orden original: las secciones y las series no deben mezclarse entre sí, y dentro de cada serie 

debe respetarse el orden en que la documentación fue producida; 

III. Diplomático: los documentos originales tienen mayor valor que las copias, a menos que éstas 

obren como originales dentro de los expedientes; 

IV. Contexto: consideración sobre la importancia y tendencias socioeconómicas, programas y 

actividades que inciden de manera directa e indirecta en las funciones de los órganos o áreas 

productoras; 
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V. Contenido: se deben privilegiar los documentos que contienen información fundamental para 

reconstruir la actuación de la Suprema Corte, respecto a un acontecimiento, periodo concreto, 

un territorio o ciertas personas, considerando para ello la exclusividad de los mismos, y 

VI. Utilización: los documentos que son objeto de demanda frecuente por parte del órgano 

productor, investigadores o ciudadanos en general, así como el estado de conservación de los 

mismos. 

Artículo 27. La conservación de los archivos administrativos será por los plazos mínimos siguientes: 

I. Seis años, en el caso de documentación con valores administrativos; 

II. Cinco años, para la documentación contable o fiscal, y 

III. Doce años, para la documentación con valores legales o jurídicos. 

En el caso de que exista algún expediente que contenga más de uno de los valores previstos en las 

fracciones anteriores, se contabilizará el de mayor tiempo. El plazo no podrá exceder de veinticinco años. 

Los expedientes del personal de la Suprema Corte, así como los expedientes de conservación 

permanente y de relevancia para la memoria nacional, regional o local, que contengan datos personales 

sensibles, permanecerán en el archivo de concentración por un plazo de setenta años, en términos de las 

disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 28. El plazo de conservación del expediente iniciará a partir de que se integre el documento que 

haga constar la conclusión del asunto o trámite correspondiente, según su valor. En el caso de la 

documentación contable, iniciará a partir del término del ejercicio fiscal en que se generó. 

Los documentos o expedientes que hayan sido objeto de revisión de auditoría, una vez que ésta se cierre, 

deberán ser conservados por dos años más contados a partir de que finalizó su vigencia documental. 

Cuando se desclasifique un expediente reservado, en términos de las disposiciones en materia de 

transparencia, acceso a la información y de protección de datos personales, su plazo de conservación se 

ampliará por un tiempo igual al señalado en el CADIDO o al plazo de reserva, aplicando el que resulte mayor. 

Una vez concluido dicho plazo, los expedientes deberán ser transferidos al archivo de concentración. 

CAPÍTULO SEXTO 

TRANSFERENCIA DE ARCHIVOS Y PRÉSTAMO 

Artículo 29. Las personas titulares de los órganos y áreas deberán solicitar anualmente mediante oficio al 

CDAACL, la transferencia primaria de sus expedientes, mismos que deberán estar organizados conforme al 

presente Acuerdo General de Administración y las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Se dará preferencia a los órganos y áreas que tengan su documentación organizada, valorada y disponible 

a través de inventarios, así como a expedientes vinculados con tratamientos de datos personales. 

Los órganos y áreas que resguarden expedientes vinculados con tratamientos de datos personales, una 

vez que éstos cumplan con la finalidad para la que fueron recabados, deberán sujetarse a las disposiciones 

en materia de bloqueo y supresión de datos personales. 

Artículo 30. Los órganos y áreas podrán solicitar en calidad de préstamo los expedientes que hayan 

generado y que se encuentren resguardados en el archivo de concentración, mediante escrito dirigido al 

CDAACL, en el cual indicarán el número de expediente, número de caja, consecutivo de inventario y la fecha 

de transferencia. 

Artículo 31. El plazo máximo para el préstamo de expedientes será de tres meses. Transcurrido este 

plazo se solicitará su devolución o se renovará la solicitud; de lo contrario, se dará de baja del inventario 

general del archivo de concentración, para su reincorporación al archivo de trámite correspondiente. 

CAPÍTULO SÉPTIMO 

BAJA DOCUMENTAL Y ARCHIVO HISTÓRICO 

Artículo 32. El procedimiento de baja documental, así como el de desincorporación documental se 

realizarán de conformidad con lo dispuesto en el presente Acuerdo General de Administración, así como al 

Título Décimo del Acuerdo General de Administración XIV/2019, del Comité de Gobierno y Administración de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de siete de noviembre de dos mil diecinueve, por el que se regulan 

los procedimientos para la adquisición, arrendamiento, administración y desincorporación de bienes y la 

contratación de obras y prestación de servicios requeridos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

lo conducente. 
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Artículo 33. Para la baja documental, el órgano y área, con asesoría del CDAACL, deberá emitir dictamen 

de aquellos expedientes y documentos cuyo plazo de conservación haya concluido de conformidad  con el 

CADIDO. 

Artículo 34. Una vez recibido el dictamen de baja documental por parte del órgano o área productora, el 

CDAACL emitirá el acuerdo administrativo de desincorporación documental, en el que se determinará que los 

expedientes dejan de estar sujetos al régimen del dominio público de la Federación, para proceder a su 

destrucción y, en su caso, enajenación del papel en desuso, preferentemente a título gratuito a la Comisión 

Nacional de Libros de Texto Gratuito, de conformidad con las demás disposiciones aplicables. 

Artículo 35. La persona responsable del archivo de concentración elaborará el inventario de transferencia 

secundaria, de aquellos expedientes que conforme al dictamen de conservación documental fueron valorados 

e identificados con relevancia institucional, histórica, social o cultural, por parte de la persona titular del órgano 

o área productora y la responsable del archivo de trámite para ser conservados de manera permanente en el 

archivo histórico. 

Artículo 36. La persona responsable del archivo histórico analizará el dictamen de conservación 

documental para validar la existencia de atributos históricos o de relevancia para la Suprema Corte y, en su 

caso, determinará el carácter histórico de los expedientes. 

CAPÍTULO OCTAVO 

DOCUMENTOS DE ARCHIVO ELECTRÓNICOS 

Artículo 37. Los archivos administrativos que hayan pasado por un proceso de digitalización documental o 

que sean digitales de origen, serán considerados documentos de archivo electrónicos por lo que deberán ser 

almacenados en la infraestructura tecnológica de la Suprema Corte, administrada por la DGTI. 

Artículo 38. Los documentos de archivo electrónicos deberán ser organizados, valorados, conservados y 

transferidos, atendiendo a los instrumentos de control y de consulta archivísticos y de conformidad con lo 

determinado por el CDAACL. Dichos documentos tendrán el mismo tratamiento archivístico que los que se 

encuentran en soporte físico. 

Artículo 39. Las personas titulares de los órganos y áreas, en coordinación con el CDAACL, deberán 

asegurar que los documentos de archivo electrónicos sean organizados por asuntos e integrados en 

expedientes, asegurando la custodia y protección de los datos, de acuerdo con la normativa que en el ámbito 

de su competencia expida el CDAACL. 

Artículo 40. El CDAACL elaborará las políticas de gestión documental electrónica, con el objeto de 

establecer criterios institucionales homogéneos para la gestión, organización, descripción, recuperación, 

conservación, preservación, transmisión, sistematización, definición de procesos, controles de gestión, 

automatización y administración de repositorios de los documentos y expedientes de archivo electrónicos. 

Artículo 41. La DGTI, en el ámbito de sus atribuciones, deberá llevar a cabo las acciones que se 

requieran para el desarrollo, seguridad, mantenimiento, actualización, migración, autenticación, 

automatización e interoperabilidad del Sistema de Gestión Documental Institucional, de conformidad con las 

políticas a que se refiere el artículo anterior. 

CAPÍTULO NOVENO 

SISTEMA DE GESTIÓN DOCUMENTAL INSTITUCIONAL 

Artículo 42. El Sistema de Gestión Documental Institucional es la herramienta tecnológica mediante la 

cual se realiza la administración, registro y control de los documentos y expedientes en cualquier soporte 

documental producido y recibido por los órganos y áreas a lo largo del ciclo vital del documento. 

Artículo 43. Los órganos y áreas deberán utilizar el Sistema de Gestión Documental Institucional para el 

registro, control, producción, organización, acceso, consulta, valoración, disposición documental, preservación 

y conservación de los documentos de archivos administrativos físicos y electrónicos. 

Artículo 44. El CDAACL será el área responsable de la administración del Sistema de Gestión 

Documental Institucional y único enlace con la DGTI para realizar los ajustes pertinentes. 

CAPÍTULO DÉCIMO 

DIGITALIZACIÓN 

Artículo 45. El CDAACL elaborará el plan de digitalización, el cual estará considerado en el PADA. Dicho 

plan establecerá las bases para la conservación de los documentos y expedientes generados o recibidos, 

cuyo contenido y estructura permitan identificarlos como documentos de archivo electrónicos, que aseguren la 

identidad e integridad de la información y faciliten su acceso y consulta. 
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Artículo 46. Los órganos y áreas llevarán a cabo el proceso de digitalización de conformidad con el plan 

que refiere el artículo que antecede. Para asegurar la autenticidad, integridad y disponibilidad de los 

documentos digitalizados, se utilizará la FIREL. 

Artículo 47. Los órganos y áreas deberán asegurar que los expedientes que generen, susceptibles de 

digitalización, sean valorados y organizados conforme al CADIDO. 

Artículo 48. La valoración y disposición documental, obedecerá a su utilidad, en apego a los procesos 

correspondientes y los plazos establecidos en el CADIDO, por lo que no se podrán eliminar los documentos 

en soporte físico que se hayan digitalizado. 

Los documentos de archivo electrónicos que pertenezcan a series documentales con valores históricos se 

deberán conservar en sus soportes originales, así como una copia digital. 

Artículo 49. Serán considerados documentos originales, aquellos digitalizados, cuyo soporte físico se 

encuentre siniestrado, entendiéndose por tal, la documentación que ha sufrido un daño, destrucción, robo o 

pérdida por causa de eventos fortuitos o intencionales. 

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

PRESERVACIÓN DIGITAL 

Artículo 50. La preservación digital se regulará en la normativa que, en el ámbito de su competencia, 

emitan conjuntamente el CDAACL y la DGTI, a fin de asegurar que los documentos de archivo electrónicos 

permanezcan accesibles, legibles y utilizables a través del tiempo y de los avances tecnológicos. 

Artículo 51. El CDAACL establecerá en el PADA un plan de preservación digital, que integre estrategias y 

acciones que garanticen el uso y conservación de archivos electrónicos a largo plazo. 

Artículo 52. La DGTI en coordinación con el CDAACL, propondrá a los órganos y áreas las medidas 

tecnológicas adecuadas para garantizar el almacenamiento y preservación digital de los archivos. 

CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO 

DE LA VIGILANCIA 

Artículo 53. La persona servidora pública responsable de la organización, conservación, administración y 

preservación de los archivos bajo resguardo de la Suprema Corte, deberá en todo momento observar la 

normativa vigente, a fin de evitar el maltrato, destrucción, pérdida y sustracción de los documentos bajo su 

custodia, así como proporcionar el acceso a los mismos, salvo aquella que tenga algún impedimento o 

restricción por razones legales o de conservación. 

Artículo 54. La Contraloría vigilará el estricto cumplimiento del presente Acuerdo General de 

Administración en el ámbito de sus atribuciones, e integrará auditorías archivísticas en sus programas anuales 

de trabajo. 

Artículo 55. El CDAACL en el ámbito de sus atribuciones vigilará el cumplimiento de las disposiciones en 

materia de gestión documental y administración de archivos. 

Artículo 56. La persona servidora pública que elabore un acta de entrega-recepción al separarse de su 

empleo, cargo o comisión, deberá entregar los inventarios de los archivos que se encuentren bajo su custodia 

y, en su caso, la GAD actualizada, señalando los documentos con posible valor histórico, de conformidad con 

el CADIDO. 

En caso de que algún órgano o área se fusione, extinga o sean transferidas sus funciones, las personas 

servidoras públicas responsables de la readscripción o reestructura orgánica resultante dispondrán lo 

necesario para que los documentos de archivo y los instrumentos de control y consulta archivísticos sean 

trasladados a los archivos que correspondan. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo General de Administración entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. Se abrogan el “Acuerdo General de Administración VIII/2006, del veintisiete de noviembre de 

dos mil seis, del Comité de Archivo, Biblioteca e Informática, por el que se establecen los Lineamientos para la 

transferencia de archivos administrativos de los órganos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a la 

Dirección General del Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes, para su 

resguardo y conservación”; los “Lineamientos generales para la organización de los archivos administrativos, 

definición de los esquemas y métodos para su catalogación y establecimiento de los formatos para elaborar 

los instrumentos de control y consulta”, y los “Lineamientos de la Comisión para la Transparencia, Acceso a la 

Información Pública Gubernamental y Protección de Datos Personales, relativos a la destrucción de copias 

simples de documentos bajo resguardo de los órganos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”. 
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TERCERO. Se deroga el Título Noveno relativo a la organización, catalogación, clasificación y 

conservación de los archivos del “Acuerdo General de la Comisión para la Transparencia, Acceso a la 

Información Pública Gubernamental y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, del nueve de julio de dos mil ocho, relativo a los órganos y procedimientos para tutelar en el ámbito de 

este tribunal los derechos de acceso a la información, a la privacidad y a la protección de datos personales 

garantizados en el artículo 6o. constitucional”. 

CUARTO. El Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes, en coordinación con 

los órganos y áreas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, elaborará dentro de los noventa días 

naturales siguientes a la entrada en vigor de este Acuerdo General de Administración, un plan de trabajo para 

la regularización de aquellos expedientes que se encuentren en el archivo de concentración y que no han sido 

organizados y valorados. 

Conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, los plazos de conservación, así como parámetros de 

utilidad y consulta, los órganos y áreas tramitarán, si así corresponde, la baja de la documentación anterior al 

primero de agosto de 2010, para lo cual elaborarán un inventario con los elementos suficientes que permitan 

conocer su contenido y determinar su disposición documental. 

QUINTO. El Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes dentro de los noventa 

días naturales siguientes a la entrada en vigor de este Acuerdo General de Administración deberá, en el 

ámbito de su competencia, emitir la normativa secundaria, entre la que se encuentra la guía práctica para la 

conformación de expedientes administrativos y la guía para el tratamiento de documentación siniestrada, así 

como elaborar los formatos necesarios para la implementación del presente Acuerdo General de 

Administración. Hasta que dicha normativa y formatos sean emitidos, se seguirán aplicando los que no se 

opongan al presente Acuerdo General de Administración. 

SEXTO. El Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes, en coordinación con la 

Dirección General Tecnologías de la Información, implementará el Sistema de Gestión Documental 

Institucional dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigor del presente Acuerdo General de 

Administración. 

SÉPTIMO. El Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes entregará a la 

Dirección General de Tecnologías de la Información, a más tardar en sesenta días naturales posteriores a la 

entrada en vigor del presente Acuerdo General de Administración, un inventario de las herramientas 

tecnológicas que operen los órganos o áreas. Una vez hecho lo anterior, la Dirección General de Tecnologías 

de la Información llevará a cabo un análisis de dichas herramientas, para determinar si la información 

contenida en las mismas es viable que sea migrada al Sistema de Gestión Documental Institucional. 

OCTAVO. Publíquese este Acuerdo General de Administración en el Diario Oficial de la Federación, en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, así como en medios electrónicos de consulta pública de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en términos de lo dispuesto en el artículo 70, fracción I, de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 71, fracción VI, de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Así lo acordó y firma el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Presidente de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, el cinco de octubre dos mil veintiuno, ante el Director General de Asuntos Jurídicos que da fe. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Director General de 

Asuntos Jurídicos, Luis Fernando Corona Horta.- Firmado electrónicamente. 

EN LA CIUDAD DE MÉXICO A SEIS DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, EL MAESTRO LUIS FERNANDO 

CORONA HORTA, DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 

NACIÓN, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 9, FRACCIÓN X, Y 35, FRACCIÓN XX, DEL REGLAMENTO 

ORGÁNICO EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, EN 

RELACIÓN CON EL NUMERAL SEGUNDO, FRACCIÓN I, DEL ACUERDO GENERAL DE ADMINISTRACIÓN  I/2019, DEL 

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, DEL VEINTIOCHO DE ENERO DE DOS MIL 

DIECINUEVE, POR EL QUE SE MODIFICA ORGÁNICA Y FUNCIONALMENTE SU ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA.- 

CERTIFICA: Que la presente copia constante de cincuenta y ocho fojas útiles concuerda fiel y exactamente con 

el ACUERDO GENERAL DE ADMINISTRACIÓN NÚMERO XI/2021, DEL PRESIDENTE DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, DE CINCO DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, MEDIANTE EL CUAL SE 

REGULA LA ORGANIZACIÓN, CONSERVACIÓN, ADMINISTRACIÓN Y PRESERVACIÓN DE LOS ARCHIVOS 

ADMINISTRATIVOS DE ESTE ALTO TRIBUNAL, formalizado mediante Firma Electrónica Certificada del Poder 

Judicial de la Federación, mismo que obra en los archivos de la Dirección General a mi cargo.- Rúbrica. 
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SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 

Inconstitucionalidad 131/2020 y su acumulada 186/2020, así como los Votos Concurrentes de los señores Ministros 

Jorge Mario Pardo Rebolledo y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 131/2020 

Y SU ACUMULADA 186/2020 

PROMOVENTES: DIVERSOS INTEGRANTES DE 

LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL 

CONGRESO DE PUEBLA Y LA COMISIÓN 

NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

VISTO BUENO 

SR. MINISTRO 

MINISTRO PONENTE: JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO 

SECRETARIO: GUILLERMO PABLO LÓPEZ ANDRADE 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

correspondiente al día veinticinco de mayo de dos mil veintiuno. 

VISTOS; para resolver la acción de inconstitucionalidad 131/2020 y su acumulada 186/2020; y, 

RESULTANDO: 

1. PRIMERO. PRESENTACIÓN DE LAS ACCIONES. Mediante escritos presentados el veintiséis de junio1 y tres 

de agosto2, ambos de dos mil veinte, un total de trece3 integrantes de la Sexagésima Legislatura del Congreso 

de Puebla y la Presidenta4 de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, respectivamente, promovieron 

acción de inconstitucionalidad en contra de las autoridades y actos siguientes: 

2. 1.1. Poderes demandados: 

Órgano Legislativo que emitió las normas generales impugnadas: 

• Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla. 

 

Órgano Ejecutivo que promulgó las normas generales impugnadas: 

• Gobernador Constitucional del Estado de Puebla. 

 

3. 1.2. Normas generales impugnadas: 

Ordenamiento Artículos 

• Ley de Educación del Estado de Puebla, 

publicada el dieciocho de mayo de dos mil 

veinte, en el Periódico Oficial del Estado 

de Puebla. 

Capítulos VI “De la educación indígena” 

(artículos 46 a 48). 

Capítulo VII “De la educación inclusiva” 

(artículos 51 a 56) de la referida Ley5. 

 
1 A través del Sistema Electrónico de este Alto Tribunal.  
2 En la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal. 
3 Héctor Eduardo Alonso Granados, Javier Casique Zarate, Raúl Espinoza Martínez, José Juan Espinosa Torres, Alejandra Guadalupe 

Esquitín Lastiri, María del Rocío García Olmedo, Josefina García Hernández, Uruviel González Vieyra, Nibardo Hernández Sánchez, Gabriel 
Oswaldo Jiménez López, Nancy Jiménez Morales, Carlos Alberto Morales Álvarez y Mónica Rodríguez Della Vecchia.  
4 María del Rosario Piedra Ibarra. 
5 La demanda formulada por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sólo reclamó los Capítulos VI “De la educación indígena” 

(artículos 46 a 48) y VII “De la educación inclusiva” (artículos 51 a 56) de la referida Ley. Por su parte, los diputados accionantes, reclamaron 
también otros preceptos.  
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4. SEGUNDO. ARTÍCULOS CONSTITUCIONALES E INSTRUMENTOS INTERNACIONALES QUE SE ESTIMAN VIOLADOS. 

Los accionantes estimaron vulnerados los siguientes preceptos de orden constitucional y convencional:  

Instrumento Normativo 13 Diputados CNDH 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

• 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 14, 

16, 27, 31 y 133. 

• 1°, 2° y 3°. 

Convenio 169 de la Organización Internacional 

del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes. 

 • 4°, 5°, 6°, 

7° y 8°. 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad. 

 • 1° y 4.3. 

 

5. Por cuanto se refiere a los derechos humanos que se estimaron vulnerados, se señalaron los 

siguientes: 

Derecho Humano 13 Diputados6 CNDH7 

Derecho humano a la educación. ✓ ✓ 

Derecho a la consulta previa, libre, informada, 

de buena fe y culturalmente adecuada de los 

pueblos y comunidades indígenas. 

✓ ✓ 

Derecho a la consulta previa, estrecha y activa 

de las personas con discapacidad. 

✓ ✓ 

 

6. TERCERO. REGISTRO, TURNO Y DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA PROMOVIDA POR DIVERSOS DIPUTADOS DE LA 

SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DE PUEBLA. Mediante acuerdo de treinta de junio de dos mil veinte, el 

Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente con 

el número 131/2020 y determinó turnarlo al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, para instruir el 

procedimiento respectivo. 

7. Previo el desahogo de dos requerimientos, el Ministro instructor, por acuerdo dictado el diecisiete de 

julio de dos mil veinte, determinó desechar de plano la demanda al existir un motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia8. 

8. CUARTO. REGISTRO, TURNO Y ADMISIÓN DE LA DEMANDA PROMOVIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS 

DERECHOS HUMANOS. Mediante acuerdo de siete de agosto de dos mil veinte, el Ministro Presidente de este 

Máximo Tribunal registró el expediente con el número 186/2020 y ordenó el turno, por acumulación a la 

diversa acción de inconstitucionalidad 131/2020, al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo para que instruyera 

el procedimiento respectivo. 

9. Por diverso proveído de once de agosto de dos mil veinte, el Ministro instructor admitió a trámite la 

acción de inconstitucionalidad; dio vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Puebla, 

para que rindieran sus respectivos informes; a la Fiscalía General de la República para que formulara el 

pedimento que le corresponde; y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, con la finalidad de que, si 

consideraba que la materia de la presente acción de inconstitucionalidad trasciende a sus funciones 

constitucionales, manifestara lo que a su representación correspondiera. 

10. QUINTO. CONCEPTOS DE INVALIDEZ. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, esencialmente, 

planteó en su demanda los siguientes argumentos: 

ÚNICO 

LOS ARTÍCULOS IMPUGNADOS TRANSGREDEN EL DERECHO A LA CONSULTA DE LOS 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS Y DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 

 
6 No se incluyó apartado específico en la demanda, pero de su lectura integral se desprende que se estimaron vulnerados similares derechos 

a los expresados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.  
7 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
8 El escrito inicial únicamente se firmó por trece de los cuarenta y un diputados, lo que representa el 31.70% de los integrantes de la 

legislatura, sin reunirse el requisito de legitimación requerido del 33%. 



  DIARIO OFICIAL Miércoles 13 de octubre de 2021 

A. Derecho a la consulta indígena 

1.- Contexto de los pueblos y comunidades indígenas en Puebla 

• Es inconcuso que existe población indígena en el Estado de Puebla, que, aunque no es 
cuantitativamente mayoritaria, ello no es óbice para que el Estado garantice los derechos humanos 
que tienen reconocidos constitucional y convencionalmente. 

2.- Parámetro constitucional y convencional del derecho a la consulta indígena 

• Se desarrolla el contenido y alcance del derecho a la consulta indígena, así como criterios sostenidos 
por este Alto Tribunal. 

3.- Inconstitucionalidad de los capítulos de la ley impugnados por falta de consulta previa 

• La Comisión Nacional accionante, en este subapartado, señala que el Capítulo VI de la Ley de 
Educación del Estado de Puebla necesariamente tiene un impacto significativo en la vida y entorno de 
los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, toda vez que tendrá incidencia principalmente 
en el ejercicio a la educación de esos segmentos de la sociedad. 

• Pese a que Puebla no tiene un gran número de habitantes indígenas en relación con su población 
total, es incuestionable que resultaba necesario e indispensable que el legislador estatal realizara la 
consulta indígena para conocer las inquietudes particulares de los pueblos y comunidades originarias 
y afromexicanas, para, de esta forma, hacerlos partícipes en la creación de las medidas legislativas 
en cuestión y así garantizar el respeto de todos y cada uno de sus derechos. 

• El legislativo local inobservó el sistema normativo nacional e internacional, en virtud de que tenía la 
obligación de llevar a cabo una consulta previa en materia indígena antes de expedir la Ley de 
Educación del Estado de Puebla. 

• Si bien las disposiciones que recoge la Ley de Educación del Estado de Puebla sobre personas 
indígenas y afromexicanas podrían considerarse como positivas, lo cierto es que el proceso que les 
dio origen no se apegó a los parámetros que exige una consulta previa en la materia. 

B. Derecho de las personas con discapacidad a ser consultadas a través de las organizaciones 
que las representan 

1.- Parámetro en materia de consulta a las personas con discapacidad 

• Se cuestiona el Capítulo VIII de la Ley impugnada y se desarrolla el contenido y alcance del derecho 
a la consulta a las personas con discapacidad. 

2.- Falta de consulta a las personas con discapacidad en la ley impugnada 

• Señala que no existió consulta estrecha y participación activa a las personas con discapacidad, a 
través de sus representantes o con las asociaciones que fungen para tal efecto, toda vez que la Ley 
impugnada contiene disposiciones que atañen a ese sector de la población. 

• Estima que, para garantizar el derecho a la consulta de las personas con discapacidad, es necesario 
que el Tribunal Pleno interprete de forma progresiva la Convención sobre Derechos de las Personas 
con Discapacidad y determine los parámetros de procedencia, así como los requisitos que debe 
considerar el legislador ordinario para tener por satisfecho el derecho a la consulta en esta materia. 

 Cuestiones relativas a los efectos: 

• La Comisión accionante solicita que, de ser tildados de inconstitucionales los preceptos combatidos, 
se extiendan los efectos a todas aquellas normas que estén relacionadas. 

11. SEXTO. RENDICIÓN DE INFORMES DE LOS PODERES LEGISLATIVO Y EJECUTIVO LOCAL. Mediante sendos 
escritos recibidos el veintiuno y veinticinco de septiembre de dos mil veinte9, respectivamente, el Poder 
Legislativo de Puebla, a través de la Secretaria General del Congreso de Puebla; y, el Poder Ejecutivo de la 
entidad, por conducto del Director de Procedimientos Constitucionales de la Consejería Jurídica de dicha 
entidad federativa, rindieron sus informes en el sentido de sostener la validez de los decretos impugnados10 y 
remitieron las constancias que les fueron solicitadas11. 

 
9 En la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia a través del Sistema Electrónico de este Alto Tribunal. 
10 El Congreso local defendió la inoperancia del único concepto de invalidez hecho valer por la Comisión accionante, y que no existía 

obligación constitucional para la realización de las consultas referidas. Incluso, cuestionó que el Convenio 169 no había sido publicado en el 
Diario Oficial de la Federación. A la vez, cuestionó la publicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
Por su parte, el Ejecutivo local, señaló que la consulta previa que refiere la Constitución Federal es respecto de un rubro diferente 
(presupuestos de egresos) al que la accionante plantea en la acción de inconstitucionalidad. También sostuvo que la Ley impugnada no 
afectaba a los grupos vulnerables señalados, y que, al contrario, los capítulos impugnados cuidan sus intereses. Por otro lado, solicitó el 
sobreseimiento de la acción, ante la ausencia de argumentos de invalidez.  
11 Entre ellas, las relativas al procedimiento legislativo.  
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12. Dichos informes se tuvieron por rendidos, respectivamente, mediante acuerdos dictados por el 

Ministro instructor los días veintidós de septiembre y nueve de octubre de dos mil veinte, quedando los autos 

a la vista de las partes para efectos de que pudieran formular sus alegatos. 

13. SÉPTIMO. ALEGATOS Y CIERRE DE INSTRUCCIÓN. Los poderes locales demandados y la accionante 

hicieron valer sus respectivos alegatos, los cuales se agregaron a los autos, conforme a lo determinado en 

acuerdos dictados el veinte de octubre12 y el doce de noviembre13 de dos mil veinte. En este último proveído, 

el Ministro instructor determinó el cierre de la instrucción. 

CONSIDERANDO: 

14. PRIMERO. COMPETENCIA. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es 

competente para resolver la acción de inconstitucionalidad 186/2020, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 105, fracción II, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, planteó la posible contradicción entre diversos artículos de la Ley de Educación del Estado de 

Puebla14, y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

15. Por cuanto se refiere a la acción de inconstitucionalidad 131/2020, presentada por trece diputados del 

Congreso Local, no es necesario que este Tribunal Pleno emita pronunciamiento alguno; dado que, sobre la 

misma, se emitió acuerdo de desechamiento15 y el mismo ha quedado firme al no haber sido objeto de recurso 

alguno. 

16. SEGUNDO. OPORTUNIDAD. El artículo 60, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 

II del Artículo 105 de la Constitución Federal16 dispone que, por regla general, el plazo para promover la 

acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales, contados a partir del día siguiente a la fecha en 

que la norma general sea publicada en el correspondiente medio oficial. 

17. No obstante, en atención a la circunstancia extraordinaria ocasionada con motivo de la pandemia 

provocada por el virus SARS-CoV2, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación aprobó 

los Acuerdos Generales 3/2020, 6/2020, 7/2020, 10/2020, 12/2020 y 13/2020, a través de los cuales se 

declaró inhábil para dicho órgano jurisdiccional el periodo comprendido entre el dieciocho de marzo al quince 

de julio de dos mil veinte, cancelándose el periodo de receso y prorrogándose la suspensión de plazos del 

dieciséis de julio al dos de agosto de dos mil veinte. 

18. Particularmente, en los artículos primero, segundo, numerales 2 y 3, y tercero, de los Acuerdos 

Generales 10/2020 y 12/2020, en los que se prorrogó la suspensión de plazos del primero de junio al treinta 

de junio y del primero de julio al quince de julio, se permitió la promoción electrónica de los escritos iniciales 

en los asuntos competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenando proseguir 

electrónicamente el trámite de las acciones de inconstitucionalidad en las que se hubieran impugnado normas 

electorales, permitiendo habilitar días y horas sólo para acordar los escritos iniciales de las acciones de 

inconstitucionalidad que hubieren sido promovidas. 

19. Las referidas decisiones plenarias se complementaron con el diverso Acuerdo General 8/2020, 

mediante el cual se establecieron las reglas para la integración de los expedientes impreso y electrónico en 

controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad; en concreto, se reguló el uso de la firma 

electrónica u otros medios para la promoción y consulta de los expedientes de acciones de 

inconstitucionalidad. 

20. Bajo este contexto, se advierte que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos impugna 

diversas disposiciones de la Ley de Educación del Estado de Puebla, publicada en el Periódico Oficial de 

dicha entidad federativa el lunes dieciocho de mayo de dos mil veinte, fecha en la que se encontraban 

suspendidas las labores de este Alto Tribunal. Por consiguiente, el plazo de treinta días naturales para 

promover la acción de inconstitucionalidad transcurrió a partir del tres de agosto hasta el uno de septiembre 

de dos mil veinte. 

 
12 El Congreso local presentó alegatos en escrito recibido el diecinueve de octubre de dos mil veinte.  
13 El Ejecutivo local, formuló alegatos en escrito recibido el veintiuno de octubre de dos mil veinte, en tanto que los alegatos formulados por la 

accionante se presentaron el día veintidós siguiente.  
14 Expedida mediante Decreto sin número publicado en el Diario Oficial del Estado de Puebla el dieciocho de mayo de dos mil veinte. 
15  Por falta de legitimación.  
16 Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 

fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son 
hábiles. 
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21. En ese sentido, toda vez que la demanda se presentó el día en que inició el plazo respectivo, se 

concluye que la acción de inconstitucionalidad fue promovida oportunamente. 

22. TERCERO. LEGITIMACIÓN. De acuerdo con el artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos es un organismo 

legitimado para impugnar leyes expedidas por las legislaturas estatales que estime violatorias de derechos 

humanos. 

23. Además, conforme a lo previsto en el primer párrafo del artículo 11 de la Ley Reglamentaria de la 

materia, los promoventes deben comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que legalmente estén 

facultados para ello. 

24. Por su parte, el artículo 15, fracción XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos17 confiere al Presidente de dicho órgano, la facultad de presentar acciones de inconstitucionalidad. 

25. En el presente asunto, la demanda fue presentada por María del Rosario Piedra Ibarra, en su 

carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos, personalidad que acredita mediante el 

acuerdo de designación expedido el doce de noviembre de dos mil diecinueve por el Senado de la República, 

suscrito por la Presidenta y el Secretario de la Mesa Directiva de la Sexagésima Cuarta Legislatura de dicho 

órgano legislativo. 

26. Aunado a que impugna diversos preceptos de la Ley de Educación del Estado de Puebla, expedida 

por el Poder Legislativo de esa entidad federativa, que establecen aspectos relacionados con la educación 

indígena e inclusiva, por estimarlos violatorios del derecho a la consulta de los pueblos y comunidades 

indígenas; así como de las personas con discapacidad. 

27. Bajo tales consideraciones, es evidente que se actualiza la hipótesis de legitimación prevista en el 

artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el 

presente asunto fue promovido por un ente legitimado, a través de su debido representante y se plantea que 

las disposiciones impugnadas vulneran derechos humanos. 

28. CUARTO. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA. Las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de 

inconstitucionalidad son de estudio preferente, por lo que se deben analizar las que sean formuladas por las 

partes, así como aquellas que este Alto Tribunal advierta de oficio. 

29. En el caso, únicamente el Poder Ejecutivo del Estado de Puebla hizo valer en su informe una causal 

de improcedencia, sosteniendo que la Comisión accionante no desarrolló argumentos de impugnación para 

sostener la invalidez de las normas que reclama. 

30. Sin embargo, dicha causal se estima INFUNDADA, ya que, amén de que, en materia de acciones de 

inconstitucionalidad, la suplencia de los conceptos de invalidez opera aún ante la ausencia de los mismos18, 

basta dar lectura a la demanda para confirmar que la Comisión accionante sí desarrolla suficiente 

argumentación para sustentar por qué la falta de consulta a los pueblos y comunidades indígenas, así como a 

las personas con discapacidad, resulta violatoria de derechos humanos; y, precisamente, del derecho 

fundamental de dichos grupos a ser consultados sobre cualquier ley que pueda afectarles de manera directa.  

31. Al no existir alguna otra causa de improcedencia propuesta por las partes19 o que este órgano judicial 

advierta de oficio, se procede al estudio de los conceptos de invalidez planteados por la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos. 

32. QUINTO. ESTUDIO DE FONDO. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos sostiene –

esencialmente– que debe declararse la invalidez del Capítulo VI denominado “De la Educación Indígena” 

(artículos 46 a 48), así como del diverso Capitulo VIII denominado “De la Educación Inclusiva” (artículos 51 a 

56), previstos en el Título Segundo “Del Sistema Educativo Estatal”, de la Ley de Educación del Estado de 

Puebla, porque vulneran el derecho a la consulta de los pueblos y comunidades indígenas, así como de las 

personas con discapacidad, reconocidos en los artículos 6 del Convenio 169 de la Organización Internacional 

 
17 Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones:  

[…] 
XI.- Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 
[…] 
18 Registro digital: 174565. “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LA SUPLENCIA DE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ OPERA AUN 

ANTE LA AUSENCIA DE LOS MISMOS.” [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIV, Agosto de 2006; Pág. 1157. P./J. 96/2006. 
19 No pasa inadvertido que, en los puntos petitorios del informe rendido por el Congreso local, también se pide el sobreseimiento de la 

acción; sin embargo, de ello no se aporta argumento alguno en el cuerpo del documento, por lo que se trata de una petición meramente 
dogmática.  
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del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales20 y 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad21, respectivamente; en la medida en que las disposiciones normativas que los integran 

impactan significativamente a los pueblos y comunidades indígenas, además de que están estrechamente 

vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad, al regular cuestiones relativas a la educación 

indígena e inclusiva. 

33. Este Tribunal Pleno considera que son FUNDADOS los argumentos sostenidos por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, con base en las consideraciones siguientes. 

34. En relación con el derecho a la consulta, es criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación que el hecho de que las medidas legislativas que incidan directamente en los derechos de los pueblos 
y comunidades indígenas o afromexicanas de una entidad federativa puedan resultar benéficas para esos 
grupos no es justificación para omitir consultarles previamente a la toma de decisiones22. 

35. Al respecto, este Tribunal Pleno ha sostenido en reiteradas ocasiones que, independientemente del 
beneficio material que una medida legislativa o reglamentaria pueda generar en las condiciones de los 
pueblos y comunidades indígenas o afromexicanas, existe una obligación constitucional ineludible de 
consultar previamente a estos grupos cuando tales medidas puedan afectarles de manera directa. 

36. Al resolver la CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 32/201223 se sostuvo que los artículos 2° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6 y 7 del Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo obligan a las autoridades mexicanas a consultar a los pueblos y comunidades 
indígenas y tribales mediante procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena fe a través de 
sus representantes cada vez que se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente. 

37. En dicho precedente, se consideró que el derecho a la consulta de los pueblos y comunidades 
indígenas se desprende de los postulados del artículo 2° constitucional, relativos a la autodeterminación, a la 
preservación de su cultura e identidad, al acceso a la justicia, así como a la igualdad y a la no discriminación, 
por lo que, a pesar de que la consulta indígena no estuviera prevista expresamente como parte del 
procedimiento legislativo, en términos del artículo 1° de la Constitución Federal, así como, los artículos 624 y 
725 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo formaban parte del parámetro de 
regularidad constitucional, imponiendo por sí mismos toda una serie de obligaciones a las autoridades 
mexicanas, antes de tomar decisiones que pudieran afectar de manera directa a los grupos que protege el 
Convenio. 

 
20 A diferencia de lo sostenido por el Congreso local, este Convenio sí fue debidamente publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 

de enero de 1991, a partir del “DECRETO promulgatorio del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes”. 
Previo a ello, la aprobación del Convenio se publicó en el propio Diario Oficial de la Federación el 3 de agosto de 1990.  
21 A diferencia de lo sostenido por el Congreso local, este Convenio sí fue debidamente publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de 

mayo de 2008, a partir del “DECRETO Promulgatorio de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y 
Protocolo Facultativo, adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas el trece de diciembre de dos mil seis.”. Previo a ello, la 
aprobación del Convenio se publicó en el propio Diario Oficial de la Federación el 24 de octubre de 2007, a partir del “DECRETO por el que 
se aprueban la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo aprobados por la Asamblea 
General de la Organización de las Naciones Unidas el trece de diciembre de dos mil seis, así como la Declaración Interpretativa a Favor de 
las Personas con Discapacidad.”  
22 Cuestión que permite desestimar lo señalado por el Ejecutivo local, en el sentido de que las normas impugnadas no causan perjuicio, sino 

beneficio a la población en cuestión.  
23 Fallada en sesión de veintinueve de mayo de dos mil catorce, por mayoría de diez votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena con 

salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Cossío Díaz en contra de las consideraciones, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea 
con salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Pardo Rebolledo con salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Aguilar 
Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas con salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Pérez Dayán 
con salvedades en cuanto a la aplicación de la jurisprudencia ante la existencia de un municipio indígena, y Presidente Silva Meza con 
salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, respecto del considerando séptimo, relativo al estudio de fondo. El Ministro Franco 
González Salas votó en contra. Tema analizado: Proceso legislativo de reforma a la Constitución del Estado de Michoacán de Ocampo, al no 
haber sido consultado el Municipio de Cherán y el Consejo Mayor de Gobierno Comunal de dicho municipio. 
24 “Artículo 6.  

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada 
vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; […] 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las 
circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.” 
25 Artículo 7 

1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en la que atañe al proceso de desarrollo, en la medida 
en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de 
controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la 
formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. 
2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y 
cooperación, deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de 
desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento. 
3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de 
evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre 
esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades 
mencionadas. 
4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los 
territorios que habitan. 
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38. Por consiguiente, se concluyó que en los supuestos de una posible afectación directa a las 

comunidades indígenas que habitan en su territorio, las legislaturas locales se encuentran obligadas a prever 

una fase adicional en el procedimiento de creación de las leyes para consultar a los representantes de ese 

sector de la población. 

39. Además, a la par del desarrollo de criterios específicos para evaluar la validez de las consultas a las 

comunidades indígenas y afromexicanas, se ha ido precisando, caso por caso, qué debe entenderse por 

“medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente”, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 6 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. 

40. Por su parte, en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 83/2015 Y SUS ACUMULADAS 86/2015, 91/2015 Y 

98/201526, se concluyó que cuando el objeto de regulación de una legislación eran precisamente los derechos 

de personas que se rigen por sistemas normativos indígenas era evidente que se trataba de leyes 

susceptibles de afectar directamente a los pueblos y comunidades indígenas. 

41. Posteriormente, en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 31/201427 se consideró que las disposiciones 

impugnadas implicaban medidas legislativas que incidían en los mecanismos u organismos a través de los 

cuales las comunidades indígenas podían ejercer sus derechos de participación en las políticas públicas que 

afectaban a sus intereses. 

42. Asimismo, en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 84/201628 se consideró que existía posibilidad de 

afectación directa en el sentido del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, en virtud de 

que las leyes analizadas regulaban instituciones destinadas a atender las necesidades de educación superior 

de los pueblos y comunidades indígenas. 

43. De lo anterior se advierte que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha concluido que las 

comunidades indígenas y afromexicanas deben ser consultadas conforme a los estándares del Convenio 

referido, siempre que la norma general sea susceptible de afectar a estos grupos de manera especial y 

diferenciada frente al resto de la población29. 

44. Asimismo, el Tribunal Pleno ha reconocido que la afectación directa a los pueblos y comunidades 

indígenas y tribales a los que alude el artículo 6 del Convenio de la Organización Internacional del Trabajo, y 

cuya mera posibilidad da lugar a la obligación de consultarles una medida legislativa, no se refiere 

exclusivamente a la generación de algún perjuicio. 

45. En la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 151/201730 se declaró la invalidez de diversas normas cuyo 

propósito manifiesto era promover el rescate y la conservación de la cultura de un grupo indígena en una 

entidad federativa. 

 
26 Resueltas en sesión de 19 de octubre de 2015, por unanimidad de diez votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco 

González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y 
Presidente Aguilar Morales, respecto del estudio de fondo del proyecto. La señora Ministra Luna Ramos anunció voto concurrente. Los 
señores Ministros Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea y Medina Mora I. reservaron su derecho de formular sendos votos 
concurrentes. Tema: Decreto número 1295, por el que se crea la Ley de Sistemas Electorales Indígenas para el Estado de Oaxaca y otras 
disposiciones de esa entidad federativa.  
27 Resuelta el ocho de marzo de dos mil dieciséis, por mayoría de ocho votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco 

González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales. Los Ministros Medina 
Mora I. y Laynez Potisek votaron en contra. Los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz y Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos 
votos concurrentes. El Ministro Pardo Rebolledo reservó su derecho de formular voto concurrente. Tema: Ley para el Instituto de Desarrollo 
Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí. 
28 Fallada en sesión de 28 de junio de 2018, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, 

Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea por razones distintas y adicionales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales. Los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Piña Hernández anunciaron sendos votos 
concurrentes. Los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Cossío Díaz reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. Tema: 
Decreto número 624, por el que se expide la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Intercultural de Sinaloa.  
29 Todo lo anterior, sirve para desestimar el argumento del Poder Ejecutivo local, en el sentido de que sólo es obligatoria la consulta en 

ciertos temas, como los presupuestales. 
30 Fallada en sesión de veintiocho de junio de dos mil dieciocho, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío 

Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, Pardo Rebolledo separándose de algunas 
consideraciones, Piña Hernández, Medina Mora I. en contra de algunas consideraciones, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar 
Morales. Los Ministros Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández y Medina Mora I. anunciaron sendos 
votos concurrentes. Tema: Decreto 534/2017 por el que se modifica la Ley para la Protección de los Derechos de la Comunidad Maya del 
Estado de Yucatán y la Ley del Sistema de Justicia Maya del Estado de Yucatán. 
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46. Asimismo, tanto en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 108/2019 Y SU ACUMULADA 118/201931 como 

en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 116/2019 Y SU ACUMULADA 117/201932 se declaró la invalidez de 

disposiciones normativas porque no se consultaron de manera adecuada, a pesar de que tales normas 

abiertamente pretendían garantizar el derecho de los pueblos y comunidades indígenas de una entidad 

federativa a elegir dirigentes conforme a sus prácticas tradicionales. 

47. Por su parte, en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 81/201833 se invalidaron también por consulta 

deficiente diversas disposiciones cuyo objetivo explícito era elevar la calidad de vida de los pueblos indígenas 

y las comunidades afromexicanas del Estado de Guerrero. 

48. En dicho precedente, el Tribunal Pleno estimó que los procedimientos de consulta debían preservar 

las especificidades culturales y atender a las particularidades de cada caso según el objeto de la consulta, 

que, si bien debían ser flexibles, lo cierto era que debían prever necesariamente algunas fases que, 

concatenadas, implicaran la observancia del derecho a la consulta y la materialización de los principios 

mínimos de ser previa, libre, informada, de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo y culturalmente 

adecuada, asimismo, se refirió que los procesos de consulta de medidas legislativas susceptibles de afectar a 

pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas debían observar, como mínimo, las características  y fases 

siguientes: 

49. 1. FASE PRECONSULTIVA que permita la identificación de la medida legislativa que debe ser objeto de 

consulta, la identificación de los pueblos y comunidades indígenas a ser consultados, así como la 

determinación de la forma de llevar a cabo el proceso, la forma de intervención y la formalización de acuerdos, 

lo cual se deberá definir de común acuerdo entre autoridades gubernamentales y representantes de las 

comunidades indígenas. 

50. 2. FASE INFORMATIVA de entrega de información y difusión del proceso de consulta, con la finalidad de 

contar con información completa, previa y significativa sobre las medidas legislativas. Ello puede incluir, por 

ejemplo, la entrega por parte de las autoridades de un análisis y evaluación apropiada de las repercusiones de 

las medidas legislativas. 

51. 3. FASE DE DELIBERACIÓN INTERNA. En esta etapa –que resulta fundamental– los pueblos y 

comunidades indígenas, a través del diálogo y acuerdos, evalúan internamente la medida que les afectaría 

directamente. 

52. 4. FASE DE DIÁLOGO entre los representantes del Estado y representantes de los pueblos indígenas 

con la finalidad de generar acuerdos. 

53. 5. FASE DE DECISIÓN, comunicación de resultados y entrega de dictamen. 

 
31 Falladas en sesión de cinco de diciembre de dos mil diecinueve, por mayoría de nueve votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 

González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas separándose de algunas consideraciones, Aguilar Morales 
separándose de algunas consideraciones, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Pérez Dayán separándose de las consideraciones que 
reconocen la categoría del municipio indígena y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, El Ministro Laynez Potisek votó en contra y anunció voto 
particular. Los Ministros González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales y Piña Hernández anunciaron sendos votos 
concurrentes. Tema: Decreto Num. 203 que reforma, deroga y adiciona diversos artículos del Código Electoral del Estado de Hidalgo. 
32 Falladas en sesión de doce de marzo de dos mil veinte, por mayoría de nueve votos. En dicho asunto se declaró la invalidez del Decreto 

número 204 que reforma el artículo 5º de la Constitución Política del Estado de Hidalgo, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad 
federativa, el diecinueve de septiembre de dos mil diecinueve, en la medida en que las modificaciones propuestas son susceptibles de afectar 
directamente a los pueblos y comunidades indígenas de la entidad y, en consecuencia, se consideró que debió cumplirse con la obligación de 
consultar en forma previa a la emisión del decreto. Se aprobó por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo separándose de algunas 
consideraciones, Piña Hernández, Ríos Farjat, y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
33 Fallada el veinte de abril de dos mil veinte, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 

Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio, Aguilar Morales por algunas razones diversas, Pardo Rebolledo 
separándose de algunas consideraciones, Piña Hernández apartándose de los párrafos del setenta y uno al setenta y siete, Ríos Farjat, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán en contra de las consideraciones y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del 
apartado VII, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del Decreto Número 778, por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Ley Número 701 de Reconocimiento, Derechos y Cultura de los Pueblos y Comunidades Indígenas del 
Estado de Guerrero, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho. El Ministro 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. Los Ministros Franco González Salas y Aguilar Morales reservaron su derecho 
de formular sendos votos concurrentes. 
Por mayoría de nueve votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas 
con reserva de criterio, Pardo Rebolledo separándose de algunas consideraciones, Piña Hernández apartándose de los párrafos del setenta y 
uno al setenta y siete, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del apartado VII, 
relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez de la Ley Número 777 del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 
Guerrero, expedida en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho. Los Ministros Aguilar 
Morales y Pérez Dayán votaron en contra. El Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. El Ministro Franco 
González Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 
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54. En estos casos, el Tribunal Pleno ha explicado que, para el efecto de determinar la invalidez de una 

norma general por vulnerar el derecho a la consulta de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, 

no es relevante si la medida es benéfica para ellos a juicio del legislador34, en tanto que la consulta representa 

una garantía del derecho a la autodeterminación de estos pueblos y comunidades, por lo que la afectación 

directa no podía tener una connotación exclusivamente negativa, sino que más bien se trataba de una 

acepción más amplia que abarca la generación de cualquier efecto diferenciado en la particular situación de 

los pueblos y comunidades indígenas o afromexicanas a raíz de una decisión gubernamental, pues estimar 

que la afectación directa fuese sólo aquella que perjudicara a esos grupos bajo los estándares del legislador 

implicaría realizar un pronunciamiento a priori sobre la medida que no es compatible con el propósito del 

Convenio Internacional del Trabajo. 

55. Lo anterior se reiteró en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 136/202035, en la que el Pleno de este 

Tribunal declaró la invalidez del Decreto número 460, por el que se adicionaron los artículos 13 bis y 272 bis, 

a la Ley número 483 de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Guerrero, publicado en el 

Periódico Oficial de dicha entidad federativa el dos de junio de dos mil veinte. 

56. En ese sentido, con base en los precedentes resueltos por este Alto Tribunal, se concluye que la 

consulta indígena se atrinchera como un contenido constitucional que se erige como parámetro de control 

constitucional en dos vertientes, como derecho sustantivo, cuya violación puede ser reclamada respecto de un 

contenido normativo, o bien, como requisito constitucional del procedimiento legislativo, en cuyo caso puede 

analizarse en acción de inconstitucionalidad, como una violación al procedimiento legislativo. 

57. Por su parte, en relación con el derecho a la CONSULTA EN MATERIA DE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD, previsto en el artículo 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad36, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que también forma parte de las 

formalidades esenciales del procedimiento. 

58. Al resolver la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 33/201537, el Pleno determinó que la consulta previa 

en materia de derechos de personas con discapacidad es una formalidad esencial del procedimiento 

legislativo cuya exigencia se actualiza cuando las acciones estatales objeto de la propuesta incidan en los 

intereses y/o derechos de esos grupos. 

59. En dicho asunto, se sostuvo que la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad involucra la sociedad civil y, más concretamente, a las organizaciones representativas de las 

personas con discapacidad en las acciones estatales que incidan en esos grupos, ya que éstas tienen un 

impacto directo en la realidad al reunir información concreta sobre presuntas violaciones de los derechos 

humanos de personas con discapacidad, y colaboran para que la discapacidad sea vista como un tema 

fundamental de derechos humanos. 

 
34 Criterio sostenido en las acciones de inconstitucionalidad 151/2017, 116/2019 y su acumulada, y 81/2018.  
35 Fallada el ocho de agosto de dos mil veinte. 
36 “Artículo 4. Obligaciones generales 

1. Los Estados partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados partes se 
comprometen a: 
[…] 
3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presente convención, y en otros procesos de adopción de 
decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados partes celebrarán consultas estrechas y 
colaborarán activamente con las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan. 
37 Fallada en sesión de 18 de febrero de 2016, por mayoría de ocho votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz por la invalidez 

de la totalidad de la ley, Franco González Salas obligado por la mayoría, Zaldívar Lelo de Larrea obligado por la mayoría, Pardo Rebolledo, 
Medina Mora I., Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando sexto, relativo al estudio, en su punto 1: violación a los derechos 
humanos de igualdad y no discriminación, a la libertad de profesión y oficio, así como al trabajo digno y socialmente útil, consistente en 
declarar la invalidez de los artículos 3, fracción III, 10, fracción VI, en la porción normativa “al igual que de los certificados de habilitación de su 
condición”, 16, fracción VI, en la porción normativa "los certificados de habilitación"; y 17, fracción VIII, de la Ley General para la Atención y 
Protección a Personas con la Condición de Espectro Autista. Los Ministros Luna Ramos, Piña Hernández y Presidente Aguilar Morales 
votaron en contra y anunciaron sendos votos particulares. El Ministro Cossío Díaz anunció voto concurrente. Los señores Ministros Franco 
González Salas, Zaldivar Lelo de Larrea y Pardo Rebolledo reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. 
En dicho asunto se declaró la invalidez de los artículos 3, fracción III, 10, fracción VI –únicamente en la porción normativa que señala: “al igual 
que de los certificados de habilitación de su condición”-, 16, fracción VI –sólo en la porción normativa que señala: “los certificados de 
habilitación”-, y 17, fracción VIII, de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición del Espectro Autista, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el treinta de abril de dos mil quince, por ser contrarios a los derechos humano de igualdad, libertad de 
profesión y oficio, así como al trabajo digno y socialmente útil, pues la circunstancia de que se pretenda requerir a las personas con la 
condición de espectro autista, un documento que avale sus aptitudes para poder ingresar al sector laboral y productivo, se traduce en una 
medida que lejos de coadyuvar a su integración a la sociedad en general y al empleo en particular, constituye un obstáculo injustificado para 
poder acceder a una vida productiva en las mismas condiciones y oportunidades que el resto de la población. 
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60. Por su parte, al resolver la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 41/2018 Y SU ACUMULADA 42/201838, el 

Pleno de este Tribunal Constitucional señaló que, como elementos mínimos para cumplir con la obligación 

establecida en el artículo 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, relativa 

a que las personas con discapacidad sean consultadas, su participación debe ser: 

61. • PREVIA, PÚBLICA, ABIERTA Y REGULAR. El órgano legislativo debe establecer reglas, plazos razonables 

y procedimientos en una convocatoria en la que se informe de manera amplia, accesible y por distintos 

medios la manera en que las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan podrán 

participar tanto en el proyecto de iniciativa como en el proceso legislativo, dentro del cual se debe garantizar 

su participación, de manera previa al dictamen y ante el Pleno del órgano deliberativo, durante la discusión, 

por lo cual deben especificarse en las convocatorias los momentos de participación. 

62. • ESTRECHA Y CON PARTICIPACIÓN PREFERENTEMENTE DIRECTA DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Las 

personas con discapacidad no deben ser representadas, sino que, en todo caso, cuenten con la asesoría 

necesaria para participar sin que se sustituya su voluntad, es decir, que puedan hacerlo tanto de forma 

individual como por conducto de las organizaciones de personas con discapacidad, además de que también 

se tome en cuenta a los niños con discapacidad, así como a las organizaciones que representan a las 

personas con discapacidad. 

63. • ACCESIBLE. Las convocatorias deben realizarse con lenguaje comprensible, en formato de lectura 

fácil y lenguaje claro, así como adaptadas para ser entendible de acuerdo con las necesidades por el tipo de 

discapacidad, por distintos medios, incluidos los sitios web de los órganos legislativos, mediante formatos 

digitales accesibles y ajustes razonables cuando se requiera, como, por ejemplo, los macrotipos, la 

interpretación en lengua de señas, el braille y la comunicación táctil. Además de que las instalaciones de los 

órganos parlamentarios también deben ser accesibles a las personas con discapacidad. 

64. Aunado a ello, el órgano legislativo debe garantizar que la iniciativa, los dictámenes correspondientes 

y los debates ante el Pleno del órgano legislativo se realicen con este mismo formato, a efecto de que se 

posibilite que las personas con discapacidad comprendan el contenido de la iniciativa y se tome en cuenta su 

opinión, dando la posibilidad de proponer cambios tanto a ésta como durante el proceso legislativo. 

65. La accesibilidad también debe garantizarse respecto del producto del procedimiento legislativo, es 

decir, el decreto por el que se publique el ordenamiento jurídico en el órgano de difusión estatal. 

• INFORMADA. A las personas con discapacidad o comunidades involucradas se les debe informar de 

manera amplia y precisa sobre la naturaleza y consecuencia de la decisión que se pretenden tomar. 

• SIGNIFICATIVA. Lo cual implica que en los referidos momentos del proceso legislativo se debata o se 

analicen las conclusiones obtenidas de la participación de las personas con discapacidad y los 

organismos que las representan. 

• CON PARTICIPACIÓN EFECTIVA. Que abone a la participación eficaz de las personas con discapacidad, 

las organizaciones y autoridades que los representan, en donde realmente se tome en cuenta su 

opinión y se analice, con el propósito de que no se reduzca su intervención a hacerlos partícipes de 

una mera exposición, sino que enriquezcan con su visión la manera en que el Estado puede hacer 

real la eliminación de barreras sociales para lograr su pleno desarrollo en las mejores condiciones, 

principalmente porque son quienes se enfrentan y pueden hacer notar las barreras sociales con las 

que se encuentran, a efecto de que se puedan diseñar mejores políticas para garantizar el pleno 

ejercicio de sus derechos fundamentales en igualdad de condiciones, no obstante el estado físico, 

psicológico o intelectual que presenten en razón de su discapacidad, así como por su género, 

minoría de edad, y con una cosmovisión amplia de las condiciones y dificultades sociales, como las 

condiciones de pobreza, de vivienda, salud, educación, laborales, etcétera. 

• TRANSPARENTE. Para lograr una participación eficaz, es elemental garantizar la transparencia en la 

información que generen los órganos estatales, la que aporten las personas con discapacidad y las 

organizaciones que las representan, así como del análisis y debate de sus aportaciones. 

66. Además, en el señalado precedente se puntualizó que esta obligación no es oponible únicamente 

ante los órganos formalmente legislativos, sino a todo órgano del Estado Mexicano que intervenga en la 

creación, reforma o derogación de normas generales que incidan directamente en las personas con 

discapacidad. 

 
38 Fallada en sesión celebrada el 21 de abril de 2020, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en 
declarar la invalidez de la Ley para la Atención Integral de las Personas con Síndrome de Down de la Ciudad de México, expedida mediante 
decreto publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el cinco de marzo de dos mil dieciocho. Los Ministros González Alcántara 
Carrancá, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su derecho de formular 
sendos votos concurrentes. 
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67. De manera más reciente, al resolver la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 109/201639, este Tribunal 

Pleno declaró la invalidez de los artículos 367, fracción III, párrafo segundo y 368 Bis del Código Civil del 

Estado de Chihuahua, publicados mediante Decreto 1447/2016 XX P.E., de dieciséis de noviembre de dos mil 

dieciséis, ante la falta de consulta a personas con discapacidad. 

68. En suma, se puede considerar que las consultas previas en materia indígena y de derechos de 

personas con discapacidad son formalidades esenciales del procedimiento legislativo cuando se actualizan los 

estándares precisados. 

69. Ahora, en el presente asunto la Comisión Nacional de los Derechos Humanos impugna diversas 

disposiciones del “DECRETO DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, POR EL QUE EXPIDE LA LEY DE EDUCACIÓN 

DEL ESTADO DE PUEBLA”40. 

70. Especialmente, se cuestionan los capítulos VI “De la Educación Indígena” (artículos 46, 47 y 48) y 

VIII “De la Educación Inclusiva”, (artículos 51, 52, 53, 54, 55 y 56), de contenido siguiente: 

“Título Segundo 

Sistema Educativo Estatal 

[…] 

Capítulo VI 

De la Educación Indígena 

Artículo 46. En el Estado de Puebla, se garantizará el ejercicio de los derechos educativos, 
culturales y lingüísticos a todas las personas, pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas, migrantes y jornaleros agrícolas. Las acciones educativas de las autoridades 

respectivas contribuirán al conocimiento, aprendizaje, reconocimiento, valoración, 

preservación y desarrollo tanto de la tradición oral y escrita indígena, como de las lenguas 

indígenas del Estado de Puebla como medio de comunicación, de enseñanza, objeto y fuente 

de conocimiento. La educación indígena debe atender las necesidades educativas de las 
personas, pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas con pertinencia cultural y 

lingüística; además de basarse en el respeto, promoción y preservación del patrimonio 

histórico y las culturas del Estado de Puebla. 

Artículo 47. Las autoridades educativas del Estado de Puebla, consultarán de buena fe y de 

manera previa, libre e informada, de acuerdo con las disposiciones legales nacionales e 

internacionales en la materia, cada vez que prevea medidas en materia educativa, 

relacionadas con los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, respetando su 
autodeterminación en los términos del artículo 2º de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

Artículo 48. En materia de educación indígena, las autoridades educativas estatal y 

municipales podrán realizar, entre otras acciones, lo siguiente: 

I. Fortalecer las escuelas de educación indígena, los centros educativos integrales y 

albergues escolares indígenas, en especial en lo concerniente a la infraestructura escolar, los 

servicios básicos y la conectividad; 

II. Desarrollar programas educativos que reconozcan la herencia cultural de los pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas, y promover la valoración de distintas formas de 
producir, interpretar y transmitir el conocimiento, las culturas, saberes, lenguajes y 

tecnologías; 

III. Elaborar, editar, mantener actualizados, distribuir y utilizar materiales educativos, entre 

ellos libros de texto gratuitos, en las diversas lenguas del Estado de Puebla; 

IV. Fortalecer las instituciones públicas de formación docente, la adscripción de los docentes 

en las localidades y regiones lingüísticas a las que pertenecen, así como impulsar programas 

de formación, actualización y certificación de maestras y maestros en las lenguas de las 

regiones correspondientes; 

V. Tomar en consideración, en las opiniones que emitan para la elaboración de los planes y 
programas de estudio, los sistemas de conocimientos de los pueblos y comunidades 

indígenas y afromexicanas, para favorecer la recuperación cotidiana de las diferentes 

expresiones y prácticas culturales de cada pueblo en la vida escolar; 

 
39 Fallada en sesión celebrada el veinte de octubre de dos mil veinte, por unanimidad de once votos. 
40 Publicada en el Periódico Oficial del Estado de Puebla el dieciocho de mayo de dos mil veinte.  
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VI. Crear mecanismos y estrategias para incentivar el acceso, permanencia, tránsito, 

formación y desarrollo de las y los educandos con un enfoque intercultural y plurilingüe, y 

VII. Establecer esquemas de coordinación entre las diferentes 4instancias de gobierno para 

asegurar que existan programas de movilidad e intercambio, nacional e internacional, dando 

especial apoyo a estudiantes de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, en un 

marco de inclusión y enriquecimiento de las diferentes culturas. 

[…] 

Capítulo VIII 

De la Educación Inclusiva 

Artículo 51. La educación inclusiva se refiere al conjunto de acciones orientadas a identificar, 

prevenir y reducir las barreras que limitan el acceso, permanencia, participación y aprendizaje 

de todas y todos los educandos, al eliminar prácticas de discriminación, exclusión y 

segregación. La educación inclusiva se basa en la valoración de la diversidad, adaptando el 

sistema para responder con equidad a las características, necesidades, intereses, 

capacidades, habilidades y estilos de aprendizaje de todos y cada uno de las y los 

educandos. 

Artículo 52. Las instituciones de educación especial, deberán ser atendidas por personal 

profesional especializado y multidisciplinario, para cumplir eficazmente con los propósitos de 

esta educación. 

Artículo 53. La educación inclusiva tiene como finalidad favorecer el aprendizaje de todas y 

todos los educandos en los tipos y niveles educativos, con énfasis en los que están excluidos, 

marginados o en riesgo de estarlo. Para tal efecto, las acciones de la Secretaría en la materia 

buscarán: 

I. Favorecer el máximo logro de aprendizaje de las y los educandos con respeto a su 

dignidad, derechos humanos y libertades fundamentales, reforzando su autoestima y aprecio 

por la diversidad humana; 

II. Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las y los educandos; 

III. Favorecer la plena participación de las y los educandos, su educación y garantizar la 

continuidad de sus estudios en la educación obligatoria; 

IV. Instrumentar acciones para que ninguna persona quede excluida del Sistema Educativo 

Estatal por motivos de origen étnico o nacional, creencias religiosas, convicciones éticas o de 

conciencia, sexo, orientación sexual o de género, así como por sus características, 

necesidades, intereses, capacidades, habilidades y estilos de aprendizaje, entre otras; 

V. Realizar los ajustes razonables en función de las necesidades de las personas y otorgar los 

apoyos necesarios para facilitar su formación, y 

VI. Proporcionar a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender y desarrollar 

habilidades para la vida diaria que favorezcan su convivencia cotidiana e inclusión laboral, a 

fin de propiciar su participación plena y en condiciones equitativas en la educación y en la 

sociedad. 

Artículo 54. En la aplicación de esta Ley, se garantizará el derecho a la educación a las y los 

educandos con necesidades específicas de aprendizaje o que enfrenten barreras para el 

aprendizaje y la participación. La Secretaría, en el ámbito de su competencia y de 

conformidad a los criterios orientadores para la prestación de los servicios de educación 

especial que emita la autoridad educativa federal, para atender a las y los educandos con 

capacidades, circunstancias, necesidades, estilos y ritmo de aprendizaje diversos, realizará lo 

siguiente: 

I. Prestar educación especial en condiciones necesarias, previa decisión y valoración por 

parte de las y los educandos, madres y padres de familia, tutoras o tutores, personal docente 

y, en su caso, derivados por una condición de salud, para garantizar el derecho a la 

educación de las y los educandos que enfrentan barreras para el aprendizaje y la 

participación; 

II. Ofrecer formatos accesibles para prestar educación especial, procurando en la medida de 

lo posible su incorporación a todos los servicios educativos, sin que esto cancele su 

posibilidad de acceder al servicio escolarizado; 
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III. Prestar educación especial para apoyar a las y los educandos con alguna discapacidad o 

aptitudes sobresalientes en los niveles de educación obligatoria; 

IV. Establecer un sistema de diagnóstico temprano y atención especializada para la 

eliminación de barreras para el aprendizaje y la participación; 

V. Garantizar la formación de todo el personal docente para que, en el ámbito de sus 

competencias, contribuyan a identificar y eliminar las barreras para el aprendizaje y la 

participación, y preste los apoyos que las y los educandos requieran; 

VI. Garantizar la satisfacción de las necesidades básicas de aprendizaje de las y los 

educandos con alguna discapacidad, su bienestar y máximo desarrollo para la autónoma 

inclusión a la vida social y productiva, y 

VII. Promover actitudes, prácticas y políticas incluyentes para la eliminación de las barreras 

del aprendizaje en todos los actores sociales involucrados en educación. 

Artículo 55. Para garantizar la educación inclusiva, la Secretaría, en el ámbito de su 

competencia, ofrecerá las medidas pertinentes, entre ellas: 

I. Facilitar el aprendizaje del sistema Braille, otros modos, medios y formatos de comunicación 

aumentativos o alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como la tutoría y 

el apoyo necesario; 

II. Facilitar la adquisición y el aprendizaje de la Lengua de Señas Mexicana dependiendo de 

las capacidades del educando y la enseñanza del español para las personas sordas; 

III. Asegurar que las y los educandos ciegos, sordos o sordociegos reciban educación en los 

lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados a las necesidades de cada 

persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico, productivo y 

social; 

IV. Asegurar que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad; 

V. Proporcionar a las y los educandos con aptitudes sobresalientes la atención que requieran 

de acuerdo con sus capacidades, intereses y necesidades, y 

VI. Promover la prestación del servicio de transporte a quienes así lo requieran. 

Artículo 56. En el Sistema Educativo Estatal se atenderán las disposiciones en materia de 

accesibilidad señaladas en la presente Ley, la Ley General para la Inclusión de las Personas 

con Discapacidad, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación y en las demás 

normas aplicables.”. 

71. De la transcripción anterior, se advierte que las disposiciones impugnadas regulan aspectos dirigidos 

a garantizar el derecho a la educación en el Estado de Puebla; especialmente, en lo referido a educación 

indígena e inclusiva. 

72. De conformidad con el CAPÍTULO VI de la Ley de Educación del Estado de Puebla, se advierte que 

regula las cuestiones relacionadas con la garantía de los derechos educativos, culturales y lingüísticos a todas 

las personas, pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, migrantes y jornaleros agrícolas41. 

73. Para ello, en el ARTÍCULO 46 se prevé que las acciones educativas de las autoridades respectivas 

contribuirán al conocimiento, aprendizaje, reconocimiento, valoración, preservación y desarrollo tanto de la 

tradición oral y escrita indígena como de las lenguas indígenas del Estado de Puebla como medio de 

comunicación, de enseñanza, objeto y fuente de conocimiento. 

74. En el propio ARTÍCULO 46, se refiere que la educación indígena debe atender las necesidades 

educativas de las personas, pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas con pertinencia cultural y 

lingüística; además de basarse en el respeto, promoción y preservación del patrimonio histórico y de las 

culturas del Estado de Puebla. 

75. El ARTÍCULO 47 establece una obligación de consulta a los pueblos y comunidades indígenas sobre 

las medidas que prevean las autoridades educativas en relación con dicha población. 

76. A su vez, el ARTÍCULO 48 contempla una serie de acciones que, en materia indígena, pueden realizar 

las autoridades educativas estatal y municipales en cuestiones afines a escuelas, programas, materiales, 

libros de texto, instituciones públicas de formación docentes, planes y programas de estudios y mecanismos 

de acceso, permanencia, tránsito, formación y desarrollo de educandos, con un enfoque intercultural y 

plurilingüe. 

 
41 Artículo 46.  



Miércoles 13 de octubre de 2021 DIARIO OFICIAL  

77. Por su parte, en el CAPÍTULO VIII se reguló lo relativo a la educación inclusiva entendida como el 

conjunto de acciones orientadas a identificar, prevenir y reducir las barreras que limitan el acceso, 

permanencia, participación y aprendizaje de todos los educandos para eliminar prácticas de discriminación, 

exclusión y segregación. Ello conforme al ARTÍCULO 51 de la referida ley, que también prevé que la educación 

inclusiva se basa en la valoración de la diversidad, adaptando el sistema para responder con equidad a las 

características, necesidades, intereses, capacidades, habilidades y estilos de aprendizaje de todos y cada uno 

de los educandos. 

78. El ARTÍCULO 52 regula a las instituciones de educación especial; y, el ARTÍCULO 53, tras definir como 

finalidad de la educación inclusiva la de favorecer el aprendizaje de todos los educandos en los tipos y niveles 

educativos, con énfasis en los que están excluidos, marginados o en riesgo de estarlo, enlista distintos 

elementos que debe considerar la Secretaría de Educación del Estado en las acciones que realice al efecto. 

79. Los ARTÍCULOS 54 y 55 establecen una serie de acciones y medidas que debe realizar la propia 

Secretaría en materia de educación especial; y, finalmente, el ARTÍCULO 56 dispone que, en el Sistema 

Educativo Estatal, se atenderán las disposiciones en materia de accesibilidad señaladas en esa ley, en la Ley 

General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 

Discriminación y en las demás normas aplicables. 

80. En ese sentido, este Tribunal Pleno considera que el legislador del Estado de Puebla estaba obligado 

a realizar las dos consultas identificadas, previamente a aprobar la Ley de Educación del Estado de Puebla, 

toda vez que en su contenido se incluyen medidas susceptibles de afectar directamente los intereses o 

derechos de las comunidades indígenas, y de incidir en los intereses y/o esfera jurídica de las personas con 

discapacidad, en la medida en que incluye disposiciones específicas destinadas a garantizar el derecho a la 

educación de dichos sectores de la población. 

81. Además, porque se relacionan directa y estrechamente con la protección y garantía de sus derechos, 

en la medida en que buscan que la educación que reciben sea acorde a sus necesidades educativas y que 

contribuya a preservar su cultura, conocimientos y tradiciones. 

82. Asimismo, atañen a las personas con discapacidad al contener normas encaminadas a garantizar 

que la educación sea inclusiva, con la finalidad de que se reduzcan aquellas limitaciones, barreras o 

impedimentos que hagan nugatorio el ejercicio de ese derecho de forma plena e incluyente, así como para 

eliminar las prácticas de discriminación o exclusión motivadas por su condición. 

83. Lo anterior, sin que sea necesario evaluar de fondo los méritos de esta impugnación porque basta 

comprobar que las medidas contenidas en la ley actualizan los estándares jurisprudenciales de este Tribunal 

Pleno para tornar exigibles las referidas consultas previas, lo que debe tenerse como colmado en grado 

suficiente, ya que la ley combatida reglamenta las condiciones en que las comunidades y pueblos indígenas, 

así como las personas con discapacidad, acceden y son destinatarios de la educación indígena e inclusiva en 

dicha entidad federativa, de ahí que es claro que resultaba necesario consultarlos previamente a tomar una 

decisión. 

84. Ahora bien, de las constancias de autos, se observa que en el PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO que dio 

origen a las normas impugnadas se realizó lo siguiente: 

85. A. INICIATIVA DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN. Con fecha seis de mayo de dos mil veinte, los diputados 

integrantes de la Comisión de Educación, de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado 

Libre y Soberano de Puebla, presentaron: “Iniciativa de Decreto por virtud del cual se expide la Ley de 

Educación del Estado de Puebla”. 

86. B. TURNO DE LA INICIATIVA DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN. En la misma fecha, los integrantes de la 

Comisión Permanente del Congreso local dictaron el siguiente Acuerdo: “Se turna a la Comisión de Educación 

para su estudio y resolución procedente”42. 

87. C. INICIATIVA DEL GOBERNADOR DEL ESTADO. Con fecha once de mayo de dos mil veinte, el ciudadano 

licenciado Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de 

Puebla, presentó ante el Congreso local, diversa: “Iniciativa de Decreto por virtud del cual se expide la Ley de 

Educación del Estado de Puebla”. 

88. D. TURNO DE LA INICIATIVA DEL GOBERNADOR DEL ESTADO. En la misma fecha, los integrantes de la 

Comisión Permanente dictaron el siguiente Acuerdo: “Se turna a la Comisión de Educación para su estudio y 

resolución procedente”. 

 
42 Datos obtenidos del Dictamen 54 de la Comisión de Educación.  
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89. E. DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN. Con fecha trece de mayo de dos mil veinte, se suscribió 

Dictamen de las iniciativas, por parte de cuatro Diputados: [1] Hugo Alejo Domínguez (Presidente), [2] Bárbara 

Dimpna Morán Añorve (Vocal), [3] Olga Lucía Romero Garci Crespo (Vocal) y [4] Iván Jonathan Collantes 

Cabañas (Vocal)43. 

90. F. APROBACIÓN DEL DICTAMEN EN LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN. En sesión del jueves catorce de mayo de 

dos mil veinte, se aprobó el Dictamen, en lo general, por cinco votos a favor y dos abstenciones de los 

diputados Javier Casique Zárate y Jonathan Collantes Cabañas. Se hicieron diversas propuestas de ajustes a 

la ley; pero éstas, en la gran mayoría, fueron desechadas. Finalmente, el Dictamen, con algunos ajustes, se 

aprobó por los propios cuatro diputados que suscribieron el dictamen. Votó en contra la diputada Olga Lucía 

Romero Gar Crespo y se abstuvo de votar el diputado Javier Casique Zárate44. Durante la sesión existieron 

distintas objeciones, algunas referentes a que no se realizó un foro que se tenía programado45. En el acta 

correspondiente, se asentó también el desechamiento de la propuesta inicial de posponer la discusión hasta 

que se pudieran hacer los respectivos foros. 

91. El ejemplar del acta respectiva incluye las firmas de los diputados Hugo Alejo Domínguez 

(Presidente), Valentín Medel Hernández (Secretario), Bárbara Dimpna Morán Añorve46 (Vocal), Cristina Tello 

Rosas (Vocal), Iván Johathan Collantes Cabañas (Vocal) y Olga Lucia Romero Garci Crespo (Vocal). 

92. La referida sesión concluyó a las doce horas con veintiocho minutos (12:28 horas) del día de su 

inicio, esto es, del catorce de mayo de dos veinte. 

93. G. SESIÓN ORDINARIA Y APROBACIÓN DEL DICTAMEN. En sesión del quince de mayo de dos mil veinte, se 

incluyó en el orden del día como tema “14”, la Lectura del “Dictamen con Minuta de Decreto que expide la Ley 

de Educación del Estado de Puebla”, presentado por la Comisión de Educación. La sesión inició a las once 

horas con cuarenta y cinco minutos, y se dispensó la lectura del orden del día47, bajo el argumento de que 

había sido enviada previamente por correo electrónico. 

94. En cuanto al punto catorce, referido al dictamen con Minuta de Decreto que expide la Ley de 

Educación del Estado de Puebla, se dispensó su lectura por unanimidad de votos y se abrió el dictamen a 

discusión, el cual se aprobó en lo general por treinta y dos (32) votos a favor; ocho votos (8) en contra y una 

(1) abstención. Se desecharon diversas reservas y, en lo que se refiere al dictamen ajustado, la votación 

nominal, en lo particular, fue de veintiséis (26) votos a favor, nueve (9) votos en contra, cinco (5) votos en 

abstención; un (1) voto en contra de los artículos 2, fracción IV, 10, fracción IV, 32, 33, fracción IV, 105, 112, 

primer párrafo, 121, párrafos primero y segundo, con tres votos, 138, 140, 141, 144 y 146 con dos votos en 

contra48. Aprobado el dictamen con sus respectivas modificaciones, se ordenó enviar la Minuta al Ejecutivo del 

Estado para su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

95. H. PUBLICACIÓN. El dieciocho de mayo de dos mil veinte, se publicó el Decreto respectivo en el 

Periódico Oficial del Estado de Puebla (Tomo: DXLI Número: 10 Sección: SEGUNDA). 

96. De lo anterior se advierte que en las fases del proceso legislativo NO SE INTRODUJERON LAS CONSULTAS 

EXIGIDAS CONSTITUCIONALMENTE. 

 
43 No se envió evidencia de que el Dictamen también se suscribió por otros integrantes de la Comisión, a saber, el Diputado Valentín Medel 

Hernández (Secretario), Cristina Tello Rosas (Vocal) y Javier Casique Zárate (Vocal). Esto es importante, porque los artículos 154 de la Ley 
Orgánica del Congreso del Estado de Puebla y 82 del Reglamento Interior del Congreso local, disponen que los Dictámenes deben ir firmados 
por todos los miembros de la Comisión o Comité:  
“Art. 154.- Los dictámenes deberán presentarse por escrito físico y en medio electrónico y reunir los requisitos siguientes: 
VI.- Firma autógrafa del Presidente y Secretario de la Comisión General; y”  
“Art. 82. - Los dictámenes además de reunir los requisitos contemplados en el artículo 154 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado Libre y Soberano de Puebla, deberán ir firmados por todos los miembros de la Comisión o Comité.” 
44 Es importante referir que la Comisión de Educación, quedó integrada el dieciocho de septiembre de dos mil dieciocho, por siete 

integrantes: Presidente: Hugo Alejo Domínguez (Sin Partido). Secretario: Valentín Medel Hernández (Partido del Trabajo). Vocales: Bárbara 
Morán Añorve (Morena), Cristina Tello Rosas (Morena), Olga Lucía Romero Garci-Crespo (Morena), Jonathan Collantes Cabañas (PRI) y 
Javier Casique Zárate (PRI).  
45 El Presidente de la Comisión, sostuvo que no obstante ello, la Ley General expedida por el Congreso de la Unión, de donde derivaban los 

ajustes, sí había sido suficientemente consultada con distintos sectores.  
46 Si bien es firma poco legible.  
47 Sólo se dio lectura hasta el punto seis. La dispensa se aprobó en votación económica. 
48 De lo que no se advierte evidencia, es que se haya dispensado la distribución del Dictamen con veinticuatro horas previas a la sesión. 

Durante su intervención, el Diputado Carlos Alberto Morales Álvarez, refirió lo siguiente: “Es un tema fundamental y por supuesto que sería 
irresponsable, aprobar un nuevo ordenamiento, con un Dictamen que se dio a conocer con menos de 24 horas.” Destaca el contenido del 
artículo 167 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Puebla: “ARTÍCULO 167.- El Presidente de la Mesa 
Directiva abrirá el asunto a discusión, con la verificación de que el dictamen a discutirse fue hecho del conocimiento de los integrantes de la 
Legislatura con veinticuatro horas de anticipación a la instalación de la sesión. En caso de que el dictamen no haya sido del conocimiento 
de los Diputados con la antelación señalada, no podrá discutirse en esa sesión.” 
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97. Lo anterior, dado que dicho proceso legislativo sólo consistió en la presentación de las iniciativas por 

parte de la Comisión de Educación y del Gobernador; su turno a la Comisión de Educación; la aprobación del 

dictamen de ambas iniciativas en la propia Comisión; su posterior aprobación en el Pleno del Congreso local; 

y, finalmente, su promulgación y publicación por parte del Gobernador del Estado. Todo lo cual ocurrió entre el 

seis de mayo de dos mil veinte y el dieciocho de mayo del propio año. Por tanto, debe considerarse que 

dichas violaciones son suficientes por sí mismas para generar la INVALIDEZ DE LOS ARTÍCULOS 46, 47, 48, 51, 

52, 53, 54, 55 y 56 de la LEY DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA. 

98. No constituye obstáculo alguno a la determinación de este Tribunal Constitucional el argumento del 

Poder Legislativo del Estado de Puebla formulado al rendir su informe, en el sentido de que, conforme al 

artículo sexto transitorio49 de la Ley General de Educación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

treinta de septiembre de dos mil diecinueve, era necesario realizar la aprobación de la Ley de Educación del 

Estado de Puebla dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor de la referida Ley 

General. 

99. Lo anterior sobre la base de que es criterio de este Tribunal que todas las autoridades, en el ámbito 

de sus atribuciones, están obligadas a consultar a estos grupos vulnerables antes de adoptar cualquier acción 

o medida susceptible de afectar sus derechos e intereses, consulta que debe cumplir con los parámetros que 

ha determinado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, incluso en el supuesto de legislación emitida en 

cumplimiento a un mandato de armonización ordenado por el legislador federal. 

100. Aun considerando el supuesto de que la armonización de la legislación local con una ley general 

relevara al legislador de realizar las consultas respectivas, ello requeriría, en principio, demostrar que la ley 

preexistente fue consultada y, en segundo lugar, que el legislador local replicó el contenido de la Ley General. 

101. En el caso, el contraste entre la Ley General de Educación expedida por el Congreso de la Unión el 

treinta de septiembre de dos mil diecinueve con la ley impugnada del Estado de Puebla evidencia que, aun 

cuando la mayoría de sus disposiciones reiteran la norma general, no se trata de una réplica: 

Ley General de Educación Ley de Educación para el Estado de Puebla 

Artículo 56. El Estado garantizará el ejercicio de 

los derechos educativos, culturales y lingüísticos a 

todas las personas, pueblos y comunidades 

indígenas o afromexicanas, migrantes y jornaleros 

agrícolas. Contribuirá al conocimiento, 

aprendizaje, reconocimiento, valoración, 

preservación y desarrollo tanto de la tradición oral 

y escrita indígena, como de las lenguas indígenas 

nacionales como medio de comunicación, de 

enseñanza, objeto y fuente de conocimiento. 

Artículo 46. En el Estado de Puebla, se garantizará 

el ejercicio de los derechos educativos, culturales y 

lingüísticos a todas las personas, pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas, migrantes y 

jornaleros agrícolas. Las acciones educativas de las 

autoridades respectivas contribuirán al 

conocimiento, aprendizaje, reconocimiento, 

valoración, preservación y desarrollo tanto de la 

tradición oral y escrita indígena, como de las lenguas 

indígenas del Estado de Puebla como medio de 

comunicación, de enseñanza, objeto y fuente de 

conocimiento. 

La educación indígena debe atender las 

necesidades educativas de las personas, pueblos 

y comunidades indígenas con pertinencia cultural 

y lingüística; además de basarse en el respeto, 

promoción y preservación del patrimonio histórico 

y de nuestras culturas. 

La educación indígena debe atender las necesidades 

educativas de las personas, pueblos y comunidades 

indígenas y afromexicanas con pertinencia cultural y 

lingüística; además de basarse en el respeto, 

promoción y preservación del patrimonio histórico y 

las culturas del Estado de Puebla. 

Artículo 57. Las autoridades educativas 

consultarán de buena fe y de manera previa, libre 

e informada, de acuerdo con las disposiciones 

legales nacionales e internacionales en la materia, 

cada vez que prevea medidas en materia 

educativa, relacionadas con los pueblos y 

comunidades indígenas o afromexicanas, 

respetando su autodeterminación en los términos 

del artículo 2o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 47. Las autoridades educativas del Estado 

de Puebla, consultarán de buena fe y de manera 

previa, libre e informada, de acuerdo con las 

disposiciones legales nacionales e internacionales en 

la materia, cada vez que prevea medidas en materia 

educativa, relacionadas con los pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas, respetando 

su autodeterminación en los términos del artículo 2º 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 
 

 
49 “Sexto. Dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, las Legislaturas de los Estados, en el 

ámbito de su competencia, deberán armonizar el marco jurídico de conformidad con el presente Decreto.” 
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La Secretaría deberá coordinarse con el 

Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas y 

el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas 

para el reconocimiento e implementación de la 

educación indígena en todos sus tipos y 

niveles, así como para la elaboración de 

planes y programas de estudio y materiales 

educativos dirigidos a pueblos y comunidades 

indígenas. 

 

Artículo 58. Para efectos de dar cumplimiento a lo 

dispuesto en este Capítulo, las autoridades 

educativas realizarán lo siguiente: 

I. Fortalecer las escuelas de educación indígena, 

los centros educativos integrales y albergues 

escolares indígenas, en especial en lo 

concerniente a la infraestructura escolar, los 

servicios básicos y la conectividad; 

II. Desarrollar programas educativos que 

reconozcan la herencia cultural de los pueblos 

indígenas y comunidades indígenas o 

afromexicanas, y promover la valoración de 

distintas formas de producir, interpretar y 

transmitir el conocimiento, las culturas, saberes, 

lenguajes y tecnologías; 

III. Elaborar, editar, mantener actualizados, 

distribuir y utilizar materiales educativos, entre 

ellos libros de texto gratuitos, en las diversas 

lenguas del territorio nacional; 

IV. Fortalecer las instituciones públicas de 

formación docente, en especial las normales 

bilingües interculturales, la adscripción de los 

docentes en las localidades y regiones lingüísticas 

a las que pertenecen, así como impulsar 

programas de formación, actualización y 

certificación de maestras y maestros en las 

lenguas de las regiones correspondientes; 

V. Tomar en consideración, en la 

elaboración de los planes y programas de estudio, 

los sistemas de conocimientos de los pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas, para 

favorecer la recuperación cotidiana de las 

diferentes expresiones y prácticas culturales de 

cada pueblo en la vida escolar; 

VI. Crear mecanismos y estrategias para 

incentivar el acceso, permanencia, tránsito, 

formación y desarrollo de los educandos con un 

enfoque intercultural y plurilingüe, y 

VII. Establecer esquemas de coordinación 

entre las diferentes instancias de gobierno para 

asegurar que existan programas de movilidad e 

intercambio, nacional e internacional, dando 

especial apoyo a estudiantes de los pueblos y 

comunidades indígenas o afromexicanas, en un 

marco de inclusión y enriquecimiento de las 

diferentes culturas. 

Artículo 58. En materia de educación indígena, las 

autoridades educativas estatal y municipales podrán 

realizar, entre otras acciones, lo siguiente: 

I. Fortalecer las escuelas de educación indígena, los 

centros educativos integrales y albergues escolares 

indígenas, en especial en lo concerniente a la 

infraestructura escolar, los servicios básicos y la 

conectividad; 

II. Desarrollar programas educativos que reconozcan 

la herencia cultural de los pueblos y comunidades 

indígenas y afromexicanas, y promover la valoración 

de distintas formas de producir, interpretar y transmitir 

el conocimiento, las culturas, saberes, lenguajes y 

tecnologías; 

 III. Elaborar, editar, mantener actualizados, distribuir y 

utilizar materiales educativos, entre ellos libros de 

texto gratuitos, en las diversas lenguas del Estado de 

Puebla; 

IV. Fortalecer las instituciones públicas de formación 

docente, la adscripción de los docentes en las 

localidades y regiones lingüísticas a las que 

pertenecen, así como impulsar programas de 

formación, actualización y certificación de maestras y 

maestros en las lenguas de las regiones 

correspondientes; 

 V. Tomar en consideración, en las opiniones que 

emitan para la elaboración de los planes y 

programas de estudio, los sistemas de conocimientos 

de los pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas, para favorecer la recuperación 

cotidiana de las diferentes expresiones y prácticas 

culturales de cada pueblo en la vida escolar; 

VI. Crear mecanismos y estrategias para incentivar el 

acceso, permanencia, tránsito, formación y desarrollo 

de las y los educandos con un enfoque intercultural y 

plurilingüe, y 

VII. Establecer esquemas de coordinación entre las 

diferentes instancias de gobierno para asegurar que 

existan programas de movilidad e intercambio, 

nacional e internacional, dando especial apoyo a 

estudiantes de los pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas, en un marco de inclusión y 

enriquecimiento de las diferentes culturas. 

 

Artículo 61. La educación inclusiva se refiere al 

conjunto de acciones orientadas a identificar, 

Artículo 51. La educación inclusiva se refiere al 

conjunto de acciones orientadas a identificar, prevenir 
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prevenir y reducir las barreras que limitan el 

acceso, permanencia, participación y aprendizaje 

de todos los educandos, al eliminar prácticas de 

discriminación, exclusión y segregación. 

La educación inclusiva se basa en la valoración de 

la diversidad, adaptando el sistema para 

responder con equidad a las características, 

necesidades, intereses, capacidades, habilidades 

y estilos de aprendizaje de todos y cada uno de 

los educandos. 

y reducir las barreras que limitan el acceso, 

permanencia, participación y aprendizaje de todas y 

todos los educandos, al eliminar prácticas de 

discriminación, exclusión y segregación. 

La educación inclusiva se basa en la valoración de la 

diversidad, adaptando el sistema para responder con 

equidad a las características, necesidades, intereses, 

capacidades, habilidades y estilos de aprendizaje de 

todos y cada uno de las y los educandos. 

 Artículo 52. Las instituciones de educación 

especial, deberán ser atendidas por personal 

profesional especializado y multidisciplinario, para 

cumplir eficazmente con los propósitos de esta 

educación. 

Artículo 62. El Estado asegurará la educación 

inclusiva en todos los tipos y niveles, con el fin 

de favorecer el aprendizaje de todos los 

estudiantes, con énfasis en los que están 

excluidos, marginados o en riesgo de estarlo, para 

lo cual buscará: 

Artículo 53. La educación inclusiva tiene como 

finalidad favorecer el aprendizaje de todas y todos los 

educandos en los tipos y niveles educativos, con 

énfasis en los que están excluidos, marginados o en 

riesgo de estarlo. 

Para tal efecto, las acciones de la Secretaría en la 

materia buscarán: 

I. Favorecer el máximo logro de 

aprendizaje de los educandos con respeto a su 

dignidad, derechos humanos y libertades 

fundamentales, reforzando su autoestima y 

aprecio por la diversidad humana; 

II. Desarrollar al máximo la personalidad, 

los talentos y la creatividad de los educandos; 

III. Favorecer la plena participación de los 

educandos, su educación y facilitar la continuidad 

de sus estudios en la educación obligatoria; 

IV. Instrumentar acciones para que ninguna 

persona quede excluida del Sistema Educativo 

Nacional por motivos de origen étnico o nacional, 

creencias religiosas, convicciones éticas o de 

conciencia, sexo, orientación sexual o de género, 

así como por sus características, necesidades, 

intereses, capacidades, habilidades y estilos de 

aprendizaje, entre otras, y 

V. Realizar los ajustes razonables en 

función de las necesidades de las personas y 

otorgar los apoyos necesarios para facilitar su 

formación. 

I. Favorecer el máximo logro de aprendizaje de las y 

los educandos con respeto a su dignidad, derechos 

humanos y libertades fundamentales, reforzando su 

autoestima y aprecio por la diversidad humana; 

II. Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos 

y la creatividad de las y los educandos; 

III. Favorecer la plena participación de las y los 

educandos, su educación y garantizar la continuidad 

de sus estudios en la educación obligatoria; 

IV. Instrumentar acciones para que ninguna persona 

quede excluida del Sistema Educativo Estatal por 

motivos de origen étnico o nacional, creencias 

religiosas, convicciones éticas o de conciencia, sexo, 

orientación sexual o de género, así como por sus 

características, necesidades, intereses, capacidades, 

habilidades y estilos de aprendizaje, entre otras; 

V. Realizar los ajustes razonables en función de las 

necesidades de las personas y otorgar los apoyos 

necesarios para facilitar su formación, y 

VI. Proporcionar a las personas con discapacidad la 

posibilidad de aprender y desarrollar habilidades para 

la vida diaria que favorezcan su convivencia cotidiana 

e inclusión laboral, a fin de propiciar su participación 

plena y en condiciones equitativas en la educación y 

en la sociedad. 

Artículo 63. El Estado proporcionará a las 

personas con discapacidad la posibilidad de 

aprender y desarrollar habilidades para la vida que 

favorezcan su inclusión laboral, a fin de propiciar 

su participación plena y en igualdad de 

condiciones en la educación y en la sociedad. 

 

 

Artículo 64. En la aplicación de esta Ley, se 

garantizará el derecho a la educación a los 

educandos con condiciones especiales o que 

enfrenten barreras para el aprendizaje y la 

Artículo 54. En la aplicación de esta Ley, se 

garantizará el derecho a la educación a las y los 

educandos con necesidades específicas de 

aprendizaje o que enfrenten barreras para el 
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participación. 

Las autoridades educativas, en el ámbito de su 

competencia, para atender a los educandos con 

capacidades, circunstancias, necesidades, estilos 

y ritmo de aprendizaje diversos, realizarán lo 

siguiente: 

aprendizaje y la participación. 

La Secretaría, en el ámbito de su competencia y de 

conformidad a los criterios orientadores para la 

prestación de los servicios de educación especial que 

emita la autoridad educativa federal, para atender a 

las y los educandos con capacidades, circunstancias, 

necesidades, estilos y ritmo de aprendizaje diversos, 

realizará lo siguiente: 

I. Prestar educación especial en 

condiciones necesarias, previa decisión y 

valoración por parte de los educandos, madres y 

padres de familia o tutores, personal docente y, en 

su caso, derivados por una condición de salud, 

para garantizar el derecho a la educación de los 

educandos que enfrentan barreras para el 

aprendizaje y la participación; 

I. Prestar educación especial en condiciones 

necesarias, previa decisión y valoración por parte de 

las y los educandos, madres y padres de familia, 

tutoras o tutores, personal docente y, en su caso, 

derivados por una condición de salud, para garantizar 

el derecho a la educación de las y los educandos que 

enfrentan barreras para el aprendizaje y la 

participación; 

II. Ofrecer formatos accesibles para prestar 

educación especial, procurando en la medida de 

lo posible su incorporación a todos los servicios 

educativos, sin que esto cancele su posibilidad de 

acceder al servicio escolarizado; 

II. Ofrecer formatos accesibles para prestar educación 

especial, procurando en la medida de lo posible su 

incorporación a todos los servicios educativos, sin que 

esto cancele su posibilidad de acceder al servicio 

escolarizado; 

III. Prestar educación especial para apoyar a 

los educandos con alguna discapacidad o 

aptitudes sobresalientes en los niveles de 

educación obligatoria; 

III. Prestar educación especial para apoyar a las y los 

educandos con alguna discapacidad o aptitudes 

sobresalientes en los niveles de educación obligatoria; 

IV. Establecer un sistema de diagnóstico 

temprano y atención especializada para la 

eliminación de barreras para el aprendizaje y la 

participación; 

IV. Establecer un sistema de diagnóstico temprano y 

atención especializada para la eliminación de barreras 

para el aprendizaje y la participación; 

V. Garantizar la formación de todo el 

personal docente para que, en el ámbito de sus 

competencias, contribuyan a identificar y eliminar 

las barreras para el aprendizaje y la participación, 

y preste los apoyos que los educandos requieran; 

V. Garantizar la formación de todo el personal docente 

para que, en el ámbito de sus competencias, 

contribuyan a identificar y eliminar las barreras para el 

aprendizaje y la participación, y preste los apoyos que 

las y los educandos requieran; 

VI. Garantizar la satisfacción de las 

necesidades básicas de aprendizaje de los 

educandos con alguna discapacidad, su bienestar 

y máximo desarrollo para la autónoma inclusión a 

la vida social y productiva, y 

VI. Garantizar la satisfacción de las necesidades 

básicas de aprendizaje de las y los educandos con 

alguna discapacidad, su bienestar y máximo 

desarrollo para la autónoma inclusión a la vida social y 

productiva, y 

VII. Promover actitudes, prácticas y políticas 

incluyentes para la eliminación de las barreras del 

aprendizaje en todos los actores sociales 

involucrados en educación. 

VII. Promover actitudes, prácticas y políticas 

incluyentes para la eliminación de las barreras del 

aprendizaje en todos los actores sociales involucrados 

en educación. 

La Secretaría emitirá lineamientos en los 

cuales se determinen los criterios orientadores 

para la prestación de los servicios de 

educación especial a los que se refiere el 

presente artículo y se cumpla con el principio 

de inclusión. 

 

 

Artículo 65. Para garantizar la educación inclusiva, 
las autoridades educativas, en el ámbito de su 
competencia, ofrecerán las medidas pertinentes, 
entre ellas: 

I. Facilitar el aprendizaje del sistema 
Braille, otros modos, medios y formatos de 

Artículo 55. Para garantizar la educación inclusiva, la 
Secretaría, en el ámbito de su competencia, ofrecerá 
las medidas pertinentes, entre ellas: 

 I. Facilitar el aprendizaje del sistema Braille, otros 
modos, medios y formatos de comunicación 
aumentativos o alternativos y habilidades de 
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comunicación aumentativos o alternativos y 
habilidades de orientación y de movilidad, así 
como la tutoría y el apoyo necesario; 

II. Facilitar la adquisición y el aprendizaje de 
la Lengua de Señas dependiendo de las 
capacidades del educando y la enseñanza del 
español para las personas sordas; 

III. Asegurar que los educandos ciegos, 
sordos o sordociegos reciban educación en los 
lenguajes y los modos y medios de comunicación 
más apropiados a las necesidades de cada 
persona y en entornos que permitan alcanzar su 
máximo desarrollo académico, productivo y social; 

IV. Asegurar que se realicen ajustes 
razonables para las personas con discapacidad, y 

V. Proporcionar a los educandos con 
aptitudes sobresalientes la atención que requieran 
de acuerdo con sus capacidades, intereses y 
necesidades. 

orientación y de movilidad, así como la tutoría y el 
apoyo necesario; 

II. Facilitar la adquisición y el aprendizaje de la 
Lengua de Señas Mexicana dependiendo de las 
capacidades del educando y la enseñanza del 
español para las personas sordas; 

III. Asegurar que las y los educandos ciegos, sordos o 
sordociegos reciban educación en los lenguajes y los 
modos y medios de comunicación más apropiados a 
las necesidades de cada persona y en entornos que 
permitan alcanzar su máximo desarrollo académico, 
productivo y social; 

IV. Asegurar que se realicen ajustes razonables para 
las personas con discapacidad; 

V. Proporcionar a las y los educandos con aptitudes 
sobresalientes la atención que requieran de acuerdo 
con sus capacidades, intereses y necesidades, y 

VI. Promover la prestación del servicio de 
transporte a quienes así lo requieran. 

Artículo 66. La autoridad educativa federal, con 
base en sus facultades, establecerá los 
lineamientos necesarios que orienten la toma de 
decisiones relacionadas con los mecanismos de 
acreditación, promoción y certificación en los 
casos del personal que preste educación especial. 

Artículo 66. En el Sistema Educativo Estatal se 
atenderán las disposiciones en materia de 
accesibilidad señaladas en la presente Ley, la Ley 
General para la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad, la Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación y en las demás normas 
aplicables. 

Artículo 67. Para la identificación y atención 
educativa de los estudiantes con aptitudes 
sobresalientes, la autoridad educativa federal, con 
base en sus facultades y la disponibilidad 
presupuestal, establecerá los lineamientos para la 
evaluación diagnóstica, los modelos pedagógicos 
y los mecanismos de acreditación y certificación 
necesarios en los tipos de educación básica, así 
como la educación media superior y superior en el 
ámbito de su competencia. Las instituciones que 
integran el Sistema Educativo Nacional se 
sujetarán a dichos lineamientos. 

Las instituciones de educación superior 
autónomas por ley podrán establecer convenios 
con la autoridad educativa federal a fin de 
homologar criterios para la atención, evaluación, 
acreditación y certificación, dirigidos a educandos 
con aptitudes sobresalientes. 

 

Artículo 68. En el Sistema Educativo Nacional, se 
atenderán las disposiciones en materia de 
accesibilidad señaladas en la presente Ley, la Ley 
General para la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad, la Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación y en las demás normas 
aplicables. 

 

102. En este sentido, al tratarse de normas que regulan cuestiones relacionadas con la educación de 
personas indígenas y con discapacidad, el legislador local estaba obligado a practicar las consultas, 
previamente a su emisión, con independencia de que ello haya sido en cumplimiento a un mandato de 
armonización ordenado por el legislador federal. 

103. La necesidad de que en este tipo de medidas sean consultadas directamente y conforme a los 
procedimientos de consulta que ha reconocido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en distintos 
precedentes radica en que las personas indígenas y las personas con discapacidad constituyen grupos que 
históricamente han sido discriminados e ignorados, por lo que es necesario consultarlos para conocer si las 
medidas legislativas constituyen, real y efectivamente, una medida que les beneficie, pero sobre todo para 
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escuchar las aportaciones y opiniones que el legislador no tuvo en cuenta para emitir las normas ahora 
impugnadas. 

104. En consecuencia, este Tribunal Constitucional no puede acoger la pretensión del órgano 
parlamentario de validar la adopción de un cambio legislativo que incide en los derechos humanos de las 
comunidades indígenas y con discapacidad, producto de un procedimiento que representó una vulneración al 
derecho a la consulta previa. 

105. En el mismo orden, tampoco es obstáculo para la determinación anterior el argumento del Poder 
Legislativo del Estado de Puebla en el sentido de que, a consecuencia de la pandemia del virus SARS-CoV2, 
se vieron minimizados los trabajos legislativos; y que habría sido incomprensible por cuestiones de salud 
hacer una consulta citando a comparecer a la sede del Congreso a la población respectiva. De ahí que fue por 
causa de fuerza mayor que no se realizó la consulta previa a las comunidades indígenas y afromexicanas50. 

106. Lo anterior, toda vez que las medidas de emergencia sanitaria no pueden ser empleadas como una 
excusa para adoptar decisiones sin implementar un procedimiento de consulta en forma previa, eludiendo la 
obligación de realizar la consulta exigida por la Constitución Federal. 

107. Al respecto, la Comisión Interamericana sobre Derechos Humanos formuló la recomendación 1/2020, 
de diez de abril de dos mil veinte, en la que indica a los Estados miembros: 

“57. Abstenerse de promover iniciativas legislativas y/o avances en la implementación 
de proyectos productivos y/o extractivos en los territorios de los pueblos indígenas 
durante el tiempo en que dure la pandemia, en virtud de la imposibilidad de llevar 
adelante los procesos de consulta previa, libre e informada (debido a la recomendación 
de la OMS de adoptar medidas de distanciamiento social) dispuestos en el Convenio 
169 de la OIT y otros instrumentos internacionales y nacionales relevantes en la 
materia”. 

108. Por lo que, a efecto de no vulnerar el derecho a la consulta previa y proteger la vida, la salud y la 
integridad de los integrantes de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos, así como de las 
personas con discapacidad, era recomendable abstenerse de promover iniciativas legislativas y/o continuar 
con éstas, en los casos en que debía darse participación activa a sectores históricamente discriminados. 

109. En ese sentido, se observa que, derivado de la emergencia sanitaria, el Poder Legislativo del Estado 
de Puebla debió abstenerse de emitir disposiciones susceptibles de afectar directamente a los pueblos y 
comunidades indígenas de dicha entidad federativa, así como a las personas con discapacidad, si no existían 
las condiciones necesarias para llevar a cabo un procedimiento de consulta previa en el que se hubiera 
garantizado el derecho de protección a la salud y la propia vida de dichos sectores de la población.51 

110. Por lo anteriormente expuesto, este Tribunal Pleno estima que se vulneraron en forma directa los 
artículos 6 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
y 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; y, en consecuencia, a efecto 
de no generar un vacío legislativo, se declara la INVALIDEZ PARCIAL de la Ley de Educación del Estado de 
Puebla, esto es, únicamente del Capítulo VI, denominado “De la educación indígena”, que se integra con los 
artículos 46, 47 y 48; así como del Capítulo VIII “De la educación inclusiva”, que abarca los diversos 51, 52, 
53, 54, 55 y 56 de la ley impugnada. 

111. Para la mayoría de los integrantes de este Pleno, no cualquier medida legislativa que tenga 
vinculación con los pueblos y comunidades indígenas o con las personas con discapacidad exige la consulta 
previa, sino sólo aquellas que sean susceptibles de afectación directa de sus intereses y/o derechos, porque, 
en el supuesto del primer grupo, sólo deberán consultarse aquellas normas que sean susceptibles de 
afectación directa de sus intereses y/o derechos. Por su parte, tratándose de personas con discapacidad, la 
consulta debe practicarse cuando las disposiciones impugnadas tienen por objeto hacer efectiva la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, así como cuando derivan de procesos de 
adopción de decisiones relacionadas con ellos. 

112. Efectivamente, existe un criterio mayoritario y vinculante del Pleno de la Suprema Corte en el sentido 

de que los artículos 2° de la Constitución Federal52 y 6 y 7 del Convenio 169 de la Organización Internacional 

del Trabajo53 obligan a las autoridades mexicanas a consultar a los pueblos y comunidades indígenas y 

tribales mediante procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena fe a través de sus 

representantes, “cada vez que se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente”54. 

 
50 No se menciona ello sobre las personas con discapacidad, pero en la causa de pedir se entiende ello también comprendido en el referido 

argumento.  
51 En términos similares se pronunció este Tribunal Pleno al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 136/2020, en sesión celebrada el ocho 

de septiembre de dos mil veinte.  
52 Véase supra nota 40. 
53 Véase supra nota 41. 
54 Controversia constitucional 32/2012, pág. 72. 
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113. La Suprema Corte ha sostenido que el artículo 1° de la Constitución General y los diversos 6 y 7 del 

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo forman parte del parámetro de regularidad 

constitucional e imponen, por sí mismos, toda una serie de obligaciones a las autoridades mexicanas antes de 

tomar decisiones que pudieran afectar de manera directa a los grupos que protege el Convenio. Así, ha 

concluido que en los supuestos de una posible afectación directa a las comunidades indígenas que habitan en 

su territorio, las legislaturas locales están obligadas a prever una fase adicional en el procedimiento de 

creación de las leyes para consultar a los representantes de ese sector de la población. 

114. Por su parte, en relación con la consulta a personas con discapacidad, este Tribunal ha sostenido de 

manera reiterada que las medidas legislativas que incidan directa o indirectamente en los derechos de las 

personas con discapacidad de una entidad federativa representan “decisiones sobre cuestiones relacionadas 

con las personas con discapacidad” en el sentido del artículo 4.3 de la Convención. En consecuencia, tales 

medidas deben ser consultadas con las personas con discapacidad antes de ser adoptadas 

independientemente de que a juicio del legislador puedan resultarles benéficas. 

115. Al respecto, este Tribunal ha retomado en buena medida la interpretación realizada por el Comité 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en relación con el artículo 4.3 de la Convención para 

efectos del ámbito interno mexicano, específicamente relación con la porción normativa “cuestiones 

relacionadas con las personas con discapacidad”, respecto de la que el Comité sostuvo que esta expresión 

“abarca toda la gama de medidas legislativas, administrativas y de otra índole que puedan afectar de forma 

directa o indirecta a los derechos de las personas con discapacidad”55. 

116. Así, al menos desde que el Comité aprobó la Observación General Número 7, el Tribunal Pleno ha 

sostenido de manera reiterada que la obligación de las autoridades del país de consultar de manera estrecha 

a las personas con discapacidad opera, entre otros supuestos, cuando las medidas legislativas sean 

susceptibles de afectar directa o indirectamente a las personas con discapacidad. Esto sucede cuando una 

decisión tendrá consecuencias visibles sobre estos grupos sociales en una proporción distinta a la que las 

tendrá en el resto de la población. 

117. La condición de aplicación relevante es que en el procedimiento legislativo se discuta y, 

eventualmente, se apruebe una medida que reglamente una actividad relacionada con dichos intereses y/o 

derechos de estos colectivos. 

118. Así, el Pleno ha sido consistente en sostener que la consulta tanto a comunidades indígenas como a 

personas con discapacidad constituye una etapa del proceso legislativo susceptible de viciar todo el 

ordenamiento cuando está específicamente relacionado con estos grupos vulnerables, lo que ha conllevado la 

invalidez total de la ley respectiva. Así sucedió al resolver las ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD 80/2017 Y SU 

ACUMULADA 81/201756, 41/201857 y 123/202058, cuando se invalidaron en su totalidad, la Ley de Asistencia 

Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí,59 la Ley para la Atención Integral de Personas con 

Síndrome de Down de la Ciudad de México y la Ley de Derechos de las Personas Indígenas y Afromexicanas 

en el Estado de Nuevo León, respectivamente. 

119. Por el contrario, la mayoría de este Tribunal Pleno ha sostenido que en el supuesto de leyes que no 

son exclusivas o específicas en regular los intereses y/o derechos de personas con discapacidad o de pueblos 

y comunidades indígenas, la falta de consulta previa no ha implicado la invalidez de la norma. Así lo resolvió, 

por ejemplo, en las CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES 38/2019, 28/2019 y 39/201960, en las que los 

Municipios de Contla de Juan Cuamatzi, Yauhquemehcan y Tlaxco impugnaron diversos preceptos de la Ley 

 
55 Véase la Observación general núm. 7 (2018) sobre la participación de las personas con discapacidad, incluidos los 

niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, en la aplicación y el seguimiento 
de la Convención, aprobada por el Comité en su vigésimo período de sesiones (veintisiete de agosto a veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciocho), documento número CRPD/C/GC/7, página 6, disponible en el sitio web: 
https://www.ohchr.org/EN/HRBodies/CRPD/Pages/ConventionRightsPersonsWithDisabilities.aspx. 
56 Fallada en sesión celebrada el veinte de abril de dos mil veinte, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 

González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo separándose de los párrafos 
veintiocho y veintinueve, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán separándose de los párrafos del veintiocho al treinta y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales. 
57 Resuelta en sesión de veintiuno de abril de dos mil veinte, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
58 Fallada el veintitrés de febrero de dos mil veintiuno, por unanimidad de diez votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa apartándose del estándar mínimo, Franco González Salas con reserva de criterio, Aguilar Morales, 
Pardo Rebolledo apartándose del estándar mínimo, Piña Hernández con consideraciones adicionales, Ríos Farjat, Laynez Potisek y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
59 Asimismo, se invalidaron por extensión los Decretos 0609 y 0611 que reformaron la Ley de Asistencia Social para el Estado y Municipios 

de San Luis Potosí. 
60 Resueltas el tres de noviembre de dos mil veinte. Las Ministras Esquivel Mossa, Piña Hernández y Ríos Farjat, así como los Ministros 

González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán estimaron que no 
era necesaria la consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas. 

https://www.ohchr.org/EN/HRBodies/CRPD/Pages/ConventionRightsPersonsWithDisabilities.aspx
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Municipal del Estado de Tlaxcala; y, de manera más reciente, en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

61/201961, en la que si bien se declaró la invalidez de la Ley número 248 de Comunicación Social Para el 

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, la invalidez no atendió a la falta de consulta previa a las 

comunidades indígenas. 

120. Sin embargo, una evolución al criterio sostenido por este Tribunal Constitucional permite sostener 

que en los supuestos en que no se lleve a cabo la consulta referida, respecto de legislación que no es 

específica o exclusiva para estos grupos, el vicio en el proceso legislativo que le da origen no tiene potencial 

invalidante de la totalidad de la ley, pero sí de determinados artículos. 

121. La determinación de si el vicio de ausencia de consulta tiene el potencial de invalidar toda la ley o 

solamente determinados preceptos legales dependerá de si las normas que regulan a las comunidades 

indígenas y personas con discapacidad tienen un impacto en el ordenamiento en su integridad que permitan 

considerar que la ley tiene como objeto específico su regulación. 

122. Esta determinación, que constituye una evolución en el criterio de esta Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, precisa que en el supuesto de que una norma o un ordenamiento general no esté específicamente 

relacionado con los grupos vulnerables que deben ser privilegiados con una consulta, esto es, que no se 

refieran única y exclusivamente a ellos, sino que, en el contexto general, estén inmiscuidos, las normas por 

invalidar son precisamente las que les afecten, pero sin alcanzar a invalidar toda la norma. Por el contrario, 

cuando las normas se dirijan específicamente a estos grupos vulnerables, la falta de consulta invalida todo 

ese ordenamiento. 

123. En el asunto que se resuelve, es claro que sólo se impugnaron los Capítulos VI y VIII del Título 

Segundo de la Ley de Educación del Estado de Puebla, en los que el legislador local reguló la educación 

indígena y la inclusiva; sin embargo, la determinación de invalidar parcialmente la ley impugnada tiene 

sustento en una consideración sustantiva y más importante: la ley tiene un ámbito material y personal más 

amplio, que desborda la regulación de comunidades originarias y personas con discapacidad, puesto que, 

aunque las atañe, esta ley no tiene por objeto central o específico una regulación que les sea exclusiva. 

124. Efectivamente, la Ley de Educación del Estado de Puebla se emitió en cumplimiento al deber de 

armonización del marco jurídico en la entidad en materia educativa, establecido por el legislador federal en el 

artículo sexto del régimen transitorio de la Ley General de Educación62, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el treinta de septiembre de dos mil diecinueve. 

125. Así, la legislación local tiene como objeto garantizar el derecho a la educación que reconoce el 

artículo 3º de la Constitución General, los tratados internacionales de los que México es parte, la mencionada 

Ley General y la Constitución de la entidad; así como regular los servicios educativos que impartan las 

Autoridades en la materia, los Organismos Públicos Descentralizados y los que proporcionan los particulares 

con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios en todo el Estado de Puebla.63 

126. En ese sentido, en el asunto en concreto, el vicio de la falta de consulta como etapa del proceso 

legislativo que dio origen a la ley impugnada no tiene un impacto en toda la ley local en materia educativa, en 

razón de que dicha ley no tiene como objeto específico y exclusivo la regulación de la educación indígena y la 

inclusiva, sino diversos aspectos vinculados con todo el sistema educativo estatal. 

127. Esta evolución al criterio que ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación encuentra 

sustento en que, como Tribunal Constitucional, cuenta con la facultad de establecer y fijar los alcances de sus 

 
61 Fallada el doce de enero de dos mil veintiuno, por mayoría de diez votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 

Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo a favor solamente por una de las razones de invalidez, Piña Hernández 
por consideraciones adicionales, Ríos Farjat, Laynez Potisek a favor solamente por una de las razones de invalidez, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por falta de consulta a las personas con discapacidad, así como indígena y afromexicana, respecto del 
apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su parte segunda, denominada “Dispensa del trámite legislativo”. 
62 Ley General de Educación. 

Sexto. Dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, las Legislaturas de los Estados, en el ámbito 
de su competencia, deberán armonizar el marco jurídico de conformidad con el presente Decreto. 
63 Ley de Educación del Estado de Puebla. 

Artículo 1º. La presente Ley garantizará el derecho a la educación reconocido en el artículo 3º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y en la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Puebla, así como regular la educación impartida en el Estado, por parte de las autoridades educativas locales, sus organismos 
descentralizados, los municipios y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios. Sus disposiciones son 
de orden público, interés social y de observancia general en todo el Estado de Puebla.  
La educación se considera un servicio público y estará sujeta a la rectoría del Estado en términos del artículo 3º de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 



Miércoles 13 de octubre de 2021 DIARIO OFICIAL  

sentencias para, por una parte, lograr la mayor efectividad de sus decisiones y, por otra, a efecto de evitar que 

se generen daños a la sociedad mayores que la permanencia de la inconstitucionalidad decretada. 

128. Como se ha determinado en el caso concreto, una declaratoria de invalidez total generaría un vacío 

normativo con daños graves a la sociedad mayores que los generados con la permanencia de los preceptos 

declarados inconstitucionales, porque dejaría al Estado sin Ley de Educación, impactando en los derechos de 

toda la sociedad del Estado de Puebla. 

129. Con base en estas consideraciones, SE DETERMINA LA INVALIDEZ de los ARTÍCULOS 46, 47, 48, 51, 52, 

53, 54, 55 y 56 de la LEY DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA. En similar sentido se resolvió por este Tribunal 

Pleno, la acción de inconstitucionalidad 212/202064. 

130. SEXTO. EFECTOS. En términos de los artículos 41, fracción IV, 45, párrafo primero y 73 de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal65, las sentencias dictadas en 

acciones de inconstitucionalidad deberán establecer sus alcances y efectos, fijando con precisión, en su caso, 

los órganos obligados a cumplirla, las normas o actos respecto de los cuales opere, y todos aquellos 

elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda; así como invalidar por extensión 

todas aquellas normas cuya validez dependa de la norma invalidada. 

131. 6.1. PRECEPTOS DECLARADOS INVÁLIDOS. Conforme a lo resuelto en el considerando quinto de este 

fallo, se declara la invalidez de los ARTÍCULOS 46, 47, 48, 51, 52, 53, 54, 55 y 56 de la LEY DE EDUCACIÓN DEL 

ESTADO DE PUEBLA, expedida mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el 

dieciocho de mayo de dos mil veinte, por ser contrarios a lo dispuesto en el artículo 2º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como, en lo particular, los artículos 6 del Convenio 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales y 4.3 de la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad. 

132. 6.2. EFECTOS ESPECÍFICOS DE LA DECLARACIÓN DE INVALIDEZ. Atendiendo a la facultad de esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación para determinar los efectos de las sentencias estimatorias que emite, conforme 

a lo dispuesto en los citados artículos 41 y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y conforme a la jurisprudencia P./J. 84/2007, 

cuyo rubro es: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CUENTA CON 

AMPLIAS FACULTADES PARA DETERMINAR LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS ESTIMATORIAS.” 66 

133. En esa jurisprudencia se sostiene que los efectos que este Tribunal Constitucional imprima a sus 

sentencias estimatorias en la vía de acción de inconstitucionalidad deben, de manera prioritaria, salvaguardar 

de manera eficaz la norma constitucional violada, aunque al mismo tiempo se debe evitar generar una 

situación de mayor incertidumbre jurídica que la ocasionada por las normas impugnadas, así como afectar 

injustificadamente el ámbito decisorio establecido constitucionalmente a favor de otros poderes públicos 

(federales, estatales y/o municipales). 

 
64 Acción de inconstitucionalidad 212/2020 fallada el 1 de marzo de 2021, por unanimidad de once votos, bajo la ponencia del ministro 

José Fernando Franco González Salas. 
65 Artículo 41. Las sentencias deberán contener:  

(…) 
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos 
respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la 
sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la 
propia norma invalidada; 
(…). 
Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley. 
65 Similar determinación fue tomada por el Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 84/2016 fallada el 28 de junio de 2018 

bajo la ponencia del Ministro Eduardo Medina Mora I. En ese asunto, se declaró la invalidez de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma 
Intercultural de Sinaloa, ante la falta de una consulta indígena, determinación que surtiría efectos a los doce meses siguientes a su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
66 El texto de la jurisprudencia P./J.84/2007, es el siguiente: De conformidad con el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del artículo 105 constitucional, las facultades del Máximo Tribunal del país para determinar los efectos de las sentencias 
estimatorias que emite, por un lado, comprenden la posibilidad de fijar "todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el 
ámbito que corresponda"; por otro lado, deben respetar todo el sistema jurídico constitucional del cual derivan. Ese estado de cosas implica 
que el Alto Tribunal cuenta con un amplio margen de apreciación para equilibrar todos los principios, competencias e institutos que pudieran 
verse afectados positiva o negativamente por causa de la expulsión de la norma declarada inconstitucional en el caso de su conocimiento, de 
tal suerte que a través de los efectos que imprima a su sentencia debe salvaguardar de manera eficaz la norma constitucional violada, 
evitando, al mismo tiempo, generar una situación de mayor inconstitucionalidad o de mayor incertidumbre jurídica que la ocasionada por las 
normas impugnadas, o invadir injustificadamente el ámbito decisorio establecido constitucionalmente a favor de otros poderes públicos 
(federales, estatales y/o municipales)”. Datos de localización; Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXVI, Diciembre de 2007, pág. 777, registro 170879.  
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134. Lo anterior determina que este Tribunal Pleno cuenta con un amplio margen de apreciación para 

salvaguardar eficazmente la norma constitucional o convencional violada. Por ello, este Tribunal Pleno ha 

tomado decisiones en que el efecto consistió únicamente en la expulsión de las porciones normativas que 

presentaban vicios de inconstitucionalidad; en otros casos, el efecto ha consistido en la expulsión de todo un 

conjunto armónico de normas dentro del ordenamiento legal impugnado; e, inclusive, se han expulsado del 

orden jurídico nacional leyes u ordenamientos completos por existir violaciones muy graves a las normas que 

rigen el procedimiento para su creación. Asimismo, en ocasiones, el efecto de la sentencia se ha postergado 

por un lapso razonable y, en otros casos, el efecto ha consistido en la reviviscencia de las normas vigentes 

con anterioridad a las que han sido expulsadas del ordenamiento jurídico, para garantizar un mínimo 

indispensable de certeza jurídica. 

135. Cabe puntualizar que, si bien en diversos precedentes67 esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha establecido un plazo de seis meses para que los congresos locales den cumplimiento a las declaraciones 

de invalidez derivadas de la falta de consulta de los pueblos y comunidades indígenas, o de doce meses, tal 

como se determinó en las ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD 84/201668, 81/2018 y 201/2020,69 e incluso, de 

ciento ochenta días naturales para el surtimiento de efectos de la declaración de invalidez de actos legislativos 

respecto de los cuales se omitió la consulta previa a las personas con discapacidad,70 lo cierto es que, 

tomando en consideración las serias dificultades y riesgos que implicaría celebrar las consultas respectivas 

durante la pandemia por el virus SARS-COV2, y el desarrollo de un número significativo de elecciones que se 

han celebrado o están por celebrarse en el país y que, consecuentemente, tendrán implicaciones en el relevo 

de las autoridades; con fundamento en lo previsto en el artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria 

de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 

determina que la declaración de invalidez de los ARTÍCULOS 46, 47, 48, 51, 52, 53, 54, 55 y 56 de la LEY DE 

EDUCACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA, relativos a sus capítulos “VI De la Educación Indígena” y “VIII De la 

Educación Inclusiva”, del Título Segundo, debe postergarse por dieciocho meses con el objeto de que la 

regulación respectiva continúe vigente en tanto el Congreso del Estado de Puebla cumple con los efectos 

vinculatorios precisados en el siguiente apartado de este considerando, lo que permitirá, incluso, la eficacia de 

los derechos humanos a la consulta de los pueblos y comunidades indígenas, así como de las personas con 

discapacidad. 

136. 6.3. EFECTOS VINCULANTES PARA EL CONGRESO DEL ESTADO DE PUEBLA. Tomando en cuenta que el 

Congreso del Estado de Puebla, en ejercicio de su libertad de configuración y considerando lo establecido en 

los artículos 1, 4 y del 56 al 58, así como del 61 al 68 de la Ley General de Educación, determinó regular en 

los ARTÍCULOS 46, 47, 48, 51, 52, 53, 54, 55 y 56 de la LEY DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA aspectos 

relacionados con la educación indígena y la educación inclusiva, debe estimarse que la invalidez de dicha 

regulación, derivada de la ausencia de consulta a los pueblos y comunidades indígenas, así como la de las 

 
67 Por ejemplo, en las acciones de inconstitucionalidad 68/2018, 1/2017 y 80/2017 y su acumulada 81/2017, resueltas el veintisiete de agosto 

y uno de octubre, ambos de dos mil diecinueve, y veinte de abril de dos mil veinte, respectivamente. 
68 Resuelta el veintiocho de junio de dos mil dieciocho, por mayoría de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz 

apartándose de las consideraciones y con razones adicionales, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo 
Rebolledo, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, 
consistente en determinar que la declaración de invalidez decretada en este fallo surtirá sus efectos doce meses después a la publicación de 
esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, plazo dentro del cual el Congreso del Estado de Sinaloa deberá legislar para subsanar el 
vicio advertido, esto es, realizar la consulta a los indígenas. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y reservó su derecho de 
formular voto particular. 
69 Resuelta el diez de noviembre de dos mil veinte, por mayoría de nueve votos de las señoras ministras y los señores ministros Gutiérrez 

Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. Indicándose que “la declaración de invalidez de los decretos impugnados surtirá efectos a los doce meses 
siguientes a la notificación de los resolutivos de la presente sentencia al Congreso del Estado de Chihuahua. El motivo de este plazo es que 
no se prive a los pueblos y comunidades indígenas, ni a las personas con discapacidad incluidos en los decretos que se declaran inválidos, 
de los posibles efectos benéficos de las normas sin permitir al Congreso de Chihuahua emitir una nueva medida que atienda a las 
consideraciones dispuestas en la presente ejecutoria. Similares decisiones se tomaron en la acción de inconstitucionalidad 68/2018, la acción 
de inconstitucionalidad 1/2017 y la acción de inconstitucionalidad 80/2017 y su acumulada. Sin embargo, en vista de las serias dificultades y 
riesgos que implicaría celebrar las consultas respectivas durante la pandemia por el virus SARS-COV2-COVID19 en el plazo de seis meses 
establecido en dichos precedentes, esta Suprema Corte considera pertinente duplicar el plazo referido, tal como se hizo en la acción de 
inconstitucionalidad 81/2018. Al igual que se aclaró en este último precedente, el establecimiento del plazo de doce meses para que surta sus 
efectos la invalidez de los decretos impugnados no representa impedimento alguno para que el Congreso del Estado de Chihuahua realice las 
consultas requeridas bajo las condiciones que le impone el parámetro de regularidad constitucional y expida una nueva ley en un tiempo 
menor.” 
70 Por ejemplo, en las acciones de inconstitucionalidad 80/2017 y su acumulada 81/2017, así como 41/2018 y su acumulada 42/2018, 

resueltas el 20 y 21 de abril de este dos mil veinte. 
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personas con discapacidad, debe traducirse en una consecuencia acorde a la eficacia de esos derechos 

humanos, por lo que se impone concluir que la declaración de invalidez de la referida regulación no se limita a 

su expulsión del orden jurídico, sino que CONLLEVA LA OBLIGACIÓN CONSTITUCIONAL DE QUE EL REFERIDO ÓRGANO 

LEGISLATIVO DESARROLLE LAS CONSULTAS CORRESPONDIENTES, cumpliendo con los parámetros establecidos en el 

considerando quinto de esta determinación, y dentro del plazo de postergación de los efectos de invalidez 

antes precisado, con base en los resultados de dichas consultas, emita la regulación que corresponda en 

materia de educación indígena, así como de educación inclusiva. 

137. Por lo expuesto, se vincula al Congreso del Estado de Puebla71 para que dentro de los dieciocho 

meses siguientes a la notificación que se le haga de los puntos resolutivos de esta resolución, fecha en que 

surtirá efectos la declaración de invalidez decretada, lleve a cabo, conforme a los parámetros fijados en el 

considerando quinto de esta decisión, la consulta a los pueblos y comunidades indígenas, así como la de las 

personas con discapacidad y, posteriormente, emita la regulación correspondiente en materia de educación 

indígena y de educación inclusiva. 

138. Lo anterior, en el entendido de que las consultas no deben limitarse a los artículos declarados 

inconstitucionales, sino que deberán tener un carácter abierto, a efecto de otorgar la posibilidad de que se 

facilite el diálogo democrático y busque la participación de los grupos involucrados, en relación con cualquier 

aspecto regulado en la Ley de Educación para el Estado, que esté relacionado directamente con su condición 

indígena o de discapacidad. 

139. El plazo establecido, además, permite que no se prive a los pueblos y comunidades indígenas, ni a 

las personas con discapacidad, de los posibles efectos benéficos de las normas, y al mismo tiempo permite al 

Congreso del Estado de Puebla atender a lo resuelto en la presente ejecutoria. Sin perjuicio de que en un 

tiempo menor la legislatura local pueda legislar en relación con los preceptos declarados inconstitucionales, 

bajo el presupuesto ineludible de que efectivamente se realicen las consultas en los términos fijados por esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

140. Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad y su acumulada. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 46, 47, 48 y del 51 al 56 de la Ley de Educación del 

Estado de Puebla, publicada en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el dieciocho de mayo de dos 

mil veinte, de conformidad con lo establecido en el considerando quinto de esta decisión. 

TERCERO. La declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a los dieciocho meses siguientes a 

la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Puebla, en la inteligencia de que, dentro 

del referido plazo, previo desarrollo de las respectivas consultas a los pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas, así como a las personas con discapacidad, dicho Congreso deberá legislar en las materias de 

educación indígena y de educación inclusiva, en los términos precisados en el considerando sexto de esta 

determinación. 

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 

Estado de Puebla, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese por medio de oficio a las partes, así como a las autoridades señaladas en el fallo y archívese 

el expediente como concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 

Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 

Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 

 
71 En términos similares se pronunció este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 63/2017 y sus acumuladas 65/2017, 

66/2017, 67/2017, 68/2017, 70/2017, 71/2017, 72/2017, 74/2017 y 75/2017, el veintiuno de septiembre de dos mil diecisiete, en la cual se 
determinó “Por otro lado, al haberse declarado fundada la omisión atribuida a la Asamblea Legislativa en cuanto al establecimiento en el 
Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México de mecanismos político-electorales específicos relacionados 
con el acceso a cargos de elección popular de las personas integrantes de los pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas 
residentes, atendiendo a los principios de proporcionalidad y equidad; ésta deberá emitir, previa consulta a los pueblos y comunidades 
indígenas de la entidad, el acto legislativo que subsane dicha omisión, el cual deberá entrar en vigor antes del proceso electoral siguiente al 
que inicie en esa localidad en el mes de octubre de dos mil diecisiete.” 
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respecto de los considerandos primero, segundo, tercero y cuarto relativos, respectivamente, a la 

competencia, a la oportunidad, a la legitimación y a las causas de improcedencia. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 

Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 

Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 

respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez de los 

artículos 46, 47, 48 y del 51 al 56 de la Ley de Educación del Estado de Puebla, publicada en el periódico 

oficial de dicha entidad federativa el dieciocho de mayo de dos mil veinte. El señor Ministro Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 

Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez 

Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando sexto, relativo a los 

efectos, consistente en: 1) determinar que la declaratoria de invalidez decretada en este fallo surta sus efectos 

a los dieciocho meses siguientes a la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del 

Estado de Puebla. El señor Ministro González Alcántara Carrancá y la señora Ministra Piña Hernández 

votaron en contra. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 

Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 

Rebolledo, Piña Hernández por la invalidez adicional a otros preceptos que compartan el mismo vicio de 

inconstitucionalidad, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por la 

invalidez adicional a otros preceptos que compartan el mismo vicio de inconstitucionalidad, respecto del 

considerando sexto, relativo a los efectos, consistente en: 2) vincular al Congreso del Estado de Puebla a que 

lleve a cabo las consultas de mérito y emita la regulación correspondiente, en el entendido de que la consulta 

no debe limitarse a los artículos declarados inconstitucionales, sino que deberá tener un carácter abierto. Los 

señores Ministros Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos 

concurrentes. La señora Ministra Ríos Farjat reservó voto concurrente. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 

Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 

Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 

propuestos, dejando a salvo el derecho de las señoras Ministras y de los señores Ministros de formular los 

votos que consideren pertinentes. Doy fe. 

Firman los Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ministro Ponente, Jorge 

Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello 

Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de treinta y tres fojas 

útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la 

acción de inconstitucionalidad 131/2020 y su acumulada 186/2020, promovidas por diversos integrantes de la 

Sexagésima Legislatura del Congreso de Puebla y por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veinticinco de mayo de dos 

mil veintiuno. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 

México, a veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO, EN LA 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 131/2020 Y SU ACUMULADA 186/2020. 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión virtual de veinticinco de mayo 

de dos mil veintiuno, resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, donde se determinó declarar la 

invalidez de los artículos 46 a 48 y 51 a 56 de la Ley de Educación del Estado de Puebla, en los términos 
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precisados en el considerando quinto de esa ejecutoria. Lo anterior, al considerar que se vulneró el derecho a 

la consulta previa de las personas pertenecientes a comunidades indígenas, así como de las personas con 

discapacidad. 

Ahora, si bien comparto el sentido de la resolución, como lo he realizado en precedentes, me separo del 

estándar propuesto como requisitos para tener por constitucional una consulta a las comunidades indígenas, 

propuesto en los párrafos 49 a 53 del engrose, pues como he expresado, sostengo que los méritos de cada 

proceso deben analizarse en el caso concreto, ya que un estándar inflexible y único para todos los casos 

podría resultar inadecuado para las particularidades de cada situación, lo que será un desincentivo para los 

esfuerzos que llevan a cabo las autoridades para realizar cualquier acción en beneficio de las comunidades 

indígenas. 

Ello incluso, pues es posible que en un caso concreto se cumpla con el parámetro de regularidad 

constitucional señalado en precedentes, relativo a que la consulta debe ser previa, libre, informada, 

culturalmente adecuada y de buena fe; pero no cumplirse con el estándar específico señalado en la sentencia, 

lo cual llevaría a la declaratoria de invalidez de la norma de manera innecesaria, con la consecuente 

afectación a los propios derechos e intereses indígenas. 

Así, por las razones expresadas, es que comparto las determinaciones tomadas en este asunto, 

separándome de la consideración que se precisa en el cuerpo del presente voto. 

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. 

Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, 

concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, en relación con la sentencia del veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, 

dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 

131/2020 y su acumulada 186/2020, promovidas por diversos integrantes de la Sexagésima Legislatura del 

Congreso de Puebla y por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de 

que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintiuno de septiembre de dos mil 

veintiuno.- Rúbrica. 

 

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN 

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 131/2020 Y SU ACUMULADA 186/2020, PROMOVIDAS POR DIVERSOS 

INTEGRANTES DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE PUEBLA Y LA COMISIÓN 

NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

En sesión de veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 131/2020 y su acumulada 186/2020 promovidas por 

diversos integrantes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado de Puebla y la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos, en la que se declaró la invalidez de diversas disposiciones contenidas en los 

capítulos VI, denominado “De la Educación Indígena” y VIII, denominado “De la Educación Inclusiva” de la Ley 

de Educación del Estado de Puebla,1 publicada el dieciocho de mayo de dos mil veinte en el periódico oficial 

de dicha entidad federativa. 

 
1 Ley de Educación del Estado de Puebla 

“Artículo 46. En el Estado de Puebla, se garantizará el ejercicio de los derechos educativos, culturales y lingüísticos a todas las personas, 
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, migrantes y jornaleros agrícolas. Las acciones educativas de las autoridades respectivas 
contribuirán al conocimiento, aprendizaje, reconocimiento, valoración, preservación y desarrollo tanto de la tradición oral y escrita indígena, 
como de las lenguas indígenas del Estado de Puebla como medio de comunicación, de enseñanza, objeto y fuente de conocimiento. La 
educación indígena debe atender las necesidades educativas de las personas, pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas con 
pertinencia cultural y lingüística; además de basarse en el respeto, promoción y preservación del patrimonio histórico y las culturas del Estado 
de Puebla.” 
“Artículo 47. Las autoridades educativas del Estado de Puebla, consultarán de buena fe y de manera previa, libre e informada, de acuerdo 
con las disposiciones legales nacionales e internacionales en la materia, cada vez que prevea medidas en materia educativa, relacionadas 
con los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, respetando su autodeterminación en los términos del artículo 2º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 
“Artículo 48. En materia de educación indígena, las autoridades educativas estatal y municipales podrán realizar, entre otras acciones, lo 
siguiente:  
I. Fortalecer las escuelas de educación indígena, los centros educativos integrales y albergues escolares indígenas, en especial en lo 
concerniente a la infraestructura escolar, los servicios básicos y la conectividad;  
II. Desarrollar programas educativos que reconozcan la herencia cultural de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, y 
promover la valoración de distintas formas de producir, interpretar y transmitir el conocimiento, las culturas, saberes, lenguajes y tecnologías;  
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Coincido plenamente con el sentido de la resolución y comparto gran parte de las consideraciones de la 
sentencia. No obstante, estimo que es necesario fortalecer el contenido y alcance del derecho a la consulta 
indígena, así como el estándar de análisis respecto de la consulta a las personas con discapacidad, con la 
inclusión expresa del principio de igualdad entre el hombre y la mujer. 

En función de lo anterior, me referiré a cada uno de estos temas por separado. 

A. Contenido y alcance del derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas a la 

consulta previa, libre e informada. 

 
III. Elaborar, editar, mantener actualizados, distribuir y utilizar materiales educativos, entre ellos libros de texto gratuitos, en las diversas 
lenguas del Estado de Puebla;  
IV. Fortalecer las instituciones públicas de formación docente, la adscripción de los docentes en las localidades y regiones lingüísticas a las 
que pertenecen, así como impulsar programas de formación, actualización y certificación de maestras y maestros en las lenguas de las 
regiones correspondientes;  
V. Tomar en consideración, en las opiniones que emitan para la elaboración de los planes y programas de estudio, los sistemas de 
conocimientos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, para favorecer la recuperación cotidiana de las diferentes 
expresiones y prácticas culturales de cada pueblo en la vida escolar;  
VI. Crear mecanismos y estrategias para incentivar el acceso, permanencia, tránsito, formación y desarrollo de las y los educandos con un 
enfoque intercultural y plurilingüe, y  
VII. Establecer esquemas de coordinación entre las diferentes 4instancias de gobierno para asegurar que existan programas de movilidad e 
intercambio, nacional e internacional, dando especial apoyo a estudiantes de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, en un 
marco de inclusión y enriquecimiento de las diferentes culturas.” 
“Artículo 51. La educación inclusiva se refiere al conjunto de acciones orientadas a identificar, prevenir y reducir las barreras que limitan el 
acceso, permanencia, participación y aprendizaje de todas y todos los educandos, al eliminar prácticas de discriminación, exclusión y 
segregación. La educación inclusiva se basa en la valoración de la diversidad, adaptando el sistema para responder con equidad a las 
características, necesidades, intereses, capacidades, habilidades y estilos de aprendizaje de todos y cada uno de las y los educandos.” 
“Artículo 52. Las instituciones de educación especial, deberán ser atendidas por personal profesional especializado y multidisciplinario, para 
cumplir eficazmente con los propósitos de esta educación.” 
“Artículo 53. La educación inclusiva tiene como finalidad favorecer el aprendizaje de todas y todos los educandos en los tipos y niveles 
educativos, con énfasis en los que están excluidos, marginados o en riesgo de estarlo. Para tal efecto, las acciones de la Secretaría en la 
materia buscarán:  
I. Favorecer el máximo logro de aprendizaje de las y los educandos con respeto a su dignidad, derechos humanos y libertades 
fundamentales, reforzando su autoestima y aprecio por la diversidad humana;  
II. Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las y los educandos;  
III. Favorecer la plena participación de las y los educandos, su educación y garantizar la continuidad de sus estudios en la educación 
obligatoria;  
IV. Instrumentar acciones para que ninguna persona quede excluida del Sistema Educativo Estatal por motivos de origen étnico o nacional, 
creencias religiosas, convicciones éticas o de conciencia, sexo, orientación sexual o de género, así como por sus características, 
necesidades, intereses, capacidades, habilidades y estilos de aprendizaje, entre otras;  
V. Realizar los ajustes razonables en función de las necesidades de las personas y otorgar los apoyos necesarios para facilitar su 
formación, y  
VI. Proporcionar a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender y desarrollar habilidades para la vida diaria que favorezcan su 
convivencia cotidiana e inclusión laboral, a fin de propiciar su participación plena y en condiciones equitativas en la educación y en la 
sociedad.” 
“Artículo 54. En la aplicación de esta Ley, se garantizará el derecho a la educación a las y los educandos con necesidades específicas de 
aprendizaje o que enfrenten barreras para el aprendizaje y la participación. La Secretaría, en el ámbito de su competencia y de conformidad a 
los criterios orientadores para la prestación de los servicios de educación especial que emita la autoridad educativa federal, para atender a las 
y los educandos con capacidades, circunstancias, necesidades, estilos y ritmo de aprendizaje diversos, realizará lo siguiente:  
I. Prestar educación especial en condiciones necesarias, previa decisión y valoración por parte de las y los educandos, madres y padres de 
familia, tutoras o tutores, personal docente y, en su caso, derivados por una condición de salud, para garantizar el derecho a la educación de 
las y los educandos que enfrentan barreras para el aprendizaje y la participación;  
II. Ofrecer formatos accesibles para prestar educación especial, procurando en la medida de lo posible su incorporación a todos los servicios 
educativos, sin que esto cancele su posibilidad de acceder al servicio escolarizado;  
III. Prestar educación especial para apoyar a las y los educandos con alguna discapacidad o aptitudes sobresalientes en los niveles de 
educación obligatoria;  
IV. Establecer un sistema de diagnóstico temprano y atención especializada para la eliminación de barreras para el aprendizaje y la 
participación;  
V. Garantizar la formación de todo el personal docente para que, en el ámbito de sus competencias, contribuyan a identificar y eliminar las 
barreras para el aprendizaje y la participación, y preste los apoyos que las y los educandos requieran;  
VI. Garantizar la satisfacción de las necesidades básicas de aprendizaje de las y los educandos con alguna discapacidad, su bienestar y 
máximo desarrollo para la autónoma inclusión a la vida social y productiva, y  
VII. Promover actitudes, prácticas y políticas incluyentes para la eliminación de las barreras del aprendizaje en todos los actores sociales 
involucrados en educación.” 
“Artículo 55. Para garantizar la educación inclusiva, la Secretaría, en el ámbito de su competencia, ofrecerá las medidas pertinentes, entre 
ellas:  
I. Facilitar el aprendizaje del sistema Braille, otros modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y habilidades de 
orientación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo necesario;  
II. Facilitar la adquisición y el aprendizaje de la Lengua de Señas Mexicana dependiendo de las capacidades del educando y la enseñanza del 
español para las personas sordas;  
III. Asegurar que las y los educandos ciegos, sordos o sordociegos reciban educación en los lenguajes y los modos y medios de 
comunicación más apropiados a las necesidades de cada persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico, 
productivo y social;  
IV. Asegurar que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad;  
V. Proporcionar a las y los educandos con aptitudes sobresalientes la atención que requieran de acuerdo con sus capacidades, intereses y 
necesidades, y  
VI. Promover la prestación del servicio de transporte a quienes así lo requieran.  
“Artículo 56. En el Sistema Educativo Estatal se atenderán las disposiciones en materia de accesibilidad señaladas en la presente Ley, la Ley 
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación y en las demás normas 
aplicables.” 
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La sentencia retoma los criterios internacionales que deben seguir las consultas a los pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanos2. Sin embargo, considero que también deben retomarse las 

consideraciones, tanto de esta Corte como de diversos organismos internacionales, que sustentan la 

necesidad de dichos criterios. 

En este sentido, es pertinente definir cuáles son las condiciones para que una consulta pueda 

considerarse efectiva, –lo cual debe ser determinado a la luz de la jurisprudencia de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos y de diversos precedentes de esta Suprema Corte–. 

El alcance y sentido del derecho a la consulta previa debe ser leído a la luz de los criterios derivados de 

los casos de “Pueblo de Saramaka vs Surinam” de veintiocho de noviembre de dos mil siete, y “Yatama vs 

Nicaragua”, de veintrés de junio de dos mil cinco, ya que conforme a lo resuelto por este Tribunal Pleno en la 

Contradicción de Tesis 293/2011, los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos son vinculantes con independencia de que el Estado Mexicano haya sido parte en el litigio ante 

dicho tribunal3. 

Además, son de particular relevancia los informes del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la 

situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos y comunidades indígenas, 

en los cuales se han desarrollado los principios internacionales que rigen la comprensión del derecho a la 

consulta previa4. 

(i) En qué consiste el derecho a la consulta previa, libre e informada de los pueblos indígenas y 

afromexicanos. 

El derecho a la consulta previa, libre e informada es un derecho de participación de los pueblos indígenas 

en los asuntos que afectan sus derechos e intereses5. Se concibe como un derecho que salvaguarda los 

derechos que de manera especial les corresponden a éstos pueblos, de manera fundamental, el derecho a la 

autodeterminación, pero también los demás derechos protegidos tanto por la Constitución General como por 

los tratados internacionales6. 

De acuerdo con el Relator de Naciones Unidas, los procedimientos especiales y diferenciados de 

consultas, se justifican por la naturaleza de esos intereses particulares, que derivan del carácter 

distinto de los modelos e historias culturales de los pueblos indígenas, y porque los procesos 

democráticos y representativos corrientes no suelen bastar para atender a las preocupaciones particulares de 

los pueblos indígenas, que por lo general están marginados en la esfera política. El deber de los Estados de 

celebrar consultas con los pueblos indígenas, se basa en el reconocimiento generalizado de las 

características distintivas de los pueblos indígenas y de la necesidad de medidas especiales que permitan 

corregir sus condiciones desfavorecidas7. 

Así, el derecho a la consulta previa, libre e informada puede concebirse como un derecho instrumental o 

de participación, en aquellos asuntos que incidan en sus derechos como pueblos indígenas. 

(ii) Alcance del derecho a la consulta previa, libre e informada de los pueblos indígenas y 

afromexicanos. 

 
2 Es preciso señalar que el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) aplica también a los pueblos tribales y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido -en diversos casos como en “Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam”, “Pueblo Saramaka 
Vs. Surinam”, “Comunidad Garífuna de Punta de Piedra y sus miembros Vs. Honduras”, y “Comunidad Garífuna Triunfo de La Cruz y sus 
miembros Vs Honduras”- que las personas afrodescendientes se amparan bajo el concepto de pueblos tribales. En ese sentido, dicha Corte 
ha sido consistente en señalar que los estándares sobre los derechos de los pueblos indígenas también son aplicables a los pueblos tribales. 
3 Tesis con número de identificación P./J. 21/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación el veinticinco de abril de dos 

mil catorce, Décima Época, de título y subtítulo: “JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA”. 
4 Informe A/HRC/12/34 supra nota 15. Informe A/HRC/21/47 del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de los indígenas James Anaya. Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas James Anaya, sobre Principios Internacionales Aplicables a la Consulta en Relación con la Reforma 
Constitucional en Materia de Derechos de los Pueblos Indígenas en Chile. 
5 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 

2007. Serie C No. 172, párr. 135; y Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 
de junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 259. 
6 Los principios de consulta y consentimiento son fundamentales para los derechos de participación y libre determinación, y constituyen 

salvaguardias de todos los derechos de los pueblos indígenas que podrían verse afectados por actores externos, incluidos los derechos que 
asisten a los pueblos indígenas con arreglo al derecho interno o a los tratados a los que se han suscrito, o los derechos reconocidos y 
protegidos por fuentes internacionales autorizadas como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas 
y los diversos tratados multilaterales ampliamente ratificados. (véase Informe A/HRC/21/47, supra nota 18, párr. 50). 
7 Informe A/HRC/12/34 del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas 

James Anaya, párr. 42.  
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El derecho a la consulta previa merece una protección diferenciada dependiendo de la medida que se 

pretenda instaurar; esto es, si trata de medidas legislativas, o bien, de políticas que afecten directamente el 

uso y goce de sus recursos. Su alcance también se determina dependiendo de los derechos indígenas que 

se pudieran afectar. 

Así, se ha señalado que: “Las características específicas del proceso de consultas requerido por el deber 

de celebrar consultas variará necesariamente en función de la naturaleza de la medida propuesta y del 

alcance de su impacto sobre los pueblos indígenas. Las medidas de reforma constitucional o legislativa 

que interesan o afectan a todos los pueblos indígenas de un país requerirán mecanismos consultivos y 

representativos apropiados que estén de alguna manera abiertos a todos ellos y a su alcance. En cambio, las 

medidas que afecten a pueblos o comunidades indígenas particulares, como las iniciativas para la 

actividad de extracción de recursos naturales en sus territorios, requerirán procesos de consulta que 

garanticen la participación activa de los grupos particularmente afectados y presten atención especial a sus 

intereses (énfasis añadido)”8. 

Incluso, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha considerado que en determinadas 

circunstancias, los Estados deben obtener el consentimiento de los pueblos tribales e indígenas. Tal nivel 

de protección se ha reconocido especialmente tratándose de planes de desarrollo o inversión a grande escala 

con un impacto significativo en el derecho al uso y goce de sus territorios ancestrales9. 

En el presente caso, la medida consiste en la inclusión del Capítulo VI, “De la Educación Indígena” en el 

Título Segundo, “Del Sistema Educativo Estatal” de la Ley de Educación del Estado de Puebla, disposiciones 

que son susceptibles de afectar directamente los intereses o derechos de dichas comunidades, ya que se 

relacionan directa y estrechamente con el derecho a la educación de tal sector. 

Así, los alcances del derecho a la consulta previa deben ser ponderados e instrumentalizados en ese 

contexto. En este asunto, dicho derecho tiene un alcance amplio: pretende atender a las necesidades y 

características de las comunidades indígenas, busca propiciar un verdadero diálogo entre éstas y los poderes 

de la entidad que tienen la facultad de emitir normas que les afecten directamente, y tiene como finalidad 

llegar a un acuerdo acerca de las medidas propuestas. 

(iii) Criterios internacionales para que el ejercicio al derecho a la consulta previa pueda 

considerarse efectivo. 

Los órganos internacionales de derechos humanos han señalado que el ejercicio del deber de consultar a 

los pueblos indígenas debe ser interpretado de forma flexible, dependiendo de la medida objeto de la consulta 

y de las circunstancias específicas de cada país. 

Asimismo, el artículo 34 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo establece que “La 

naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio deberán 

determinarse con flexibilidad, teniendo en cuenta las condiciones propias de cada país”. 

No obstante, existen a nivel internacional una serie de criterios mínimos para que el ejercicio al 

derecho a la consulta previa pueda considerarse efectivo. Los cuales se pueden desprender del propio 

texto del artículo 6º del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la Organización Internacional del 

Trabajo, y de los artículos 18 y 19 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas. 

En efecto, tales preceptos señalan que las consultas deberán efectuarse de manera previa, de buena fe 

y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 

consentimiento acerca de las medidas propuestas. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos reiteradamente ha sostenido que las consultas deben 

satisfacer el principio de buena fe, ser apropiadas a las costumbres y valores de los pueblos, así como ser 

efectivas, en el sentido de permitir el ejercicio real de dicho derecho10. 

En esa línea, y a propósito de la reforma constitucional en materia indígena en Chile de 2009, el Relator 

Especial de Naciones Unidas, desarrolló el contenido de los principios internacionales aplicables a la consulta 

 
8 Informe A/HRC/12/34 supra nota 15, párr. 45. 
9 Cfr. Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, supra nota 19, párr. 136 
10 Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, supra nota 19, párr. 136: “Asimismo, se debe consultar con el pueblo Saramaka, de 

conformidad con sus propias tradiciones, en las primeras etapas del plan de desarrollo o inversión y no únicamente cuando surja la necesidad 
de obtener la aprobación de la comunidad, si éste fuera el caso. El aviso temprano proporciona un tiempo para la discusión interna dentro de 
las comunidades y para brindar una adecuada respuesta al Estado. El Estado, asimismo, debe asegurarse que los miembros del pueblo 
Saramaka tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluido los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de 
desarrollo o inversión propuesto con conocimiento y de forma voluntaria. Por último, la consulta debería tener en cuenta los métodos 
tradicionales del pueblo Saramaka para la toma de decisiones.” 
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previa, libre e informada11 los cuales, si bien no pueden trasladarse automáticamente al caso que ahora se 

analiza sí resultan particularmente orientadores. 

1. La consulta debe realizarse con carácter previo. En el sentido de que dicha consulta se realice “lo 

antes posible”12. Tratándose de medidas legislativas, los pueblos indígenas deberán ser consultados 

previamente en todas las fases del proceso de producción normativa13. 

2. La consulta no se agota con la mera información. No basta con que se informe a los pueblos 

indígenas sobre el contenido de la medida propuesta, sino que debe pretender fomentar un 

verdadero diálogo con ellos14. 

3. La consulta debe ser de buena fe, dentro de un procedimiento que genere confianza entre las 

partes. Se debe buscar generar consensos, propiciando un clima de confianza y respeto entre 

comunidades y gobierno15. 

4. La consulta debe ser adecuada y a través de las instituciones representativas indígenas. Lo 

anterior significa que se debe dar en el marco del respeto a las formas de decisión internas, a través 

de sus instituciones representativas y mediante procedimientos apropiados. Un procedimiento es 

apropiado dependiendo del ámbito o alcance de la medida específica.16 

5. La consulta debe ser sistemática y transparente. Esto es, las consultas deben responder a 

procedimientos transparentes y previamente definidos, lo anterior, con el objeto de dotar de 

seguridad jurídica a los pueblos indígenas sobre sus mecanismos de participación. En caso de que 

estos mecanismos no existan formalmente, deberán adoptarse provisionalmente regímenes 

transitorios o ad hoc con miras al ejercicio efectivo de las consultas.17 

Dichos principios también fueron retomados por la Primera Sala en el amparo en revisión 631/2012, los 

cuales se ven reflejados en la tesis de título y subtítulo: “COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS. TODAS 

LAS AUTORIDADES, EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES, ESTÁN OBLIGADAS A 

CONSULTARLOS, ANTES DE ADOPTAR CUALQUIER ACCIÓN O MEDIDA SUSCEPTIBLE DE AFECTAR 

SUS DERECHOS E INTERESES”18. 

Es además necesario observar, la opinión que emitió el Comité Tripartita de la Organización 

Internacional del Trabajo en el caso sobre la reforma constitucional al artículo 2° de nuestra 

Constitución General,19 en la que se señaló que el contenido de las consultas a los pueblos indígenas no es 

jurídicamente vinculante. Sin embargo, dichas consultas deben efectuarse de buena fe y de una manera 

 
11 Informe sobre Principios Internacionales Aplicables a la Consulta en Relación con la Reforma Constitucional en Materia de Derechos de 

los Pueblos Indígenas en Chile, supra nota 18. 
12 Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Colombia del Convenio sobre 

pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de 
Trabadores (CUT), (en adelante “Reclamación Colombia”) GB.276/17/1; GB.282/14/3 (1999), párr. 90; y Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. 
Surinam, supra nota 19, párr. 134. 
13 Informe sobre Principios Internacionales Aplicables a la Consulta en Relación con la Reforma Constitucional en Materia de Derechos de 

los Pueblos Indígenas en Chile, supra nota 18, párr. 20. 
14 Reclamación Colombia, supra nota 27, párr. 90.  
15 Informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Guatemala del Convenio sobre 

pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por la Federación de 
Trabajadores del Campo y la Ciudad (FTCC), GB.294/17/1; GB.299/6/1 (2005), párr. 53; e Informe del Comité encargado de examinar la 
reclamación en la que se alega el incumplimiento por México del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada 
en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por el Frente Auténtico del Trabajo (FAT), (en adelante “Reclamación México”) 
GB.283/17/1; GB.289/17/3 (2001), párr. 107. 
16 Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, supra nota 19, párr. 134; Reclamación México, supra nota 29, párr. 101, 105 y 109; y 

Reclamación Colombia, supra nota 27, párr. 79. 
17 Reclamación Colombia, supra nota 27, párr. 79, 95 y 105. 
18 Tesis con número de identificación 1a. CCXXXVI/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, de texto: “La protección efectiva de los derechos fundamentales de los pueblos y las comunidades indígenas requiere garantizar el 
ejercicio de ciertos derechos humanos de índole procedimental, principalmente el de acceso a la información, el de la participación en la toma 
de decisiones y el de acceso a la justicia. En ese sentido, todas las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, están obligadas a 
consultarlos antes de adoptar cualquier acción o medida susceptible de afectar sus derechos e intereses, consulta que debe cumplir con los 
siguientes parámetros: a) debe ser previa; b) culturalmente adecuada a través de sus representantes o autoridades tradicionales; c) 
informada; y, d) de buena fe. En el entendido que el deber del Estado a la consulta no depende de la demostración de una afectación real a 
sus derechos, sino de la susceptibilidad de que puedan llegar a dañarse, pues precisamente uno de los objetos del procedimiento es 
determinar si los intereses de los pueblos indígenas serían perjudicados.” 
19 Reclamación México, supra nota 29, párr. 105: “[…] tanto el Congreso Nacional como las legislaturas de los Estados no ignoraban las 

opiniones de los indígenas respecto a las reformas, pero no estaban obligados a aceptarlas”. 



  DIARIO OFICIAL Miércoles 13 de octubre de 2021 

apropiada a las circunstancias de los pueblos, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 

consentimiento acerca de las medidas propuestas20. 

B. Derecho a la consulta previa a personas con discapacidad. 

El fallo recoge los lineamientos y estándares constitucionales y convencionales que he venido sosteniendo 

en los votos que he formulado desde el primer asunto en el que se discutió este tema, por lo que no puedo 

estar más de acuerdo con las consideraciones torales en las que se apoya la determinación del Pleno. 

No obstante, me parece que dicho estándar pudo haberse robustecido aún más con la inclusión 

expresa de uno de los principios rectores de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad a los que me he referido con anterioridad y que son retomados por la sentencia, aunque no 

como parte del parámetro mínimo para la consulta previa en materia de discapacidad: me refiero a la 

igualdad entre el hombre y la mujer. 

En efecto, en el preámbulo de la citada Convención se reconoce que “las mujeres y las niñas con 

discapacidad suelen estar expuestas a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de violencia, 

lesiones o abuso, abandono o trato negligente, malos tratos o explotación”. Así, dicho instrumento 

dedica los artículos 3, inciso g), y 6, a la protección de esa minoría en el ámbito de las personas con 

discapacidad: 

Artículo 3 

Principios generales 

Los principios de la presente Convención serán: 

[…] 

g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 

[…]. 

Artículo 6 

Mujeres con discapacidad 

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad están sujetas a múltiples 

formas de discriminación y, a ese respecto, adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar 

plenamente y en igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para asegurar el pleno desarrollo, 

adelanto y potenciación de la mujer, con el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales establecidos en la presente Convención. 

En ese sentido, dada la innegable situación de desigualdad y vulnerabilidad en la que se encuentran 

las mujeres y niñas (especialmente tratándose de aspectos tan delicados como lo es la 

discapacidad), en un contexto como el de México, en el que dicha circunstancia se acentúa aún más 

por diversos factores histórico-sociales, considero que era de suma importancia visibilizar esta 

situación y garantizar la participación de las mujeres en los mecanismos de consulta, incluyéndola 

dentro del estándar mínimo de validez constitucional en esta materia. Máxime que tal protección ya 

está prevista en la propia Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de nueve fojas útiles, 

concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro 

Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia del veinticinco de mayo de dos mil 

veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 

inconstitucionalidad 131/2020 y su acumulada 186/2020, promovidas por diversos integrantes de la 

Sexagésima Legislatura del Congreso de Puebla y por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se 

certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a 

veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 
20 Informe sobre Principios Internacionales Aplicables a la Consulta en Relación con la Reforma Constitucional en Materia de Derechos de 

los Pueblos Indígenas en Chile, supra nota 18, párr. 38; y Tribunal Constitucional de Chile, Sentencia Rol 309, 4 de Agosto 2000, 
Considerando 7°. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
ACUERDO General 16/2021 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, denominación e 
inicio de funciones del Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Nezahualcóyotl, así como su competencia, jurisdicción territorial, domicilio, reglas de turno, sistema de recepción y 
distribución de asuntos entre los Juzgados de Distrito en el estado y la residencia indicados; y que reforma el 
similar 3/2013, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los circuitos judiciales en que se 
divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de los 
Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 16/2021, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 

CREACIÓN, DENOMINACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DEL JUZGADO DECIMOSÉPTIMO DE DISTRITO EN EL 

ESTADO DE MÉXICO, CON RESIDENCIA EN NEZAHUALCÓYOTL, ASÍ COMO SU COMPETENCIA, JURISDICCIÓN 

TERRITORIAL, DOMICILIO, REGLAS DE TURNO, SISTEMA DE RECEPCIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE ASUNTOS ENTRE 

LOS JUZGADOS DE DISTRITO EN EL ESTADO Y LA RESIDENCIA INDICADOS; Y QUE REFORMA EL SIMILAR 3/2013, 

RELATIVO A LA DETERMINACIÓN DEL NÚMERO Y LÍMITES TERRITORIALES DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES EN 

QUE SE DIVIDE LA REPÚBLICA MEXICANA; Y AL NÚMERO, A LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y ESPECIALIZACIÓN 

POR MATERIA DE LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO Y DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo; 100, párrafos primero y 

noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 

administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial de los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, con 

independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir 

acuerdos generales que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

86, fracciones III, V y XXIV; y 124 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, establecen que son 

atribuciones del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales y, en su caso, la 

especialización por materia de los Juzgados de Distrito, en cada uno de los Circuitos en que se divide el 

territorio de la República Mexicana; así como dictar las disposiciones necesarias para regular el turno de los 

asuntos de la competencia de los Juzgados de Distrito, cuando en un mismo lugar haya varios de ellos; ésta 

última atribución se ejerce a través de la Comisión de Creación de Nuevos Órganos, en términos del artículo 

42, fracción III, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la 

organización y funcionamiento del propio Consejo; 

TERCERO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 

para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; 

CUARTO. En sesión celebrada el 30 de junio de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

aprobó el dictamen relativo a la creación de un Juzgado de Distrito en el Estado de México, con residencia en 

Nezahualcóyotl; 

QUINTO. El incremento en el número de ingresos y la complejidad en el trámite de los mismos, ha 

ocasionado el aumento en las cargas de trabajo que registran los Juzgados de Distrito en el Estado de 

México, con residencia en Nezahualcóyotl, lo que hace necesario establecer un nuevo órgano jurisdiccional en 

la residencia indicada. 

En ese contexto, resulta oportuno el inicio de funciones del Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el 

Estado de México, con residencia en Nezahualcóyotl; y 

SEXTO. En la actualidad se cuenta con la infraestructura física necesaria para la instalación e inicio de 

funciones del Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Nezahualcóyotl. 
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Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

Artículo 1. El órgano jurisdiccional que se crea se denomina Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el 
Estado de México, con residencia en Nezahualcóyotl, y tendrá igual competencia y jurisdicción territorial que 
los Juzgados de Distrito en la misma entidad y residencia. 

Artículo 2. El Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Nezahualcóyotl, inicia funciones el 16 de octubre de 2021. 

Artículo 3. El Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Nezahualcóyotl, tiene su domicilio en Avenida Bordo de Xochiaca número 2, Ciudad Jardín Estado de México, 
código postal 57000, Nezahualcóyotl, Estado de México. 

Todos los trámites relacionados con los asuntos de su competencia, deberán dirigirse y realizarse en el 
domicilio indicado. 

Artículo 4. La Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de México, 
con residencia en Nezahualcóyotl, prestará servicio al Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de 
México, con residencia en Nezahualcóyotl. 

Los nuevos asuntos que se presenten en la referida Oficina de Correspondencia Común, a partir del 16 de 
octubre de 2021 se distribuirán a través del sistema computarizado de recepción y distribución que se utiliza 
para esos efectos. 

Artículo 5. A fin de equilibrar la distribución de las cargas de trabajo entre los Juzgados de Distrito en el 
Estado de México, con residencia en Nezahualcóyotl, la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos 
Órganos, con apoyo de la Dirección General de Gestión Judicial, podrá establecer el turno diferenciado de 
asuntos por parte de la Oficina de Correspondencia Común que les presta servicio a dichos órganos 
jurisdiccionales. La Secretaría Ejecutiva informará a la Comisión de Creación de Nuevos Órganos sobre los 
resultados de las medidas implementadas en este sentido. 

Artículo 6. La persona titular del órgano jurisdiccional que inicia funciones, con asistencia de un secretario 
o una secretaria, deberá autorizar el uso de libros de control nuevos, en los que se asentará la certificación 
correspondiente y en los cuales registrará los asuntos que reciba con motivo de sus funciones, conforme a lo 
dispuesto en el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las 
disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. 

Asimismo, levantará por duplicado un acta administrativa del inicio de funciones, en el formato 
proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos, remitiendo un ejemplar a ésta 
para su archivo. 

Artículo 7. El Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Nezahualcóyotl, remitirá, dentro de los primeros cinco días naturales de cada mes, un reporte estadístico a la 
Dirección General de Estadística Judicial. 

Artículo 8. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; de 
Adscripción; y de Administración del Consejo de la Judicatura Federal, estarán facultados para interpretar y 
resolver las cuestiones administrativas que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo en el 
ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 9. Se reforma el numeral SEGUNDO, fracción II, número 3, del Acuerdo General 3/2013 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los 
Circuitos Judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 
especialización por Materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, para quedar como 
sigue: 

“SEGUNDO. ... 

I. ... 

II. ... 

1. a 2. ... 
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3. Treinta y dos Juzgados de Distrito en el Estado de México; cuatro de Procesos Penales Federales, 
nueve especializados en materia de Amparo y Juicios Federales y uno en Materia Mercantil Federal, 
todos con residencia en Toluca; doce Juzgados de Distrito Mixtos y uno en materia Mercantil Federal, 
todos con sede en Naucalpan de Juárez; y cinco con sede en Nezahualcóyotl. 

4. ... 

III. a XXXII. ...” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día siguiente al de su aprobación. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación y, para su mayor 
difusión, en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, así como en el portal del Consejo de la 
Judicatura Federal en intranet e Internet. 

TERCERO. La Secretaría Ejecutiva de Administración, por conducto de las áreas administrativas a su 
cargo que resulten competentes, dotará al Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de México, con 
residencia en Nezahualcóyotl de la infraestructura y equipamiento necesarios para el desempeño de sus 
funciones. 

CUARTO. Las Direcciones Generales de Tecnologías de la Información y de Gestión Judicial del Consejo 
de la Judicatura Federal, realizarán las modificaciones necesarias a la configuración del sistema 
computarizado de recepción y distribución de asuntos que se presenten en la Oficina de Correspondencia 
Común que dará servicio al Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Nezahualcóyotl. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 16/2021, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la creación, denominación e inicio de funciones del Juzgado Decimoséptimo de Distrito en 
el Estado de México, con residencia en Nezahualcóyotl, así como su competencia, jurisdicción territorial, 
domicilio, reglas de turno, sistema de recepción y distribución de asuntos entre los juzgados de Distrito en el 
estado y la residencia indicados; y que reforma el similar 3/2013, relativo a la determinación del número y 
límites territoriales de los Circuitos judiciales en que se divide la república mexicana; y al número, a la 
jurisdicción territorial y especialización por materia de los tribunales de Circuito y de los juzgados de Distrito, 
fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 22 de septiembre de 2021, por 
unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Antonio Cruz Ramos, Eva Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé y Loretta Ortiz Ahlf.- 
Ciudad de México, a 4 de octubre de 2021.- Conste.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO General 17/2021 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la conclusión de funciones 
del Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Mazatlán, Sinaloa; y 
que reforma diversas disposiciones. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 17/2021, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 

CONCLUSIÓN DE FUNCIONES DEL JUZGADO OCTAVO DE DISTRITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA 

REGIÓN, CON RESIDENCIA EN MAZATLÁN, SINALOA; Y QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo; 100, párrafos primero y 
noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con independencia 
técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
86, fracciones III, V y XXIV y 124 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, establecen que son 
atribuciones del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales y, en su caso, 
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especialización por materia de los Juzgados de Distrito, en cada uno de los Circuitos en que se divide el 
territorio de la República Mexicana; así como dictar las disposiciones necesarias para regular el turno de los 
asuntos de la competencia de los Juzgados de Distrito, cuando en un mismo lugar haya varios de ellos. Esta 
atribución se ejerce a través de la Comisión de Creación de Nuevos Órganos, en términos del artículo 42, 
fracción III, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la 
organización y funcionamiento del propio Consejo; 

TERCERO. El 1 de abril de 2010, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
reformaron los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10 y 11 y se adicionaron los artículos 12, 13, 14 y 15 del 
Estatuto de las Islas Marías; ordenando en el artículo cuarto transitorio que el Consejo de la Judicatura 
Federal establecería en el Complejo Penitenciario Islas Marías un órgano jurisdiccional que debía conocer de 
los asuntos que se susciten en éste, cesando la jurisdicción del juzgado del fuero común del entonces Distrito 
Federal, que venía operando en ese lugar; 

CUARTO. En cumplimiento a lo anterior, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal expidió el Acuerdo 
General 15/2010 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la denominación, residencia, 
competencia, jurisdicción territorial, domicilio y fecha de inicio de funcionamiento del Juzgado de Distrito del 
Complejo Penitenciario Islas Marías y Auxiliar en toda la República, órgano que inició funciones el 1 de julio 
de 2010. 

En el numeral primero del referido Acuerdo General se estableció que la naturaleza de citado órgano 
jurisdiccional sería dual, es decir, como juzgado ordinario y auxiliar a la vez, para lo cual contaría con 
competencia mixta y jurisdicción sobre el Distrito Judicial conformado por el territorio del archipiélago de las 
Islas Marías y en toda la República como órgano auxiliar; 

QUINTO. Las dificultades de comunicación y traslado que existían entre el continente y las Islas Marías, 
tornaron inviable el ejercicio de las facultades de apoyo para el dictado de sentencias que fueron 
originalmente atribuidas al Juzgado de Distrito del Complejo Penitenciario Islas Marías y Auxiliar en toda la 
República. Por tanto, mediante Acuerdo General 4/2012 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reforma al diverso Acuerdo General 15/2010, relativo a la denominación, residencia, competencia, jurisdicción 
territorial, domicilio y fecha de inicio de funcionamiento del Juzgado de Distrito del Complejo Penitenciario 
Islas Marías y Auxiliar en toda la República, se modificó la competencia y nomenclatura del citado Juzgado de 
Distrito, a fin de ajustarlas a las funciones que de forma exclusiva, como órgano jurisdiccional ordinario, 
continuaría desempeñando en el Distrito Judicial conformado por el territorio del archipiélago de las Islas 
Marías; 

SEXTO. Mediante Acuerdo General 8/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se 
modifican los diversos 15/2010, relativo a la denominación, residencia, competencia, jurisdicción territorial, 
domicilio y fecha de inicio de funcionamiento del Juzgado de Distrito del Complejo Penitenciario Islas Marías y 
Auxiliar en toda la República; 3/2013, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los 
circuitos judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 
especialización por materia de los tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, y 52/2008, por el que se 
crea el Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, así como los órganos 
jurisdiccionales que lo integrarán, se ordenó el cambio de denominación y residencia del Juzgado de Distrito 
del Complejo penitenciario Islas Marías, por lo que se identificó como Juzgado Octavo de Distrito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Mazatlán, Sinaloa y se trasladó su residencia del archipiélago 
de las Islas Marías a la ciudad mencionada. Con motivo de lo anterior, el órgano jurisdiccional recuperó 
nuevamente su competencia como órgano auxiliar. 

En la actualidad, el Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Mazatlán, Sinaloa, cuenta con competencia mixta y jurisdicción territorial en toda la República, en su carácter 
de órgano auxiliar; 

SÉPTIMO. Las razones que en su oportunidad dieron lugar a la creación del Juzgado de Distrito de que se 
trata, en su carácter de órgano ordinario encargado de atender los asuntos generados en el archipiélago de 
las Islas Marías, ya no subsisten actualmente al haber concluido operaciones los centros federales de 
readaptación social ubicados en el Complejo Penitenciario Islas Marías y haberse trasladado a otros lugares 
del continente a toda la población penitenciaria y administrativa que residía en Islas Marías, lugar que no 
cuenta con otros centros de población. 



Miércoles 13 de octubre de 2021 DIARIO OFICIAL  

La función preponderante de los órganos auxiliares es la de apoyar a los órganos jurisdiccionales 
ordinarios en el dictado de sentencias, esto es, su capacidad productiva se centra únicamente en esta tarea, a 
diferencia de los órganos jurisdiccionales ordinarios quienes, además, desahogan el trámite de los asuntos, 
sentencian y, en su caso, se ocupan del cumplimiento y ejecución del fallo correspondiente. En congruencia 
con lo anterior, para atender las necesidades de creación a nivel nacional, la tendencia institucional del 
Consejo de la Judicatura Federal ha sido la de privilegiar la conclusión de funciones de los órganos auxiliares 
para convertirlos en ordinarios; 

OCTAVO. Así, tomando en consideración que en la Ciudad de Mazatlán, Sinaloa, existe la necesidad de 
un Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal pendiente de instalar correspondiente al Programa de 
Creación 2018, y con el objeto de aprovechar de forma eficaz la infraestructura de oficina y de servicios 
(telefonía, datos y video), así como los recursos humanos del Juzgado auxiliar aludido, en sesión celebrada el 
30 de junio de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, aprobó el estudio referente a la conclusión 
de funciones del Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Mazatlán, Sinaloa, así como el dictamen relativo a la creación de un Juzgado de Distrito Especializado en 
Materia Mercantil Federal en el Estado de Sinaloa, con sede en Mazatlán; y 

NOVENO. Por otra parte, diversos órganos jurisdiccionales con sede en Mazatlán, Sinaloa, han enfrentado 
aumento a las cargas de trabajo, debido al incremento de ingresos y a la complejidad en el trámite de los 
mismos, lo que hace necesario aplicar medidas que impliquen soluciones a esas dificultades. En este 
contexto, se considera oportuna la conclusión de funciones del Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

Artículo 1. El Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Mazatlán, Sinaloa, concluye funciones a las 23:59:59 horas del 15 de octubre de 2021. 

Artículo 2. La persona titular del Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Mazatlán, Sinaloa, deberá levantar, por duplicado, un acta administrativa con motivo de la 
conclusión de funciones, en el formato proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos 
Órganos, remitiendo un ejemplar a ésta para su archivo. 

Los Libros de Gobierno electrónicos y reportes estadísticos contenidos en el Sistema Integral de 
Seguimiento de Expedientes (SISE) del órgano jurisdiccional de que se trata, deberán darse por concluidos, 
asentando la certificación correspondiente, y ponerse en resguardo de la Dirección General de Estadística 
Judicial. 

El archivo físico, los Libros de Gobierno físicos, las actas de visita y demás documentos relacionados con 
la función jurisdiccional del Juzgado de Distrito que concluye funciones, serán resguardados por la 
Administración Regional de la residencia, elaborándose el acta de entrega y recepción correspondiente. 

Artículo 3. El Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Mazatlán, Sinaloa, deberá concluir a más tardar el 15 de octubre de 2021, los asuntos que tenga pendientes 
de resolución en su calidad de órgano jurisdiccional auxiliar. 

Los asuntos que no se concluyan en la fecha señalada en este artículo, se enviarán a la Oficina de 
Correspondencia Común que presta servicio a los Juzgados de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, a efecto de que ésta los turne de forma aleatoria y equitativa 
entre los Juzgados de Distrito Auxiliares de la sede, para que se resuelvan y formen parte de la remesa del 
mes que corresponda. 

Artículo 4. Las causas penales suspensas, así como los asuntos que se encuentren en trámite y 
pendientes de resolución a la fecha de conclusión de funciones en el Juzgado Octavo de Distrito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Mazatlán, Sinaloa, en su carácter de órgano jurisdiccional 
ordinario, se remitirán a los Juzgados de Distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en Mazatlán, para 
que se continúe con la substanciación hasta su resolución y archivo definitivo. Al efecto la Oficina de 
Correspondencia Común que les presta servicio, recibirá los asuntos junto con los anexos, certificados de 
depósito, pólizas de fianza, garantías diversas y demás documentos que deban ser entregados, para que esa 
área administrativa los turne de forma aleatoria y equitativa. 



  DIARIO OFICIAL Miércoles 13 de octubre de 2021 

Para efectos de control deberá elaborarse por el órgano jurisdiccional que concluye funciones, por 
duplicado, un acta de entrega-recepción de los asuntos remitidos a la Oficina de Correspondencia Común 
indicada, en la cual se señalarán los datos de identificación de cada uno de los expedientes, junto con sus 
anexos, objetos y valores, indicando el Juzgado de Distrito al cual correspondió su turno, conservando un 
ejemplar para su archivo y enviando copias de conocimiento a las Direcciones Generales de Gestión Judicial y 
de Estadística Judicial. 

En caso de presentarse alguna resolución urgente que deba dictarse en algún expediente al momento de 
su remisión, se proveerá lo conducente en el asunto respectivo y se remitirá conforme a lo precisado en este 
artículo. 

Los Juzgados de Distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en Mazatlán, que reciban asuntos 
materia de la remisión de que se trata, los registrarán en los libros de gobierno que corresponda y asentarán 
en la columna de observaciones el número de expediente que les asignó originalmente el Juzgado de Distrito 
que concluye funciones. 

El titular del Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Mazatlán, Sinaloa, asistido de un secretario, deberá realizar las certificaciones correspondientes en los libros 
de gobierno y hará constar en la columna de observaciones la baja de los expedientes, valores y objetos 
remitidos a sus similares mixtos en la residencia, dando por concluidos los libros de control. 

Artículo 5. A partir de 16 de octubre de 2021, la competencia jurisdiccional sobre el Distrito Judicial 
conformado por el territorio del archipiélago de las Islas Marías corresponderá a los Juzgados de Distrito en el 
Estado de Sinaloa, con sede en Mazatlán, con excepción de los asuntos que deban tramitarse conforme al 
Código Nacional de Procedimientos Penales y demás disposiciones aplicables, cuyo conocimiento será del 
Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Nayarit, con residencia en Tepic. 

Artículo 6. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; y de 
Administración del Consejo de la Judicatura Federal, estarán facultados para interpretar y resolver las 
cuestiones administrativas que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 

Artículo 7. Se reforman los numerales TERCERO, fracción XII, párrafos primero y segundo; CUARTO, 
fracción XII, último párrafo y QUINTO, número 5, del Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los Circuitos Judiciales en 
que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por Materia de 
los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, para quedar como sigue: 

"TERCERO. ... 

I. a XI. ... 

XII. DÉCIMO SEGUNDO CIRCUITO: Respecto de los tribunales colegiados en el Estado de Sinaloa y el 
Distrito Judicial conformado por el Archipiélago de las Islas Marías. 

En los tribunales unitarios con residencia en Mazatlán, su jurisdicción será igual a la establecida para los 
juzgados de distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en esa misma ciudad, en los Mochis y el 
Distrito Judicial conformado por el Archipiélago de las Islas Marías. 

... 

XIII. a XXXIII. ... 

CUARTO. ... 

I. a XI. ... 

XII. ... 

... 

... 

Los juzgados de Distrito en el Estado de Sinaloa, con residencia en Mazatlán, ejercerán jurisdicción 
territorial en el distrito judicial conformado por los municipios de: Concordia, Cosalá, Elota, Escuinapa, 
Mazatlán, Rosario y San Ignacio, así como en el Distrito Judicial conformado por el Archipiélago de las 
Islas Marías. 

XIII. a XXXIV. ... 
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QUINTO. ... 

1. a 4. ... 

5. El Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, se integrará por cinco 
tribunales colegiados de Circuito Auxiliares, tres con residencia en Culiacán, Sinaloa, uno en Los Mochis, 
Sinaloa y uno en La Paz, Baja California Sur, dos tribunales unitarios de Circuito Auxiliares, ambos con 
sede en Culiacán, Sinaloa, y cinco juzgados de Distrito Auxiliares, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 

6. a 11. ... 

..." 

Artículo 8. Se reforman los numerales PRIMERO, CUARTO y SEXTO, del Acuerdo General 52/2008 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se crea el Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa, así como los órganos jurisdiccionales que lo integrarán, para quedar como 
sigue: 

“PRIMERO. CONFORMACIÓN, COMPETENCIA Y DENOMINACIÓN. Se crea el Centro Auxiliar de la 
Quinta Región, conformado por cinco tribunales colegiados de Circuito Auxiliares, tres con residencia en 
Culiacán, Sinaloa, uno con sede en Los Mochis, Sinaloa, y uno con residencia en La Paz, Baja California Sur; 
dos tribunales unitarios de Circuito Auxiliares, ambos con sede en Culiacán, Sinaloa, y cinco juzgados de 
Distrito Auxiliares, todos con residencia en Culiacán, Sinaloa, los cuales tendrán jurisdicción en toda la 
República y competencia mixta, para apoyar en el dictado de sentencias, su denominación será la siguiente: 

Los tribunales colegiados se denominarán: 

Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa. 

Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Culiacán, Sinaloa. 

Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa. 

Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los 
Mochis, Sinaloa. 

Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, 
Baja California. 

Los tribunales unitarios se denominarán: 

Primer Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa. 

Segundo Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa. 

Los juzgados de Distrito se denominarán: 

Juzgado Primero de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 

Juzgado Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 

Juzgado Tercero de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 

Juzgado Cuarto de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 

Juzgado Quinto de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 

CUARTO. OFICINA DE CORRESPONDENCIA COMUN. El Centro Auxiliar de la Quinta Región contará 
con una Oficina de Correspondencia Común la cual se denominará Oficina de Correspondencia Común del 
Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, que se integrará con el personal que 
al efecto determine el área administrativa correspondiente del Consejo de la Judicatura Federal; misma que 
prestará servicio a los órganos jurisdiccionales auxiliares con residencia en esa ciudad. Respecto del Cuarto y 
Quinto Tribunales Colegiados del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en los Mochis, Sinaloa y 
La Paz, Baja California Sur, respectivamente, al ser órganos únicos en esas sedes, recibirán los asuntos por 
conducto de sus propias Oficialías de Partes. 
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SEXTO. PLANTILLAS. Con excepción de los Tribunales Colegiados de Circuito con sede en Los Mochis, 
Sinaloa y La Paz, Baja California, Sur, que contarán cada uno con un oficial judicial C de más que se 
encargará de la Oficialía de Partes de cada órgano, las plantillas de los órganos jurisdiccionales serán las 
siguientes: 

Juzgado de Dto 

Auxiliar. 

Juez Srio. de 

Juzgado 

Srio. Part. 

Juez 

Coord. Tec. 

Admvo. 

Oficial 

Judicial A 

Oficial 

Judicial C 

Técnico 

Serv. A  

Técnico 

Serv. B 

Total 

Total: 1 3 1 1 1 4 1 1 13 

Tribunal Unitario 

Auxiliar 

Magdo. Srio. de 

Tribunal 

Srio. Part. 

Magdo. 

Coord. Tec. 

Admvo. 

Oficial 

Judicial A 

Oficial 

Judicial C 

Técnico 

Serv. A  

Técnico 

Serv. B 

Total 

Total: 1 3 1 1 1 4 1 1 13 

Tribunal 

Colegiado Auxiliar 

Magdo. Srio. de 

Tribunal 

Srio. Part. 

Magdo. 

Coord. Tec. 

Admvo. 

Oficial 

Judicial A 

Oficial 

Judicial C.

Técnico 

Serv. A 

Técnico 

Serv. B 

Total 

Total: 3 10 3 1 1 11 3 1 33 

” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en internet e intranet. 

TERCERO. Se abroga el Acuerdo General 8/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el 
que se modifican los diversos 15/2010, relativo a la denominación, residencia, competencia, jurisdicción 
territorial, domicilio y fecha de inicio de funcionamiento del Juzgado de Distrito del Complejo Penitenciario 
Islas Marías y Auxiliar en toda la República; 3/2013, relativo a la determinación del número y límites 
territoriales de los circuitos judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción 
territorial y especialización por materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, y 52/2008 
por el que se crea el Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, así como los 
órganos jurisdiccionales que lo integrarán. 

CUARTO. Se abroga el Acuerdo General 15/2010 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
a la denominación, residencia, competencia, jurisdicción territorial, domicilio y fecha de inicio de 
funcionamiento del Juzgado de Distrito del Complejo Penitenciario Islas Marías y Auxiliar en toda la República. 

QUINTO. Se abroga el Acuerdo General 4/2012 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reforma al diverso Acuerdo General 15/2010, relativo a la denominación, residencia, competencia, jurisdicción 
territorial, domicilio y fecha de inicio de funcionamiento del Juzgado de Distrito del Complejo Penitenciario 
Islas Marías y Auxiliar en toda la República. 

SEXTO. La Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos; la Dirección General de Gestión Judicial 
y la Dirección General de Tecnologías de la Información y Coordinación de Administración Regional llevarán a 
cabo las acciones necesarias para la ejecución del presente Acuerdo. 

SÉPTIMO. El Instituto Federal de Defensoría Pública, en el ámbito de su competencia, adoptará las 
medidas necesarias que se relacionan con el cumplimiento de este Acuerdo. 

OCTAVO. La Oficina de Correspondencia Común que presta servicio a los Juzgados de Distrito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, fijará en lugar visible un aviso que contenga 
el origen y destino de los asuntos del órgano que concluye funciones, para consulta de los interesados. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 17/2021, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la conclusión de funciones del Juzgado Octavo de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Mazatlán, Sinaloa; y que reforma diversas disposiciones, fue aprobado por el Pleno 
del propio Consejo, en sesión ordinaria de 22 de septiembre de 2021, por unanimidad de votos de los señores 
Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Antonio Cruz Ramos, Eva Verónica de 
Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé y Loretta Ortiz Ahlf.- Ciudad de México, a 4 de octubre de 
2021.- Conste.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $20.7767 M.N. (veinte pesos con siete mil setecientos sesenta y siete 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 12 de octubre de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 4.9825 y 5.0472 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA Bancomer S.A., HSBC México S.A., Banca Mifel S.A., Banco J.P. 
Morgan S.A., Banco Azteca S.A., ScotiaBank Inverlat S.A. y Banco Mercantil del Norte S.A. 

Ciudad de México, a 12 de octubre de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 4.75 por ciento. 

Ciudad de México, a 11 de octubre de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
SALDO del fideicomiso en el que el Instituto Federal de Telecomunicaciones participa como fideicomitente. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Federal de Telecomunicaciones. 

SALDO DEL FIDEICOMISO EN EL QUE EL INSTITUTO FEDERAL DE  TELECOMUNICACIONES PARTICIPA COMO 

FIDEICOMITENTE 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 12, primer párrafo, de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria, se dan a conocer los ingresos, rendimientos, egresos, destino y saldo en 

moneda nacional del Fondo de Infraestructura y Equipamiento en el que el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones participa como fideicomitente. 

MOVIMIENTOS DEL 01 DE JULIO AL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2021 (pesos) 

Saldo al 30 de 

junio de 2021 
Aportaciones 

Ingresos por 

intereses 
Egresos 1) 

Saldo patrimonial 

al 30 de 

septiembre de 

2021 

Recursos 

comprometidos 

en proyectos 

autorizados 2) 

Saldo disponible 

al 30 de 

septiembre de 

2021 

1,570,211,578.83 0.00 15,888,707.05 113,326,097.28 1,472,774,188.60 1,115,843,227.35 356,930,961.25 

Notas: 

1) Los egresos del periodo se componen de: Honorarios Fiduciarios y Comisiones Pagadas por 

$207,494.10, Contribuciones Diversas por $33,199.06 y Gastos por Proyectos y Programas por 

$113,085,404.12. 

2) Al 30 de septiembre de 2021, el Fideicomiso tiene recursos comprometidos en 25 proyectos 

autorizados a erogarse en el periodo 2021-2024. 

Ciudad de México, a 7 de octubre de 2021.- Instituto Federal de Telecomunicaciones: Titular de la Unidad 

de Administración, Oscar Everardo Ibarra Martínez.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueban los plazos para la 
fiscalización de los informes de ingresos y gastos, correspondientes a la obtención del apoyo de la ciudadanía, 
precampañas y campañas de los Procesos Electorales Locales Extraordinarios 2021 en los estados de México, 
Nuevo León y Yucatán. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG1549/2021. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBAN 

LOS PLAZOS PARA LA FISCALIZACIÓN DE LOS INFORMES DE INGRESOS Y GASTOS, CORRESPONDIENTES A 

LA OBTENCIÓN DEL APOYO DE LA CIUDADANÍA, PRECAMPAÑAS Y CAMPAÑAS DE LOS PROCESOS 

ELECTORALES LOCALES EXTRAORDINARIOS 2021 EN LOS ESTADOS DE MÉXICO, NUEVO LEÓN Y YUCATÁN 

ANTECEDENTES 

I. El 10 de febrero de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), en materia político-electoral, entre otras, el artículo 41. 
Respecto de dicho Decreto, se destaca la creación del Instituto Nacional Electoral (INE). 

II. En el citado Decreto, en su artículo 41, Base V apartado B, penúltimo párrafo, se establece que 
corresponde al Consejo General del INE la fiscalización de las finanzas de los partidos políticos 
relativas a los procesos electorales (federal y local), así como de las campañas de las 
candidaturas. 

III. El 23 de mayo de 2014 se publicaron en el DOF los Decretos por los que se expiden la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE) y la Ley General de Partidos Políticos 
(LGPP), que entre otros, establecen las disposiciones aplicables en materia de instituciones y 
procedimientos electorales, relativas a los derechos de la ciudadanía; la integración de los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo, los Organismos Públicos Locales Electorales; las reglas de los procesos 
electorales; el voto de las y los mexicanos residentes en el extranjero; registro de las candidaturas, 
las personas aspirantes a candidaturas independientes; las candidaturas independientes; la 
propaganda electoral; el financiamiento y fiscalización de recursos; la capacitación electoral; el 
registro federal de electores; monitoreo y distribución de los tiempos del Estado en radio y 
televisión; las precampañas y campañas electorales; paridad de género; el régimen sancionador 
electoral y disciplinario interno. 

IV. El 15 de junio de 2016, en sesión extraordinaria del Consejo General del INE, se aprobó mediante 
Acuerdo INE/CG479/2016, el Reglamento de Comisiones del Consejo General del INE. 

V. El 7 de septiembre de 2016, el Consejo General del INE, mediante el Acuerdo INE/CG661/2016, 
aprobó el Reglamento de Elecciones del Instituto Nacional Electoral, entrando en vigor el 13 de 
septiembre de 2016; reformado el 9 de julio de 2020, mediante Acuerdo INE/CG164/2020 y 
publicado en el DOF el 21 de julio del mismo año. 

VI. El 5 de enero de 2018, en sesión extraordinaria del Consejo General del INE, se aprobó el Acuerdo 
INE/CG04/2018 mediante el cual se reformaron y adicionaron diversas disposiciones del 
Reglamento de Fiscalización, en acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en el expediente SUP-RAP-623/2017 y 
acumulados. 

VII. El 30 de julio de 2020, en sesión extraordinaria del Consejo General del INE, mediante el Acuerdo 
INE/CG174/2020 se reformaron y adicionaron diversas disposiciones del Reglamento de 
Fiscalización y del Reglamento de Comisiones del Consejo General del INE, en materia de 
violencia política contra las mujeres en razón de género. 

VIII. El 7 de agosto de 2020, en sesión extraordinaria del Consejo General del INE, mediante Acuerdo 
INE/CG188/2020, se emitió el plan integral y calendarios de coordinación de los Procesos 
Electorales Locales Concurrentes con el Federal 2020-2021. 
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IX. El 21 de octubre de 2020, la Comisión de Fiscalización del Consejo General del INE, mediante el 
Acuerdo CF/019/2020, determinó los alcances de revisión y se establecieron los Lineamientos para 
la realización de las visitas de verificación, monitoreo de anuncios espectaculares y demás 
propaganda colocada en la vía pública, diarios, revistas y otros medios impresos, así como en 
páginas de internet y redes sociales derivado de la revisión de los informes de precampaña, 
obtención del apoyo de la ciudadanía y campaña del Proceso Electoral Federal ordinario y locales 
concurrentes 2020-2021, así como los procesos extraordinarios que se pudieran derivar de dichos 
procesos. 

X. El 6 de junio de 2021 se llevaron a cabo los comicios para la elección de diputaciones federales por 
ambos principios, para integrar la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, así como 
diversas elecciones locales a gubernaturas, presidencias municipales, congresos locales y cuarto 
orden de gobierno. 

XI. El 15 de julio, 19 de agosto y 9 de septiembre del año en curso, en las entidades de México, 
Yucatán y Nuevo León, dentro de los expedientes JI/11/2021, SUP-REC-1178/2021 y JI-066/2021 y 
acumulados, respectivamente, se declaró la nulidad de las elecciones por ordenamientos 
jurisdiccionales, al existir causas comprobables de violencia, omisión de celebración de las 
votaciones, inequidades en la contienda, así como también impedimentos para la celebración de la 
Jornada Electoral. 

XII. En consecuencia, en las referidas resoluciones jurisdiccionales, se mandató a los congresos y/u 
Organismos Públicos Locales electorales, para que realizaran las acciones necesarias para emitir 
las convocatorias, así como los actos preparatorios para la realización de las elecciones 
extraordinarias correspondientes. 

XIII. El 1 de septiembre de 2021, mediante Acuerdo INE/CG1494/2021, el Consejo General del INE 
aprobó la integración y presidencias de las comisiones permanentes y otros órganos del Instituto 
Nacional Electoral, así como la creación de la Comisión Temporal de seguimiento de los Procesos 
Electorales Locales 2021-2022. En dicho acuerdo se determinó, entre otros, que la Comisión de 
Fiscalización quedaría integrada por las Consejeras Electorales Dra. Adriana Margarita Favela 
Herrera, Mtra. Carla Astrid Humphrey Jordán, los Consejeros Electorales Dr. Uuc-kib Espadas 
Ancona, Dr. Ciro Murayama Rendón, y presidida por el Mtro. Jaime Rivera Velázquez. 

XIV. El 8 de septiembre de 2021, mediante Acuerdo IEEM/CG/159/2021 el Consejo General del Instituto 
Electoral del Estado de México aprobó el Calendario para la Elección Extraordinaria de Nextlalpan, 
México en el cual se estableció que la obtención del apoyo de la ciudadanía y precampañas será 
del 1 al 8 de octubre mientras que la campaña del 27 de octubre al 10 noviembre 2021, a efecto 
que la Jornada Electoral se celebre el domingo 14 de noviembre 2021. 

XV. El 9 de septiembre de 2021, mediante Acuerdo C.G.-117/2021 el Consejo General del Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana de Yucatán aprobó los plazos para las etapas del Proceso 
Electoral Extraordinario por el que se elegirán regidurías de mayoría relativa y representación 
proporcional en el Municipio de Uayma, Yucatán determinando que la precampaña transcurrirá del 
28 de septiembre al 7 de octubre y las campañas del 27 de octubre al 10 noviembre 2021, a efecto 
de celebrar la Jornada Electoral el domingo 14 de noviembre 2021. 

XVI. El 20 de septiembre de 2021, mediante Acuerdo CEE/CG/253/2021 el Consejo General de la 
Comisión Estatal Electoral de Nuevo León emitió la convocatoria, calendario y demás 
determinaciones para la elección extraordinaria en el municipio de Zuazua, Nuevo León 
estableciendo que las campañas se llevarán a cabo del 20 de octubre al 3 de noviembre y la 
Jornada Electoral tendrá verificativo el domingo 7 de noviembre 2021. 

XVII. El 27 de septiembre de 2021, en su décima segunda sesión extraordinaria urgente, la Comisión de 
Fiscalización, aprobó por votación unánime de los presentes, el contenido del presente Acuerdo. 

CONSIDERANDO 

1. El artículo 35, fracción II, de la CPEUM, en relación con el artículo 7, párrafo 3, de la LGIPE, 
establecen que es derecho de la ciudadanía poder ser votada para todos los puestos de elección 
popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de las 
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candidaturas ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a las personas 
ciudadanas que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, 
condiciones y términos que determine la legislación. 

2. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 41, Base II, primero y penúltimo párrafo de la 
CPEUM, la Ley garantizará que los Partidos Políticos Nacionales cuenten de manera equitativa con 
elementos para llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a las que se sujetará el 
financiamiento de los propios partidos, debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan 
sobre los de origen privado. 

3. Que como parte integrante de las etapas de los procesos electorales que conforman nuestro sistema 
electoral, se encuentra la fiscalización de los recursos de los partidos políticos y personas aspirantes 
a candidaturas independientes, atribución exclusiva del INE en términos del artículo 41, Base V, 
apartado B, inciso a), numeral 6 de la CPEUM. 

4. Que los artículos 41, Apartado A de la CPEUM; 29 y 30, numeral 2 de la LGIPE, establecen que el 
INE es un organismo público autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonios propios, 
autoridad en materia electoral e independiente en sus decisiones y funcionamiento, rigiéndose por 
los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, 
paridad y se realizarán con perspectiva de género. 

5. Que el artículo 6, numeral 3 de la LGIPE, establece que el INE dispondrá lo necesario para asegurar 
el cumplimiento de lo dispuesto en las normas establecidas y en la propia ley de referencia. 

6. Que de conformidad con el artículo 30, numeral 1, incisos a), b), d) f), g) y h) de la LGIPE, son fines 
del INE, contribuir al desarrollo de la vida democrática, preservar el fortalecimiento del régimen de 
partidos políticos, asegurar a las personas ciudadanas el ejercicio de los derechos político-
electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; velar por la autenticidad y efectividad del 
sufragio; llevar a cabo la promoción del voto y coadyuvar a la difusión de la educación cívica y la 
cultura democrática; y garantizar la paridad de género y el respeto de los derechos humanos de las 
mujeres en el ámbito político y electoral. 

7. Que de conformidad con el artículo 32, numeral 1, inciso a), fracción VI de la LGIPE, el INE tendrá 
dentro de sus atribuciones para los procesos electorales, la fiscalización de los ingresos y egresos de 
los partidos políticos y de las candidaturas. 

8. Que de conformidad con el artículo 35 de la LGIPE, el Consejo General es el órgano superior de 
Dirección, responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en 
materia electoral, así como de velar porque los principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad de género, guíen todas las actividades del 
Instituto. De igual forma, precisa que, en su desempeño deberá aplicar la perspectiva de género. 

9. Que el artículo 42, numerales 2 y 6 de la LGIPE, prevé la creación de la Comisión de Fiscalización, la 
cual funcionará permanentemente y se integrará exclusivamente por Consejeras y Consejeros 
Electorales designados por el Consejo General, y contará con un Secretario o Secretaria Técnica que 
será la persona titular de la Unidad Técnica de Fiscalización (UTF). 

10. Que el artículo 44, numeral 1 en su inciso jj) del mismo ordenamiento jurídico, establece que el 
Consejo General dictará los acuerdos necesarios para hacer efectivas sus atribuciones y las demás 
señaladas en la ley. 

11. Que de conformidad con el artículo 190, numeral 2, de la LGIPE, la fiscalización de las finanzas de 
los partidos políticos y de las campañas de las candidaturas estará a cargo del Consejo General por 
conducto de la Comisión de Fiscalización. 

12. Que el artículo 192, numeral 1, incisos a) y d) de la ley en cita, señala que el Consejo General del 
INE ejercerá las facultades de supervisión, seguimiento y control técnico y, en general, todos 
aquellos actos preparatorios a través de la Comisión de Fiscalización, quien revisará los acuerdos 
generales y normas técnicas que se requieran para regular el registro contable de los partidos 
políticos, para someterlos a la aprobación del Consejo General y revisará las funciones y acciones 
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realizadas por la UTF con la finalidad de garantizar la legalidad y certeza en los procesos de 
fiscalización. 

13. Que el artículo 192, numeral 2 de la ley en comento, establece que, para el cumplimiento de sus 
funciones, la Comisión de Fiscalización contará con la UTF. 

14. Que en términos de lo establecido en los artículos 196, numeral 1 y 425, numeral 1, inciso d), ambos 
de la LGIPE, la UTF, es el órgano que tiene a su cargo la recepción y revisión integral de los 
informes que presenten los partidos políticos, y las candidaturas independientes respecto del origen, 
monto, destino y aplicación de los recursos que reciban por cualquier tipo de financiamiento. 

15. Que en términos de lo señalado en el artículo 199, numeral 1, incisos c) y e) de la Ley General en 
cita, corresponde a la UTF vigilar que los recursos de los partidos políticos tengan origen lícito y se 
apliquen exclusivamente para el cumplimiento de los objetivos de los partidos políticos; así como 
requerir información complementaria respecto de los apartados de los informes de ingresos y 
egresos o documentación comprobatoria de cualquier otro aspecto vinculado a los mismos. 

16. Que de acuerdo con el artículo 426 de la LGIPE, la UTF de la Comisión de Fiscalización del Instituto 
tiene a su cargo la recepción y revisión integral de los informes de ingresos y egresos que presenten 
las candidaturas independientes respecto del origen y monto de los recursos por cualquier modalidad 
de financiamiento, así como sobre su destino y aplicación. 

17. Que el artículo 427, numeral 1, inciso a) de la LGIPE, establece que la Comisión de Fiscalización 
tendrá entre sus facultades la de revisar y someter a la aprobación del Consejo General los informes 
de resultados y proyectos de resolución sobre las auditorias y verificaciones practicadas a las 
personas aspirantes, así como candidaturas independientes. 

18. Que de acuerdo con el artículo 428, numeral 1, inciso d), de la LGIPE, la UTF tendrá como 
facultades, además de las señaladas en la LGPP, recibir y revisar los informes de los ingresos y 
egresos, así como gastos tendentes a recabar el apoyo de la ciudadanía y los relativos a campaña 
de las candidaturas independientes, y los demás informes de ingresos y gastos establecidos por esta 
ley. 

19. Que el artículo 431 de la LGIPE, dispone que, las candidaturas deberán presentar ante la UTF los 

informes de campaña, respecto al origen y monto de los ingresos y egresos por cualquier modalidad 

de financiamiento, así como su empleo y aplicación, atendiendo a las reglas establecidas en la 

LGPP. 

Adicionalmente, señala que en cada informe será reportado el origen de los recursos que se hayan 

utilizado para financiar los gastos, así como el monto y destino de dichas erogaciones, y el 

procedimiento para la presentación y revisión de los informes se sujetará a las reglas establecidas en 

LGPP. 

20. Que el artículo 7, numeral 1, inciso d), de la LGPP dispone que el INE está facultado para llevar a 

cabo la fiscalización de ingresos y egresos de los partidos políticos, sus coaliciones, agrupaciones 

políticas nacionales y de las candidaturas a cargos de elección popular, federal y local. 

21. Que de conformidad con el artículo 77, numeral 2, de la LGPP, la revisión de los informes que los 

partidos políticos presenten sobre el origen y destino de sus recursos ordinarios y de campaña, 

según corresponda, así como la práctica de auditorías sobre el manejo de sus recursos y su 

situación contable y financiera estará a cargo del Consejo General del Instituto a través de la 

Comisión de Fiscalización, la cual estará a cargo de la elaboración y presentación al Consejo 

General del Dictamen Consolidado y Proyecto de Resolución de los diversos informes que están 

obligados a presentar los partidos políticos. 

22. Que de conformidad con el artículo 79, de la LGPP, los partidos políticos deberán presentar informes 

de precampaña y campaña en los plazos establecidos para cada una de las precandidaturas y 

candidaturas a cargos de elección popular, registrados para cada tipo de precampaña y campaña, 

especificando el origen y monto de los ingresos, así como los gastos realizados. 
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23. Que el artículo 80 de la LGPP, establece las reglas a las que se sujetará el procedimiento para la 

presentación y revisión de los informes de los partidos políticos. 

24. Que el artículo 2, numeral 2, del Reglamento de Comisiones del Consejo General del INE, establece 

que las Comisiones ejercerán las facultades que les confiera la Ley, el Reglamento Interior, el 

Reglamento de Comisiones, los Acuerdos de integración de estas, los Reglamentos y Lineamientos 

específicos de su materia, así como los Acuerdos y Resoluciones del propio Consejo. 

25. Que considerando lo dispuesto en el artículo Décimo Quinto Transitorio de la LGIPE, el Consejo 

General del INE, tiene la posibilidad de modificar los plazos establecidos en la norma secundaria, con 

la intención de que el máximo órgano de Dirección del Instituto esté en posibilidad de ejecutar una 

serie de acciones encaminadas a adecuar y armonizar las reglas para el correcto funcionamiento del 

sistema electoral en su conjunto. 

26. Que, de lo anterior, se considera necesario establecer plazos uniformes para la revisión de informes 

de ingresos y gastos de las candidaturas para las elecciones extraordinarias a celebrarse en las 

entidades de la república citadas en el presente Acuerdo, así como para la presentación del 

Dictamen Consolidado y su respectivo Proyecto de Resolución, con la finalidad de que pueda 

valorarse de manera integral. De esta forma el desarrollo de la revisión de los ingresos y gastos 

realizados durante las diferentes etapas de precampaña, obtención del apoyo de la ciudadanía y 

campaña, el cumplimiento a la normatividad en materia de rendición de cuentas, así como la 

imposición de sanciones, en su caso, se llevarán a cabo de manera sistemática y no de forma 

aislada. 

27. Al respecto, es importante mencionar que el principio de integralidad que rige el modelo de 

fiscalización consiste en tener una visión panorámica e integral de la revisión de los gastos, ya que 

éstos no ocurren de manera aislada o autónoma, sino que se desarrollan en un mismo tiempo. La 

inobservancia de lo anterior altera la revisión completa e imposibilita analizar los gastos en su 

conjunto, lo cual no es correcto para efectos de una adecuada comprensión y valoración de los 

gastos, pues se descontextualiza la información remitida. 

28. Que a partir de lo expuesto y fundamentado, resulta jurídicamente viable que las fechas establecidas 

en el Punto de Acuerdo primero del presente, se establezcan como fechas ciertas para la discusión 

y, en su caso, aprobación por el Consejo General de este Instituto, del Dictamen y del Proyecto de 

Resolución derivados de la revisión de los informes de ingresos y gastos correspondientes a la 

obtención del apoyo de la ciudadanía, precampañas y campañas locales extraordinarias 2021 en los 

estados de México, Nuevo León y Yucatán, sin que ello afecte el desarrollo de las etapas del mismo, 

en los términos expuestos con antelación. 

29. En ese sentido, homologar los plazos para la presentación de los informes correspondientes, es 

compatible con el nuevo modelo de fiscalización, en el que el registro de las operaciones se realiza 

en tiempo real, es decir, en un plazo no mayor a tres días posteriores a que éstas se efectúan. 

Adicionalmente, el Sistema Integral de Fiscalización (SIF) permite generar, firmar y remitir a esta 

autoridad el informe respectivo en forma automática, consolidando toda la información capturada. 

Asimismo, es necesario precisar la obligación, por parte del responsable de finanzas de las personas 

obligadas, de utilizar la e-firma otorgada por el Servicio de Administración Tributaria (SAT). 

30. Los plazos materia del presente Acuerdo y su homologación, permiten dar certeza jurídica tanto a las 

posibles candidaturas, como a la ciudadanía que emitirá su voto y garantizará que los resultados de 

la fiscalización se conozcan de forma oportuna para que las personas obligadas, de ser el caso, 

actúen en protección de sus derechos político-electorales. 

31. Que la homologación a los plazos para entregar informes de ingresos y gastos no vulnera de forma 

alguna la duración de las campañas en el caso de las candidaturas y candidaturas independientes. 

32. Que el artículo 202, numeral 2, del Reglamento de Fiscalización dispone que, para efectos de los 

plazos de campaña en el ámbito local, se estará a lo dispuesto a la normatividad electoral de cada 
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una de las entidades federativas del país y que lo no previsto en dicho instrumento deberá ser 

resuelto por la Comisión de Fiscalización; asimismo, en caso de que algún Organismo Público Local 

Electoral u organismo jurisdiccional mediante Acuerdo, resolución o sentencia, afecte o solicite el 

reajuste a las fechas, será la misma comisión la instancia responsable de realizar los ajustes, 

actualizaciones o adiciones pertinentes y será ésta la encargada de comunicarlo al Consejo General 

del Instituto. 

33. Es necesario precisar que los plazos para la revisión de los informes de ingresos y gastos 

correspondientes al periodo de obtención de apoyo de la ciudadanía, precampaña y campaña, del 

proceso extraordinario, han sido determinados de esta manera, considerando la situación 

extraordinaria por la que atraviesa el país, a causa de la contingencia sanitaria derivada del COVID-

19; obligando a este Instituto a tomar medidas excepcionales con la finalidad de garantizar el 

derecho a la salud y también a garantizar el cumplimiento del marco legal aplicable a los actores 

políticos, por tanto, este Consejo General se encuentra facultado para realizar los ajustes necesarios 

a los plazos establecidos en la LGIPE. 

En virtud de lo anterior y con fundamento en lo previsto en los artículos 35, fracción II, 41, párrafo 

segundo, Base II, apartado A, de la CPEUM; 6 numeral 3, 7 numeral 3, 20, 29, 30, numerales 1, incisos a), b), 

d), f), g) y h), y 2; 32, numeral 1, inciso a), fracción VI; 35, 42, numerales 2 y 6, 44, numeral 1, inciso jj), 190, 

numeral 2, 192, numerales 1, incisos a) y d, y 2; 196, numeral 1, 199, numeral 1, incisos c) y e), 241, numeral 

1, incisos a) y b), 251, numeral 2, 425, numeral 1, inciso d); 426, 427, numeral 1, inciso a); y 428, numeral 1, 

inciso d), y 431, así como Décimo Quinto transitorio de la LGIPE; 7, numeral 1, inciso d), 77, numeral 2, 79, y 

80 de la LGPP, articulo 2 numeral 2 del Reglamento de Comisiones del Consejo General del Instituto Nacional 

Electoral, y 202, numeral 2 del Reglamento de Fiscalización, se ha determinado emitir el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se aprueban los plazos para la fiscalización de los informes de ingresos y gastos, 

correspondientes a los periodos de obtención de apoyo de la ciudadanía, precampañas y campañas de los 

Procesos Electorales Locales Extraordinarios 2021 en las entidades de México, Nuevo León y Yucatán, como 

se indica a continuación: 

Entidad Municipio Proceso 

Periodo 

Dias de 

duración 

Día de la 

Jornada 

Electoral 

Fecha 

límite de 

entrega de 

los 

Informes 

Notificación 

de Oficios 

de Errores y 

Omisiones 

Respuesta 

a Oficios de 

Errores y 

Omisiones 

Dictamen y 

Resolución a 

la Comisión de 

Fiscalización 

Aprobación 

de la 

Comisión de 

Fiscalización 

Presentación 

al Consejo 

General 

Aprobación 

del 

Consejo 

General 
Inicio Fin 

Nuevo 

León  

General 

Zuazua 

Apoyo 

Ciudadano 
NA NA NA 

domingo, 7 

de 

noviembre 

de 2021 

NA NA NA NA NA NA NA 

Pre 

campaña  
NA NA NA NA NA NA NA NA NA NA 

Campaña 

miércoles, 

20 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 

3 de 

noviembre 

de 2021 

15 

sábado, 6 

de 

noviembre 

de 2021 

jueves, 11 

de 

noviembre 

de 2021 

martes, 16 

de 

noviembre 

de 2021 

lunes, 22 de 

noviembre de 

2021 

jueves, 25 de 

noviembre de 

2021 

viernes, 26 de 

noviembre de 

2021 

martes, 30 

de 

noviembre 

de 2021 

México Nextlalpan 

Apoyo 

Ciudadano 

viernes, 1 

de octubre 

de 2021 

viernes, 8 

de octubre 

de 2021 

8 

domingo, 

14 de 

noviembre 

de 2021 

lunes, 11 

de octubre 

de 2021 

jueves, 14 

de octubre 

de 2021 

jueves, 21 

de octubre 

de 2021 

domingo, 24 de 

octubre de 

2021 

martes, 26 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 27 

de octubre de 

2021 

viernes, 29 

de octubre 

de 2021 

Pre 

campaña  

viernes, 1 

de octubre 

de 2021 

viernes, 8 

de octubre 

de 2021 

8 

lunes, 11 

de octubre 

de 2021 

jueves, 14 

de octubre 

de 2021 

jueves, 21 

de octubre 

de 2021 

domingo, 24 de 

octubre de 

2021 

martes, 26 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 27 

de octubre de 

2021 

viernes, 29 

de octubre 

de 2021 

Campaña 

miércoles, 

27 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 

10 de 

noviembre 

de 2021 

15 

sábado, 13 

de 

noviembre 

de 2021 

viernes, 19 

de 

noviembre 

de 2021 

miércoles, 

24 de 

noviembre 

de 2021 

viernes, 3 de 

diciembre de 

2021 

martes, 7 de 

diciembre de 

2021 

miércoles, 8 

de diciembre 

de 2021 

viernes, 10 

de 

diciembre 

de 2021 

Yucatán Uayma  

Apoyo 

Ciudadano 
NA NA NA 

domingo, 

14 de 

noviembre 

de 2021 

NA NA NA NA NA NA NA 

Pre 

campaña  

martes, 28 

de 

septiembre 

de 2021 

jueves, 7 

de octubre 

de 2021 

10 

domingo, 

10 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 

13 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 

20 de 

octubre de 

2021 

domingo, 24 de 

octubre de 

2021 

martes, 26 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 27 

de octubre de 

2021 

viernes, 29 

de octubre 

de 2021 
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Campaña 

miércoles, 

27 de 

octubre de 

2021 

miércoles, 

10 de 

noviembre 

de 2021 

15 

sábado, 13 

de 

noviembre 

de 2021 

viernes, 19 

de 

noviembre 

de 2021 

miércoles, 

24 de 

noviembre 

de 2021 

viernes, 3 de 

diciembre de 

2021 

martes, 7 de 

diciembre de 

2021 

miércoles, 8 

de diciembre 

de 2021 

viernes, 10 

de 

diciembre 

de 2021 

 

SEGUNDO.- Lo no previsto en el citado instrumento debe ser resuelto por la Comisión de Fiscalización; 

asimismo, en caso de que algún Organismo Público Local Electoral u organismo jurisdiccional mediante 

Acuerdo, resolución o sentencia, afecte o solicite el reajuste a las fechas, será la Comisión de Fiscalización la 

instancia responsable de realizar los ajustes, actualizaciones o adiciones pertinentes y será ésta la encargada 

de comunicarlo al Consejo General. 

TERCERO.- Se instruye a la Unidad Técnica de Fiscalización para que notifique el presente Acuerdo a los 

Partidos Políticos Nacionales, a los partidos políticos con registro local, así como a las personas aspirantes a 

una candidatura independiente que tengan registro durante el proceso de obtención del apoyo de la 

ciudadanía, a través del módulo de notificaciones electrónicas del Sistema Integral de Fiscalización. 

CUARTO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente al de su aprobación. 

QUINTO.- Publíquese en la página de Internet del Instituto Nacional Electoral, así como en el Diario Oficial 

de la Federación. 

SEXTO.- Se instruye al Secretario Ejecutivo para que, a través de la Unidad Técnica de Vinculación con 

los Organismos Públicos Locales Electorales, notifique el presente Acuerdo a los organismos en los estados 

de México, Nuevo León y Yucatán. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 30 de 

septiembre de 2021, por votación unánime de los Consejeros Electorales, Maestra Norma Irene De La Cruz 

Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín 

Fernando Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola 

Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia 

Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 

Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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